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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle Correa.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 94ª, ordinaria, en 15 de enero, 95ª, especial, y 96ª, ordinaria, ambas en 16 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio


Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:



Responde acuerdo adoptado por el Senado, propuesto por los Honorables señoras Pérez San Martín, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma, referente a la factibilidad de un proyecto de ley que le otorgue al señor Vicente Bianchi Alarcón un premio de honor por su trayectoria musical, con los mismos galardones y pensiones que se asignan a los premios nacionales por el artículo 3° de la ley N° 19.169 (boletín Nº S 1.538-12).


--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología,  recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1). 


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas reguladoras de la actividad hípica nacional con el fin de incentivar y promover dicha actividad (boletín Nº 8.773-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Quedan para tabla.

Mociones



De la Honorable señora Pérez San Martin, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en materia de cierre de la investigación, y aumenta las sanciones por incumplimiento de deberes de los fiscales del Ministerio Público (boletín N° 8.795-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De los Honorables señora Pérez San Martin y señor Cantero, mediante la cual dan inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, para establecer en la elección de parlamentarios el principio de las más altas mayorías individuales (boletín N° 8.797-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



De los Honorables señor Horvath, señora Pérez San Martin y señores Bianchi y Cantero, con la que inician un proyecto de reforma constitucional para establecer en la elección de parlamentarios el principio de las más altas mayorías individuales y las elecciones complementarias como mecanismo de remplazo (boletín N° 8.798-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



Del Honorable señor Chahuán, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de elección de parlamentarios y conformación de distritos plurinominales (boletín N° 8.799-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Comunicación



De la Comisión Bicameral encargada de dar cumplimiento al artículo 6° del Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, con la que se da conocer que se constituyó en el día de hoy y eligió Presidente, por la unanimidad de sus miembros presentes, al Honorable señor Letelier.



--Se toma conocimiento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

RECIBIMIENTO A PRESIDENTE DE SENADO ESPAÑOL, 
SEÑOR PÍO GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ
El señor ESCALONA (Presidente).- Excelentísimo Presidente del Senado de España, señor Pío García-Escudero Márquez; Excelentísimo Embajador de España, señor Íñigo de Palacio España; Vicepresidente del Senado, señor Alejandro Navarro Brain; señoras y señores Senadores; Secretario General del Senado, señor Mario Labbé Araneda; Secretario General del Senado de España, señor Manuel Cavero Gómez; señores miembros de la delegación de España; señoras y señores:



Como Presidente de nuestra Corporación, la posibilidad de expresar nuestro reconocimiento al Senado de España, en la persona de su Presidente, señor Pío García-Escudero Márquez, reviste una significación especial. Es la reafirmación de una amistad y una relación política que traspasan los Gobiernos y las diferentes circunstancias históricas que puede vivir cada una de nuestras naciones; que han podido prevalecer en el curso de los años, las décadas y los siglos, y que constituyen, en el actual mundo global, una comunidad de la más alta importancia para Chile.



Desde España vinieron quienes, desde Colón en adelante, fueron capaces de encontrar nuestras tierras; de crear en ellas comunidades nacionales; de instalar una manera de pensar y de vivir que, naturalmente, se puso a prueba en las circunstancias concretas y específicas de nuestra realidad, en el entrechocar con los indígenas del continente -especialmente, en el caso de Chile-; de dar curso a una cultura que nos distingue como nación, cuyas raíces profundas se encuentran en España y en el pueblo mapuche, el cual constituía, a la sazón, la etnia originaria más relevante que poblaba lo que, con el curso del tiempo, conformó nuestro actual territorio nacional.



Chile, desde sus orígenes, se hizo parte del sentimiento de España en defensa de su soberanía y autonomía, como nación y Estado.



Nuestro padre de la patria José Miguel Carrera combatió junto a los españoles en contra del invasor, hace ya cerca de dos siglos, y nos enalteció a todos, pues tuvo siempre en alto la bandera de un bien que apreciamos tanto, como la independencia nacional.



Estimado Presidente, creo que a través de la figura de José Miguel Carrera se concretó la posibilidad, tan singular para una nación todavía en formación, de luchar por la independencia de España, en contra de la ocupación francesa y de las tropas napoleónicas.



Tuve la posibilidad de estar hace pocos meses en Cádiz para invitar al Presidente Pío García-Escudero y de apreciar que a esa ciudad llegaron también los representantes de la nación chilena en formación con el propósito de tomar parte en el proceso de defensa de lo que todavía en aquel tiempo configuraba una raigambre común.



Luego, como Estados, hemos sido capaces de atravesar diferentes circunstancias. Hemos vivido en democracia; hemos sobrellevado una dictadura; hemos hecho aportes a la cultura universal, cada uno desde su propia realidad y con sus propias características; hemos podido contribuir desde el ámbito de las ciencias, de la informática, del arte y de la cultura, y constituir naciones que se han ganado su propio espacio y exhiben una singularidad que las realza y les da el relieve al que cada una aspira en el actual concierto internacional. Todo ello, anhelando siempre un mundo de paz, de cooperación y de entendimiento.



Ahora, cuando en nuestro país la democracia ha ido echando raíces profundas, podemos también valorar y reconocer el aporte de España, con su transición ejemplar, en plena segunda mitad del siglo XX, para el efecto de reinstalarla.



Parecía obvio y elemental, prácticamente después de dos siglos de la Revolución Francesa, del derrumbe del Absolutismo, de la primacía de las banderas de la libertad, la igualdad y la fraternidad, que nuestro destino era vivir en democracia.



No era tan simple ni tan fácil.



Nuestros países han recorrido un largo camino y cuentan con una experiencia que los caracteriza, y creo que, independientemente de las circunstancias propias que están viviendo, ostentan en común un patrimonio y, al mismo tiempo, amor, respeto y adhesión a la democracia, como sistema de vida y manifestación de compromiso con las ideas de igualdad y libertad.



El entendimiento entre España y Chile es hoy algo que nos distingue.



Por nuestra parte, enfrentamos desafíos enormes como sistema político, entre ellos la necesidad de generar espacios institucionales que nos permitan ser efectivamente una nación multicultural. Tenemos pendiente una deuda con nuestros pueblos indígenas. No nos ha resultado fácil saldarla. Es una de las tareas esenciales por llevar a cabo, sin perjuicio de otras en las que no es del caso detenerse ahora.



Quisiera reiterar, estimado Presidente, nuestro reconocimiento y agradecerle profundamente su presencia, porque eso nos permite, una vez más, junto con saludarle, observar, comprender y ver en España una parte esencial de lo que somos como comunidad nacional. Los suyos vinieron hace ya más de 500 años, motivo por el cual sentimos compartir un mismo desafío de civilización.



Le solicito acoger nuestro testimonio de consideración a través de la Condecoración que el Senado de Chile le entrega en este momento.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



--El señor ESCALONA (Presidente del Senado) impone al Presidente del Senado de España, señor GARCÍA-ESCUDERO, la Medalla al Mérito del Senado de la República de Chile, en el grado de Gran Oficial.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, señor Presidente.

El señor GARCÍA-ESCUDERO (Presidente del Senado de España).- Excelentísimo señor Presidente del Senado, querido amigo; excelentísimos señores Senadores; miembros de la delegación del Senado de España; excelentísimo señor Embajador de España; excelentísimos señores Diputados del Congreso de España:



Es para mí un gran honor dirigirme al Senado de la República de Chile precisamente en el último día del año legislativo. Por eso, agradezco muy sinceramente la amable invitación de su Presidente, el excelentísimo señor Camilo Escalona.



Asimismo, me siento muy agradecido y honrado por la Medalla que el Senado de Chile ha tenido a bien otorgarme. Es una distinción que recibo como Presidente del Senado de España y que valoro especialmente por lo que supone, como testimonio de los estrechos lazos que unen a nuestras dos instituciones parlamentarias y nuestras dos naciones.



Mi visita a Chile se registra en el marco de la Sexta Sesión Ordinaria de la Asamblea Parlamentaria Euro-Latinoamericana (Eurolat), que se reunirá mañana y pasado mañana y en cuya inauguración tendré la ocasión de participar.



A buen seguro, ello va a proporcionarnos una excelente oportunidad para que parlamentarios latinoamericanos y europeos podamos compartir reflexiones, elaborar respuestas conjuntas a los grandes retos que debe afrontar nuestro mundo globalizado y, en definitiva, actualizar los fuertes vínculos transatlánticos que nos unen desde hace 200 años y que hoy, quizá más que nunca, nos brindan grandes oportunidades de futuro.



De algún modo, el encuentro de Eurolat puede evocar aquel otro que reunió en Cádiz hace dos siglos, en representación de buena parte de los pueblos actualmente integrantes de la Comunidad Iberoamericana, a “diputados de ambos hemisferios”, entre ellos, por cierto, los chilenos Miguel Riesco y Joaquín Fernández de Leiva.



La Constitución de 1812, gran obra de aquellas Cortes, fue la primera en la historia constitucional española y ejerció influencia tanto en muchos países iberoamericanos que iniciaban sus procesos de independencia como en otros Estados europeos.



Precisamente el año pasado tuvimos ocasión de conmemorar este acontecimiento histórico reuniendo en Cádiz a representantes de todos los Parlamentos de la Comunidad Iberoamericana, en el VIII Foro Parlamentario Iberoamericano, que tuvo lugar los días 25 y 26 de octubre, bajo el lema “Una relación renovada en el Bicentenario de la Constitución de Cádiz”.



Allí coincidimos en los cuatro ejes prioritarios que deben orientar nuestra común acción futura:



-El crecimiento económico, como motor imprescindible para poder crear empleo, favorecer la igualdad de oportunidades y mejorar las condiciones de vida de los más desfavorecidos.



-El desarrollo de las infraestructuras en ámbitos como el transporte y las telecomunicaciones, herramienta también de crecimiento económico, de cohesión social y territorial y de integración regional.



-La promoción de la pequeña y mediana empresa, para incrementar la productividad y la competitividad.



-Y el fortalecimiento institucional, es decir, la mejora de la gestión de nuestras instituciones, sobre la base de los principios de eficiencia, buen gobierno y transparencia.



Son cuatro ejes de gran importancia, sin duda, aprobados como conclusiones del Foro Parlamentario y presentados a la XXII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, que tuvo lugar también en Cádiz los días 16 y 17 de noviembre recién pasados, y que pueden servir de base para futuros encuentros, como el que tendrá lugar en Chile los próximos días.


Efectivamente, Santiago será el escenario de una nueva gran cita internacional: la Cumbre entre la Unión Europea y la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (Cumbre UE-CELAC), que tendrá lugar los días 26 y 27 de enero, que toma el testigo de la anterior Cumbre de 2010, celebrada en Madrid, y que propone, en esta ocasión, una reflexión sobre la promoción de las inversiones ambientales y socialmente sostenibles.


No cabe duda de que esta cita será un gran éxito, gracias al liderazgo y al buen hacer de Chile, un país que mantiene una ejemplar y fructífera relación con la Unión Europea, desde la entrada en vigor del Acuerdo de Asociación en marzo de 2002.



En España conocemos y admiramos el progreso económico sostenido de Chile en las últimas décadas; su apuesta por la competitividad y la apertura hacia la economía global, y su construcción de un clima de garantías, confianza y seguridad jurídica para la actividad económica y las inversiones.


Debo, además, felicitarles por los esfuerzos que están realizando para sintonizar con las nuevas prioridades de la sociedad chilena y tomar decisiones valientes que buscan incrementar las oportunidades de futuro de sus ciudadanos, especialmente en el plano educativo, así como en otros ámbitos sociales.



También en España nos encontramos en una etapa de grandes retos y grandes reformas. La realidad económica nos está haciendo atravesar por tiempos difíciles. Sin embargo, tal como hemos hecho en otros momentos de nuestra historia, estamos plantando cara a las dificultades, y, por ello, saldremos adelante con un impulso renovado.


Nuestras respuestas se articulan en una ambiciosa agenda de reformas que afectan a nuestro sector financiero, al funcionamiento de nuestra economía o a nuestro mercado laboral. Con ellas pretendemos volver pronto a la senda del crecimiento, la prosperidad y la creación de empleo.


Asimismo, estamos trabajando en la racionalización de nuestras Administraciones públicas, con el fin de hacerlas más eficientes y eficaces. Y queremos dotarlas también de la mayor transparencia, con el propósito de recuperar la confianza de los ciudadanos en el valor de la política.



Con el mismo objeto, también hemos puesto en marcha una Ponencia, que actualmente está estudiando la reforma del Senado, con el fin de fortalecer su papel como Cámara de representación territorial, en el marco de nuestro modelo de Estado autonómico.


Y no quisiera dejar pasar esta ocasión sin destacar las grandes oportunidades que hoy ofrece el excelente marco de relaciones compartidas por nuestros dos países.



En el ámbito político, desde la transición política en Chile, que tantas similitudes tuvo con la española.



Y, por supuesto, en el ámbito económico, tal como queda de manifiesto en el creciente volumen de intercambios económicos entre España y Chile o en el recíproco interés inversor de nuestras empresas: de empresas chilenas en España, de forma creciente; y de empresas españolas en Chile, en muchos casos con una presencia ya consolidada. Y no me refiero a las de mayor entidad, sino también, cada día más, a las pequeñas y medianas empresas, que buscan socios locales, crean empleos con los que impulsar sus proyectos, y a veces hacen de Chile su plataforma regional para la expansión de sus negocios en América Latina.


España, como una absoluta prioridad, busca reforzar su relación con Chile y, en general, con el conjunto de la región latinoamericana.



España ha sido tradicionalmente un puente entre España y la Unión Europea, desde su ingreso en ella, favoreciendo los intercambios comerciales entre ambas regiones.



Y hoy, más que nunca, Europa mira con esperanza a América Latina, por la pujanza de sus economías y la mejora de la calidad democrática en muchos de sus países. Busca establecer relaciones privilegiadas y aspira a contribuir activamente a la consolidación de ámbitos regionales de cooperación, al fomento de las relaciones birregionales y al fortalecimiento de los mecanismos multilaterales.


Por ello, confiamos en la vitalidad de la Alianza del Pacífico, iniciativa regional auspiciada por Chile y a la que se ha sumado España en calidad de observador.



Estamos absolutamente convencidos de que España y Chile, Europa y América Latina, sabiendo poner en valor sus profundas coincidencias, sabrán afrontar juntas los nuevos y complejos desafíos del mundo que compartimos.



Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias a usted, Presidente.

El señor GARCÍA-ESCUDERO (Presidente del Senado de España).- Señor Presidente, yo también quiero entregarle un recuerdo: una moneda con el escudo del Senado de España en una de sus caras y, en la otra, el escudo de todas las comunidades autónomas que componen nuestro Estado.



--El señor Presidente del Senado de España, señor GARCÍA-ESCUDERO, entrega la moneda al señor Presidente del Senado chileno, señor ESCALONA. 
El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Agradezco la visita del Presidente del Senado de España, Pío García-Escudero Márquez.



Y cito a reunión de Comités inmediatamente. 



Se suspende la sesión por 15 minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 16:40.



--Se reanudó a las 16:59.
)-----------------(
El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



Antes de que se proceda a leer los acuerdos de Comités, quiero saludar a los deportistas de alto rendimiento de la Quinta Región apostados en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Muchas gracias por acompañarnos!

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión del día de hoy, los Comités adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:


-Incorporar, en los primeros lugares de la tabla de esta sesión, los siguientes proyectos de ley, en el orden que señalaré:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transporte de carga y modifica otros aspectos de este mecanismo, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



2.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (discusión en general) y urgencia calificada de “suma”.



-Se informa, asimismo, que el Ejecutivo procederá a retirar la urgencia del proyecto, en primer trámite constitucional, que regula la carretera eléctrica, con informe de la Comisión de Minería y Energía. Este asunto se encontraba en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión.


De consiguiente, a continuación de los proyectos que mencioné, se vería el que se hallaba en cuarto lugar, vale decir, el que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, con informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



-Por último, los Comités acordaron celebrar una sesión especial el miércoles 6 de marzo próximo, de 12 a 14, con el objeto de analizar un informe respecto a la responsabilidad penal adolescente.

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Quisiera decirles a nuestros amigos invitados que, una vez iniciado el Orden del Día, no se permiten manifestaciones en las tribunas.



Solicito la autorización del Senado para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE PLAZO PARA REINTEGRO PARCIAL DE IMPUESTO ESPECÍFICO AL PETRÓLEO DIÉSEL

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transporte de carga y modifica otros aspectos legales de este mecanismo, con certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8772-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.



Certificado de Comisión:



Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 96ª, en 16 de enero de 2013.



Discusión:



Sesión 96ª, en 16 de enero de 2013 (queda pendiente la votación en general y en particular).

El señor LABBÉ (Secretario General).-  En sesión de fecha 16 de enero del año en curso se realizó la votación general del proyecto.



Se registraron 12 votos a favor, 9 en contra y 3 abstenciones. Estas últimas influyen en el resultado, por lo que procede repetir la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



Hago presente a Sus Señorías que estamos repitiendo la votación general que quedara pendiente de la sesión ordinaria del miércoles de la semana pasada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada de la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (12 votos a favor, 7 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos) y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite. 


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Escalona, García, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos) y Tuma.



Se abstuvieron los señores Orpis y Ruiz-Esquide. 


No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Novoa.

El señor URIARTE.- Solicito a la Mesa que considere mi voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Uriarte.

SIMPLIFICACIÓN DE RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN Y DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES COMERCIALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7328-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 70ª, en 30 de noviembre de 2010.


En tercer trámite, sesión 89ª,  en 19 de diciembre de 2012.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.


Economía (segundo): sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Hacienda: sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Economía, unidas: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.


Discusión:



Sesiones 85ª, en 3 de enero de 2012 (se aprueba en general); 14ª, en 2 de mayo de 2012 (se aprueba en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.


Con fecha 19 de diciembre de 2012, la Sala de esta Corporación acordó que el proyecto fuera considerado, en el tercer trámite, por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas.



Las referidas Comisiones rechazaron todas las enmiendas de la Cámara de Diputados por cinco votos en contra, de los Honorables señores García, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones); dos votos a favor, del Honorable señor Hernán Larraín (como miembro de las dos Comisiones), y tres abstenciones, de los Honorables señores Espina (como integrante de ambas Comisiones) y Carlos Larraín.


Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento, se obtuvo idéntico resultado, por lo que las abstenciones se consideraron como favorables a la posición de rechazo, que había obtenido el mayor número de pronunciamientos.



En el boletín comparado, se transcribe el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.
El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de las Comisiones unidas. 



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente para anunciar que me inhabilito respecto del presente proyecto de ley, en virtud del artículo 8° del Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, haríamos una sola votación.

El señor COLOMA.- ¿Sobre qué debemos pronunciarnos?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se vota la proposición de las Comisiones unidas; esto es, rechazar todas las enmiendas de la Cámara de Diputados. Si se acogiera, el proyecto deberá ser visto por una Comisión Mixta.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar para fundamentar el voto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, en las Comisiones unidas, después de escuchar a la Presidenta del Colegio de Abogados, señora Olga Feliú, como también las diversas observaciones hechas, se concluyó que los artículos 12 y 13 de la Cámara de Diputados adolecerían de un problema constitucional.



¿Por qué? Porque se hace una delegación. Es decir, materias propias de ley se entregan a un reglamento. Y de acuerdo al artículo 63, número 3), de la Constitución, todo lo referido a normas relacionadas con Códigos -en este caso, lo relativo a sociedades comerciales son propias del Código de Comercio- no serían delegables ni sería posible entregarlas a un reglamento.



Sobre la base de esa discusión, se tomó el acuerdo más lógico: que la iniciativa fuera a Comisión Mixta para resolver las divergencias. 



Y quiero dejar una constancia, señor Presidente, relacionada con algunas declaraciones del Ministro de Economía, en el sentido de que había un fuerte lobby por tratar de impedir que el proyecto fuera ley. Incluso, no por boca de él pero sí de algunas personas que, al parecer, se hallan a favor de la iniciativa, se supondría que estoy inhabilitado por cierto parentesco con un notario.



Esto no es un problema de notarios o no notarios. 



Como se ha dejado constancia también en las Comisiones unidas, el de los notarios y conservadores es un problema que debemos afrontar y confeccionar un nuevo sistema, para que haya mayor competencia dentro de las notarías y los conservadores de bienes raíces.



El intercambio de opiniones se debió al deseo de sacar un buen proyecto. Yo voté muchas de sus disposiciones a favor. 



Señor Presidente, he querido dejar esta constancia por lo siguiente: mediante el sistema de las llamadas “sociedades express” -se pueden tramitar en una hora- se van a dar facilidades para que el trámite se cumpla en tiempo breve y a costo casi cero. Porque, al momento de establecerse la firma electrónica, la persona que quiera utilizarla va a tener que hacer un gasto bastante considerable a fin de operar en una sociedad de este tipo; de lo contrario, no funciona la modalidad express.



Pero voy al hecho de que vamos a tener dos tipos de sociedades: unas de primera clase, donde la gente con recursos y con abogados para el cumplimiento de los trámites las pueden reconocer en plenitud jurídica, y hoy día se tramitan sin problemas en los bancos, sin mayores observaciones. Y otro tipo de sociedades. 



Yo no he impedido la existencia de aquellas.



Y soy partidario de que se rebajen los aranceles de notarios y de conservadores, y que ojalá se regulen por ley. Pero para eso se requiere otro texto legal. 



Aquí nadie ha hecho lobby en contra del proyecto. Pero hemos querido despachar una buena iniciativa, pese a las críticas que hemos hecho. 



A mi juicio, es bueno que vaya a Comisión Mixta, precisamente para solucionar los problemas constitucionales que están inmersos en ciertos artículos aprobados en la Cámara de Diputados. 


No obstante esa constancia, señor Presidente, voy a votar que sí, a fin de que el proyecto vaya a Comisión Mixta y no para que no haya iniciativa. 



Reitero que voté favorablemente en particular varias de sus disposiciones -en el debate en general hice lo propio-, pues es necesario que la futura ley opere en la mejor forma posible.



Y le digo al Ministro: “No creo que haya habido ningún lobby en relación con el proyecto”. 
El señor ESCALONA (Presidente).- Con acuerdo de la Sala, puede intervenir el señor Ministro, porque estamos en votación.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, agradezco a la Sala la posibilidad de referirme a la iniciativa legal en debate. 



El que nos ocupa es uno de los proyectos más importantes que esperan los emprendedores del país, a fin de tener la libertad de constituir sociedades no solo en las notarías, sino asimismo para contar con una segunda opción, voluntaria: un registro electrónico, como existe hace muchos años en Nueva Zelandia, en Singapur o en aquellos países que han alcanzado el desarrollo y que son líderes en el ámbito del emprendimiento.



Pocas iniciativas han sido objeto de más lobby que esta. Y lo he dicho no solo ayer, cuando tuve que responder a los medios de comunicación sobre esta iniciativa. Lo menciono porque llevamos dos años y medio tramitando en el Parlamento un proyecto de 24 artículos, muy simple, que crea un registro electrónico para que en Chile quienes emprendan no paguen por constituir una sociedad, sino que lo hagan en forma gratuita y en un solo día.



No hay una sola ocasión en encuentros tenidos con las pymes y  con los que emprenden donde deje de haber una ovación cada vez que se menciona este proyecto y lo referente a su despacho.



Las discrepancias que debe resolver la Sala son insignificantes, menores. Por lo tanto, no hay razón que justifique que vaya a Comisión Mixta.



Propongo al Senado dar una señal clara a los emprendedores del país en cuanto a que podrán constituir en Chile sociedades sin pasar por las notarías y los conservadores.



Me he reunido con la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros de Chile. Por lo tanto, soy testigo del lobby desplegado. Lo han hecho durante meses. Y lo encuentro legítimo. Yo no estoy en contra. Lo hace todo el mundo y -reitero- es legítimo.



Pero no me parece bien que estemos demorando el trámite de una iniciativa  que es fundamental para emprender y no dar señales claras.



En la Comisión Mixta, solo tendremos que ver las enmiendas. Y no hay discrepancias relevantes entre el Senado y la Cámara de Diputados. Por eso la propuesta del Ejecutivo es evitar esa instancia y aprobar todas las modificaciones,  lo que fue parte también de los acuerdos alcanzados en la Cámara Baja.



Uno de los consensos se refiere al registro que debe llevar el Ministerio de Economía. En el proyecto original del Ejecutivo, se consideraba que estuviera a cargo del Servicio de Impuestos Internos. Fue en el Senado donde se nos pidió que lo cambiáramos a la Cartera que dirijo. La iniciativa fue concordada en la Comisión de Economía de esta Corporación. Y la única enmienda trascendente introducida en la Sala fue la de impedir la licitación del registro electrónico, de manera de dejarlo radicado siempre en el Ministerio de Economía. En consecuencia, se eliminó la facultad de licitar que se entregaba al Ejecutivo.



Por lo tanto, si Sus Señorías miran cada una de las enmiendas, todo lo sustancial ya está aprobado. Y las pequeñas modificaciones no justifican, a ningún evento, seguir dilatando la tramitación de un proyecto que es muy importante y esperado por los emprendedores del país.



Deseo aludir a otro aspecto. Se trata de algo en lo cual como parlamentario siempre fui muy cuidadoso. Quiero ser muy claro. Hago presente al Senador señor Zaldívar que ayer, ante una consulta relativa a las incompatibilidades que afectarían a algunos Senadores, no me referí a ello. Defendí a los parlamentarios, pues cada uno sabe perfectamente cuándo corresponde inhabilitarse. No me he prestado nunca para avalar a personas que, con motivo de este proyecto o de otros, usan descalificaciones hacia los integrantes del Congreso. Pertenecí a la Cámara de Diputados y al Senado, y sé de la honradez de los parlamentarios y de los políticos de Chile.



En consecuencia, quiero separar los temas, porque no fui yo quien lo dije. Se me hizo una consulta ayer. Fui muy claro en señalar que no me constaban los parentescos y no me parecía que debíamos usar ese tipo de declaraciones, porque no tenía duda de que un parlamentario se inhabilitará si estima que posee una incompatibilidad,  tratándose de este o de otra iniciativa legal.



Deseo dejar muy clara también la posición del Gobierno.



No vemos razón alguna para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta. En dicha instancia, no habrá unanimidad para revisar temas ajenos a esas discrepancias. Por lo tanto, creo que lo correcto y lo que esperan los emprendedores del país es constituir el registro lo antes posible.



El Ministerio de Economía, suponiendo que este proyecto se tramitaría con más prontitud, envió hace más de cinco meses a los técnicos para poner en marcha el registro electrónico.



En consecuencia, es una opción más que tendrán los emprendedores. No se trata de un privilegio para quienes tienen más,  o menos. Es una alternativa. Los emprendedores de Chile, los que constituyen sociedades, decidirán si lo siguen haciendo por la vía de las notarías o lo hacen por medio de un registro electrónico. 


Además, deseo precisar que este último mecanismo genera tanto o más certeza jurídica que la que puede brindar un notario. Hoy los registros electrónicos para constituir sociedades se emplean en muchos países. Y ojalá Chile sea la primera nación latinoamericana en contar con él.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como manifesté en las Comisiones unidas, me parece que nos encontramos ante una iniciativa del mayor interés para la actividad emprendedora en Chile.



Y las dudas que han planteado algunos en el tercer trámite apuntan quizás a discusiones que  debieran haberse manifestado en el primer o en el segundo trámite. Porque a estas alturas no tienen sentido: levantan inquietudes que dicen relación con la forma en que este proyecto pretende agilizar la constitución de las sociedades comerciales. Me parece que hacer esos planteamientos no es lo que corresponde.



Entiendo la situación, pues conozco a mis colegas de profesión. Y cuando oíamos a la señora Olga Feliú, Presidenta del Colegio de Abogados, recordaba la actitud natural de un colegio profesional al que le gusta hacer las cosas de una forma determinada. Esa es la manera como hemos sido educados en la universidad y la forma en que ha operado en Chile este tipo de actividades.



Sin embargo, no se trata de la única manera de constituir sociedades.



Son muchos los países que han ido avanzando con mayor rapidez en este aspecto, generando mecanismos de simplificación, de modo de tener una actividad de emprendimiento con más fluidez.



En la actualidad, se crean diez mil empresas al año. Con mecanismos como los que estamos planteando, podrían llegar a constituirse veinte mil; es decir, duplicar la actividad emprendedora en Chile. Y el sistema es este: un formulario con firma electrónica genera un registro especial y da origen a una sociedad, que no será de segunda categoría, sino igual a las actuales. Aclaro que las sociedades serán de un solo tipo y que van a generar los mismos efectos jurídicos. Estarán en condiciones de ser agentes económicos, comerciales, productivos, etcétera, según el giro que tengan. 


Por lo tanto, no es efectivo que aquí estemos creando sociedades de distinta naturaleza. No. Producen los mismos efectos jurídicos. Lo que hacemos es facilitar la creación de sociedades comerciales.



Lo anterior resulta muy relevante para potenciar la actividad emprendedora, la capacidad de iniciativa de los ciudadanos, particularmente en el ámbito de las pymes, que son las que más uso hacen de estas sociedades. Las grandes empresas y los grandes conglomerados poseen recursos, desarrollan estudios muy importantes, asesorados por excelentes abogados, tendrán siempre su solución. Pero los pequeños emprendedores, los que instalan un quiosco, los que quieren llevar adelante una actividad menor pero significativa, requieren facilidades. Y la iniciativa en análisis permite constituir sociedades con mayor expedición.



La apuesta que hace el Gobierno de confianza en la gente, de simplificación, no tiene nada que ver con la falta de certeza jurídica que habría, según algunos, a través de este proyecto. Yo no creo en eso.



Las enmiendas de la Cámara de Diputados podrán ser mejores o peores, pero al final no hay problema en aceptarlas, porque se orientan en una buena dirección.



Por lo expuesto, en estas bancadas, vamos a dar el paso de confianza en orden a apoyar el proyecto, porque creemos que la actividad emprendedora requiere iniciativas que cambien la mentalidad en Chile y que beneficie a quienes quieren crear bienes, servicios y desean generar riqueza con su esfuerzo personal.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en la votación realizada en las Comisiones unidas me abstuve. Y lo hice, porque en ese instante no tenía cómo estudiar ni rebatir las observaciones que formuló doña Olga Feliú. Incluso pedí que celebráramos una sesión más, porque me interesaba analizar la materia.



Este es un tema en donde está en juego la certeza jurídica, que es un factor muy importante en nuestro país. Chile, a diferencia de lo que ocurre en muchas naciones, posee certeza jurídica. Esto significa que los instrumentos legales realmente dan fe de que han sido suscritos por quienes corresponde y en la fecha adecuada.


Tuve la oportunidad de estudiar el proyecto, con el mejor propósito. Y como además soy abogado tiendo a cautelar más el principio de la certeza jurídica, por una cuestión profesional. Así nos formaron, bajo la escuela -está bien que sea de esa manera- del valor que tiene la certeza jurídica, en cuanto a entregar la seguridad legal de que cuando se realiza un acto con las solemnidades correspondientes -en algunos casos con más solemnidades que en otros- aquel que lo suscribe como contraparte sabe que, por regla general, no está siendo objeto de una defraudación o engaño, sin perjuicio de que siempre alguien puede cometer un ardid.



El asunto -créanme que dediqué tiempo a estudiarlo- lo consulté con abogados que merecen toda mi confianza, que ejercen la profesión en forma activa, quienes no tienen otro propósito que el que exista una buena legislación. Y puedo decir que se trata de un muy buen proyecto.



Por eso, me pronunciaré a favor, señor Presidente.



En el fondo, lo que hacemos aquí es establecer la firma digital, para efectos de poder constituir empresas en forma más expedita. 



Analicé todas las dudas de constitucionalidad que doña Olga Feliú -a quien quiero mucho- legítimamente planteó. Pero no las comparto. No estoy señalando que tengo la razón. Y me formé un juicio. Antes me había abstenido, pero estudiando objetivamente las normas, incluso las que fueron objeto de observaciones de constitucionalidad, como las que efectúan remisiones a un reglamento, no me parece que en ellas se cometa alguna infracción legal. A lo mejor, podría ser controvertible el inciso final que se agrega al artículo -no recuerdo bien- 8º o 9º. 



Sin embargo, sometido este asunto al parecer de las personas con quienes uno puede hablar estos temas y en las que uno confía, como abogados de distintas tendencias que desean el buen funcionamiento del sistema porque mal que mal trabajan diariamente en ese ámbito, yo diría que todas ellas expresaron que este es un buen proyecto, bien hecho, muy innovador, que viene a ratificar la firma digital, con resguardos jurídicos adecuadamente cautelados. Yo lo analicé y me parece que ello es efectivo. 



Por lo tanto, votaré por el rechazo de lo que propone el informe de las Comisiones unidas, aunque en estas me abstuve solo con el propósito de estudiar las modificaciones introducidas. Si hubiese tenido dudas me habría pronunciado en contra, porque no se trata de una cuestión política. El asunto es bien serio, y -reitero- consulté las aprensiones existentes. 



Quiero dar un dato adicional. 



Cuando esta iniciativa comenzó a ser examinada formulé una serie de observaciones, y le pedí a abogados que conozco que las aclararan, de ser posible, con los funcionarios del Ministerio de Economía. Así ocurrió. Y creo que la Cámara de Diputados en definitiva mejoró algunas cosas. 



En consecuencia, solo puedo dar fe, de acuerdo a mi convicción personal y no siendo dueño de la verdad, de que se trata de un buen proyecto y que deberíamos acogerlo. 



Una última consideración.



Con respecto a que se haga o no lobby, quiero decir que ello me resulta absolutamente indiferente, porque yo apruebo lo que considero correcto. En esta normativa no he sido objeto de él. En todo caso, a mí me hacen poco lobby. A lo mejor, tengo poca influencia. 



Pero no entremos en esa discusión, la cuestión es si la iniciativa está bien o mal hecha. Yo me pronuncio en conciencia por lo que me parece bueno, correcto y está dentro de mis convicciones. Y como estas son personales, puedo equivocarme. 



Por tal razón, voto en contra de la proposición de las Comisiones unidas, para que este proyecto se apruebe, porque no veo suficientes argumentos para dilatar su despacho en una Comisión Mixta. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas, debo señalar que durante el período de tramitación de este proyecto actué como titular de la Comisión de Economía.



Desde el primer momento me entusiasmó la iniciativa, y le entregué mi reconocimiento al Ministro de Economía por la calidad que exhibía, con relación al objetivo buscado en orden a modificar legislaciones que tenían más de un siglo, para modernizar las oportunidades de emprendimiento de las personas más modestas que desean formar una sociedad. No solo los más ricos o los que poseen más recursos deben tener derecho a hacerlo. También la gente más humilde. 



Desde ese punto de vista, no es posible que, conforme al actual esquema, esas personas deban concurrir a un notario, consultar abogados, escriturar y publicar para constituir sociedades bastantes simples. Ello, además de demoroso, es caro. 



No tengo ninguna simpatía por los notarios, menos por los conservadores. He formulado denuncias aquí en cuanto a que ese monopolio tiene que terminar. Me alegré cuando el entonces Ministro de Justicia anunció que venía un proyecto de modificación a todo el sistema de conservadores y notarios. Espero que, con la misma urgencia y premura que estamos introduciendo modificaciones para crear empresas, llegue una iniciativa que simplifique, abarate, agilice, ponga en línea toda la información que manejan los notarios y las funciones que desempeñan, con el objeto de facilitar los trámites a la gente que desea emprender. 



Por tal razón, me entusiasmé con la iniciativa que nos ocupa. Y el mejor testimonio de ello es que, como Presidente de la Comisión de Economía, le di la tramitación más expedita posible, siendo aprobada en general por unanimidad.



A veces se dice que los Senadores están bajo la presión del lobby desplegado por distintos sectores. Pero la verdad es que lo único que hicimos fue tratar de mejorar la iniciativa.



En seguida, durante su análisis en particular en la Comisión, puse toda mi colaboración para ir aprobando artículo por artículo, haciendo las observaciones que me parecían correctas. Creo que se hizo un gran trabajo. 



No obstante, la Cámara de Diputados introdujo algunas innovaciones al proyecto, que las Comisiones unidas rechazaron en el tercer trámite, y ahora nos corresponde pronunciarnos sobre ellas. 



Al respecto, hemos tenido conocimiento de que no se pueden entregar facultades a un Ministerio para que actúe como ministro de fe por la vía de un reglamento, porque eso sería inconstitucional. Solo la ley lo puede hacer. Esa observación, como miembro de las Comisiones unidas de Economía y de Constitución, me pareció razonable. 



¿Cuál es el punto? Que es posible zanjar el problema en una Comisión Mixta ¿Qué significaría eso? Una demora de 60 días. Y creo que ello vale la pena. Para una iniciativa tan importante, tan urgente y tan necesaria no se deben buscar caminos que puedan alargar su tramitación. Porque si no encontráramos una salida, se podría empantanar en el Tribunal Constitucional. Ahí ya no serían los 60 días que tomaría analizarlo en una Comisión Mixta, con “discusión inmediata”, y aprobarlo los primeros días de marzo, sino que se llegaría a abril, mayo o junio.



En consecuencia, por razones prácticas y por mi compromiso con este proyecto y con los emprendedores de menores recursos, en orden a que puedan acceder al sistema propuesto, he apoyado las modificaciones introducidas. Creo que se trata de una gran iniciativa, pero debemos actuar con responsabilidad. 



Desde esa perspectiva, no me parece nada grave que esto vaya a Comisión Mixta. Ahí debemos buscar una solución, con la convicción de que se cumplen las normas constitucionales pertinentes, a fin de despachar el proyecto con la urgencia debida, en marzo, para que en los primeros días del mes siguiente se encuentre publicada la ley pertinente y a disposición de todos los chilenos.



A mi juicio, esa sería la forma responsable de actuar frente a una iniciativa que tiene mérito, pero que debe ser analizada en su oportunidad en Comisión Mixta.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, escuché atentamente a quienes me antecedieron en el uso de la palabra, particularmente al Senador Andrés Zaldívar. Y, a diferencia de él, yo no tengo hermano, tío u otro pariente en alguna notaría. Pero comparto y concuerdo...

El señor ESPINA.- ¿Cómo no va a tener ninguno?

La señora RINCÓN.- En algún “rincón” del país habrá algún notario, pero no es pariente mío... 



Quiero sumarme a las expresiones del Senador Zaldívar en relación con esta iniciativa de ley. Por eso, votaré que sí, para reafirmar lo que proponen las Comisiones unidas y que el proyecto vaya a Comisión Mixta, a fin de revisarlo.



He seguido su discusión en la Cámara de Diputados y he leído las distintas publicaciones de prensa, y la verdad es que siento preocupación.



Entiendo el espíritu del legislador en cuanto a facilitar la constitución de sociedades y agilizar los trámites pertinentes. Pero hay cosas que no debemos olvidar.



La constitución societaria en un acto realizado mediante la suscripción de un formulario, en papel o en Internet, debilita o anula el control de legalidad.



Se podrá argumentar -creo que lo ha dicho el Ejecutivo en más de una oportunidad- que los notarios no hacen control de legalidad porque solo son ministros de fe. Esto en sí ya es un tema. Pero los conservadores de bienes raíces -este es un sistema dual- sí lo hacen y dan certeza pública, pues llevan un registro.



Eso es tremendamente importante. En su rol, los conservadores deben salvaguardar la legalidad del acto, y más de 10 por ciento de las constituciones de sociedad son rechazadas por ellos. Además, tanto los notarios como los conservadores responden con su patrimonio en caso de que den fe o constituyan algo que no es fidedigno o que no existe.



El sistema propuesto traspasa esa responsabilidad al Estado. Así, el emprendedor tendrá que accionar contra aquel y, por tanto, contra el Consejo de Defensa del Estado cuando no haya certeza o no se den garantías de resguardo en la constitución de una sociedad.



Y, obviamente, la interrogante es ¿qué va a pasar con esos emprendedores? ¿Qué va a pasar cuando tengan que reclamar al Estado porque no se ha salvaguardado la integralidad de sus derechos o de las situaciones jurídicas?



Hoy día, si uno revisa la judicialización del sistema, constata que ella es de 0,001 por ciento.



Con la nueva modalidad no sabemos lo que va a pasar. Y el actual sistema claramente da certeza. 



Yo le preguntaría al Ministro Longueira lo siguiente.



Cuando cualquier emprendedor constituye una sociedad, o alguien vende un bien raíz, ¿tienen tranquilidad respecto a lo que están haciendo? Creo que sí.



¿Y por qué ahora metemos en esta discusión lo relativo a los bienes? Bueno, porque al constituir una sociedad muchas veces el capital que se aporta es un bien. Y esto se hace mediante un instrumento público, para lo cual se debe hacer una tradición, por medio de una escritura pública debidamente inscrita en el Conservador de Bienes Raíces.



Pero, según el proyecto, ello se hará a través de otro instrumento público: un formulario en papel o electrónico. Y lo cierto es que este no podrá inscribirse en el Conservador de Bienes Raíces, como corresponde cuando se aporta un bien, por no tratarse de una escritura pública. ¿Se le podrá dar tal carácter a ese formulario? Claramente, no.



Por consiguiente, este tema genera interrogantes y forma parte de la discusión.



Es más: cuando se analizó el punto, la Presidenta del Colegio de Abogados, señora Olga Feliú, manifestó que los dos sistemas no pueden conversar. Y respecto a la certeza jurídica -esto tiene que ver con lo expresado recién por el Senador Tuma-, indicó que hoy esta emana de una autoridad pública. Conforme a la iniciativa, esa labor recaerá en un funcionario del Estado. ¿Y quién será este? El Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño. El problema es que él podrá delegar esa facultad. ¿A quién? ¿Cuál va a ser la certeza que se entregará al constituirse de una sociedad?



Señor Presidente, se dice que es necesario agilizar el sistema y darle movilidad y rapidez a la constitución de sociedades.



Y yo pregunto: ¿dónde están las trabas? ¿Dónde se demora el sistema? ¿Qué pasa con el Servicio de Impuestos Internos en la emisión de facturas y de RUT? ¿Qué ocurre con las patentes en los municipios? 



Se alegará también que hay un problema de aranceles.



Bueno, los aranceles los fija el Ejecutivo...

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Tiene un minuto más, para terminar.

La señora RINCÓN.- Gracias.



Decía que los aranceles los fija el Ejecutivo. Entonces, ¿por qué no se han establecido aranceles distintos, señor Presidente? Esto no lo ha hecho ningún Gobierno, ni el actual ni los anteriores. Y los más caros son los de Regiones, a diferencia de lo que sucede en la Capital.



Entonces, es un asunto no menor, que es preciso abordar. Y no tiene que ver, específicamente, con lo que hagan o no los notarios, sino con cómo nosotros, desde el Parlamento, y el Ejecutivo fijamos aranceles, damos certezas, hacemos que ambos sistemas conversen.



Y una última interrogante: ¿cuánto va a costar la constitución de una sociedad, con la digitalización de las firmas y los instrumentos que se utilizarán? ¿Será gratuita? ¿Va a ser gratis solo para los primeros? ¿Qué va a pasar con los siguientes?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que las facilidades para iniciar una actividad y constituir sociedades que se consignan en la ley en proyecto serán para todos los emprendedores una gran ayuda, una gran ventaja.



Estoy seguro de que la iniciativa se aprobará. Sin embargo, hay controversia respecto a algunos artículos. Por eso el Ministro señalaba que ojalá se rechazaran solo estos y no todo el texto. Y es lo que postulan también algunos Senadores, con la finalidad de que se estudien en Comisión Mixta.



Ese trámite demorará un poco el despacho del proyecto, pero eso no significa que no se va a aprobar. Allí se verán y perfeccionarán los preceptos en que hay discrepancia, no aquellos en los cuales existe acuerdo. De modo que saldrá rápido.



En todo caso, el hecho de que algunos Senadores nos pronunciemos por aprobar el informe de las Comisiones unidas, para posibilitar que se forme una Comisión Mixta, no significa un rechazo a priori de las ideas buenas contenidas en la iniciativa.



Estoy convencido de que su génesis estuvo en los pequeños emprendedores que se agruparon para solicitarle al Ejecutivo que estudiara la materia. Y se elaboró este proyecto por las razones que se han explicitado, las cuales no entienden algunos sacristanes, que terminan matando al señor cura.



En algunas notarías hay mucha eficiencia, mucho modernismo, mucha rapidez, mucha corrección en el cobro de los aranceles. No así en otras, que hacen oídos sordos: ¡treinta días tarda un pequeño trámite! ¡Por una cosa que según el arancel debe costar 10 mil pesos, cobran 20 mil, 200 mil pesos!



¡Eso es lo que ha exacerbado el ánimo de los pequeños emprendedores y de numerosa gente! La burocracia y la tramitación en algunas notarías. Y debo resaltarlo: ¡en algunas notarías! Otras -como dije- atienden muy bien; han comprendido lo que significa su labor; son flexibles y, sobre todo, muy rápidas. Además, se han modernizado con un sistema en línea. Por lo tanto, gran cantidad de documentos se entregan en minutos. 


Sin embargo -repito-, hay ciertas notarías donde por principio se demoran ¡20 días más! Y por algo simple, como una fotocopia, ¡10 días, 15 días, 20 días!



Eso ha extremado las cosas y ha llevado a que, por la actuación de unos pocos, se cuestione esa actividad.




Ahora bien, lo que nos interesa es buscar soluciones. Y el mayor problema está en qué dicen los bancos.





A los bancos, al hacer una operación de cierta magnitud, ¿les dará certeza jurídica el nuevo sistema? ¿Cautelará la fe pública? Si van a otorgar un crédito de 1 millón o 2 millones de dólares, es evidente que preferirán una escritura, redactada por un abogado, certificada por un notario y debidamente inscrita en el Registro de Comercio, en fin, que cumpla con todas las normas de nuestro ordenamiento que dan certeza jurídica.



Esa es una de las cosas en que puede haber dificultades para los que decidan acogerse a la futura ley. Porque, como ya se ha señalado y se dispone en ella, esto es absolutamente voluntario.



Si a quienes quieren formar una sociedad no les gusta la nueva modalidad o no les da certeza jurídica, bueno, utilizarán el sistema tradicional. Pero si el financiamiento que van a obtener de los bancos se les concede bajo aquellas condiciones ¡en buena hora! Andarán más rápido en la constitución de su sociedad y más rápido, también, en la producción, como naturalmente todos esperamos. 



¡Ojalá que se puedan constituir miles de miles de sociedades! ¡Ojalá que sean productivas, no de papel! ¡Y ojalá que tiendan a contribuir al desarrollo del país, que es el objetivo fundamental del proyecto!



Yo soy partidario de aprobarlo ¡sin duda alguna! Sin embargo, por acuerdo de mi bancada lo vamos a rechazar en esta oportunidad, pero solo para que vaya a Comisión Mixta. Y a lo mejor allí, en vez de analizar tres o cuatro artículos que constituyen el motivo de la controversia entre ambas Cámaras, se examina todo el articulado si es necesario. Y vamos a despachar un proyecto mejor...

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto para terminar, señor Senador.

El señor SABAG.- Gracias, señor Presidente.



Decía que despacharemos una iniciativa luego de haber sido plena y cabalmente estudiada por el Parlamento, lo que contribuirá también a incrementar la fe pública de quienes utilicen el nuevo sistema el día de mañana. 



Ya indiqué cómo voy a votar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, de la discusión que se ha generado en el Senado, cualquier persona que esté viendo por televisión este debate llegaría a la conclusión de que estamos remplazando un sistema por otro. Y la verdad es completamente distinta: simplemente, se establece que en forma voluntaria las personas pueden constituir sociedades en 24 horas. Pero no se están eliminando ni las notarías ni los conservadores de bienes raíces. 



Cabe recordar, en esta oportunidad, que cuando me iniciaba como Diputado, tenía el firme convencimiento de que una sociedad basada en la economía social de mercado se iba a legitimar absolutamente cuando miles de pequeños emprendedores pudieran participar del sistema. Recuerdo haber hecho una investigación respecto a la cantidad de trámites que debía realizar una persona para constituir una empresa. Y la verdad es que esa investigación me produjo muchas sorpresas, pues eran cientos de trámites, sin plazo fijo y en los que existía duplicidad. Todo ello muchas veces no permite emprender. 



Ese es el tema de fondo que estamos discutiendo hoy día: cómo se ahoga la capacidad de emprendimiento.



Quienes tienen recursos -empresarios medianos o grandes- pueden pagar a una persona para que haga los trámites y asumir los distintos costos que implican emprender una actividad. 



Señor Presidente, llamo a la conciencia de este Senado. Actualmente, en Chile, existen 750 mil pequeños emprendedores formalizados, pero hay una cantidad equivalente que son informales, porque no han tenido la capacidad económica para constituirse legalmente. Eso es lo que está en discusión ahora. Si queremos dar oportunidades, debemos aprobar el proyecto en forma muy decidida.



Aquí, en esta Sala, existen connotados constitucionalistas, destacados abogados, Senadores tremendamente preparados. Y me cuesta pensar que, a estas alturas del trámite legislativo, se pueda advertir una situación como la que se ha descrito, es decir, que eventualmente el proyecto adolezca de una inconstitucionalidad. Elementos tan fundamentales como la delegación -que se está cuestionando- deberían haberse esbozado desde un principio si efectivamente existieran.



Yo confío en los planteamientos que ha hecho el Senador Espina y en el análisis efectuado por el propio Ejecutivo, y me parece que ello no constituye una circunstancia que impida continuar con la tramitación de la iniciativa hasta lograr que se promulgue la ley y entre en vigencia a la brevedad.



Este proyecto lleva dos años esperando, tiempo en el que seguramente miles de emprendedores han perdido la oportunidad de formalizar su actividad y de actuar como corresponde en el mundo comercial. El hecho de no constituirse legalmente implica tener que sortear muchos obstáculos para desenvolverse en dicho ámbito. 



Por eso, señor Presidente, hago un llamado a esta Sala para que se apruebe el proyecto, a fin de evitar la Comisión Mixta. Y si el día de mañana hay que corregir, como toda normativa es perfectible, haremos las adecuaciones pertinentes. Este es un proyecto que los emprendedores, aquellos 750 mil que operan de manera informal, esperan que sea ley lo antes posible. Y todavía está de por medio el receso legislativo.



Por consiguiente, voy a votar para que la iniciativa no vaya a Comisión Mixta y la despachemos de inmediato a fin de que el nuevo sistema pueda empezar a aplicarse a la brevedad. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es bien curioso este debate. Porque en el Senado he visto en ocasiones anteriores que algunos de sus miembros rasgan vestiduras y sangran por la Constitución y ahora no quieren respetar lo que ella establece.



 El artículo 63, número 3), del Texto Fundamental establece que:



 “Sólo son materias de ley:



“3) Las que son objetos de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra”.



Como en el proyecto se le están dando facultades particulares en materia comercial al Subsecretario respectivo, pareciera que tiene algún sentido lo sostenido al respecto por la constitucionalista y ex Senadora, señora Olga Feliú.



No obstante, deseo comentar que cuando fui Subsecretario y, luego Ministro de Estado, tratamos de modificar el Conservador de Bienes Raíces de Santiago. Y no ha sido posible hasta el día de hoy. Y no se pudo porque hubo un tremendo lobby transversal.



Entonces, me preocupa escuchar al señor Ministro decir que ahora también ha habido lobby de parte de algunos notarios para evitar la aprobación de esta iniciativa.



A mi juicio, definitivamente, habría que hacer una transformación global del sistema registral, que es lo que corresponde, en materia de recursos, aranceles, facilidades, etcétera.



Dado que yo no tengo ninguna conexión con los notarios ni nadie ha hablado conmigo, y que el proyecto de ley es de única y exclusiva responsabilidad de quien lo presenta, en este caso el Presidente de la República, me extraña que no se quiera corregir un punto que parece ser de fácil y rápido arreglo, si es que hay consenso. Porque, si no, quedará una arista o una ventanita para presentar recursos que pueden terminar en los tribunales de justicia o en el Tribunal Constitucional.



Entonces, señor Presidente, me extraña la situación actual.



No tengo interés en las actividades de los notarios ni ninguna vinculación con ellos, y tampoco participé en el debate del proyecto en la Comisión de Economía. Sin embargo, como he visto aquí a algunos -reitero- “tirarse desde el piso 14 del edificio por defender la Constitución”, el cambio de opinión que hay en las bancadas es curioso. Porque deberían estar preocupados de que el proyecto de ley no tenga dificultades, ya que es interesante lo que plantea, en el sentido de otorgar facilidades para los emprendedores a fin de que los trámites tengan costos muy mínimos. No tengo dudas de que, en el fondo, la iniciativa es buena.



Creo que, haciendo esa advertencia, es importante que el Ministro de Economía reflexione y que actúe rápido. Me parece que él está preocupado, porque cuando fue parlamentario no logró sacar leyes y ahora como Secretario de Estado desea promulgar hartas y rápido. Pero a veces no es bueno hacerlo apurado, porque se pueden crear problemas.



Señor Presidente, yo no he participado en el estudio de este proyecto, no lo conozco, tampoco tengo vinculación con algún notario. No obstante, en mi opinión, hay algunos vicios que se deben corregir. Aquí hay gente que ha discutido el tema.



Me voy a abstener, por la forma en que está establecida la iniciativa. Porque, al final, los responsables de un mal proyecto somos los parlamentarios. En este caso, es un mal proyecto presentado por el Ejecutivo, si es que la señora Olga Feliú tiene razón en su planteamiento. Y no estamos hablando de cualquier constitucionalista, sino de una persona que conoce y sabe sobre la materia, no porque sea Presidenta del Colegio de Abogados, sino porque aquí está haciendo un planteamiento jurídico.



Por lo tanto, señor Presidente, sería interesante que, a lo mejor, el Ministro pudiera ver la posibilidad de resolver esta situación con prontitud en la instancia que corresponde.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la delegación de facultades o la remisión que se hace en una ley a un reglamento siempre ha sido materia susceptible de interpretaciones. Y con todo el respeto que merece la opinión dada por la señora Olga Feliú, a mi juicio, es perfectamente constitucional la forma en que se ha resuelto este asunto. 



No obstante, lo que más me preocupa es que las discrepancias que se plantean acá sobre este proyecto no tienen que ver tanto con las diferencias existentes con la Cámara de Diputados, que fueron menores, sino que muchas de las argumentaciones que se formulan apuntan al fondo de la iniciativa. 



Yo estaba presente cuando doña Olga Feliú realizó su exposición en las Comisiones unidas, quien atacó el fondo del proyecto.



Esa es la realidad.



Y, por muy respetable que sea su opinión, pienso que ella está equivocada. Hoy día la firma electrónica y los registros electrónicos son, probablemente, más confiables que los documentos físicos, y el mundo se mueve en torno a ese tipo de archivos.



Aquí se ha señalado que un banco le dará más credibilidad a una escritura que a un registro electrónico. Pero resulta que dichas entidades mueven miles de millones de dólares sobre la base de puros asientos electrónicos.



Entonces, creo realmente que nos estamos enfrentando a un cambio de mentalidad que el Senado debería asumir.



En la actualidad, todo el tráfico electrónico y la generalidad de los registros de esa naturaleza es lo que está imperando en el mundo y en Chile.



Y esta ley en proyecto que, en primer lugar, es optativa y que, en segundo término, se refiere a algunos tipos de sociedades -deja afuera a las sociedades anónimas abiertas-, le solucionará la vida a miles y miles de emprendedores. Por cierto, será caro la primera vez tomar la firma electrónica. Pero eso va a servir para toda la vida.



Así, los emprendedores podrán constituir sociedades desde su lugar de trabajo.



¿Qué pasa con la gente que vive en Regiones y que no tiene las facilidades que existen en Santiago, donde uno puede ir a una notaría y constituir en uno o dos días una sociedad?



No obstante, el mundo actual no se mueve sobre la base de ir a una notaría, firmar y esperar una copia. ¡Si hoy día toda la gente trabaja en su computador! 



Por ello, me parece fundamental dar un paso en esta materia, que es algo que hemos discutido durante dos años en las Comisiones, donde la totalidad de las dudas e inquietudes que han surgido acá fueron analizadas, estudiadas a fondo y, a mi modo de ver, resueltas adecuadamente.



Por tal motivo, llamo a rechazar el informe de las Comisiones unidas y a que este proyecto, con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, se pueda convertir en ley. Estoy seguro de que al poco andar nos daremos cuenta de que hemos legislado conforme al signo de los tiempos y logrado un gran avance al permitir que miles y miles de personas que hoy son pequeños emprendedores puedan entrar al mundo de la formalidad sin necesidad de tener que pasar por trámites que son lentos, engorrosos y que realmente están quedando en la historia de las relaciones jurídicas.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 16 votos a favor del informe, 15 en contra y una abstención.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis y Uriarte.



Se abstuvo el señor Gómez.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En conformidad al Reglamento, dado que la abstención deja sin resolver el asunto, corresponde repetir la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el informe de las Comisiones unidas y, por consiguiente, quedan aprobadas las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados (15 votos contra 13, una abstención y un pareo) y despachado el proyecto. 


Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis y Prokurica.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Letelier, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gómez.



No votó, por estar pareado, el señor Uriarte.

)---------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, como se señaló al inicio de la sesión, debo informar que ha llegado a la Mesa el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República con el que retira la urgencia al proyecto de ley, en primer trámite constitucional,  que regula la carretera eléctrica, con informe de la Comisión de Minería y Energía (boletín N° 8.566-08).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se tiene presente el retiro.

CREACIÓN DE MINISTERIO DEL DEPORTE

El señor ESCALONA (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8085-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene como objetivo principal, como lo indica su denominación, crear el Ministerio del Deporte.


Cabe señalar que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio).



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe del referido órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor TUMA.- Que se abra la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Está pidiendo lo mismo, Senadora señora Rincón?

La señora RINCÓN.- ¿Podemos abrirla, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicita abrir la votación.



¿Hay acuerdo?

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No existe acuerdo unánime.



En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la iniciativa que crea el Ministerio del Deporte entró a trámite el 17 de julio de 2012. Fue remitida a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, la que dedicó cuatro sesiones a su discusión. Participaron en ella el Ministro Chadwick, primero, y la Ministra Pérez, posteriormente; el Subsecretario de Deportes; las asociaciones de funcionarios de CHILEDEPORTES, y centros de estudio de las distintas corrientes políticas.



En general, se planteó separar las funciones de planificación, radicándolas en el nuevo Ministerio, de las vinculadas a la ejecución, situándolas en el Instituto Nacional de Deportes.



Todos los Senadores coincidimos en la importancia que reviste el hecho de que por fin se cree un Ministerio del Deporte, pues por muchos años el ente respectivo se ha mantenido en un plano secundario: adherido primero al Ministerio de Defensa, sin prioridad alguna por las materias relacionadas con el deporte y la recreación; y luego, al Ministerio Secretaría General de Gobierno, es decir, en el ámbito de la vocería política del Ejecutivo, también con un enfoque secundario que no permite darle a la actividad de que se trata la relevancia del caso.



En general, hubo un acuerdo amplio sobre la materia, pero se formularon algunos cuestionamientos, especialmente en lo relativo a la ausencia de secretarios regionales ministeriales. 



El Gobierno había planteado que directores regionales del Instituto Nacional de Deportes cumplieran la función correspondiente. El Senador Ignacio Walker, principalmente, pidió considerar a las secretarías regionales ministeriales. El Ejecutivo accedió, y ya se establecieron definitivamente cuatro o cinco.



También se hizo referencia a la estructura y dotación del Ministerio del Deporte. Algunos funcionarios serán traspasados; ciertos cargos se proveerán mediante llamado a concurso. O sea, ha habido preocupación sobre el particular.



El Ejecutivo, que ha estado dispuesto a recoger los planteamientos, las inquietudes y las observaciones de las Senadoras y los Senadores, hizo anuncios sobre enmiendas.



Al momento de votarse, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología presentes, Senadores señora Von Baer y señores Quintana, Ignacio Walker y quien habla.



Por lo tanto, dicho órgano técnico le recomienda a la Sala votar a favor de esta iniciativa, que ha contado con ese amplio respaldo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicitó de nuevo requerir el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



¿Hay acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Conforme.

La señora RINCÓN.- De acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así se acuerda.



En votación la idea de legislar.


--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Intervendré en forma muy breve, señor Presidente.



Voy a votar a favor de este proyecto de ley. Y lo haré porque desde hace muchos años vengo señalando -y no se trata de quién tuvo primero la idea de crear un Ministerio- que el área del deporte debe analizarse dentro de la concepción actual de lo que son la persona humana y las políticas públicas.



El Ministerio del Deporte, si lo hacemos bien, dará respuesta a la idea holística  sobre el ser humano, que requiere actividades física e intelectual compatibles y la existencia de los instrumentos necesarios para contribuir a la salud pública. O sea, el viejo dicho de “Mente sana en cuerpo sano” se amplía, en la concepción actual, a algo bastante más consensuado entre todos, pero también más serio y profundo.



Señor Presidente, en la idea de una Dirección General de Deportes adscrita a una Secretaría de Estado, hemos pasado por todos los Ministerios posibles: alguien planteó radicarla en Educación; luego estuvo en Defensa; también, en Interior; otro propuso Salud, etcétera.



Personalmente, me parece muy conveniente la fórmula que se nos sugiere ahora.



Sí, reconozco que esta iniciativa precisa una revisión mucho más estricta. Entonces, tras saludar y felicitar a la señora Ministra que la presentó y al Subsecretario del ramo, aquí presentes, debo subrayar que me preocupan varias cosas.



Se crea un Ministerio del Deporte con una conformación muy extraña. Primero, se sale de la estructura central del Gobierno: se saca a los seremis y se pone a directores regionales; después se fijan cuatro regiones, etcétera.



Pero lo que más me inquieta es lo siguiente.



Cada vez que creamos ministerios o servicios nos vemos enfrentados a dos problemas.



Por un lado, se recoge a funcionarios de otros entes para pasarlos al nuevo. Ello implica que personas que laboran en organismos fiscales pierdan sus cargos.



Hemos denunciado tal situación hasta la saciedad. Incluso, formulamos un proyecto de ley -ojalá alguno de los Ministros presentes lo recoja- para proteger a los funcionarios públicos de esa situación tan reiterada que se ha producido en los últimos dos años: 7 mil, 8 mil, 9 mil personas que han perdido sus empleos, con lo cual se les acaba toda posibilidad de volver a trabajar y quedan en una posición extremadamente difícil.



Por ello, presentamos una iniciativa que plantea algo tal vez ridículamente doméstico pero que significa mucho para quienes pierden su trabajo: extender los contratos laborales hasta el 30 de marzo y no hasta el 30 de diciembre, porque enero y febrero son pésimos meses para estar sin ocupación, aparte que es tremendamente duro, difícil e inhumano ser desvinculado del cargo el 30 de diciembre, en medio de las fiestas de fin de año.



Por otra parte, entiendo que un gobierno prefiera a sus adherentes para llenar plantas en la Administración Pública. Eso está absolutamente claro. Y yo no podría reclamar, pues todas las administraciones han actuado igual.



Empero, sucede que respecto de este punto el Presidente de la República, cuando era candidato, anunció que nadie iba a perder su ocupación.



Entonces, hallándose comprometida la fe pública, me preocupa -y puede parecer increíble- que el Primer Mandatario no cumpla la palabra que empeñó.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias.



Señor Presidente, decía que, no obstante pertenecer a la Oposición, no tenemos ningún interés en que se deteriore la figura del Presidente de la República, pues, desde el punto de vista republicano, queremos un Gobierno respetado. Y no se respeta a quien no cumple su palabra.



Con esas observaciones, voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, concurriré a aprobar este proyecto de ley, que crea el Ministerio del Deporte, pero dejando muy en claro que su articulado varió sustancialmente, y en la dirección correcta, con relación a su texto inicial, que era, a mi juicio, muy defectuoso.



Uno podrá discutir hasta qué punto se justifica o no la creación de un Ministerio del Deporte. Es un debate legítimo. 



Hay que reconocer que este Gobierno ha sido prolífico en crear Ministerios: del Interior y Seguridad Ciudadana; de Desarrollo Social; ahora, del Deporte.



Con lo que estoy diciendo, ¡no quiero sumarme a las tesis del Senador Novoa en cuanto a la heterodoxia con que actúa el actual Gobierno...! 



Pero, bueno, esta es una discusión legítima, opinable, sobre si en áreas como la de la cultura, la del deporte, en fin, conviene o no crear un Ministerio.



En el caso que nos ocupa, yo soy partidario de crear un Ministerio, pero un Ministerio en forma. Porque a decir verdad, como he insinuado, el proyecto que en octubre del año pasado presentó en la Comisión el entonces Ministro Secretario General de Gobierno, don Andrés Chadwick, era muy defectuoso.



Me explico.



Era un Ministerio, por ejemplo, sin seremis. 



Es obvio que quienes representamos a Regiones y pretendemos avanzar hacia la descentralización, cuando se decide crear un ministerio, deseemos que tenga una dimensión, una estructura y una representación regionales. Los seremis son los principales colaboradores del intendente, justamente para las tareas del gobierno regional.



Pues bien: para la Secretaría de Estado propuesta no se preveía la existencia de un solo seremi del deporte; y, más que un Ministerio del Deporte, se creaba un Ministro. 



Por lo tanto, ahí existía un primer defecto, en el sentido de que no se contemplaba una dimensión regional.



En segundo lugar, la propuesta era que los directores regionales (porque la estructura del Instituto Nacional de Deportes pasa a formar parte -y eso está bien- del nuevo Ministerio) fueran designados por el Presidente de la República, a petición o a sugerencia del Intendente.



Entonces, se creaba no solo un Ministro -es decir, Santiago-, sino además un director regional, sin una lógica de profesionalización en este esquema de regionalización.



Finalmente, se delegaban facultades para dictar decretos con fuerza de ley en una materia muy sensible para los trabajadores, quienes son  trasladados sin más a la nueva estructura.



Después de mucha discusión y luego de que en lo personal presenté reparos muy de fondo, bastante sustantivos, al proyecto inicial -los hice ver a la Ministra Secretaria General de Gobierno, quien asumió esta tarea, y al Director del Instituto Nacional de Deportes-, Ejecutivo y Oposición llegamos a un buen acuerdo, al punto de que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Educación.



¿En qué sentido, señor Presidente?



El compromiso del Gobierno, expresado derechamente por el Director del IND, con la presencia de la Ministra, es crear cuatro o cinco seremis del Deporte en macrozonas, que obviamente recojan una mayoría de la población, donde la estructura del gobierno regional, del intendente, tenga un seremi, un colaborador, dedicado al deporte, para acoger la dimensión regional.



Creo que ese es un acuerdo muy provechoso.



Las macrozonas están por definirse. Pero va a haber cuatro o cinco seremis del Deporte, en cuatro o cinco macrozonas a nivel nacional.



En segundo lugar, se convino que el director regional pase por el Sistema de Alta Dirección Pública. Porque, evidentemente, queremos, como filosofía que inspira la modernización del Estado desde el año 2003, que los directores regionales respondan a un perfil profesional que permita recoger a los mejores para esos cargos tan importantes. Porque la estructura real de operación del nuevo Ministerio son las direcciones regionales. Y, por supuesto, las va a haber en todas las Regiones del país.



Se me olvidó decir que donde no existiere un seremi del Deporte, en las cuatro o cinco macrozonas del país, va a haber biseremis de Desarrollo Social y de Deporte. Por lo tanto, todas las Regiones del país tendrán una estructura en tal sentido.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le concedo un minuto más para que redondee su intervención.

El señor WALKER (don Ignacio).- Gracias.



Por último, señor Presidente, el Gobierno accedió -y estamos trabajando en ello con nuestros asesores- a un modelamiento. O sea, a propósito de la delegación de facultades al Ejecutivo para que mediante decretos con fuerza de ley resuelva en materia de plantas y encasillamiento (cuestiones que importan de manera especial a los trabajadores), en el trámite de segundo informe vamos a discutir en torno al modelamiento, para que el Gobierno muestre la estructura que pretende implementar. 



La idea es que esto no sea un cheque en blanco. No se trata de desconfianza en el Ejecutivo. Es la forma como hemos procedido antes; por ejemplo, en el caso de la Superintendencia de Educación, de la Agencia de Calidad.



Por consiguiente, en representación de la Región de Valparaíso, 5ª Circunscripción, Cordillera, y de sus 26 comunas, en un trabajo permanente con las asociaciones deportivas, yo quiero decir que, en tal sentido y con los cambios explicitados, esta iniciativa será un verdadero avance para el mundo del deporte.



Por eso, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, hoy estamos votando un proyecto muy importante, que ha sido pedido fuertemente por las personas que se dedican al deporte en nuestro país, pero no solo por las que practican el de alto rendimiento, con quienes nos ha tocado conversar, sino también con expertos que se ocupan en las políticas de deporte.



Estamos votando esta tarde una nueva institucionalidad, que me parece muy relevante no solamente para incentivar la práctica del deporte en general, sino además para brindar atención al deporte de alto rendimiento.



¿Por qué es tan significativo este proyecto, señor Presidente? Porque en este momento existe una institucionalidad, el Instituto Nacional de Deportes, que depende de un Ministerio político, radicado en La Moneda, que tiene un montón de otras preocupaciones y cuya primera prioridad, obviamente, son múltiples actividades que relegan el deporte a un plano secundario.



Cuando uno ve dónde terminó radicado el deporte en nuestra institucionalidad, se pregunta si lo pusieron ahí porque no había un lugar mejor o porque quizás existió una discusión política muy fuerte sobre su ubicación. 



Yo recordaba en la Comisión al Servicio Nacional del Adulto Mayor, que dependía de la Secretaría General de la Presidencia. Y uno se preguntaba por qué quedó dependiendo de ella.



En consecuencia, si queremos darle a nuestro deporte un impulso real, un ente preocupado de verdad por él, es del caso pensar dónde tenemos que radicar la institucionalidad que se crea.



Cuando uno conversa con los distintos expertos -lo hicimos en la Comisión-, se formula preguntas lógicas en torno a la dependencia de la nueva Secretaría de Estado.



Por ejemplo, ¿debiera depender de Educación? El Ministerio de Educación es sumamente grande. ¿Debiera depender de Salud? También se trata de un Ministerio de gran tamaño. ¿Debiera depender del Ministerio de Desarrollo Social? Este es un organismo con distintas preocupaciones.



Por lo tanto, si la hubiésemos radicado en cualquiera de ellos, el deporte habría quedado subsumido en un tremendo Ministerio y no habría sido objeto de una preocupación principal, central.



Por eso, el Gobierno del Presidente Piñera decidió presentar un proyecto en virtud del cual el deporte queda en un Ministerio dedicado solo a él. Así dicha actividad no seguirá hundida en un ente preocupado de otras materias, sino que se radicará en una Secretaría de Estado especialmente dedicada a la planificación y ejecución de las políticas vinculadas con el deporte.



Un segundo punto que me parece muy importante poner sobre la mesa, señor Presidente, es que en las entidades del Estado realmente bien concebidas se separa la planificación -o sea, pensar en cualquier tipo de política pública- de la ejecución. Ello no se registra actualmente en el Instituto Nacional de Deportes, porque ambas residen exactamente en este último.



Por lo tanto, no contamos con un buen diseño de la institucionalidad en el sector. No solo tenemos radicado el organismo en una Cartera política, sino que, adicionalmente, la forma en que se encuentra estructurado no permite la sana división entre la definición y la aplicación práctica.



El proyecto presentado por el Ejecutivo, en cambio, contempla tal aspecto en el nuevo Ministerio dedicado específicamente al deporte. Vamos a tener, entonces, un lugar donde residirá la planificación de la política pública, por una parte, y, por la otra,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir, Su Señoría.
La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Iba a decir que existirá una institución bien desarrollada, con la Secretaría de Estado dedicada a la planificación, y el Instituto, a la ejecución.



Le planteamos, en su momento, al Ministro señor Chadwick, y luego, con una muy buena acogida, a la Ministra señora Pérez, actual vocera de Gobierno -lo conversamos también en la Comisión-, que la estructura no se hallaba bien separada a nivel regional, por no existir secretarías ministeriales dependientes directamente de la Cartera y hallarse la ejecución de la política pública en el Instituto Nacional del Deporte.



La preocupación fue recibida, de modo que en la discusión particular vamos a poder pensar adecuadamente en una buena institucionalidad para el sector.



Necesito medio minuto más, por favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo tiene, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Creo que estamos dando un paso muy importante para el deporte. Estoy contenta de que se haya registrado una votación transversal favorable al proyecto de ley. Estoy segura de que vamos a poder avanzar a buen ritmo para hacer realidad la urgencia que piden hoy día imprimirle las personas que se dedican a dicha actividad y de que en el Congreso podremos ratificar la voluntad de todos de contar con una institucionalidad dedicada específicamente a ella.



Es una buena noticia para el deporte nacional en el día de hoy.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Desde luego, señor Presidente, es una muy buena noticia para el país y los deportistas la de que, por fin, se va a tener un Ministerio del Deporte. Diría que esta ha sido una vieja aspiración, desde que llegamos al Congreso, en 1990, de todos los Gobiernos y, especialmente, de los cultores de diferentes disciplinas en el ámbito que nos ocupa, la cual se va a materializar a través del proyecto.



El organismo respectivo, de gran relevancia, ha pasado por el Ministerio de Defensa, el Ministerio Secretaría General de Gobierno, en fin. Pero lo que necesitamos es que funcione con verdadera autonomía y que su titular se entienda directamente con el Congreso y el Primer Mandatario.



Llamo la atención también en orden a que deseamos que la Secretaría de Estado se encuentre debidamente representada en Regiones. Queremos terminar con el centralismo de ir a solucionar todo a Santiago. Por lo tanto, los secretarios regionales ministeriales, quienes hacen las veces del titular de la Cartera, deben considerarse ojalá para todas ellas o tener la presencia del caso.



Creo que el deporte enaltece a todo el mundo, porque lleva a una vida sana que contribuye justamente a la salud y saca a la juventud de vicios o malas costumbres, y, como es evidente, con eso gana todo el país.



Se ha dicho siempre que un peso invertido en esa actividad se multiplica por diez. O sea, todo lo que sigamos destinando a ella es de gran beneficio para Chile.



Por eso, me alegra mucho el proyecto.



Sé que los deportistas organizados a lo largo de todo el territorio nacional recibirán una gran noticia con la aprobación.



Mas también quiero hacer presente que el deporte tiene que llegar a todos los rincones. Es preciso considerar no tan solo la parte profesional, sino también la de los aficionados y, sobre todo, la práctica en sectores rurales. ¡En estos participan las familias! Cuando hay un partido de fútbol, están todos, con esposas, hijas. Pero resulta que en el campo no tienen canchas de fútbol: las arriendan. ¡A veces, las quitan! Entonces, ¿por qué no estudiamos un plan de inversiones para aumentarlas? ¿Cuánto costaría? Hoy día, gracias a Dios, se dispone de muchos recursos. Si nos dedicáramos a construir estadios en esas zonas, ¡con cuántas se podría contar!



Hago presente a las autoridades la conveniencia de que ojalá con el Ministerio del Deporte le demos asimismo preponderancia al sector rural, donde han nacido grandes deportistas que han representado dignamente al país.



Diría que el progreso de la nación, fruto, gracias a Dios, del buen manejo económico que es motivo de admiración para muchos países, debe reflejarse igualmente en el deporte; en la educación, evidentemente; en la salud; en el progreso social. ¡En los campeonatos internacionales de lo que sea: fútbol, basquetbol, atletismo, Chile debe estar debidamente representado! Y, para eso, tenemos que preparar a nuestra gente, con los apoyos correspondientes en cada Región.



Por eso, voto con gran entusiasmo a favor de la iniciativa. Aprobada ahora en general, se estudiará después por artículo. Evidentemente, es posible perfeccionar las disposiciones.



Lo importante es despachar una ley que le dé a todo el país la seguridad del desarrollo del deporte. Para este último no hay edad. Los adultos mayores también lo necesitan.



En el Ministerio tenemos depositadas grandes esperanzas para todos los chilenos.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, hoy día estamos contribuyendo a uno de los hitos que van a ser recordados.



Felicito al Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle, quien nos acompaña, y a la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez, y, en especial, al Gobierno del Presidente Piñera.



Era necesario establecer un Ministerio -ello fue parte de los planteamientos durante la última campaña presidencial- para poder respaldar, no solo a la actividad de alto rendimiento, sino también a la de carácter masivo.



Y ello dice relación, asimismo, con lo que ha sido un ícono en el Gobierno del Presidente Piñera.



La última encuesta nacional de hábitos de actividad física y deporte, arrojó un quiebre en la tendencia al sedentarismo. Y ello es muy relevante, puesto que 500 mil personas lo han dejado atrás en los últimos tres años. El estudio, efectuado por la Universidad de Concepción, expone que el 82,7 por ciento de la población lo presenta. Pese a parecer una cifra alta, ello es destacado por una baja del 3,7 por ciento respecto del trienio anterior.



Este es un éxito relevante, en particular si se asocia el sedentarismo a las enfermedades crónicas transmisibles. Y ahí es donde el Gobierno ha puesto énfasis. Alertando, básicamente, que más del 20 por ciento de la población infantil presenta problemas de obesidad, ha hecho una campaña a fin de mejorar las condiciones para que los chilenos dejen el sedentarismo, además de impulsar el eje Vivir Sano con un proyecto de ley que ha ingresado al Congreso.



Diría, entonces, que esta va a ser una de las materias importantes.



Por supuesto, la iniciativa que nos ocupa ha sido perfeccionada en su trámite legislativo con el establecimiento de cuatro grandes secretarías regionales ministeriales, las cuales van a conectar a los deportistas de Regiones, sin lugar a dudas, con el titular de la Secretaría de Estado y el Presidente de la República.



¿Por qué es tan importante tener un Ministro del Deporte? Justamente para que, en definitiva, la relación del Primer Mandatario con el titular sea directa y no a través de la Secretaría General de Gobierno, como se ha señalado anteriormente.



En seguida, el Instituto Nacional del Deporte ha enfrentado dificultades. Ello no solo dice relación con el orden externo, por carecer de jerarquía administrativa para coordinar y promover adecuadamente políticas deportivas a nivel nacional, ya que es un servicio público que se relaciona con el Ejecutivo a través de la Secretaría General de Gobierno, sino también de orden interno, debido a que la ejecución de actividades deportivas de promoción y ejecución terminan a menudo influyendo en las propuestas de políticas deportivas nacionales e impiden que se formulen, con carácter integral, a mediano y largo plazos.



El Ministerio del Deporte llevará a que estas cuestiones sean enfrentadas, por supuesto, con la altura que corresponde.



Deseo recordar que con la Diputada Karla Rubilar presentamos innumerables proyectos de acuerdo durante el Gobierno anterior, en 2006, para avanzar en un Ministerio que llamábamos “del Deporte y de la Juventud”.



Ha sido el Gobierno del Presidente Piñera el que, cumpliendo la palabra empeñada, pero, además, con una visión de Estado, pensando en el Chile de los próximos 20 a 30 años y, también, en la importancia del ejercicio físico para asegurar la salud de la población y abandonar conductas de sedentarismo, va a permitirnos tener una población mucho más saludable.



Agradezco que en el día de hoy nos acompañen en las tribunas deportistas de alto rendimiento de la Región de Valparaíso,...



--(Aplausos en las tribunas).


... quienes han concurrido junto con sus entrenadores y dirigentes.



También se encuentran presentes Carlos Oliver, Director Regional del Instituto Nacional del Deporte, y dirigentes de ramas deportivas.



Así construimos el país; así construimos el futuro; así construimos una juventud que mira hacia adelante con esperanza.



Esperamos reducir los niveles de sedentarismo y, por lo tanto, mejorar los niveles de salud de nuestra población.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le corresponde intervenir al Senador señor Letelier, quien no se encuentra presente.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana,

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como decía recién una señora Senadora, el debate sobre la materia nos trajo a la Comisión de Educación una mirada fresca, tal vez distinta de que se verifica tradicionalmente acerca de los asuntos propios de ese órgano técnico, que dicen relación con temas más bien ideológicos.



Y como lo ha expresado en varias ocasiones la Ministra señora Pérez, la discusión es bastante transversal, porque el deporte, en general, despierta un interés muy amplio.



Con todos los reparos que el proyecto nos merece -ya estoy imaginando el número inmenso de indicaciones de las que seguramente será objeto-, quiero destacar la disposición, apertura y buena voluntad de la titular de la Cartera para acoger los planteamientos a los cuales se refería recién el Senador señor Ignacio Walker, expuestos en la Comisión, fundamentalmente, por los parlamentarios de la Oposición, y que tienen que ver con las Regiones.



La cuestión no es menor. Porque, desde sus orígenes, en 1906, con la Escuela de Educación Física de la Universidad de Chile, primera entidad pública vinculada al deporte, hasta la larga discusión en el Congreso en 1948 y la dictación, en 1970, de una ley especial que, en el marco y bajo el alero del Ministerio de Defensa, dio origen a la DIGEDER, la historia de la institucionalidad deportiva ha sido de mucho centralismo en torno a la toma de decisiones.



¿Qué me parece bien del proyecto? Que la planificación se separe de la implementación de la práctica deportiva, del apoyo específico, de la ejecución. Y creo que eso se logra con una institucionalidad nueva.



Ahora, no por ello vamos a creer que con esta última, con la conformación de un Ministerio, los problemas del deporte van a estar resueltos. No es así.



Algunos señores Senadores han hecho varias advertencias con relación al modelamiento, a la situación de los funcionarios que actualmente se encuentran en el Instituto Nacional del Deporte, ex Chiledeportes, ya que, al dictarse la nueva ley, se pasó, oficial y formalmente, al organismo que tenemos hoy día.



Saludo al señor Subsecretario, consignando su buena disposición para considerar nuestro planteamiento en orden a que se tenga presentes a las Regiones. Porque el deporte es vida, pero también es Chile y dice relación con todo el territorio.



Tenemos disciplinas olímpicas incluso en La Araucanía, que nos han dado muchas satisfacciones a quienes la representamos y vivimos en esa zona. Lo saben mis Honorables colegas Tuma, García y Espina.



Estimo que esos mismos señores Senadores van a estar de acuerdo, si se crean las cuatro macrozonas, con que no pensemos siempre en los espacios territorialmente más grandes. Porque no necesariamente el deporte de alto rendimiento, el deporte formativo o el de aficionados se hallan ligados a las grandes ciudades.



Ya el Honorable señor Chahuán se refirió a la zona que representa junto con Senador señor Lagos.



Me parece, en general, que si se dispone de una institucionalidad que apoye el deporte desde la más temprana infancia, con instrumentos, con recursos, desde los establecimientos educacionales, Regiones incluso más pequeñas que La Araucanía pueden generar mucho mejores resultados que los actuales.



Insisto: no por contar con un Ministerio vamos a tener resueltos todos los problemas deportivos que hoy enfrentamos. Estos se plantean en distintas dimensiones. Todos los días observamos, por ejemplo, el triste espectáculo entre el sindicato de jugadores y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional. Sé que ello no está muy lejano al quehacer de la Secretaría de Estado, que va a tener que ocuparse en todas esas áreas.



Juzgo, entonces, que la discusión nos ha hecho bastante bien. Es muy interesante.



Por supuesto, vamos a concurrir a la aprobación con nuestro voto. Queremos advertir, sin embargo, que en la discusión particular, no digo que el proyecto va a sufrir, pero sí a experimentar una importante cantidad de indicaciones, seguramente para ser mejorado.



Es preciso escuchar también el planteamiento de los funcionarios, de las asociaciones deportivas y de quienes esperan que nuestra institucionalidad, a un siglo -reitero- de la creación de las primeras instancias deportivas, como la Escuela de Educación Física de la Universidad de Chile, mantenga los pantalones cortos, pero largos para la fuerza y el despliegue que requiere una actividad tan importante como el deporte.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, soy un firme partidario de mejorar la institucionalidad del Estado en materia deportiva. Quién podría dudar de que ello se necesita.



Claramente, el mercado no puede determinar qué área del deporte debe impulsar el país. Ello corresponde a una política de salud pública, de desarrollo integral de la sociedad. No es posible definir por la otra vía, de acuerdo con la mayor competitividad o la publicidad, qué disciplina es más importante que otra. Tiene que haber un grado de equidad que permita un progreso equilibrado del deporte en todas sus acepciones.



La iniciativa que el Gobierno nos propone forma parte de la que casi llegó a ser ley sobre el Ministerio del Deporte y de la Juventud, proyecto de la Presidenta Bachelet que ingresó el 9 de enero de 2008. Con fecha 8 de abril de 2009 fue aprobado por la Cámara de Diputados. Su trámite efectivo en el Senado duró hasta el 14 de octubre de 2009, cuando quedó pendiente la votación en la Sala, y se acordó devolverlo a la Comisión de Gobierno.



Hoy día, de manera asertiva, se nos propone un proyecto de ley tendiente a la creación del Ministerio del Deporte. Ello, al igual que en Francia, donde existe el Ministerio de Salud, Juventud y Deporte; Italia, que cuenta con el Ministerio de Política Juvenil y Actividad Deportiva; la República Checa, y muchos otros países, como Japón, como Estados Unidos, donde hay una alianza público-privada. 


En Latinoamérica existe lo mismo: en Bolivia, en Argentina, en Ecuador, en México (Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte), en Paraguay (Secretaría Nacional de Deportes). 


En definitiva, estructura pública para un tema que es del ámbito público, no solo privado. 


Lo dije en la Comisión de Educación: el mérito de los deportistas de excelencia y de alto rendimiento no radica en el Estado, sino, básicamente, en el esfuerzo propio, personal, de ellos y de sus familias, dado que el Estado se halla ausente, y también el mercado, porque son algunos, muy pocos, lamentablemente, los privilegiados que cuentan con el apoyo de la empresa privada. Y tenemos muchos ejemplos a la vista. 


El Ministro Chadwick, cuando era Secretario General de Gobierno, presentó este proyecto. Y planteó que la nueva entidad, en su parte de elaboración, iba a tener un Ministerio, y en su parte de coordinación, iba a ser el Instituto Nacional del Deporte. 


Se le preguntó, en su oportunidad, qué lo había hecho cambiar de opinión. Porque cuando en la Sala se vio la iniciativa sobre el Ministerio del Deporte y de la Juventud él se pronunció en contra. Y siento que no solo dicho Ministro cambió de opinión, sino también el Gobierno. 


El proyecto me parece adecuado y por eso lo voy a apoyar. 


Necesitamos mayor participación de lo público, más regulación en una materia donde el país espera una respuesta, no solo para la práctica de alto rendimiento, sino, fundamentalmente, para la promoción de todo el deporte. 


Como el Ministro Chadwick decía, y la actual Ministra Secretaria General de Gobierno planteaba, los que más practican deporte en este país son los integrantes de la tercera edad; en un país con más de 44 por ciento de niños de enseñanza básica con obesidad, es decir, con sobrealimentación. 


Se requiere una política activa, reguladora, incentivadora de parte del Estado. Y este Ministerio del Deporte, en mi opinión, está llamado a aquello. 


Voy a votar a favor, pero tengo observaciones.



¿Qué nos han dicho los funcionarios? 



El Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios de Chiledeportes, Álvaro Muñoz, nos ha explicado que de los 800 funcionarios del Instituto Nacional del Deporte solo 200 son de planta. Nuevamente, una situación mentirosa. Sinceremos las plantas del Estado. Si existe la relación mencionada, habrá funcionarios a contrata y a honorarios, que el Estado sigue aumentando. Se lo manifesté al Ministro Secretario General de la Presidencia y a la Ministra Secretaria General de Gobierno: no estoy disponible para apoyar un proyecto que vaya a crear un nuevo Ministerio con más funcionarios a honorarios. Tenemos que fijar una planta y, por tanto, lo anterior debe estar considerado en la Ley de Presupuestos, toda vez que con cargos a honorarios estamos generando injusticia social, pues se trata de gente que, hasta ahora -después tendrá que hacerlo obligadamente-, no cotiza.



No me preocupa la creación del Ministerio del Deporte, sino los compromisos que la Ministra ofreció. Por ejemplo, descentralizar. No es posible que no tengamos representación del Ministerio en Regiones. Ello se ha traducido (lo planteó el Senador Ignacio Walker, con mucha fuerza) en que “los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte serán también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales”. 


Entonces, ¿vamos a contar con Ministerio del Deporte en las Regiones? Si no va a ser así, voy a votar en general a favor, pero aquello tendremos que subsanarlo a través de indicaciones. Debe haber expresión local. La Región del Biobío posee 2 millones de habitantes. No nos digan que se van a seguir tomando decisiones en Santiago.



Por tanto, quiero creer en la voluntad positiva de la Ministra Secretaria General de Gobierno cuando ha planteado que esa situación va a cambiar.



El Presidente de la Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte (AFINDEP), Antonio Leiva, también planteó que este es un proyecto que presenta insuficiencias. Las vamos a revisar -espero- en la discusión particular.
El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Le concedo un minuto adicional. ¡Pero se lo vamos a cargar a la hora de Incidentes...!
El señor NAVARRO.- ¡Gracias por su generosidad...! ¡Lo admiro, Presidente...! 



Se crea un Ministerio para fomentar la actividad deportiva. Pero cuando escuchamos a Álvaro Bellolio, quien fue a la Comisión de Educación en nombre del Instituto Libertad y Desarrollo, yo quedé espantado. Manifestó que el Estado es un peligro. ¿Para qué crear un Ministerio para dicha actividad -se preguntó-, si en verdad no se requiere? El único requisito es “el interés por participar y contar con los lugares adecuados para ello”. 


Eso es lo que piensa el Instituto Libertad y Desarrollo. Y me preocupa que en estos cortos días después de la tramitación este Instituto vuelva a opinar. Porque si llaman a Bellolio a saludar a la Secretaria General de Gobierno, nos vamos a quedar con un Ministerio enano, pigmeo, porque él no cree en el rol del Estado. Lo dijo claramente en la Comisión. Solo se requiere “el interés por participar y contar con los lugares adecuados para ello”. 


Voto a favor. 


¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Por la exactitud de su minuto, no se lo vamos a descontar de la hora de Incidentes...!



Ha regresado a la Sala el Senador señor Letelier. 



¡Estábamos preocupados de vernos sin su contribución...!



Tiene la palabra, Su Señoría.

 El señor LETELIER.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar a la Ministra Secretaria General de Gobierno y al flamante Subsecretario de Deportes que nos acompañan. 



Creo en la necesidad de un Ministerio como el que nos ocupa, más que nada porque el estado de desarrollo de nuestro país -lo quiero situar en un contexto histórico- requiere de políticas públicas donde se aborden las actividades deportivas en sus diferentes niveles.



A mí lo que más me preocupa, sin duda, es el deporte masivo. Existen el competitivo y el de alto rendimiento. En los tres niveles tenemos tremendos déficits -¡tremendos déficits!- y se requiere, por lo mismo, generar una política de Estado enfocada en esta materia.



Señor Presidente, yo sí manifiesto una crítica muy grande al actual Gobierno: a cómo ha abordado la política del deporte y, en particular, las políticas de infraestructura deportiva, donde pensaron -y por momentos han tratado de transmitirlo- que el país comenzó con ellos, que los proyectos de estadios partieron con ellos. Y eso no es así. La historia de los países es más compleja; responde a procesos.



Sin embargo, quiero obviar los matices que tengo.



Yo sí considero que se necesita un Ministerio del Deporte capaz de definir políticas públicas; que haya recursos fiscales, y que, efectivamente, se logre la coordinación intersectorial requerida -con Educación; con Salud, sin duda-, donde los gobiernos regionales tengan una dimensión relevante. Porque, a mi juicio, la confusión que manifiesta la iniciativa del Ejecutivo es que parece más regulada por el criterio de la Dirección de Presupuestos que por el de una política pública. 



Aquí no es que le estemos asignando el rango de Ministro al Director del Instituto Nacional del Deporte. Si eso es lo que se quiere, que lo digan. Pero entiendo que lo que se desea establecer es un Ministerio del Deporte propiamente tal. Yo soy partidario de aquello. 



Este es un proyecto híbrido. 



Por ende, sería de gran interés que la señora Ministra Secretaria General de Gobierno nos pudiera precisar si lo que aquí se quiere es un Ministerio del Deporte o darle rango ministerial al Director del Instituto Nacional del Deporte, por cuanto esta entidad ha sido mucho menos que el SERNAM hasta ahora, en términos institucionales, en términos de estructura. 



Aquí, por desgracia, no se está pensando con la misma lógica con que se ha actuado respecto de otros Ministerios. El ejemplo más claro es la discusión que sostuvimos en un momento en la Comisión de Educación acerca de dónde quedan las funciones de planificación, de cómo se definen las políticas públicas. 



El Senador Ignacio Walker ya planteó una inquietud que tenemos quienes somos de Regiones. Con todo el respeto del mundo a la Región Metropolitana, “Santiago no es Chile”; es más, es la minoría de Chile. Y si pensamos que la institucionalidad solo sirve para financiar lo que ahí ocurre, estimo que vamos a hacerle un flaco favor a lo que el país necesita.



Señor Presidente, voy a votar a favor la idea de legislar, pero me reservo el derecho a pronunciarme de otra manera si no se generan los compromisos conversados en la discusión particular. 



Sí quiero dejar constancia de lo siguiente. 



Había acuerdo con las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional del Deporte. Lo que pasó a fines del año 2012 fue negativo. Se logró revertir la situación parcialmente, pero fue negativo. Yo más bien llamaría a buscar las capacidades para generar políticas públicas a fin de que, efectivamente, exista en la ley una planta funcionaria. Porque, si no hay una propuesta en tal sentido, el Senador que habla no va a concurrir con su voto positivo en la discusión particular. La actualmente propuesta es una planta muy pequeña.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



No es posible que nos pidan crear un Ministerio y delegar en el Ejecutivo la conformación de su estructura de personal. No bastan las declaraciones de buenas intenciones. Discúlpenme. Yo no estoy por delegar una facultad que es propia del Congreso Nacional, como se solicita en el proyecto. No corresponde. Cuando quienes hoy gobiernan fueron oposición eran muy quisquillosos en este punto. Me llama la atención cómo cambian de criterio.



Me parece que en esta materia deberíamos ser consistentes, que cuando creamos un Ministerio, existan las plantas, y que la Dirección de Presupuestos, si va a financiar lo que corresponde, sea con ellas. En este Ministerio es muy fácil. Es una planta pequeña. Necesitamos su reflejo en las Regiones. Yo creo que eso va a facilitar la construcción de un acuerdo donde pongamos énfasis en el deporte masivo, que es el que el país realmente necesita.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, creo que es un orgullo para cualquier Senador o Senadora participar en una sesión donde finalmente votamos a favor de un anhelo tan importante para nuestro país, para los chilenos y las chilenas, como es concretar la creación del Ministerio del Deporte.



Esta iniciativa ha tenido muchos trámites. Lleva años de discusión. Y, tal como aquí se recordaba, es cierto: se inició en la Administración anterior, de la ex Presidenta Bachelet, pero se concreta ahora, en el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera.



Y por su intermedio, señor Presidente, felicito a la Ministra Cecilia Pérez, quien ha estado en el último tiempo liderando este proyecto junto al Subsecretario. Esto nos llena de orgullo.



Sí deseo hacer presente un punto que me parece muy relevante.



Generalmente, los éxitos deportivos que nos llenan de orgullo, y de los que alardeamos mucho en nuestro país, son éxitos personales e individuales, de deportistas que junto a sus familias han hecho un esfuerzo notable por sacar adelante alguna especialidad de determinada disciplina. No existe una búsqueda consciente ni del Estado, ni del Gobierno de turno. En general, se trata de un esfuerzo muy individual, con mucha soledad, con muchos problemas económicos. Pero se logra el objetivo de salir adelante. Y al final todos nos llenamos de gloria gracias al éxito de una persona o de un grupo de deportistas.



Yo me acuerdo de las mujeres que jugaron en “la Rojita”. Nadie hablaba de ellas. Pero “las rojitas” ganaron, y nos llenaron de gloria. Y allí también había un esfuerzo, una historia personal, una historia de un equipo que trabajó en conjunto para salir adelante.



Por esa razón -por su intermedio, señor Presidente-, le quiero plantear a la Ministra Cecilia Pérez -además, antes trabajó como Intendenta, y siempre ha tenido una relación muy fuerte con el ámbito deportivo- lo importante que es apoyar también a las familias en el desarrollo del deporte.



¿Cuántos de nosotros hemos recibido cartas, llamados, correos de padres que necesitan que su hijo o hija participe en determinado encuentro deportivo, en alguna Región o fuera del país? Se trata de jóvenes que no tienen posibilidades ni siquiera de trasladarse, o que no cuentan con implementación deportiva, o que ni siquiera pueden pagar los costos que implica concurrir a un entrenamiento. Eso debiese ser labor del Estado a través del Ministerio del Deporte.



Y hoy día, entonces, estamos iniciando un camino que debe llevarnos por la ruta de fortalecer el espíritu deportivo, pero aparejado con la posibilidad de que las familias puedan emprender estas aventuras, que siempre son tan aisladas y solitarias, y recibir un aporte del Estado.



Señor Presidente, deseo recalcar que hoy en las tribunas nos han acompañado toda la tarde, con paciencia de buenos deportistas, jóvenes de alto rendimiento de la Región de Valparaíso. Se encuentran presentes muchos deportistas. Y está asimismo Carlos Oliver, Director Regional del IND.



Pero, en lo personal, también me gustaría -lo conversaba recién con el Senador García- que, una vez creado el Ministerio del Deporte, tuviéramos igualmente los seremis del Deporte. Porque los directores tienen atribuciones distintas finalmente a las de un secretario regional ministerial. Y tal vez Carlos Oliver podría ser, en el futuro, el Seremi del Deporte en nuestra Región. La idea es que haya gente con competencias, con atribuciones y con recursos para ejercer con toda propiedad labores a favor del desarrollo deportivo en cada una de las Regiones. Creo que ese es un desafío que como Senado también deberemos enfrentar en la discusión particular.



Obviamente, mi voto es positivo. Es un orgullo ser testigos y protagonistas de este hecho otorgando nuestro voto favorable a la creación definitiva del Ministerio del Deporte.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, señora Ministra, señor Director del IND, don Gabriel Ruiz-Tagle, como lo planteó la Senadora Lily Pérez, sin duda este es un momento histórico y un orgullo para Chile. Al aprobar la idea de legislar de este proyecto, creo que estamos marcando un hito en la historia deportiva del país.



Evidentemente, esta es una deuda que Chile tiene con toda su comunidad.



En realidad, en este país no existe una cultura deportiva. Y seamos francos. Ello se debe a que no les hemos dado las condiciones, sobre todo a los grupos más populares, de tener una cultura deportiva.



Y pienso que este Gobierno ha hecho un esfuerzo tremendo en cuanto a infraestructura, a actividades, a recursos entregados a los sectores más modestos, donde son tan necesarios.



Por eso, señor Presidente, quiero felicitar a la Ministra y a nuestro gran Director, Gabriel Ruiz-Tagle, por el esfuerzo que han desarrollado.



Sin duda, hay hechos históricos.



Pocos años atrás, el mundo deportivo no conocía a nuestro país. Y hoy estamos en todos los televisores del planeta, todos los días, por ejemplo con el Rally Dakar. Les reitero mis felicitaciones por lo que están haciendo, porque Chile también se está mostrando al mundo con sus bellezas naturales, con su calidad humana, con sus deportistas de alto rendimiento, que hoy día están sacando la cara por nuestro país y también por Latinoamérica.



Del mismo modo, quiero manifestar el orgullo que sentimos en una persona, un joven hijo de un mecánico de Teno: Francisco “Chaleco” López.



Tuve la suerte y la posibilidad de llevarlo a su primer mundial de enduro, en Francia, hace años atrás. Y este hombre sacó la primera medalla de oro para Chile en un campeonato de motociclismo de nivel planetario. Y él justamente es producto del esfuerzo de su familia, de las personas que confiaron en él. Sin duda, hoy la situación es distinta. No es fácil para un deportista chileno de elite conseguir los recursos para poder competir mano a mano con los mejores exponentes del orbe.



Por ello, pienso que la señal que se está dando con la creación del Ministerio del Deporte habla muy bien de nuestro país y del espíritu que encarna nuestro Gobierno, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera.



Pero esto debe contagiarse, fundamentalmente hacia la gente que no tiene acceso. Y por eso la coordinación con el Ministerio de Educación será fundamental.



Seamos francos. ¿Qué infraestructura deportiva existe en los colegios? Muy poca. ¿Cuántas canchas deportivas tenemos para que accedan hoy día los futbolistas, los basquetbolistas o cualquier deportista que quiera desarrollarse en una vida lo más sana posible? Pocas.



Pero se están realizando esfuerzos.



Creo que este nuevo Ministerio debe contar con recursos propios. Vamos a luchar durante la discusión presupuestaria para que tengamos el máximo posible de recursos para cambiar la cultura deportiva del país, porque ello implica salud mental y física.



Por estas consideraciones, concurriré muy alegremente con mi voto a aprobar el proyecto, con la esperanza de que durante la discusión particular se mejore al máximo y de que los actuales directores del IND, con toda su infraestructura -ojalá sea mejor- sean los seremis del deporte, lo cual constituiría una señal de que el Ministerio tan esperado en nuestro medio ya es una realidad.



En consecuencia, voto favorablemente, y expreso mis felicitaciones al Gobierno.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Deseo iniciar mi intervención, expresando mis parabienes a las señoras Ministras de Justicia de Secretaría General de Gobierno y al señor Subsecretario de Deportes.



Recuerdo que la inauguración del estadio de Copiapó constituyó un hito para nuestra capital regional.



Creo importante la creación de un nuevo Ministerio, siempre y cuando ello no signifique aumentar la burocracia; siempre y cuando sea capaz de asumir los  nuevos desafíos; siempre y cuando no sea solo transformar, con el solo cambio de nombre,  lo que hasta ahora es el Instituto Nacional de Deportes. Se trata de crear una Secretaría de Estado con toda la jerarquía, atribuciones, presupuesto y desafíos que ello conlleva.



Porque efectivamente en el país hay un enorme déficit. A veces uno se sorprende cuando naciones bastante más pequeñas que la nuestra, en términos de población y de presupuesto, son capaces de obtener gran cantidad de medallas en diversos campeonatos. Y ello se debe a que en ellos hay una política  una cultura y muchas facilidades y oportunidades de los cuales Chile carece.



Cualquiera de nosotros en su trayecto por la Ruta 68, antes de entrar a la Costanera Norte, ve la cantidad de canchas de tierra que hay a orillas del río Mapocho, situación similar a la de muchas Regiones, donde tal panorama se repite una y otra vez. En  la nuestra contamos con un nuevo estadio, pero ¡cuantos campos deportivos faltan no solo para el fútbol!



Quisiéramos que el deporte sea también una oportunidad para hombres y mujeres jóvenes de la cual hoy día carecen.



En mi concepto, es muy importante el deporte de alto rendimiento, pero lo es más masificar las prácticas deportivas. Al hacer referencia a aquel es por mi deseo de que el país cuente con una política olímpica de largo plazo, en la cual la participación de nuestros atletas no  dependa de la caridad o generosidad del área privada en infraestructura, pasajes o estímulos. Considero que eso no debiéramos vivirlo más como país. En cambio, soy de opinión que debiéramos masificar el deporte, en cuanto se relaciona claramente con la salud. En cuanto a esta, temo que la falta de actividad física nos esta transformando en una nación donde la obesidad aumenta cada día. Además muchas personas que no practican deportes, que tienen una vida sedentaria o que las afecta el estrés laboral, llegan a tener muchas dificultades.



A este respecto, no puedo dejar de mencionar que en la encuesta nacional de salud del año pasado reveló que los jóvenes mayores de quince años tienen sobrepeso; 300 mil chilenos padecen de obesidad mórbida. Si a esto se suma que el ranking elaborado por la OCDE referido a los menores en edad escolar,  Chile es el sexto país aquejado por obesidad infantil.



Entonces, resulta muy triste comprobar que el deporte tiene incidencia en la salud humana, por lo cual se hace necesario invertir en un país que tiene serios problemas en los términos que he señalado.



Temo no dar una buena noticia al informar que el grupo más afectado por la obesidad adulta son las mujeres: el 30 de ellas la padece. En cambio los hombres alcanzan el 19 por ciento; es decir, las primeras casi duplican al género masculino.



Para qué hablar de la diabetes, que aumentó de 700 mil a 1 millón 200 mil.



Podríamos seguir; pero mi ánimo es destacar que, si vamos a crear un ministerio, es necesario que tenga la conducta de tal y, entre otras cosas, que esté dotado de suficientes atribuciones.



Según se ha dicho reiteradamente en la Sala, debemos contar con los seremis, porque en Regiones es indispensable contar con gente capaz de proponer, motivar y efectuar políticas del deporte y que, además, sean elegidos por el Sistema de Alta Dirección Pública y no por el Primer Mandatario.



Me alegro que nuestras autoridades se hayan allanado para acoger estas inquietudes. Sé que existe la preocupación de los trabajadores. Así me lo informaron la señora Ministra de Justicia y el Subsecretario de Deportes cuando me acerque a conversar con ellos. No quisiera que los que actualmente pertenecen al Instituto Nacional de Deportes sufran desmedro con la creación del Ministerio de que se trata. En experiencias anteriores, ellos tuvieron un traspaso que no fue positivo  y que tuvieron complicaciones. Por lo tanto, quiero tener la seguridad de que esto no va a ocurrir, pero tampoco pueden seguir laborando sin contratos formales y sin previsión. Por lo cual resulta indispensable ir dejando atrás estas irregularidades que no los favorecen.



Por todas estas razones, creo positivo votar favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Obviamente respaldo el proyecto en análisis y felicito al Gobierno; a los parlamentarios que han participado en él; al Subsecretario de Deportes; a la Ministra señora Pérez, y al Presidente Piñera.



Siempre he pensado que el deporte cumple una tremenda función social. Creo que la mejor forma de combatir la droga, la delincuencia y el alcoholismo es cuando los países tienen un importante desarrollo deportivo. Y prueba de ello es que, si se analiza cuáles son las naciones que proporcionalmente gastan menos en salud y en combatir la delincuencia versus la actividad física. Cada peso invertido en deporte, no solo desde el punto de visa económico, sino desde la perspectiva de desarrollo integral de una persona, sin lugar a duda, es con desarrollo deportivo. Y considero que en esta materia hay que ser ambiciosos. Tengo la impresión de que, siendo este un muy buen proyecto, en su debate en particular, debieran analizarse mucho más a fondo las atribuciones que se conceden al Ministerio del Deporte.



En primer lugar, considero que, en cuanto a la norma que habla de evaluar una política nacional del deporte, debiera expresarse que ello implica políticas públicas para el desarrollo del deporte formativo, recreativo,  competitivo y de alto rendimiento, lo que hace el inciso segundo del número 2) del artículo 2°, que establece: “De igual forma, formular programas y acciones, con este mismo objeto, destinados al deporte de alto rendimiento.”.



No estoy en la Comisión de Educación. Pero me gustaría que sus miembros, en relación con las indicaciones que uno pueda hacer llegar, precisaran más las orientaciones y los contenidos, el esqueleto, la forma que debe contener una política nacional del deporte.



Siempre se ha pensado que existe un efecto espejo entre el deporte formativo y el de alto rendimiento. Los países que fomentan este último, que sustentan a quienes lo practican y que gastan plata en ellos, en el fondo están apoyando el deporte formativo. Porque cada vez que en Chile destaca un deportista de alto rendimiento se transforma en un verdadero líder positivo para los jóvenes. 



Eso ayuda, mucho más que otras medidas, a que cientos de niños, jóvenes e incluso adultos practiquen deporte. Así ocurrió con el tenis; así ocurre con el fútbol y probablemente ocurrirá con la gimnasia, después de las últimas Olimpiadas. Y así sucederá en todos los deportes con  exponentes de alto rendimiento.



Y en verdad, en esta materia han dado el ejemplo algunos países socialistas y de Izquierda, porque fomentaron el desarrollo deportivo, con tremendos logros. Yo tuve oportunidad de comprobarlo al visitar muchas de ellas que habían logrado participar en justas mundiales. 



Hago ese comentario, no por una cuestión política, sino, simplemente, para demostrar que las políticas nacionales den ser de Estado. Creo que el articulado debiera precisarse y orientarse más en ese sentido.



¿Cuáles son los pilares en que descansa una política nacional del deporte? Es muy importante reiterar lo que dije antes: los deportes formativos, recreativos, competitivos. 



También es muy relevante establecer la necesidad de que el Ministerio del Deporte fije ciertas normas acerca de cómo debe ser la formación de los profesores de Educación Física y de los monitores del deporte, y determine cuáles son los criterios formativos. 



Alguien dirá: “¿Esa es labor del Ministerio de Educación?”. ¡No! Un Ministerio del Deporte tiene que conocer, con su experiencia, cuáles son los principios formativos que debe tener. No estoy diciendo que se transforme en una Cartera de Educación, sino que debiera tener participación en eso.



Y lo mismo vale respecto del número 10), que dice: “Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las
iniciativas de inversión en infraestructura deportiva,”. No debería ser “a requerimiento”, sino “siempre”. Porque el problema de Chile es que siempre se sobreponen las autoridades.



Entonces, puede que el Ministerio de Desarrollo Social establezca que se va a construir infraestructura deportiva de ciertas características y en tal lugar, pero el Ministerio del Deporte (el encargado del sector), que sabe y tiene la visión global del asunto, cree que deben ser otras.



Esto sucede por años.



Este es muy buen proyecto, pero pido que seamos más ambiciosos, en términos de poner mayores exigencias a un órgano que va a ser el que fije las políticas públicas para que CHILEDEPORTES las implemente.  Y, además, entregarle ciertas facultades -no sé si las tiene- de fiscalización respecto de la ejecución de las políticas públicas que va a hacer. A lo menos, una rendición de cuentas permanente.



La creación de este Ministerio es una muy buena noticia para los deportistas. Pero estas instituciones funcionan en la medida que uno se preocupa de que en la redacción de sus competencias se establezcan niveles de exigencia altos, que faciliten y permitan el cumplimiento de los objetivos que se persiguen.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, le informo que la parte de su intervención relativa a los Gobiernos de Izquierda quedó grabada.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote estadounidense señor John Eugene Barber Vanston (Véase en los Anexos, documento 7).
El señor ESCALONA (Presidente).- Queda para tabla.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero partir expresando mis felicitaciones a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno por promover la discusión de esta iniciativa que crea el Ministerio del Deporte, que es fundamental para el país, y recordando que fue la ex Presidenta Michelle Bachelet quien la envió al Congreso. Pero su tramitación se impulsó gracias a la motivación de esa Secretaria de Estado y del Subsecretario de Deportes.



Yo me siento de por vida vinculada al deporte, por cuanto desde muy pequeña me percaté de la importancia que tiene para la gente.



De hecho -perdonen que haga una referencia personal-, supe lo que significaba, porque mi padre, Ernesto Alvear, fue uno de los organizadores del Mundial de Fútbol del 62. Pude apreciar -y lo veo hasta el día de hoy- que ese hecho tan trascendente, en épocas en que no había un mundo global y Chile era un lugar muy lejano, posibilitó el conocimiento de nuestro país por las naciones. 



La sede del Mundial del 62 se consiguió gracias al empuje de algunos dirigentes -fueron solo hombres en esa ocasión-, pese a los obstáculos de esos momentos y al terremoto -el más grande en el orbe- que azotó nuestro territorio el año 1960.



Dada la preponderancia que tiene el deporte desde el punto de vista de las políticas sociales -como señaló uno de los Senadores que me antecedió en el uso de la palabra-; desde la perspectiva de la generación de líderes, y según el esfuerzo que implica para nuestros jóvenes, Chile merece la creación del Ministerio del Deporte.



Tengo un hijo deportista; tuve una hermana seleccionada nacional de vóleibol, y yo soy -por favor, que esto no provoque risa, pues es muy serio- Presidenta Honoraria del Club Deportivo Magallanes. ¡Y a mucha honra! porque es un tremendo equipo, que logró, entre otras cosas gracias a la entonces Intendenta y actual Ministra Secretaria General de Gobierno, Cecilia Pérez, que la Bandita del Magallanes pudiese seguir entrando a los estadios. 



Además, esa Bandita fue declarada “Tesoro Humano Vivo” del país por el Consejo de la Cultura, lo cual es un gran logro, porque muestra cómo se puede disfrutar del fútbol y apoyar a un equipo, sin agredir, sin garabatos y sin los disturbios que a veces se generan.



Señor Presidente, ¡me alegro de que me acompañe el canto del Club Magallanes por parte de algunos Senadores…!
El señor PROKURICA.- ¡Son muy desentonados...!

La señora ALVEAR.- Fruto de lo anterior, tengo contacto permanente con deportistas que lo pasan muy mal, que deben hacer esfuerzos gigantescos para poder realizar sus prácticas.



Muchos clubes de barrio hacen enormes sacrificios para poder financiar la compra de camisetas, pelotas de fútbol, en fin.



¡Cómo es posible, señor Presidente, que los clubes de comunas muy modestas tengan que pagar por jugar una hora en una cancha de fútbol, y de tierra además! 



¡Cómo es posible que los deportistas de una comuna tan pobre como La Pintana, o de los sectores más pobres de La Florida o Puente Alto, entre otros, tengan que pagar por el uso de una cancha de tierra para jugar una hora de fútbol!



¡Eso no puede ser, señor Presidente, si consideramos que el deporte es un mecanismo que, según se dice, muchas veces permite sacar de la droga a los jóvenes! 



¡Cómo es posible que se den esas dificultades!



El deporte requiere apoyo, y no solo el masivo, sino también el de elite, que tiene ejemplos tan destacados. En estos días hemos visto competir a “Chaleco” López. Lo conozco personalmente. He tenido el gusto de ver sus progresos, perseverancia y esfuerzo para  dar triunfos al país.



Señor Presidente, en algunos casos, cuando algunos deportistas salen al extranjero -me consta-, ¡ni siquiera cuentan con una bandera chilena! Y tienen que comprarla, con sus propios medios, para poder llevar ese símbolo nacional.



Agradezco que se reconozca al Club Deportivo Magallanes como se merece. Y es el padre del Colo-Colo, lo que a veces muchos olvidan.



Vamos a ser anfitriones de los Juegos ODESUR. Esa definición costó bastante y en ciertos momentos temimos que no se consiguiera.



¡Cuánto me habría gustado que, así como lo hizo Colombia, nosotros hubiésemos estado mejor preparados para ser la sede de los Juegos ODESUR! Y lo digo responsablemente. 



Haremos lo mejor posible, pero sabemos muy bien que no estamos tan bien preparados como nos hubiese gustado. 



Espero que los Juegos ODESUR sirvan para generar mayores deportistas de elite y motivar más a nuestros jóvenes, no solo para la práctica de distintas disciplinas deportivas, sino también para disfrutar mirándolas.



Eso entrega la posibilidad de compartir en familia; de vivir apoyando a los jóvenes en la práctica del deporte, y de alentar a nuestros deportistas, que se han esforzado tanto.



Señor Presidente, espero mucho de este Ministerio: deseo que tenga la fuerza, los recursos y las posibilidades de fortalecer el deporte, tanto el de elite como el masivo, porque ambos son fundamentales. Para eso se requiere una política de Estado y, como Senadora, voy a estar siempre detrás de ella y apoyando a los deportistas de elite y a quienes practican deportes masivos.



Para terminar, considero que sería muy importante -lo conversé minutos atrás con el señor Subsecretario y con la señora Ministra- poder avanzar en el proyecto que…

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto adicional, para concluir su exposición.

La señora ALVEAR.- Gracias.



Decía que sería muy importante, en esta línea de fortalecer el deporte, poder avanzar en la iniciativa sobre federaciones deportivas, que fue aprobada en general por la Sala y despachada en particular por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, pero que está durmiendo porque algunas indicaciones requieren el patrocinio del Ejecutivo.



Hemos conversado con la señora Ministra sobre cómo potenciar e impulsar ese proyecto en marzo próximo, porque contó con el apoyo unánime del Senado para su aprobación. Ello, junto con la creación del Ministerio del Deporte, significaría otorgar un respaldo muy grande al deporte en nuestro país.



Apruebo con gusto la iniciativa en discusión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 11 de marzo, a las 12.



--Así se acuerda.
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, por su intermedio, agradezco a las Senadoras y a los Senadores que hoy día han concurrido unánimemente a aprobar la idea de legislar de la iniciativa que crea el Ministerio del Deporte.



Sin duda, es un día histórico.



En nombre del Presidente Sebastián Piñera, agradezco este apoyo. Porque claramente el deporte es una actividad transversal, donde no hay ideologías ni diferencias. Este nos une como país. Ello ha quedado demostrado ahora, y así lo refleja la votación con que ustedes han aprobado esta iniciativa. 



Quiero decirles que cuando uno señala públicamente que el deporte necesita ponerse pantalones largos, lo hace no solamente por convicción, sino porque es una realidad. Actualmente, la institucionalidad vigente, a través del Instituto Nacional del Deporte, si bien hace grandes esfuerzos y ha permitido avanzar en la práctica deportiva de alto rendimiento, en la formativa y en la masiva, y también en la infraestructura deportiva, al tener que realizar dos funciones que no debiesen concurrir en ella termina siendo -como señaló la Senadora Allende- muy burocrática.



Así, el IND -como ha visto el Subsecretario señor Gabriel Ruiz-Tagle, quien me acompaña esta tarde- no solamente debe proponer al Presidente de la República políticas públicas, sino también planificaciones deportivas y, además, focalizar el tema de infraestructura y desarrollo de los programas de deportes.



Eso es burocracia. Eso es no avanzar. Eso es no estar atentos a las necesidades de los deportistas chilenos, quienes no son únicamente los de alto rendimiento que, indudablemente, han dado tantas satisfacciones al país en forma histórica y nos llenan de orgullo.



Conversaba con la Senadora Alvear sobre el Mundial de Fútbol de 1962, realizado en Chile hace casi sesenta años -lo celebramos juntas el año pasado-, en el cual fue motivo de satisfacción alcanzar el tercer lugar.



Asimismo, los campeones olímpicos Fernando González, Nicolás Massú y, antes, Marlene Ahrens han sido un orgullo para el país. Lo mismo ha sucedido con el campeón mundial Tomás González por su tremenda participación en los últimos Juegos Olímpicos, y con la campeona mundial Denisse van Lamoen.



Y los resultados actuales de la selección de fútbol sub 20, la “rojita de Chile”, en Mendoza, que acaba de ganar 4 a 1 a Ecuador, también nos enorgullecen.



Pero no queremos que ello suceda solamente con el deporte profesional, sino también con el amateur. Y ahí deseamos poner el impulso. 



Comentaba en la Comisión que nuestro país ha ido creciendo y las ciudades son cada vez más amigables con el deporte. Porque hemos entendido que este, además de recreación y distracción, entrega fundamentalmente salud.



En tal sentido, los gobiernos locales, a través de las municipalidades, y los gobiernos regionales, por medio de las Intendencias, han ido invirtiendo para que las ciudades y las comunas se puedan adaptar al deporte. Hemos aumentado el número de ciclorrutas, de ciclovías y de plazas donde se practican deportes, sobre todo para los mayores de edad que, a no dudarlo, son los más afectados en su salud.



Estamos avanzando para poder derrotar el sedentarismo. La última encuesta de la Universidad de Concepción -se lo comentaba al Senador Navarro en la Comisión de Educación- indicó que en Chile 500 mil personas practican deportes. Es una buena noticia: representa un aumento de 3,7 por ciento. Pero no es suficiente. 



El Presidente Piñera señaló en su Programa -siempre estuvo presente, Senador Navarro, la creación del Ministerio del Deporte y no hubo cambios en este Gobierno- que deseaba que Chile fuera un país de deportistas. Y para ello los necesitamos a todos ustedes.



Por eso -con esto termino, señor Presidente-, confío en que durante la discusión en particular, que se realizará en marzo próximo, Sus Señorías nos apoyarán transversalmente para la aprobación del proyecto que crea el Ministerio del Deporte, tal como hace pocos meses lo hizo la Cámara Baja, liderada por el Diputado Matías Walker, quien está preocupado del tema y nos acompaña hoy día en esta Sala.



Espero, en nombre de los deportistas chilenos de alto rendimiento que están en las tribunas y de los que practican deporte amateur, masivo o recreativo¸ así como de nuestros jóvenes, niños y adultos mayores, que el 2013 sea el año del Ministerio del Deporte.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

)------------------(
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García, para un asunto de Reglamento.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la mañana de hoy, la Comisión de Hacienda despachó a la Sala el informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional, con el fin de incentivarla y promoverla en nuestro país, pero particularmente en algunas Regiones.



Pido que se recabe al acuerdo para que esa iniciativa sea vista sobre tabla, a fin de que podamos aprobar su idea de legislar por unanimidad, tal como lo hizo la Comisión, y fijar plazo para presentar indicaciones hasta la primera semana de marzo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no hay problema en acceder a ello. Pero como ahora corresponde tratar el proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, propongo que este se coloque en el primer lugar de la tabla del martes 5 de marzo.

El señor ESCALONA (Presidente).- No tengo ninguna dificultad en que esa iniciativa se vea en el primer lugar del Orden del Día de la próxima sesión. Naturalmente, estamos sujetos a que el Ejecutivo pueda fijar urgencia calificada de “suma” o de “discusión inmediata” para algún proyecto. Pero, con esa salvedad, no existe inconveniente en acoger su petición.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo con respecto a la solicitud del Senador señor García?

La señora ALLENDE.- ¿Podría explicar de nuevo de qué se trata, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha pedido discutir ahora la iniciativa, de cuyo informe de Comisión de Hacienda se dio cuenta en esta sesión, que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional.



Eso fue lo que pidió el Honorable señor García.



¿Estaría de acuerdo, Senadora señora Allende?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Acordado.

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pienso que el proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos lo debemos analizar con suficiente tiempo. Así que me parece bien lo que se ha planteado.



Por otro lado, tengo la duda de si se alcanzó a dar cuenta -por eso se lo pregunto a la Mesa- del informe de la Comisión de Minería y Energía sobre la situación financiera que afecta a la ENAP.



 Como ha pasado bastante tiempo, le pido que ese informe se vea en la primera semana legislativa de marzo. Se trata de una labor que le fue encomendada por la Sala a la Comisión y que esta trató en varias sesiones; se escuchó a distintas personas, en fin.



 La idea es que se pueda informar de ello -tenemos el acuerdo de que lo hará el Senador Gómez- en esa semana.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señora Senadora, en la sesión de ayer se dio cuenta de ese informe. Y, al no ser un proyecto de ley, se tomó conocimiento de él.

La señora ALLENDE.- Efectivamente, no es una iniciativa legal, sino un informe que solicitó la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Será incorporado a la tabla correspondiente, en el entendido de que no se trata de una materia legislativa.

INCENTIVO Y PROMOCIÓN DE ACTIVIDAD HÍPICA NACIONAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional con el fin de incentivarla y promoverla en Chile, con informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8773-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 96ª, en 16 de enero de 2013.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 99ª, en 23 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa apuntan a la necesidad de impulsar el desarrollo de la actividad señalada y a la implementación del sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballo de fina sangre disputadas en hipódromos extranjeros.


La Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en general por la unanimidad de sus miembros: Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo solicitado anteriormente, se abrirá la votación.

El señor TUMA.- “Si le parece”.

El señor CANTERO.- Por unanimidad, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- “Si le parece”.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar en general el proyecto?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay 17 señores Senadores en la Sala.

El señor COLOMA.- Yo me inhabilito, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría hace presente su decisión de inhabilitarse en esta votación.



En consecuencia, se pronunciarían 16 señores Senadores.



--Por unanimidad (16 votos), se aprueba en general el proyecto.
El señor ESCALONA (Presidente).- Se propone fijar plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 18 de marzo, a las 12.

El señor WALKER (don Patricio).- Que sea antes, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Les parece el lunes 11 de marzo, a las 12?



Acordado.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)----------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole MEDIDAS PARA SOLUCIÓN DE SITUACIÓN QUE AFECTA A SALA CUNA DE HOSPITAL REGIONAL DE COPIAPÓ (Región de Atacama).



Del señor HORVATH:



A Su Excelencia el Presidente de la República, pidiéndole EVALUACIÓN SOBRE ADQUISICIÓN DE FUNDO EL PRINCIPAL DE PIRQUE PARA AMPLIACIÓN DE RESERVA FORESTAL RÍO CLARILLO (Región Metropolitana).



Del señor LARRAÍN (don Carlos):



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, recabándole información sobre PROBLEMAS TÉCNICOS DE PROYECTO PARQUE URBANO CATRICO EN VALDIVIA (Región de Los Ríos).



Del señor URIARTE:



A Su Excelencia el Presidente de la República, requiriéndole ENVÍO DE PROYECTO SOBRE EXENCIÓN DE PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL PARA INSTITUCIONES DE SALUD SIN FINES DE LUCRO.
)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En Incidentes, los Comités UDI, Renovación Nacional e Independientes no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Partido MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro, por dos minutos.

El señor NAVARRO.- Y también en el tiempo del Comité PPD, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ningún Comité le ha cedido sus minutos, señor Senador.



Además, aprovecho de decirle a Su Señoría que, como esta noche habrá una Cena de Gala en honor de los funcionarios, estos deben retirarse luego.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tenemos un acuerdo con los Comités PPD y PS en cuanto a la cesión de sus tiempos.



Así lo planteó el Senador Tuma.

El señor LAGOS.- ¡El Comité PPD no le traspasa sus minutos...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría, hemos acordado no traspasarle el tiempo porque los funcionarios deben asistir a la Cena de Gala que mencioné.

DAÑO A ACTIVIDAD ECONÓMICA EN LIRQUÉN POR FALSA ALARMA DE MAREA ROJA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la semana pasada ocurrió un hecho lamentable en la Región del Biobío, que puede tener diversas interpretaciones, pero cuyo resultado fue muy, muy infeliz.



El Seremi de Salud, a través de la prensa, dio a conocer la presencia de la toxina que provoca la denominada “marea roja” e hizo un llamado a no consumir mariscos provenientes de Lirquén, que es la zona de extracción de este recurso más importante en la bahía de Concepción.



Eso tuvo un efecto lapidario en las ventas y provocó la reacción de los buzos mariscadores, de los comerciantes, de los dueños de restaurantes, de las vendedoras de todo tipo de productos, dado que la gente, ante esa señal de alarma, no concurrió a comprar.



Aquel fue un anuncio temerario, toda vez que el día miércoles estudios científicos indicaron que no había marea roja y que nunca existieron antecedentes suficientes para hacer tal declaración. 



Creo que se ha actuado de manera irresponsable y se ha dañado de modo irrecuperable la actividad económica de cientos de pequeños comerciantes, de buzos mariscadores, de pescadores.



Frente a eso, hago un llamado a la gente a concurrir a Lirquén -“Penco es amor; Lirquén es sabor”-, pues hay allí disponibles 17 restaurantes para degustar los más ricos mariscos de la Región del Biobío.



Sin embargo, el perjuicio ya está hecho.



Sobre el particular, vamos a presentar un recurso de amparo económico, y se evalúa una demanda. 



Espero que el Gobierno y el Seremi de Salud den disculpas públicas y, también, que indemnicen a los afectados.



Por lo anterior, solicito oficiar al Ministerio de Salud para que aclare aquel grave incidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



--Se anuncia el envío solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ESCALONA (Presidente).- Los Comités Partido Socialista, PPD y Radical Social Demócrata tampoco harán uso de sus turnos.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:41.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 360

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 94ª, ORDINARIA, EN MARTES 15 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Andrés Chadwick, Cristián Larroulet, Pablo Longueira y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 92ª y 93ª, ordinarias, de los días 8 y 9 de enero de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retiró, en su momento, la urgencia al proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín Nº 8.696-04).


- Se tiene presente el retiro de la urgencia.


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata” al proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín Nº 8.696-04).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


2.- Proyecto de ley que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo (Boletín N° 8.772-05).


3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


Con el quinto, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (Boletín Nº 8.613-02).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín          N° 5.185-03).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó el proyecto de ley que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo (Boletín N° 8.772-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con el siguiente, comunica que ha aprobado la totalidad de las enmiendas propuestas por el Senado, respecto del proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de sendas resoluciones recaídas en los requerimientos en materia de inconstitucionalidad del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín       N° 8.091-21):


1.- El presentado por un grupo de Honorables señores Senadores, respecto de los artículos 1°, numeral 19) y segundo transitorio del mencionado proyecto.


2.- Los formulados, en lo que se refiere al artículo 1° del proyecto indicado, en sus numerales 20), 3), letra c), y 48), por un grupo de Honorables señores Diputados y por un grupo de Honorables señores Senadores, requerimientos que fueron acumulados por esa Magistratura para su tramitación.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía copia de las siguientes sentencias definitivas:


1.- La recaída en el requerimiento presentado por un grupo de Honorables señores Diputados, respecto de la inconstitucionalidad del N° 9 del artículo único del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


2.- Las pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 299, N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar; 237 del decreto con fuerza de ley N° 1, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas; 21 del Código Tributario y 23, N° 5, de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre avance de los trabajos de conservación de puentes en el Sector Caleta Gonzalo - Santa Bárbara, y los de reposición y construcción de los puentes El Puma N° 2, El Huemul, Gonzalo y Gajardo; todos en la Ruta 7, Provincia de Palena.

Del señor Ministro de Salud


Da respuesta a dos acuerdos del Senado, relativos a la posibilidad de legislar en las materias que se indican: 


1.- El adoptado, a requerimiento de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, para modificar la ley         Nº 19.664, en materia del procedimiento de acreditación que contempla su artículo 16 (Boletín N° S 1.497-12).

2.- El adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, para darle carácter imponible a las bonificaciones que diversas leyes otorgan al sector salud y equiparar la bonificación de zonas extremas con la que perciben los demás empleados del Estado (Boletín N° S 1.511-12).


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la patología de cáncer de mamas, en lo que atañe a recursos humanos, pecuniarios y de equipamiento e indicadores de resultados.


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre cumplimiento en la Región de Valparaíso del artículo octavo transitorio de la ley N° 20.378, en materia de invariabilidad de la remuneración de los conductores de locomoción colectiva.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre validación, ante Naciones Unidas, de una política pública nacional de disminución hasta en un 20% del dióxido de carbono al año 2020.

Del señor Intendente de Seguros,

Superintendencia de Valores y Seguros


Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la póliza de seguro contratada por la Empresa Nacional del Petróleo, para responder por el derrame de hidrocarburos en la Bahía San Vicente, comuna de Talcahuano.

Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos


Contesta una consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al régimen del impuesto territorial en los predios forestales acogidos al decreto ley N° 701, de 1974. 

De la señora Jefe de la División de Desarrollo,

Instituto Nacional de Deportes de Chile


Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre cronograma de ejecución de las obras de remodelación del Estadio Alcaldesa Ester Roa, de Concepción.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Entrega información, solicitada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre capacidad instalada para combate de siniestros en áreas de propiedad privada que esa Corporación debe proteger; dotación de brigadistas para el año 2013 y presupuesto asignado para cumplir con tales fines.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud,

Región de Magallanes y la Antártica Chilena


Da contestación a solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para que fiscalicen los procesos productivos de la empresa AquaProtein, en la comuna de Porvenir, a cuyo respecto los vecinos reportan episodios frecuentes de malos olores.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (Boletín Nº 8.492-13) (con urgencia calificada de “suma”).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia, para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo, Fringe Benefits, y para Prevenir la Evasión Fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010 (Boletín Nº 8.656-10).


Nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en trámite de insistencia, que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral  (Boletín N° 4.061-07). 


Segundos informes de la Comisión de Salud, recaídos en los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (Boletín Nº 7.849-11).


2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos (Boletín N° 8.026-11).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Navarro, Escalona, Girardi, Gómez y Letelier, con la que se da inicio a un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Talcahuano, en memoria del ex Vicepresidente de la República, ex Ministro de Estado y ex Comandante en Jefe del Ejército don Carlos Prats González (Boletín N° 8.785-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Gómez y Lagos, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que el Ministerio de Salud realice un estudio epidemiológico sobre la magnitud de la población aquejada de deterioro cognitivo leve amnésico, DCL, e implemente un plan nacional que consulte tanto la creación de “clínicas de memoria” en los establecimientos públicos para mejorar su diagnóstico como un incremento del apoyo pecuniario a quienes ejercen labores de cuidado de los afectados (Boletín N° S 1.549-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Gómez, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales y la Ley de Calidad y Equidad en la Educación con la finalidad de prohibir a los alcaldes que no sean reelegidos el ejercicio de sus atribuciones legales para llamar a concurso o nombrar a los postulantes seleccionados, en el lapso posterior al acto electoral correspondiente.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional a contar del lunes 14 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

Comunicación


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la que recaba el acuerdo de la Sala para refundir dos proyectos de ley, iniciados en Mociones de los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Walker, don Patricio y Zaldívar (Boletín N° 8.290-06), y de la Honorable Senadora señora Alvear (Boletín N° 8.531-06), que proponen modificar el artículo 137 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que sanciona con las penas que indica al que solicitare votos por paga, dádiva o promesa de dinero u otra recompensa.


- Se accede a lo solicitado. 

- - -


Durante el curso de la sesión llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que requiere el acuerdo del Senado para designar como Ministros del Excelentísimo Tribunal Constitucional a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán (Boletín N° S 1.550-13).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar, como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, las siguientes iniciativas:


a) el proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (Boletín Nº 8.696-04), y


b) el proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia, para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo, Fringe Benefits, y para Prevenir la Evasión Fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010 (Boletín Nº 8.656-10).


2.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión del martes 22 de enero, la solicitud del ex Presidente de la República señor Ricardo Lagos para aprobar, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, el proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín           N° 4.061-07).


3.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión del miércoles 23 de enero, el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín N° 8.566-08), signado con el número 4 de la Tabla de hoy.

4.- Autorizar a la Comisión de Economía para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que regula los servicios de atención al consumidor prestados por agentes comerciales telefónicos (Boletín N° 8.262-03).


5.- Autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para discutir, en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


6.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 18:00 horas del día de hoy, al proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley            N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24), las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.


7.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12:00 horas del lunes 4 marzo de 2013, en los siguientes proyectos de ley:


a) el que regulariza la construcción y posesión de bienes raíces de entidades religiosas (Boletín N° 8.001-14), en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo; y


b) el que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07), en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________


Seguidamente, el Honorable Senador señor Tuma señala que se ha dado cuenta del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (Boletín Nº 8.492-13), destacando que, al efecto, dicha Comisión acordó solicitar que, en su oportunidad, la iniciativa sea conocida en particular por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, en el marco del proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).

Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Chahuán pide disponer el desarchivo del proyecto de ley que crea un sistema de información comparada de planes de salud (Boletín N° 6.903-11), iniciado en Moción de la cual es autor en conjunto con el Honorable Senador señor Larraín Fernández. Se accede.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Homenaje en memoria del Sacerdote Baldo Santi

Lucherini

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje en memoria del Sacerdote Baldo Santi, recientemente fallecido.


Al efecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Orpis, Cantero -en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín-, García-Huidobro y Prokurica.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas de los familiares y colaboradores del padre Santi y expresa que el homenaje ha concluido.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad, con informe de la Comisión

de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.696-04 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es permitir que aquellos sostenedores cuyos establecimientos educacionales hubieran obtenido reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hayan cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a), de dicha normativa, puedan transferir la calidad de sostenedor dentro del plazo de 2 años desde la publicación del presente cuerpo legal, especificándose, además, que dicha transferencia considerará el traspaso del reconocimiento oficial respectivo sin solución de continuidad.


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto en general y en particular a la vez, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro y Walker, don Ignacio, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.


Finalmente, destaca que el proyecto incide en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Seguidamente, se pone en votación, en general y en particular, el proyecto, que es aprobado por 27 votos a favor y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Tuma, García, Walker (don Ignacio) y Sabag.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana, quien hace uso de la palabra.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° transitorio del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación:


1. Reemplázase su inciso primero por los siguientes:


"Art. 1°. Los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, que hubieren obtenido el reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°20.370 y que a la fecha de la publicación de esta ley no hubieren cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a), de dicha norma, podrán transmitir la calidad de sostenedor, siempre que el nuevo sostenedor se adecue a los requisitos, plazos y condiciones establecidos en esta ley. Asimismo, podrá transferirse la calidad de sostenedor para el sólo efecto de constituir una persona jurídica sucesora de la persona natural que detentaba dicha calidad o para la constitución de una persona jurídica que sucederá a la actual en su rol de sostenedora, ya sea que la transferencia se realice a una nueva persona jurídica o a una ya existente que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley para ser sostenedor. Las transferencias que se efectúen en virtud de este artículo comprenderán el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad. Dicha transferencia deberá efectuarse dentro de los dos años siguientes a la fecha de publicación de esta ley.


Para todos los efectos legales a que haya lugar, se considerará que no existe solución de continuidad del reconocimiento oficial o decreto colaborador correspondiente, respecto de los establecimientos educacionales cuyos sostenedores, para el sólo efecto de adecuarse a lo establecido en el artículo 46, letra a), de esta ley, presenten una nueva solicitud de reconocimiento oficial.


La nueva solicitud de reconocimiento oficial deberá ser acompañada tanto de los antecedentes que acrediten la posesión del reconocimiento oficial o decreto colaborador con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370, así como de aquellos que den cuenta de la creación o constitución de la persona jurídica de derecho público o de derecho privado que cumpla con las exigencias establecidas en dicha disposición. El examen de esta solicitud se limitará a estas materias y su aprobación o rechazo se basará únicamente en el cumplimiento o incumplimiento de las exigencias establecidas en el mencionado artículo 46, letra a). Esta solicitud no estará sujeta a la limitación del artículo 19, pudiendo ser presentada en cualquier época del año, debiendo expresar en forma precisa que es para el sólo efecto indicado en este artículo.”.

2. Sustitúyese, en el inciso segundo, la locución “inciso precedente” por la expresión “inciso primero”.


Artículo transitorio.- La solicitud a que hace referencia el artículo único de esta ley deberá presentarse dentro de los doce meses siguientes a la fecha de su publicación.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia, para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo, Fringe Benefits, y para Prevenir la Evasión Fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010, con informes de las Comisiones de

Relaciones Exteriores y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.656-10. 


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es evitar la doble imposición entre Chile y Australia.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier y Tuma.

Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que se aprueba, en general y en particular, por 20 votos a favor y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Kuschel y Larraín Peña.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y Australia para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a los “Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo”, “Fringe Benefits”, y para Prevenir la Evasión Fiscal” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010.”.
_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación de las Comisiones unidas relativa a la letra d) -respecto del inciso quinto de que se trata, que pasaría a ser inciso octavo- del número 1 del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Luego, sobre temas reglamentarios, intervienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa y Gómez.


En su intervención, el Honorable Senador señor Novoa retira su petición de votación separada de las modificaciones que hayan sido aprobadas por la unanimidad de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.


Asimismo, la Sala acuerda no recibir nuevas renovaciones de las indicaciones rechazadas en las referidas Comisiones unidas.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la indicación número 33 bis, renovada, y se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Tuma.

Cerrado el debate y puesta en votación la señalada indicación, es aprobada por 22 votos a favor, 11 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana, Zaldívar, Lagos, Espina y Pizarro y señora Allende.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, señora Von Baer y señor Larraín Peña.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Sabag.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Chahuán. Interviene, también, debidamente autorizado, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.
- - -


Luego, se someten a consideración de la Sala las modificaciones relativas a las letras a) y d), nueva, así como la letra b) -que pasaría a ser c)- del número 2 del artículo 1° del proyecto, que son aprobadas por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión las modificaciones de las Comisiones unidas relativas a las letras b), nueva, e), nueva, y c) -que pasaría a ser f)-, del número 2 del artículo 1° del proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Gómez, señora Allende, señores Chahuán, Pizarro y Larraín Fernández y señora Von Baer.


Cerrado el debate y puestas en votación dichas modificaciones, son aprobadas por 26 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Escalona y Larraín Peña.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación las modificaciones relativas a los números 3 y 4 del artículo 1° del proyecto, que son aprobadas por 28 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Luego, se pone en votación la enmienda de las Comisiones unidas relativa al número 5 del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 26 votos a favor y uno en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Larraín Peña.

- - -


Enseguida, se pone en discusión el texto relativo al número 6 del artículo 1° del proyecto aprobado en general, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Peña, Navarro, Espina y Chahuán.


Cerrado el debate y puesto en votación el referido precepto, es aprobado -con un ajuste gramatical respecto de la ley vigente-, por 31 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la primera de las modificaciones que introdujeron las Comisiones unidas al número 7 del artículo 1° del proyecto -la segunda parte ya fue acogida-, que es aprobada por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Cantero.

- - -


A continuación, se ponen en votación las modificaciones unánimes que introdujeron las Comisiones unidas al número 8 del artículo 1° del proyecto, que son aprobadas por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


Inmediatamente, se pone en discusión la modificación propuesta por las Comisiones unidas, en lo relativo al párrafo primero contenido en la letra a) del número 8 del artículo 1° del proyecto, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Chahuán, Pizarro y Larraín Peña. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 31 votos a favor y uno en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Orpis y Navarro y señora Von Baer.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este asunto.
_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Frei, Horvath y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 95ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 16 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Zaldívar.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; Secretario General de la Presidencia, y de Desarrollo Social, señores Andrés Chadwick, Cristián Larroulet y Joaquín Lavín, respectivamente. Asisten, también, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán; el Intendente de la Región de La Araucanía, señor Andrés Molina; la Directora del Instituto de Derechos Humanos, señora Lorena Fries; la abogada del Observatorio Ciudadano, señora Nancy Yáñez, y el Director de la Unidad Especializada del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



- Pasa a la Comisión de Salud, y a la de Hacienda, en su caso.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que ejerza su iniciativa para regular legalmente la situación de las personas que perciben honorarios en los sectores público o privado, no obstante que prestan servicios cuya naturaleza importa la existencia de una relación laboral, con el objeto de reconocerles un régimen de contratación que incorpore los derechos tuitivos de los trabajadores, incluidos la protección a la maternidad y el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de sindicación y negociación colectiva y de estabilidad en sus empleos (Boletín Nº S 1.551-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -



Durante el curso de la sesión llega a la Mesa el siguiente documento:

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García, Quintana y Tuma, con el que condenan toda forma de violencia en un Estado democrático, valoran las conclusiones contenidas en el Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas y proponen al Ejecutivo la adopción de un conjunto de medidas legislativas y administrativas (Boletín Nº S 1.552-12).



- Queda para ser votado en esta sesión.

- - -



En primer término, el señor Presidente solicita autorizar la presencia en la Sala del Director de la Unidad Especializada del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández. Se accede.

- - -



Enseguida, el Honorable Senador señor García solicita recabar el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo a partir de las 16:30 horas de hoy. Así se acuerda.

_________

ORDEN DEL DÍA

Conocer la situación que afecta a la Región de La

Araucanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.

- - -



Posteriormente, el señor Secretario General informa sobre los tiempos de que dispondrá cada Comité para hacer uso de la palabra, a saber: 


Partido Demócrata Cristiano, 18 minutos; Partido Renovación Nacional, 16; Partido Unión Demócrata Independiente, 16; Partido Socialista, 10,5; Partido por la Democracia, 8,5; Independientes, 4,5; Partido Radical Social Demócrata, 2,5, y Partido Movimiento Amplio Social MAS, 2,5. Los representantes del Ejecutivo y los demás invitados dispondrán de 30 minutos.
- - -



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón, señores Espina y Tuma, señora Von Baer y señores Gómez, Quintana, García, Larraín Fernández y Escalona. 



Seguidamente, concede la palabra al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, a la señora Directora del Instituto de Derechos Humanos y a la señora Codirectora y abogada del Observatorio Ciudadano.

- - -



En el contexto de la discusión, la Sala se aboca al estudio del proyecto de acuerdo del que se diera cuenta en esta sesión:

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García, Quintana y Tuma, con el que condenan toda forma de violencia en un Estado democrático, valoran las conclusiones contenidas en el Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas y proponen al Ejecutivo la adopción de un conjunto de medidas

legislativas y administrativas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Boletín        N° S 1.552-12.

- - -



El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que resulta aprobado por la totalidad de los Honorables Senadores presentes, con la sola abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que graves hechos de violencia han afectado a la Región de La Araucanía y han comprometido la paz social de todos sus habitantes, entre ellos, muy particularmente, el alevoso atentado y dramática muerte del matrimonio Luchsinger Mackay, que ha conmocionado a todo el país. Asimismo, hechos de violencia han ocasionado la muerte de comuneros mapuches, afectando a sus familias y comunidades;

2. Que el conflicto de La Araucanía tiene sus orígenes en profundas heridas y secuelas que surgen del intento de asimilación de los pueblos originarios, proceso que implicó la incorporación de los territorios donde habitaron ancestralmente y la negación de su identidad y existencia;

3. Que estos hechos de violencia producen graves repercusiones en la convivencia regional, en el afán permanente de alcanzar mayores niveles de progreso, bienestar y calidad de vida para todos sus habitantes, en los niveles de inversión regional, en el ánimo de todos los agentes productivos y, muy particularmente, de los agricultores y transportistas, debilitando las capacidades de generar más crecimiento económico y desarrollo social;

4. Que los pueblos originarios de Chile enriquecen el alma nacional y su exclusión empobrece la identidad cultural del pueblo, compromete la paz social de amplios territorios como la Región de La Araucanía y debilita la convivencia democrática del país, reconociendo que a través de la historia ha sido débil e ineficaz el resguardo de su dignidad, tradiciones y derechos fundamentales;

5. Que el informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas constituye una evidencia histórica construida con la participación de diversos sectores políticos, académicos, culturales y representantes de los pueblos originarios;

6. Que el citado informe aporta un sistemático registro sobre la vulneración de los derechos de los pueblos indígenas, de los graves efectos que tienen las políticas públicas adoptadas por diversos gobiernos y de la deuda que el Estado de Chile mantiene con los primeros habitantes del país;

7. Que es urgente aunar las voluntades de todos los habitantes de la Región de La Araucanía en búsqueda de acuerdos que permitan restablecer el orden, la paz, la tranquilidad y el pleno respeto al Estado de Derecho, y

8. Que un paso fundamental para avanzar en la construcción de un camino de entendimiento y solución de los problemas de fondo que afectan a los pueblos originarios, particularmente al pueblo mapuche, y que comprometen a la Región de La Araucanía en su conjunto, es reconocer los efectos y el daño ocasionado por el proceso de consolidación del Estado de Chile en los territorios ocupados ancestralmente por el pueblo mapuche, daño que también afecta a todos los habitantes de la Región de La Araucanía y, a su vez, construir acuerdos políticos y sociales para avanzar en el proceso de solución del conflicto.



El Senado acuerda:



a) Expresar su condena a todo acto de violencia, sin importar el fin que la motive, y reafirmar su convicción de que la violencia, en un Estado democrático, no es un medio legítimo para canalizar las demandas de ningún sector de la sociedad.



b) Estimamos que a partir de las conclusiones contenidas en el informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas podemos construir una respuesta para el daño causado por el Estado de Chile a los pueblos originarios en el proceso de integración de los territorios habitados ancestralmente por los primeros habitantes del país y que implicaron la vulneración de sus derechos fundamentales. Verdad que es preciso difundir en toda la sociedad e incorporar en los programas de estudios para construir una sociedad respetuosa de la diversidad étnica y cultural.



De igual modo, se requiere reparar el daño causado a mapuche y no mapuche que han sido víctimas de la ausencia de acción del Estado frente a la violencia.



c) Manifestar su compromiso de impulsar un diálogo político con representantes de todos los actores de la vida regional, muy particularmente con el pueblo mapuche, interpretando las aspiraciones de paz y progreso, de pleno respeto a los derechos fundamentales de todos los habitantes de La Araucanía y de reconocimiento a la diversidad étnica y cultural del país.



d) Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de iniciativas legales que permitan implementar el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), suscrito por el Estado de Chile, y que garantiza la participación de los pueblos originarios en materias que les puedan afectar y la creación de un Consejo Nacional Indígena que haga efectiva su participación, de manera permanente, en la definición de las políticas públicas que les competen.



Asimismo, manifestar el compromiso de esta Corporación para constituir una Comisión Bicameral encargada de dar cumplimiento al citado Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).



e) Expresar su respaldo a las iniciativas de reforma institucional que permitan construir una nueva relación entre el Estado de Chile y los pueblos originarios.



f) Proponer al Ejecutivo la implementación de un plan de reparación para la Región de La Araucanía, que promueva el desarrollo de todos sus habitantes sin ninguna exclusión, permitiendo el acceso de los pueblos originarios a las mismas oportunidades de progreso material y espiritual, y que contemple la creación de un Fondo de Reparación para la mencionada Región de La Araucanía.



g) Hacer un llamado a todos quienes tienen responsabilidades en la investigación de los hechos de violencia que se han señalado, en el sentido de encontrar a sus autores materiales e intelectuales para ponerlos a disposición de los Tribunales de Justicia, haciéndose eco del espíritu de paz y armonía que impera en la inmensa mayoría de la ciudadanía y devolviendo el vital clima de protección y seguridad que el Estado está obligado a garantizar a todos y cada uno de sus habitantes.”.

_________



Finalmente, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 96ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE ENERO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia; de Transportes y Telecomunicaciones, y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Pedro Pablo Errázuriz y señora Carolina Schmidt, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 92ª y 93ª, ordinarias, de los días 8 y 9 de enero de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retira la urgencia al proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


- Se tiene presente el retiro de la urgencia.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3.- Proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley     N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).


4.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (Boletín     Nº 7.650-18).


5.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


6.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (Boletín Nº 8.677-07).


7.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


8.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09).


9.- Proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (Boletín N° 8.486-10).


10.- Proyecto de ley que modifica ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (Boletines N°s 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).


11.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio

Del Superintendente de Servicios Sanitarios


Responde consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre estado de las plantas de tratamiento de Essbío dañadas por el terremoto de 2010 y efectividad del cobro a los clientes por tratamiento de aguas en el lapso en que no se ha prestado aquel servicio.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis (Boletín       Nº S 1.548-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


Segundos informes de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09) (con urgencia calificada de “simple”).


- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Lagos, con la que proponen un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en materia de reemplazo de alcalde incapacitado por causa penal.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Al momento de concluir la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que dio su aprobación al proyecto de ley que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional con el fin de incentivar y promover dicha actividad en Chile (Boletín Nº 8.773-05). 


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -


Posteriormente, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira la urgencia al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


- Se tiene presente el retiro de la urgencia.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo (Boletín N° 8.772-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente señala que en cuanto al último asunto del que se ha dado cuenta (Boletín N° 8.772-05), el Comité Partido Renovación Nacional solicita pedir el asentimiento de la Sala para que sea tratado al final del Orden del Día de la sesión de hoy. Así se acuerda.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán ofrece disculpas públicas por las expresiones vertidas en la sesión anterior respecto de la intervención de la Directora del Instituto de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, y pide recabar la autorización de la Sala para oficiarle en su nombre en relación con la materia. Asimismo, manifiesta su voluntad de que sus dichos sean retirados de la versión oficial del Diario de Sesiones del Senado.


Se accede a lo solicitado y, asimismo, se ordena retirar de dicha versión las palabras del Honorable Senador señor Lagos, en virtud de lo dispuesto en el N° 6° del artículo 23 del Reglamento del Senado.

- - -


Luego, la Honorable Senadora señora Allende solicita obtener el consentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


La Sala acuerda fijar un nuevo plazo hasta el día 23 de enero de 2013 a las 12:00 horas, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente señala que el Comité Partido Renovación Nacional ha solicitado recabar el asentimiento unánime de la Sala para colocar en la Tabla de hoy, al final del Orden del Día, el Oficio de S. E. el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Juan Emilio Cheyre Espinosa, José Miguel Bulnes Concha, Gonzalo Molina Ariztía, Alfredo Roberto Joignant Rondón y Patricio Francisco Santamaría Mutis (Boletín Nº S 1.548-05). 


Se accede.

- - -


Luego, a petición de la Honorable Senadora señora Alvear, saluda a los apoderados de los colegios Áreas Verdes, República Dominicana, Cataluña y Villas Unidas, de la comuna de La Florida, y les expresa el deseo de la Senadora para que tengan éxito en su demanda con el objeto de que sus colegios no sean cerrados.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA


En su momento, y a petición del Honorable Senador señor Tuma, la Sala acuerda considerar sin debate el proyecto Boletín N° 8.492-13, signado con el número 3 de la Tabla de hoy. 

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes, con informe de la Comisión de

Trabajo y Previsión Social

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.492-13 y urgencia calificada de “suma”. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Larraín Fernández y Zaldívar.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 21 de enero de 2013, a las 12 horas. Asimismo, resuelve que el segundo informe sea conocido por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, cuya Secretaría recibirá dichas indicaciones.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


A continuación, se pone en discusión la modificación que introdujeron las Comisiones unidas relativa a la letra c), que pasaría a ser d), del número 8 del artículo 1° del proyecto -para la cual se ha pedido votación separada-, y la indicación N° 95, que ha sido renovada.


El señor Presidente declara inadmisible la indicación renovada y, enseguida, pone en votación la enmienda señalada, produciéndose el siguiente resultado: 12 votos a favor y 7 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, García-Huidobro, Kuschel, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar la modificación propuesta, por lo que corresponde darla por rechazada.


Seguidamente, el señor Presidente da por rechazada la señalada enmienda.

- - -


A consecuencia de lo anterior, intervienen los Honorables Senadores señor Gómez, señora Alvear y señor Zaldívar.


La Sala acuerda, por la unanimidad de los presentes, que las autorizaciones a las Comisiones para funcionar en paralelo expiren a las 17 horas de hoy.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Al haberse rechazado la modificación anterior, el señor Presidente pone en votación en particular el texto pertinente sancionado en general, que es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Pizarro, señora Von Baer y señor Zaldívar.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita segunda discusión para el resto del proyecto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento.

- - -


Luego, se suspende la sesión para efectuar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión y el señor Secretario General informa que los Comités acordaron repetir las dos votaciones anteriores, sometiéndose a consideración de la Sala, en primer lugar, la modificación propuesta por las Comisiones unidas -ya descrita-.


En consecuencia, el Honorable Senador señor Pizarro, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, retira su solicitud de segunda discusión.

- - -


Puesta en votación, nuevamente, la modificación que introdujeron las Comisiones unidas relativa a la letra c) -que pasaría a ser d)- del número 8 del artículo 1° del proyecto, es aprobada por 22 votos a favor y 7 en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Peña, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.

- - -


A consecuencia del resultado, la Sala acuerda dejar sin efecto la segunda votación que ya se había efectuado -respecto del aludido texto aprobado en general-.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación que introdujeron las Comisiones unidas relativa a la letra e) -que pasaría a ser f)- del número 8 del artículo 1° del proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Von Baer y señor Pizarro. Interviene, también, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Cabe señalar que la indicación número 123, que había sido renovada, es retirada.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones Unidas relativa a la letra f) -que pasaría a ser letra g)- del número 8 del artículo 1° del proyecto, en cuanto al primer párrafo de la letra m) de que se trata, y se otorga la palabra al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y a los Honorables Senadores señor Chahuán y señora Von Baer.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada por 23 votos a favor, 8 en contra y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Gómez, Pizarro, Girardi y Rossi, señora Allende, señores Zaldívar, Lagos y Espina, señora Pérez San Martín y señor Orpis.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Novoa, Pérez Varela y Uriarte.

Fundamenta su voto negativo, el Honorable Senador señor Coloma.

Se abstiene, el Honorable Senador señor García, quien fundamenta su decisión.

- - -


Queda pendiente la discusión de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo, con certificado de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.772-05, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es el que está expresado en su título, y fue aprobada en general por mayoría en la Comisión de Hacienda. Votaron a favor, los Honorables Senadores señores García, Novoa y Pizarro, y se abstuvieron, los Honorables Senadores señores Frei y Lagos.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único

Inciso primero


Sustituir el guarismo “2015” por “2014”. 
- - -


Seguidamente, se pone en votación en general el proyecto y se produce el siguiente resultado: 12 votos a favor, 9 en contra, 3 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Escalona, Espina, García, Kuschel, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Tuma, García y Sabag.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña y Orpis.

Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Larraín Peña, Lagos, Chahuán y García-Huidobro.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Frei, Prokurica y Zaldívar.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Frei y Zaldívar.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín. 


A continuación, el señor Secretario General indica que las abstenciones influyen en el resultado y, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.

- - -


Durante la votación, intervienen, debidamente autorizados, los señores Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Bianchi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

(8041-04)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señoras Isabel Allende Bussi y Lily Pérez San Martin, señores Camilo Escalona Medina y José Antonio Gómez Urrutia y las Honorables Diputadas señoras Cristina Girardi y María Jose Hoffmann.
Asimismo, concurrieron:

- Del Ministerio de Educación, el ex Ministro señor Felipe Bulnes Serrano y el Ministro señor Harald Beyer Burgos; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa y señora Trinidad Valdés; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Pablo Eguiguren;  el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Sebastián Figueroa; el Asesor, señor Raúl Figueroa y los Periodistas, señora Carla Fuentes y señores Natalio Rabinovich y Arnaldo Guevara.

- De la Contraloría General de la República: el Contralor General, señor Ramiro Mendoza; la Contralor Regional de Valparaíso, señora Alexandra Guaita; la Abogada de la División Jurídica, señora Karina Henríquez y  el Abogado Informante del Área Jurídica, señor Luis Prieto.

- De la Confederación de Estudiantes de Chile, CONFECH, los representantes: de la Universidad de Chile, los señores Gabriel Boric y Felipe Larenas;  de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Noam Titelman; de la Universidad del Bío-Bío, señor Gastón Urrutia; de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Alexis González; de la Federación de Estudiantes Mapuches, señor José Ancalao; de la Universidad de Valparaíso, señorita Marjorie Cuello y la Asesora Jurídica, señorita Leticia Guevara.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

- Del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, CUECH: el Asesor, señor Omar Jara.

- Del Centro de Estudios para el Desarrollo, CED: el Experto en Educación, señor Pedro Montt.


- De la Universidad Santo Tomás, el rector señor Jaime Vatter.


- De la Universidad de las Américas, el rector señor José Pedro Undurraga.


- Del Centro de Estudios Públicos (CEP), su director señor Arturo Fontaine.


- De la Fundación Jaime Guzmán, el subdirector ejecutivo señor Jaime Bellolio

- De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos

- De la Facultad de Economía de la Universidad  Diego Portales: el  Director del Instituto de Políticas Públicas, señor Gregory Elacqua.
- Del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo (CENDA), el Vicepresidente señor Manuel Riesco.






- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Luis Castro.


- De la Corporación de Estudios para Latinoamérica CIEPLAN: el Director de Proyectos, señor Patricio Meller.

- Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Coordinador del Programa Social, señor Rodrigo Troncoso y el Abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva.

- De la Universidad de Chile: la Directora del Instituto de la Comunicación e Imagen ICEI, señora María Olivia Monckeberg.

- De la Asociación de Académicos sede Concepción: el Presidente de la Directiva, señor Leonardo Seguel y el Asesor, señor Luis Corvalán.


- De la oficina de la HS. Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.


- De la oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza y la Periodista, señorita, Nicole Morandé.

- - -







Cabe hacer presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología celebró diversas sesiones con el objeto de conocer la opinión, inquietudes y planteamientos de los diversos actores sociales relacionados con la educación del país, cuyos planteamientos se contienen en este informe.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto crea la Superintendencia de Educación Superior, servicio público funcionalmente descentralizado dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación y cuyo objeto será fiscalizar, en las materias de su competencia, a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente los artículos 1°, 3°, 7°, 8°, 9°, 10, 14 ,17, 32, 33, 34, 36, 1°, 2°, 3° y 4° transitorios contenidos en el artículo primero; el artículo tercero y el artículo 1° transitorio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto en los artículos 19 N° 11, 38 y 77 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental 


Asimismo, cabe dejar constancia que, en su oportunidad, esta Corporación, por oficio N° 1409/SEC/11, de 22 de noviembre de 2011, recabó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión por Oficio N° 32-2012, de 3 de abril de 2012, informando desfavorablemente el proyecto en informe.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 20.129, de 2006, Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

2.- Decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con fuerza de Ley Nº1 de 2005.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial.


En el mensaje Respectivo, S.E. el Presidente de la República señaló que el Gobierno de Chile tiene el propósito de avanzar resueltamente en la tarea de convertir a nuestro país en una sociedad de oportunidades para todos, donde el éxito de cada uno de sus integrantes dependa fundamentalmente de su talento y esfuerzo y nadie sea dejado atrás. En este sentido, indicó que una de las herramientas más eficaces para aproximarse a esa ambiciosa meta es contar, en todos los niveles formativos, con una educación de calidad a la que nuestros niños, niñas y jóvenes puedan acceder, con independencia de la capacidad económica de ellos y sus familias.

En relación con lo dicho anteriormente, indicó que tales objetivos requieren de un compromiso decidido del Estado, al cual corresponde un papel importante en la materia, de manera que  además de impartir directamente educación en establecimientos dependientes de órganos de la Administración del Estado, debe cumplir tareas tan importantes como aportar financiamiento adecuado a los estudiantes que lo necesiten y a las instituciones que lo merezcan, asegurar estándares mínimos de calidad, velar por la transparencia, fiscalizar el cumplimiento de la ley en todo el sistema educativo y, en algunos niveles, fijar contenidos curriculares imprescindibles.

Sobre el particular, destacó que los mencionados objetivos se consiguen mejor con un sistema educativo plural y diverso, asentado en principios como la libertad de enseñanza, la libertad de elección de los estudiantes y sus familias y la descentralización.

Dentro de este contexto resaltó que las sociedades que se sitúan en la vanguardia del planeta, las más creativas e innovadoras, son, en general, sociedades diversas y plurales. En ellas conviven personas que, compartiendo sólidamente ciertos valores cívicos fundamentales, no sólo optan por distintas ocupaciones, sino también por diferentes formas y estilos de vida y asimismo por diferentes orientaciones políticas, ancladas en concepciones religiosas, filosóficas o morales del bien y la justicia. Por lo mismo, señaló que un sistema educativo encaminado a la innovación y el desarrollo que requiere una sociedad de oportunidades para todos, debe tanto fomentar un sólido consenso en torno a esos valores cívicos fundamentales como permitir la diversidad de modelos educativos.

Profundizando lo anterior, afirmó que esa diversidad de modelos educativos, unida a la libertad de elección de los estudiantes y sus familias, no sólo promueve la pluralidad de formas de vivir y pensar en que germina la creatividad y se sustenta la democracia, sino que, además, con el contexto normativo apropiado, confiere incentivos para ofrecer una educación de mayor calidad, pues los estudiantes no quedan cautivos de una institución o de un modelo educativo que no les satisfaga.

En razón de lo anterior, aseguró que el Gobierno busca forjar una auténtica Sociedad docente, donde el Estado y las instituciones de la sociedad civil sean aliados estratégicos en la noble tarea de conferir a nuestros niños y jóvenes las competencias necesarias para tener vidas más prósperas, colaborativas y felices. En un modelo educativo así concebido, necesariamente coexistirán establecimientos educacionales públicos y privados, laicos y religiosos, conservadores y progresistas, simples y complejos, sin más requisitos que cumplir rigurosamente con las normas jurídicas vigentes, asegurar niveles adecuados de calidad y contar con la preferencia de un número suficiente de estudiantes o familias. Y el Estado debe favorecer la capacidad de elección de los estudiantes y sus familias entre ese amplio abanico de establecimientos, asegurando que esté disponible la información necesaria para escoger apropiadamente y estructurando un sistema de financiamiento que evite que la posibilidad de elegir se convierta en un privilegio de los más adinerados.

Por lo anterior, indicó que el Gobierno de Chile, reconoce un importante papel al Estado en la educación, sin favorecer la formación de un Estado docente, que monopolice, estandarice y uniforme la educación, pues eso tiende a limitar el pluralismo, ahogar la creatividad y estancar la calidad.

Sobre la Educación Superior, destacó que nuestro sistema cuenta con un conjunto amplio y diverso de instituciones, lo que ha permitido que en las últimas tres décadas la matrícula de ese nivel educativo haya tenido un gran crecimiento, pasando de poco más de 100.000 estudiantes en 1981 a más de 1.000.000 en 2011, consiguiendo mejorar el capital cultural, los ingresos y, en último término, la calidad de vida de muchos chilenos. Este proceso dijo, seguirá dando frutos conforme los actuales estudiantes egresen, den inicio y desarrollen sus carreras profesionales. De todo ello cabe esperar un Chile más próspero, mejor preparado para desempeñarse en la sociedad global del conocimiento y con menor desigualdad de ingresos.

Sin embargo, agregó que es evidente que nuestro sistema de educación superior requiere de mejoras importantes, que nuestra sociedad ha reclamado con claridad y que el Gobierno considera prioritarias. Ellas han de ir orientadas en cuatro direcciones fundamentales:

· En primer lugar, se requiere modificar el sistema de financiamiento de la educación superior, de modo que ningún estudiante con talento quede excluido de ella por falta de dinero ni deba asumir una carga económica excesiva para obtener un título profesional, permitiendo además que las personas con menos recursos cuenten con una efectiva capacidad de elección de la institución en que prefieren estudiar y, al mismo tiempo, el país pueda aumentar sus niveles de investigación científica y humanista y de creación artística.

-En segundo lugar, es necesario hacer más riguroso y transparente el sistema de acreditación de calidad, de modo que confiera a los estudiantes una certeza razonable de recibir una formación útil, dentro de los estándares propios de la respectiva ciencia o arte, en las instituciones que la obtengan.

-En tercer lugar, es preciso incrementar la transparencia del sistema en general, verificando que las instituciones de educación superior hagan pública la información necesaria para que los estudiantes escojan fundadamente donde formarse, y la sociedad pueda escrutar la seriedad de su quehacer, asegurando que den un riguroso cumplimiento a las normas jurídicas que las rigen.

-En cuarto lugar, resulta necesario modernizar el sistema de gobierno corporativo de las universidades estatales, eliminando las discriminaciones injustificadas que pesan sobre ellas y que las sitúan con frecuencia en una posición de desventaja respecto de las restantes instituciones.

En aquel sentido, precisó que se requiere que su más alta directiva sea responsable de los actos que en dicha calidad acometen.

Por último, desarrollando el tema de la transparencia, hizo presente que el presente proyecto de ley constituye una herramienta fundamental para el cumplimiento del tercer objetivo recién mencionado, es decir, el de incrementar la transparencia general del sistema.

Con ese propósito en vista, señaló que el proyecto busca conseguir tres objetivos:

· En primer lugar, dijo que se propone crear una Superintendencia de Educación Superior, que será un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación y cuyo objeto será fiscalizar, en las materias de su competencia, a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.

Asimismo, destacó que entre sus principales atribuciones estarán las de verificar que las instituciones mencionadas entreguen la información que la ley les exige y ponerla a disposición del público, corroborar que no efectúen publicidad engañosa, que sus prestaciones no se subordinen al cumplimiento de obligaciones no estipuladas en los contratos celebrados con los estudiantes y que se cumplan las normas que regulan las operaciones con personas relacionadas, como asimismo, la de formular cargos y aplicar sanciones a las instituciones que cometan infracciones en tales materias.

-En segundo lugar, puso de relieve que se propone modificar la Ley sobre Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior para ampliar y perfeccionar tanto la información que las instituciones de educación superior deben entregar a la División de Educación Superior del Ministerio de Educación como su prohibición de realizar publicidad engañosa.

-Por último, en tercer lugar, se persigue modificar la Ley General de Educación con dos fines fundamentales. Por una parte, se busca regular las operaciones de todas las universidades con personas relacionadas, de modo que esa vía no sea empleada para obtener los beneficios económicos que la ley prohíbe y para asegurar una mayor ecuanimidad en la toma de decisiones, se propone exigir que todas las universidades que no pertenezcan al Estado incorporen en sus directorios u órganos de administración a por lo menos tres miembros independientes.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

I. PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR EL EJECUTIVO Y ANALISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN

Al iniciarse la discusión en general de esta iniciativa legal, el ex Ministro de Educación, señor Felipe Bulnes, señaló que en materia de Educación Superior, si bien se ha sufrido una explosión de la matrícula, es claro que la institucionalidad no ha ido progresando al ritmo que lo ha hecho este segmento, y de ahí que se ha plasmado con especial fuerza la idea de que existen una serie de vacíos que es necesario abordar, desde la fiscalización del no lucro por parte de las universidades hasta una serie de otros aspectos que quizás no estuvieron tan presentes en la discusión, pero respecto de las cuales es necesario hacerse cargo.

En este contexto dijo que el proyecto de ley que se está presentando aborda una serie de materias que van más allá de la fiscalización del no lucro en las universidades, sino que también se hace cargo de otras situaciones que han afectado a los estudiantes de educación superior  y que corresponde resolver.


Sobre el proyecto mismo, dijo que su objetivo primordial es crear la Superintendencia de Educación Superior, la cual debe contar con las herramientas, potestades y funciones necesarias para  fiscalizar que se cumplan un conjunto de normas o que ya están existentes o que se están incorporando producto de este proyecto de ley, para que no queden simplemente como declaraciones programáticas que no se pueden poner en ejecución. Por ello añadió que la Superintendencia va a fiscalizar que tanto las universidades, como también los centros de formación técnica e institutos profesionales, cumplan con las obligaciones que les impone la ley.

Comentó que respecto de la información, es mucho más específica ya que impone la obligación a las instituciones de educación superior de entregar información patrimonial, financiera y académica, lo que también comprende las relaciones contractuales que se dan entre las Universidades y sus alumnos. En este mismo orden de cosas, otra novedad es que se incorpora una nueva regulación respecto de las operaciones de las universidades con personas relacionadas, lo que tiene directa relación con las sociedades espejo, para evitar que se infrinja la prohibición de no lucro.
Sobre la Superintendencia de Educación Superior, en particular, agregó que entre sus características está la de ser un servicio público, descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se va a relacionar con el Presidente por intermedio del MINEDUC. Añadió que estará  encargada de velar por cumplimiento de la normativa aplicable a las instituciones de educación superior, la transparencia del sistema, y sancionar las infracciones.

Hizo presente que sus principales atribuciones  se refieren a la fiscalización, es decir, velar porque se cumplan las normas de publicidad y transparencia, fiscalizar y tomar conocimiento de las  infracciones y cuando corresponda,  aplicar sanciones. 

En cuanto al rol de la Superintendencia en la fiscalización, indicó que ella perseguirá el cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las obligaciones de información que por ley les corresponde; se está estableciendo como nueva figura la prohibición de efectuar publicidad engañosa y por ende se le encarga a la Superintendencia que las instituciones de  Educación Superior den cumplimiento a la prohibición de realizarla.

En relación con el mismo tema, dijo que también velará por el respeto a los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales las instituciones hubieren ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes, sin que puedan efectuar cobros sorpresivos. 

Vinculado con lo expuesto anteriormente, indicó que le corresponde velar porque la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones no estén condicionados a exigencias pecuniarias que no se hayan hecho públicas al tiempo de celebrarse el contrato de prestación de servicios educacionales.
Por último, en materia de fiscalización deberá velar por el cumplimiento de la regulación aplicable a las operaciones con personas relacionadas que realicen las universidades, evitando que se produzca el retiro de excedentes.

En otro orden de cosas, refiriéndose al tema de  publicidad y transparencia, recalcó que lo que se pretende exigir a los establecimientos de educación superior es lo siguiente:

-Mantener y actualizar cada seis meses, la información  relativa a la situación patrimonial, estados financieros debidamente auditados, a la individualización de los socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior. Se detuvo en este punto y explicó que esto es muy importante por cuanto no basta con conocer la información financiera sino que además se debe saber respecto de las personas relacionadas, y por eso se solicita un listado de los miembros y directivos de cada institución, en concepto amplio.


-Estrechamente relacionado con lo anterior, también deberán mantener y actualizar  información relativa a sus operaciones con personas relacionadas, sean éstas naturales o jurídicas.

-Velar por que los datos de carácter personal, a los que tenga acceso, se mantengan en reserva.

-Mantener un registro público de socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior.

-Poner a disposición del público en general la información pública que recopile.

A continuación, enfatizó que el proyecto contempla una serie de sanciones  para el caso del incumplimiento las que consisten en  amonestación, multa a beneficio fiscal (1.000 UTM), inhabilitación  temporal (5 años) de quien hubiere intervenido en la operación entre universidades y  personas relacionadas y por último la revocación del reconocimiento oficial de la universidad.  (Infracciones graves y reiteradas). 

Entrando en mayor detalle, remarcó que el tipo de información que se le solicitará a las instituciones de Educación Superior se divide en:

-Información Académica no patrimonial, la que comprende los cobros a estudiantes, condiciones generales y especiales de admisión, y reglamentos internos vigentes sobre promoción, disciplina y titulación; resultado del último proceso de admisión, incluyendo a lo menos una nómina de los estudiantes admitidos; nómina de los alumnos que durante el período anual inmediatamente anterior hayan dejado de formar parte de la carrera o programa académico correspondiente; Información de egresados y titulados durante el período anual inmediatamente anterior e informe anual sobre los recursos educativos, infraestructura, equipamiento y cuerpo docente. Todo lo anterior, para evitar confusión y sorpresa según dijo.


-Información patrimonial y financiera, que a su vez implica:  llevar contabilidad completa; someter su contabilidad al examen de auditores externos; enviar semestralmente a la Superintendencia de Educación Superior los estados financieros consolidados, debidamente auditados; enviar a la Superintendencia de Educación Superior, dentro de los 30 días siguientes al término de cada semestre calendario, un listado actualizado con la individualización completa de sus socios o miembros y directivos; y, enviar anualmente a la Superintendencia de Educación Superior un listado actualizado de las entidades en cuya propiedad la universidad tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la universidad pueda elegir a lo menos a un miembro del directorio u órgano de administración. Todo lo anterior viene a complementar la ley Nº 20.129, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

 También destacó que se agregan normas sobre publicidad engañosa porque actualmente existe una gran libertad para promocionarse con atributos que no se tienen, por lo anterior hizo presente que se establece la prohibición a éstas instituciones de emitir publicidad de este tipo, entendiéndose por tal cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de valores, acreditación, perspectivas de inserción laboral, infraestructura y cuerpo docente, entre otras.

Por último, se refirió al tema de la modificación a la Ley General de Educación y sobre el particular dijo que se pretende establecer nuevas normas sobre composición de los órganos de administración de las universidades que no tengan carácter estatal y regulación sobre operaciones de las universidades con personas relacionadas.

Profundizando lo anteriormente señalado, dijo que con el objeto de velar por la adecuada independencia en la toma de decisiones que pueden afectar el patrimonio de la universidad, se establece la obligación de contar con al menos tres miembros independientes en su directorio o respectivo órgano de administración. Para estos efectos, el proyecto define quienes no se considerarán independientes.

 Se detuvo para hacer varias precisiones, ya que el proyecto se hace cargo de un vacío existente en nuestra legislación, incorporando una nueva regulación que tiene por objeto  evitar que las universidades retiren excedentes por la vía de relaciones contractuales con personas relacionadas, estableciendo los mecanismos adecuados para que en caso de existir esas operaciones, se lleven a cabo en condiciones de equidad similares a las que prevalecen en el mercado. A mayor abundamiento, señaló que el proyecto establece que se entiende por personas relacionadas, siguiendo criterios de parentesco y relaciones patrimoniales, tanto respecto de los miembros de la universidad, como de quienes la administran.

Siguiendo con su argumentación, agregó que las universidades, tanto privadas como estatales,  sólo podrán efectuar operaciones con sus personas relacionadas cumpliendo determinados requisitos, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.   

A continuación, en lo referido a los requisitos que debe cumplir toda operación con personas relacionadas enfatizó lo siguiente:

a. Condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado a la fecha de su celebración. 

b. Deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los miembros del directorio u órgano de administración, debiendo excluirse de la votación aquellos miembros que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate (Salvo aquellas que no superen 2000 UF). Precisó que se consideran las operaciones de igual naturaleza en un año calendario.

c. Tratándose de universidades no estatales, se requerirá además el voto favorable de la mayoría de los miembros independientes. 

d. En el caso de las universidades estatales, se requerirá además el voto favorable de la mayoría de los miembros designados por el Presidente de la República.

e.Dejar constancia en acta del acuerdo del Directorio, y

f.  Comunicar ésta información a la Superintendencia trimestralmente.

Siguiendo con su exposición, el ex señor Ministro de Educación hizo presente que las universidades, estatales o no, sólo podrán asociarse con sus directivos y docentes cuando la sociedad que constituyan cumpla con alguna de las siguientes condiciones: a) La sociedad tenga como giro el desarrollo de invenciones que puedan ser amparadas por una patente; b) El capital social inicial de la sociedad consista en una patente de invención y el giro de ésta sea su explotación. En este punto indicó que muchos académicos de excelencia  tienen como motivación para quedarse en Chile, la posibilidad de llevar a delante inventos o nuevas investigaciones.

En otro orden de materias, expresó que se podrá perseguir la responsabilidad civil de los directores o miembros del órgano de administración que corresponda que hubieren aprobado la operación no ajustada a los requisitos, por el monto total de los perjuicios sufridos por la universidad. 

Para estos efectos, los directores o miembros del órgano de administración que hubieren aprobado la operación, serán solidariamente responsables de los perjuicios causados.

Se deja constancia que el señor ex Ministro acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que a su parecer es un buen proyecto en general, que apunta en la dirección correcta, y por lo mismo manifestó su voluntad en orden a poder despachar este proyecto en un tiempo razonable, aunque sin apuros. En este sentido, también puso de relieve que con esta iniciativa se podría aspirar a que subsuma e incorpore varios otros que se están  tramitando actualmente, tales como los contenidos en los boletines números 7.760, que regula los requisitos de funcionamiento de universidades no estatales en relación con el lucro, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación y 7.929 y 7.913, refundidos, sobre transparencia en materia de educación superior.


Sin perjuicio de lo anterior, consultó al señor ex Ministro de Educación sobre el estatuto jurídico de las universidades estatales, materia que estimó muy relevante. Sobre el particular, puntualizó que si bien no es un aspecto que forma parte de este proyecto, enfatizó que si, en cambio, esta iniciativa es esencial para que las universidades estatales cuenten con un estatuto jurídico, y ello es así  porque según dijo, los aportes financieros que van a esos establecimientos tienen que tener ciertas contraprestaciones muy claras en materia de rendición de cuentas, gobiernos corporativos, información, objetivos y metas, entre otros aspectos.


Seguidamente, preguntó cuál sería el simil más cercano a una Agencia de Calidad en materia de Educación Superior, ya que a su parecer, uno de los grandes aciertos y logros de la ley Nº 20.529, de 2011, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, fue la creación de la Superintendencia para fiscalizar y la Agencia de Calidad, y en este  sentido  preguntó al  Gobierno cual  es la idea  de la reformulación del sistema de acreditación de la Educación Superior y hasta qué punto se podría crear un agencia similar a la ya existente para este nivel educacional.



Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez hizo presente que en materia de educación existe la sensación de existir una excesiva burocracia y por ello solicitó al ex Ministro poder contar con un esquema que permita entender en que consiste cada organismo e institución, ya que a su parecer debiera establecerse una institucionalidad pequeña pero fuerte, con suficiente potestad para hacer todo este trabajo de fiscalización. En este sentido, hizo presente que se están creando diversos organismos, que conllevan una complejidad importante, con las implicancias respectivas.


Asimismo, expresó que le parece interesante la alternativa de la fiscalización planteada por el Ejecutivo, pero puso de relieve su preocupación por una eventual falta de efectividad ya que, en su concepto, la dispersión de órganos que se plantea no producirá la efectividad requerida. Por ello, asimismo, solicitó información financiera del proyecto de ley en discusión. 


En otro orden de ideas, señaló que el otro tema que le preocupa es el de aquellas personas que tienen intereses cruzados con las universidades que acreditan y preguntó si era posible resolverlo en esta instancia o en otra distinta.

El Honorable Senador señor Navarro, junto con compartir las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Gómez, consultó al ex Ministro de Educación si dentro del presupuesto aprobado para el Ministerio de Educación para el año 2012 se contemplan los recursos necesarios para la implementación de la Superintendencia en estudio y si el proyecto recogía las sugerencias formuladas por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH).

Formuladas las interrogantes descritas, enfatizó que lo importante es que la Superintendencia de Educación Superior no adquiera las características de ineficiencia de otras superintendencias como, señaló, es el caso de la Superintendencia de Servicios Sanitarios  y la de Combustibles. En ese contexto, aseveró que la eficiencia de una Superintendencia depende de los recursos con los que cuente, de la calidad de los funcionarios y de las facultades que tengan. Añadió, además, que la única manera de contar con una Superintendencia realmente autónoma y capaz de realizar una fiscalización efectiva es que su constitución y facultades no dependan del gobierno de turno. Por este motivo, dijo no compartir el hecho que ella dependa del MINEDUC. Agregó, también, que es importante que se fijen las inhabilidades para quienes ejerzan las labores fiscalizadoras, de manera de impedir que se transformen en directivos de las instituciones fiscalizadas.

En otro orden de ideas, refiriéndose a la prohibición de efectuar publicidad engañosa indicó que el proyecto conduce a la interpretación que, en el evento de producirse una infracción de esta índole, los alumnos deberán concurrir a las dependencias de la Superintendencia respectiva y no al SERNAC como ocurre en la actualidad. De ser correcta esta interpretación, hizo hincapié en que habrá que incluir la posibilidad de entablar demandas colectivas.

Por otro lado, se refirió a las sanciones propuestas en la iniciativa legal para las instituciones de Educación Superior. Puntualizó que la pérdida del reconocimiento oficial de la universidad, así como la inhabilidad temporal de quien hubiere intervenido en la operación entre universidades y personas relacionadas, de conformidad a la redacción propuesta, son medidas bastantes relativas. Añadió que, en el caso en que ello ocurra, lo primero debiera ser resarcir los perjuicios causados. 

En el mismo orden de ideas, planteó que en el caso de aplicarse multas ellas debieran ir en beneficio de algún aspecto relacionado con la educación superior, más que ir en beneficio fiscal, como sería, por ejemplo, destinar lo recaudado a un fondo de difusión en el cual tuvieran participación los estudiantes, permitiendo de esta manera la consolidación de sus derechos. Fundamentó su propuesta expresando que el objetivo de establecer sanciones es proteger a los estudiantes.

Por otra parte, preguntó al ex Ministro si el proyecto presentado tendría aplicación respecto de las universidades privadas y, de ser así, hasta qué punto se podría acceder a la información financiera real de esas casas de estudio más allá de lo que éstas publican actualmente en sus páginas web.

Con relación a la información financiera, destacó que la fiscalización debe ser efectiva porque, como lo ha demostrado el caso “La Polar”, los estados financieros son absolutamente alterables. Sobre el particular, enfatizó que es importante tener un alto número de fiscalizadores especialistas en la materia, porque de lo contrario habrá que contratar empresas auditoras y clasificadoras de riesgos, cuya credibilidad está en tela de juicio.

Solicitó, asimismo, que se adoptaran las medidas legales a fin de que estos fiscalizadores, al concluir sus labores, no se trasladaran a desarrollar sus labores a las casas de estudios fiscalizadas.
Finalmente, expresó su preocupación con lo establecido en el artículo 6° de la iniciativa legal y, en ese contexto, solicitó que fuera la ley la que definiera las obligaciones y facultades de los fiscalizadores y no un instructivo como se sugiere.

Asimismo, requirió que la Biblioteca del Congreso Nacional elaborara un estudio respecto de la figura del Superintendente, refiriéndose de manera detallada a la forma en que éste es nombrado en los países pertenecientes a la OCDE y al tiempo por el cual desempeña su cargo. En la misma línea, afirmó que el período de 4 años propuesto por el Ejecutivo no logra proporcionar la estabilidad que el cargo supone.

Enseguida, el Honorable Senador señor Cantero, hizo presente su preocupación respecto del proyecto de ley en informe, toda vez que, consideró, se observa un énfasis fiscalizador y sancionador exacerbado que atenta en contra del verdadero sentido que debe inspirar a una Superintendencia. A mayor abundamiento, afirmó que ninguno de los problemas que enfrenta la educación superior chilena podrá ser abordados y solucionados a través de ella según se desprende del tenor de la redacción del proyecto de ley en estudio. 

Argumentando su planteamiento, hizo presente que la iniciativa exige información financiera a las instituciones de educación superior y propone fiscalizar, pero sigue sin atender a lo realmente importante que es proporcionar información a los estudiantes respecto del número de alumnos matriculados en cada institución de educación superior, carreras existentes con sus respectivos títulos y grados, número de alumnos por carrera, campo laboral y remuneraciones a las que acceden sus titulados, medidas que permitirán, en definitiva, transparentar el mercado.

Agregó que el sesgo fiscalizador y sancionador sugerido por el Ejecutivo, puede llegar a ser incluso obstruccionista y aseveró que una Superintendencia, sin perjuicio de cumplir ese tipo de labores cuando se requieran, debe tener su énfasis puesto en transparentar e informar.  Estimó que quizás lo ocurrido en los últimos años, en donde ha existido un abuso en materia de educación superior, haya conducido a alterar los acentos que deben ponerse en su elaboración, pero indicó que no debe transitarse de un extremo a otro. En consecuencia, hizo un llamado a revisar la redacción de la iniciativa.

Asimismo, consideró importante resguardar la privacidad de los datos involucrados, puesto que muchos de los que la iniciativa de ley exige poner a disposición de la Superintendencia de Educación Superior  forman parte de la vida privada de las personas.

Por último, concluyó su intervención haciendo ver la necesidad de analizar con profundidad la iniciativa en informe, recordando que la información que se publique debe tener alguna utilidad para quienes tengan que decidir qué estudiar y dónde hacerlo, materias en las debe centrarse el rol de la Superintendencia. 

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana manifestó su acuerdo con la iniciativa legal ya que aunque pueden existir ciertas discrepancias en cuanto a su articulado, no hay dudas de que nuestro país requiere urgentemente la creación de una Superintendencia de Educación Superior. 

Asimismo, concordó con las sugerencias de algunos parlamentarios en orden a que esta Superintendencia no debe ser igual a otras existentes, debiendo pensarse en un diseño distinto.

Asimismo, destacó que si bien la iniciativa legal desarrolla aspectos como la transparencia, deja de lado otros muy relevantes como son el financiamiento de la educación superior, la reforma al sistema de acreditación de la calidad y la modernización del sistema de gobiernos corporativos de las universidades estatales. 

Con respecto al último punto pendiente, se dirigió al ex Ministro solicitándole que diera a conocer la aprensión del Ejecutivo respecto de los gobiernos corporativos de las universidades del Estado. Asimismo, pidió que explicara el fundamento que existe para incorporar directores encargados de velar por el cumplimiento de los fines encomendados a las casas de estudio estatales por parte de la sociedad. 

Por otro lado, se detuvo en las sanciones contempladas en la iniciativa legal e hizo presente que ellas van en la línea que la ciudadanía espera. No obstante, dijo preocuparle que la medida más extrema, esto es, la revocación del reconocimiento oficial de la universidad, suponga infracciones graves y reiteradas dentro de un período consecutivo de 24 meses a las normas sobre operaciones entre universidades y personas relacionadas. Puntualizó que el plazo de dos años contemplado es demasiado largo y que esa excesiva tolerancia puede significar casi la mitad de la carrera de un estudiante. En razón de ello, expresó la necesidad de ser más estricto cuando una universidad se aparte de las normas legales, en especial, cuando lo que se propone evitar es el lucro. 

Dijo, además, preocuparle los requisitos exigidos para la aprobación de las operaciones con personas relacionadas, puesto que, aseguró, permitirán seguir buscando los mecanismos para vulnerar la prohibición de lucro continuando con la práctica de las sociedades espejo.

En relación con el mismo tema, pidió que la Biblioteca del Congreso Nacional elaborara un estudio, en donde se analizara de manera comparada la regulación de las sociedades espejo en esta iniciativa en estudio y los proyectos en tramitación.

A continuación, el ex Ministro de Educación, señor Bulnes, respondió las dudas e inquietudes planteadas por los Honorables Senadores respecto de la iniciativa presentada.

En relación a la interrogante formulada por los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana respecto a incluir modificaciones a los gobiernos de las universidades estatales y al sistema de acreditación existente, puntualizó que, si bien ellos son temas que deben ser abordados en una iniciativa legal, lo cierto es que el Ejecutivo ha querido abocarse, por ahora, al proyecto de la Superintendencia, a fin de ir paulatinamente y de manera ordenada, implementado las reformas que requiere el sistema educacional.

En el mismo orden de ideas, aseveró que el plan del Gobierno es presentar el año 2012, una ley que regule las universidades estatales a fin de terminar con la burocracia existente en ellas, de permitirles un endeudamiento mayor al que conocen actualmente y de mejorar sus gobiernos universitarios. Añadió, en relación con esta última propuesta, que, de conformidad a los modelos universitarios comparados, se consideran gobiernos universitarios aquellos en donde se incorporan miembros externos encargados de cautelar que las universidades estatales cumplan el fin para el cual fueron creadas.

Respecto al sistema de acreditación vigente, hizo presente que la idea del Ejecutivo es presentar una iniciativa legal que lo modifique a mediados del año 2012. Precisó que esa reforma  tendrá por misión, en primer lugar, regular los conflictos de intereses que afectan a las agencias acreditadoras y, en segundo, lograr que el sistema de acreditación no sólo tenga la mirada puesta en los procesos, sino también en los resultados logrados por las casas de estudio, de manera de evaluar de manera clara el valor agregado que genera para un estudiante asistir a una determina carrera en una institución concreta.

En segundo lugar, refiriéndose al comentario del Honorable Senador señor Gómez respecto de la burocracia generada por el Gobierno, explicó que el Ministerio de Educación maneja el 20% del presupuesto de la Nación, no obstante, la fragilidad institucional que arrastra no se condice con el nivel de responsabilidades que tiene a su cargo. Precisó que el Ejecutivo no ha hecho más que proponer medidas para fortalecerla, dentro de las cuales está la creación de la Superintendencia de Educación Superior. Destacó que la idea no es burocratizar el sistema, sino ir creando las herramientas para dar cumplimiento a las normas vigentes, situación que a la fecha no logra ser fiscalizada. 

Dentro del mismo contexto, dijo no parecerle coherente que el país cuente con una Superintendencia para fiscalizar que los bancos cumplan con la obligación de devolver los dineros que les fueron entregados por las personas y, sin embargo, no exista una institución similar para fiscalizar que los recursos puestos por los particulares o el Estado para la educación superior se destinen efectivamente a ello. A mayor abundamiento, enfatizó que es vital fiscalizar de mejor manera lo que ocurre en este sector de la educación que ha crecido enormemente en los últimos años, pero no así su regulación. Añadió que espera y trabajará en que el organismo sea lo más eficaz y eficiente posible a fin de que la temida burocracia no tenga cabida en él.

En tercer lugar, respondiendo la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Navarro, sentenció que el proyecto supone $1.700 millones anuales, suma que se cubrirá con los recursos aprobados para la Partida del Ministerio de Educación y, en caso de ser ellos insuficientes, se obtendrá del Tesoro Público los dineros para financiar su puesta en marcha.

En cuarto lugar, se hizo cargo de las inquietudes del Honorable Senador señor Cantero, en orden a que la iniciativa pone sus énfasis en el rol fiscalizador dejando de lado aspectos trascendentales como son la transparencia y la información. Sobre el particular, dijo compartir el hecho de que se requiere mayor información respecto de las carreras presentes en el mundo de la educación superior, de las remuneraciones que alcanzan los egresados y el campo laboral, entre otras. Sin embargo, precisó que en ello el MINEDUC ya está trabajando y la aludida información estará disponible a partir del 21 de diciembre del año 2011. 

Continuando con el análisis de la intervención referida, sostuvo no compartir la crítica en orden al énfasis fiscalizador puesto en el proyecto. Aseveró que la iniciativa en estudio no pretende perseguir ni ahogar a las casas de estudio, sino simplemente fiscalizar que se dé cumplimiento a las normas vigentes, entre ellas la que prohíbe el lucro en la educación superior. 

Con relación a este último punto, solicitó que la Comisión oyera no sólo la opinión de los rectores de las distintas casas de estudio, sino también la de expertos jurídicos, a fin de fortalecer el proyecto de ley propuesto.

Fuera de ello, destinó parte de su tiempo a las auditoras, objeto de fuertes críticas en la intervención del Honorable Senador señor Navarro. Respecto de ellas, señaló que si bien han quedado al descubierto sus debilidades en los últimos meses, no es menos cierto que  aparecen como herramientas eficaces que se suman al sistema evitando situaciones fraudulentas, tal como lo ha demostrado la historia de las mismas. 

Asimismo, se detuvo en la independencia del Superintendente de Educación Superior y su vinculación con el Gobierno de turno, otros de los puntos planteados por el Honorable Senador señor Navarro. Al respecto, consideró que, si bien todos los temas son susceptibles de analizarse y perfeccionarse cuando se discuta en particular la iniciativa legal, ellos no constituyen actualmente el centro de las críticas hacia estas instituciones.

Concluyó su intervención deteniéndose en la propuesta del Honorable Senador en orden a incorporar dentro del sistema de sanciones multas que apunten a un destino específico. En este punto, remarcó que si bien la discusión puede llevarse a cabo, las multas con destino tienden, en general, a generar incentivos incorrectos, puesto que se les otorga tanto valor al fin al cual van adscritas que provocan una distorsión de incentivos al fiscalizar, motivo por el cual, explicó, el MINEDUC se inclina por la idea de que vayan a un fondo general, de manera de que no existan dudas respecto de la razón por la cual se aplica la multa.

- - -

II.- EXPOSICIONES DE LOS INVITADOS Y DEBATE EN LA COMISIÓN RESPECTO DE ELLAS


Como se indica al inicio de este informe, y con el objeto de tomar conocimiento de las observaciones de los principales actores sociales respecto del proyecto en informe, la Comisión recibió a diversos invitados. Los planteamientos que ellos formularon se transcriben a continuación, como asimismo, el debate que ellos originaron en el seno de la Comisión. 

1) El Rector de la Universidad Santo Tomás, señor Jaime Vatter, expresó su apoyo a todas las medidas que se implementen en pro de una mayor transparencia, y en este mismo sentido dijo que la Superintendencia constituye una herramienta fundamental para incrementar ese objetivo en el sistema en general, verificando que las instituciones de educación superior hagan pública la información necesaria para que los estudiantes escojan fundadamente donde formarse y la sociedad pueda escrutar la seriedad de su quehacer, asegurando que den un riguroso cumplimiento a las normas jurídicas que las rigen.

En cuanto a los objetivos de esta nueva institucionalidad, en especial sobre la función de verificar que las instituciones mencionadas entreguen la información que la ley les exige y la  pongan a disposición del público, hizo presente que se hace necesario que el levantamiento y difusión de la misma se realice a nivel regional, a fin de establecer claramente las particularidades de cada una de éstas ya que en su caso, la institución que dirige tiene presencia a nivel nacional y si solo se muestran promedios nacionales se produce una distorsión, porque dijo que la realidad de una región y otra son muy distintas a las de mayor población, de manera que los datos de empleabilidad y puntajes PSU entre otros, no son comparables, y dijo que ocurre lo mismo con la información sobre la caracterización de los alumnos.

En el tema de la confidencialidad, señaló que si se va a publicitar tanta información, le parece muy pertinente que se establezca esta obligación, pero espera que estén claramente establecidos los mecanismos de confidencialidad de la información que se va a entregar. Hizo presente que de acuerdo a su análisis, ellos existen, pero es importante que no se pierdan y que se puedan perfeccionar.

Dentro de este mismo tema, destacó que en relación con  la información que se solicita, se visualizan tres instancias requiriendo información similar sobre alumnos, docentes, recursos, infraestructura y situación patrimonial, entre otras, a la Comisión Nacional de Acreditación; a la Superintendencia y a la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y por ello dijo que sería bueno evitar de alguna manera las duplicidades que se puedan producir, idealmente que sea un solo organismo el que recabe la información.

Refiriéndose al objetivo de corroborar que no se efectúe publicidad engañosa, manifestó que le parece muy bien que se consagre una normativa al respecto. Sin embargo hizo presente que en este punto lo que le llamó la atención es que se establece una nueva figura al tener la Superintendencia la atribución de aplicar sanciones penales, lo que generalmente no está dentro de las atribuciones de otras superintendencias sino que más bien ello es rol de tribunales de justicia.

Sobre este punto en particular, recalcó que existe un doble sistema de sanciones en caso de  entrega de información incompleta o inexacta por parte de las instituciones de educación superior, por cuanto se contemplan mecanismos punitivos tanto en el proyecto de Superintendencia como respecto del Ministerio de Educación en la ley que establece un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior (art. 52 de la ley Nº 20.129).

En relación con los otros objetivos de la Superintendencia, que consisten en que sus prestaciones no se subordinen al cumplimiento de obligaciones no estipuladas en los contratos celebrados con los estudiantes y que se cumplan las normas que regulan las operaciones con personas relacionadas, como asimismo, la de formular cargos y aplicar sanciones a las instituciones que cometan infracciones en tales materias, manifestó su completo acuerdo, sin efectuar más observaciones.

En relación con la modificación que se propone de la ley Nº 20.129, que eEstablece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad  de la Educación Superior, en el sentido de  ampliar y perfeccionar la información que las instituciones de educación superior deben entregar a la División de Educación Superior del Ministerio respectivo, indicó que es primordial la definición de calidad ya que establece el referente de acción, y en general comentó que nunca se ha llegado a una muy exacta, habiendo una que es la de la UNESCO
 que a su parecer debiera ser la utilizada.  

Insistió en que se deben aclarar ciertos casos de duplicidad de funciones con organismos actuales y que según su punto de vista, se debieran unificar funciones en la Superintendencia, ya que planteó que el rol general de verificación y promoción de la calidad de las universidades, Institutos  y los Centros de Formación de Técnica hoy en día involucraría principalmente a  la Comisión Nacional de Acreditación (art. 6 Ley  20.129) y la nueva Superintendencia de Educación Superior que se crea.

En este mismo orden de ideas, señaló que dado que la Superintendencia, la Comisión Nacional de Acreditación y el  Ministerio tienen atribuciones para dictar instrucciones generales en materias vinculadas con la calidad de la educación, lo que puede ocurrir es que se provoquen duplicidades, traslapes o incluso criterios contradictorios sobre una misma materia.

Con respecto a lo que se plantea en orden a  regular las operaciones de todas las universidades con personas relacionadas, de modo que esa vía no sea empleada para obtener los beneficios económicos que la ley prohíbe, y exigir que todas las universidades que no pertenezcan al Estado incorporen en sus directorios u órganos de administración a por lo menos tres miembros independientes, lo que supone una modificación a la Ley General de Educación, señaló que le parece muy pertinente y se manifestó de acuerdo con ello, e incluso agregó que los miembros independientes deberían estar en todas las instituciones y no solamente en las que no pertenecen al Estado.

Continuando con su análisis, hizo algunas consideraciones adicionales acerca de la calidad y los aranceles de referencia y puntualizó que dado que el tema de la calidad va a estar en la Comisión Nacional de Acreditación en algunas materias y en la Superintendencia en otras, insistió en que se debe ser claro respecto de lo que se entiende por calidad y también cuál va a ser el ámbito de competencia de cada una de estas instituciones. Sobre los aranceles de referencia, sugirió que estén entregados a la definición de la Superintendencia, entendida como un organismo técnico de manera que no estén sujetos a otras interpretaciones del Ministerio.

Por último, dijo que a su parecer la Superintendencia debiera considerar el rol que ella debiese cumplir en el tema de los recursos públicos aportados a las instituciones de Educación Superior, ello por cuanto hoy en día las instituciones estatales son fiscalizadas por la Contraloría General de la República, pero hay otras que reciben recursos públicos que son de libre disposición, respecto de las cuales no hay un control radicado en este nuevo organismo. 

Cerrando su intervención destacó que considera que el proyecto apunta bien al objetivo de la transparencia, en especial en el tema de las operaciones con personas relacionadas y remarcó la necesidad de contar con una definición de calidad y de evitar duplicidades.

2) El Rector de la Universidad de las Américas, señor José Pedro Undurraga, expresó su concordancia con los juicios anteriormente emitidos, y señaló que a su parecer el proyecto de ley es bueno porque permite que los postulantes y sus familias accedan a mayor y mejor información que resulta fundamental al momento de tomar una decisión cuyos efectos son para toda la vida, y no sólo eso, sino que  dijo  que dispondrán de información homogénea, simultánea y comparable, de manera que su decisión será más informada. Agregó  que es bueno porque la existencia de un organismo público con facultades fiscalizadoras y sancionatorias, permite mejorar la capacidad de verificar que las instituciones educativas cumplan las normas que las regulan, lo que en su opinión redundará en la confianza que la sociedad debe tener en sus instituciones universitarias. 

En cuanto a los aspectos formales del proyecto, enfatizó que el artículo 1º es más bien impreciso por cuanto no define exactamente el objeto de la Superintendencia, por lo que sostuvo que en este punto, el proyecto es equívoco, y a mayor abundamiento dijo que  los artículos 1° y 2°, que definen a la Superintendencia, evitan determinar su objeto, haciendo un reenvió al artículo 3° que a su vez define una confusión entre atribuciones y objetivos. Sobre este particular indicó que a su parecer esto puede mejorarse sustancialmente.

Continuando con su intervención, hizo notar que la  letra G del artículo 3° faculta a la Superintendencia a: “Aplicar e interpretar        administrativamente las normas legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación a las   instituciones fiscalizadas con relación a dichas materias, sin perjuicio del ejercicio de  las facultades propias del Ministerio de Educación”, y señaló que si bien es típico de estos organismos el llenar los vacíos o interpretar la voluntad del legislador, hizo hincapié en que a su parecer, hay demasiada ambigüedad en las reglas que los rigen las que también son muchas, y por ello manifestó su preocupación en orden a que la nueva normativa tienda a eso mismo, al entregar nuevamente la interpretación al órgano administrativo.

En relación con las interrupciones en las actividades en las universidades, en el proyecto se hace extrema reserva  en el sentido de precaver que cuando los  funcionarios de la Superintendencia concurran a la Universidad, no podrán impedir el normal desarrollo de las        actividades docentes de la institución de que se trate, pero en este sentido indicó además que esas no son las únicas actividades que se realizan en dichas instituciones, de manera que la idea es que se tenga el mismo cuidado con todas ellas.

Sobre el tema de las infracciones y sanciones, comentó que le parece que el artículo 28, letra d) que sanciona con: “La revocación del reconocimiento oficial de la Universidad”, contiene una excesiva severidad ya que no se pone en la situación del estudiante, y de aplicarse esta sanción, inmediatamente se le deja en una situación muy compleja, por lo que en este sentido sugirió que el proyecto pueda contemplar un mecanismo similar a los que existen en otras legislaciones reguladas como la eléctrica y la sanitaria, en que para el caso que se le quite la concesión a una institución, es otra la que la releva y no hace desaparecer la propia institución.

En lo que dice relación con las modificaciones al Sistema Nacional de Información de Educación Superior (artículo segundo, reemplaza artículo 50 de la Ley de Aseguramiento de la Calidad), aseveró que para cumplir los objetivos de mayor información y transparencia que el proyecto plantea, es fundamental que los criterios de homologación de la información requerida por el MINEDUC y la Superintendencia sean únicos y eficaces, de forma de hacer la información comparable entre entidades. A este respecto, destacó que los criterios con los cuáles se requerirá la información no quedan claros en el proyecto de ley, y más bien le parece que es un poco reactivo.

Refiriéndose a la figura de los Directores Independientes contemplados en el artículo 3º, artículo 53 letra a) y 66 letra d) y a las personas relacionadas, subrayó que a su parecer esta figura tomada de la Ley de Sociedades Anónimas se ha llevado un poco al extremo en este proyecto, en cuanto se les otorga derecho a veto, lo que  eventualmente puede trabar el funcionamiento de una institución. En este sentido, afirmó que dicho poder desnaturaliza la institución de los directores independientes, además que consideró suficiente la normativa actual, ya que de mantenerse estas atribuciones, la norma puede transformarse en algo impracticable, dada la complejidad de las relaciones que se dan en el ámbito universitario. 

Comentando el artículo 66 A en relación al 66 D sobre operaciones con personas relacionadas que señalan: “Las Universidades sólo podrán efectuar operaciones con sus personas relacionadas, cumpliendo con los requisitos de este párrafo, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación”, dijo que el monto de dicha operación debe fijarse con  precisión, ya que tal como está la norma es demasiado amplia y a su juicio también corre el riesgo de ser impracticable.

Continuando con el desarrollo de este punto, hizo presente que las personas relacionadas están enumeradas en el artículo 66 letra B, entre las cuales se contempla a los directivos, miembros o socios de las respectivas corporaciones, cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, entre otras varias. Sin embargo, enfatizó que dentro de las categorías descritas de personas relacionadas a una universidad no se considera a los docentes ni sus asociaciones  sean éstas mercantiles o no, siendo ésta última categoría la única objetiva, cuestionada y objeto de pronunciamiento de los Tribunales, que ha sido utilizada en algunas universidades para contravenir la ley. 

En cuanto a las presunciones que configuran una operación con relacionados a que hace referencia el artículo 66 D, en sus letras c) y d), señaló que ellas son poco  precisas al utilizar conceptos como “negocios en común” en vez de “sociedades” y emplear la expresión “relaciones comerciales o profesionales”, todos los cuales requieren de mayor precisión a su parecer, porque tal como están son criterios demasiados amplios. 
Finalmente, aseguró que a pesar que esta normativa les restará flexibilidad y rigidizará algunos procesos, la UDLA se encuentra preparada para desenvolverse adecuadamente en este escenario, por cuanto hace unos años – no sólo porque la Ley lo exige sino también por propia convicción- la Institución ha aplicado una serie de normas internas que regulan varios aspectos que hoy están en discusión para la puesta en marcha de la Superintendencia de Educación Superior.


Cabe consignar que ambos invitados acompañaron sus presentaciones en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición, los que fueron debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia de los cuales queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Concluidas las exposiciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que sin duda alguna el tema de fondo es el tema académico y la calidad de la educación superior, lo que inevitablemente remite al sistema de acreditación, respecto del cual aseguró que existe bastante consenso para reformularlo. 

Señaló que comparte con los expositores la sugerencia de evitar duplicidades con el fin de impedir que se produzca una situación engorrosa, como asimismo, que se deben hacer ciertas precisiones tales como definir calidad y personas relacionadas entre otras, para evitar que se afecte el sentido y espíritu de un proyecto como el que se está discutiendo.

En este mismo sentido, en cuanto al tema de fondo, preguntó a los expositores acerca de las medidas que en este momento están tomando por la transparencia (al margen de la ley), en cuanto a la información académica, financiera  y patrimonial.

En segundo lugar, comentando el tema de las personas relacionadas, dijo que ello tiene relación con las sociedades espejo, y sobre el particular recalcó que la ley es bastante clara a este respecto y por ello afirmó que se sabe que eso se burla, lo que definió como una mala práctica, y volvió a consultar a los señores Rectores respecto de lo actualmente se hace entorno a estos temas en sus instituciones.

En tercer término, sobre la publicidad engañosa, hizo una distinción entre los conceptos, y por esta razón refiriéndose al primero de ellos  preguntó  a los señores Rectores cuánto es lo que se gasta en publicidad en sus respectivas casas de estudio y cuál es la cifra que se utiliza para investigación. Finalmente, preguntó cuáles medidas adoptaban en las respectivas universidades a fin que la publicidad que se transmite cumpla con estándares éticos  con rigor de apego a la verdad de la educación que se imparte en la respectiva institución.

A continuación, el Honorable Senador señor Gómez consulto acerca de cómo se determina el valor de los aranceles, y cuál es la diferencia que hay entre los que tienen las universidades del Estado, en comparación con el de las instituciones privadas. En este sentido calificó como muy pertinentes las preguntas del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en cuanto a que es necesario saber cómo se ocupan los recursos, aunque ellos se obtengan por la via privada.

El Honorable Senador señor  Navarro preguntó cómo se autorregulan las instituciones privadas y en especial aquellas representadas por los Rectores presentes, ya que según dijo los mecanismos que va a introducir la Superintendencia son muy importantes ya que ellos dicen relación con prácticas que las instituciones privadas han tenido. En este sentido, también preguntó si respecto de este tema han tenido reclamos y en caso afirmativo, cuál ha sido la resolución de los mismos.

Por su parte,  el Honorable Senador señor Quintana se refirió al proyecto diciendo que a su parecer éste carece de estructuras globales que si existen en materia de enseñanza básica, y por ende, no cumple a cabalidad con la regulación requerida, por cuanto primero se debe tener certeza respecto de aquello que requiere regulación. En un sentido similar, dejó ver sus dudas en relación con que si ésta legislación permite o no, eliminar el lucro en la educación o más bien lo relativiza, ya que incluso conforme a lo planteado en una de las exposiciones, se hace la comparación con las sociedades anónimas, en circunstancias que a su juicio esto no debiera ser comparable, ya que la normativa se supone busca lo contrario.

En el mismo tema, sostuvo que la independencia de los directores puede quedar en tela de juicio, si se considera que es la propia corporación la que los genera a diferencia de lo que ocurre en las sociedades anónimas que son realmente externos.

Sobre el tema del levantamiento de la información, señaló que comparte las aprehensiones de los expositores, en el sentido que tal como están las cosas, se va a tener a varios organismos requiriendo la misma información, lo que a su juicio debe ser centralizado, además de considerar una mayor independencia para la Superintendencia respecto del Ejecutivo.


Finalmente, afirmó y compartió con el señor Vatter, el hecho de que la calidad no aparece definida, por lo que señaló que al proyecto le falta un mayor vínculo con calidad, por lo que estimó que la iniciativa de ley terminará siendo una respuesta a la demanda del lucro.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su especial interés en relación con la situación que se produce cuando se revoca el reconocimiento oficial a una institución, y consultó al Ejecutivo lo que ocurrirá con los alumnos afectados por ello y si esta situación está regulada de alguna forma, porque puede que en razón de esto algunas familias queden con el proceso educativo de sus hijos truncado.


A continuación el señor rector de la Universidad Santo Tomás, respondiendo al Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, acerca de la transparencia, indicó que su institución es parte de un gran conglomerado internacional de educación y toda su información financiera es auditada desde larga data por una institución externa, cuyos resultados son enviados al Ministerio de Educación y a otros organismos. Afirmó que lo mismo ocurre con la información académica que se está enviando constantemente a los respectivos organismos de manera que siempre está disponible.


Haciéndose cargo de la consulta sobre transacciones con personas relacionadas, dijo que al ser parte de un conglomerado, efectivamente tienen dichas operaciones, pero que siempre se han realizado a precios de mercado, habida consideración que la universidad por ley no puede tener fines de lucro, pero en cambio sus institutos profesionales y centros de formación técnica, si pueden.


En el tema de la publicidad, afirmó que su institución en el nivel universitario es eminentemente docente, con poca investigación e inversión en este tema, ya que se privilegia la docencia y sólo en las remuneraciones de la planta académicas se va la mitad de sus ingresos. Dijo que el 5% se utiliza en publicidad, que equivale aproximadamente a $3.500 millones de pesos, para todo el conjunto de Santo Tomás que comprende a más de 27.000 alumnos.


En relación con la determinación de los aranceles, manifestó que, al estar orientada su institución a alumnos de niveles socioeconómicos medio y medio bajo, siempre han estado por debajo del promedio del sistema. Si se compara con los aranceles de las Universidades que pertenecen al CRUCH, aseguró que sus aranceles son inferiores.


Por último, se refirió a la pregunta sobre autorregulación que planteó el Honorable Senador señor Navarro, y sostuvo que ella no existe, pero que, sin embargo, no se encuentran sin regulación.


A su turno, el señor Rector de la Universidad de las Américas compartió con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, que el tema  final e importante es el de la calidad. No obstante, hizo presente que uno de los problemas más graves que existe es que se tiende a confundir el concepto de calidad con el de excelencia, lo que es muy importante de definir, por cuanto actualmente se usan como sinónimos sin serlo.


Con respecto al tema de la transparencia, señaló que los requerimientos han ido cambiando, por lo que su institución tratará de subir toda la información antes de una exigencia por parte de la autoridad. En este mismo orden de ideas, destacó que en el caso de su institución ya se incorporó a la página web su plan estratégico, su autoevaluación en el tema de acreditación y que continuarán publicando información relevante. 


Siguiendo con sus planteamientos, dijo que como institución parte de un conglomerado internacional, es de público conocimiento que tienen operaciones entre los miembros del mismo conglomerado, pero a precio de mercado y cuidando la forma, ya que hizo presente que cuentan hace muchos años con directores independientes, siendo los contratos aprobados por el Directorio, en el contexto de la norma que actualmente se discute y que pretende aprobarse. En este sentido, sostuvo que su institución tiene auditorías locales e internacionales.


Respecto del tema del gasto en publicidad, hizo una distinción en cuanto a la administración anterior, y en este sentido sostuvo que actualmente éste se ha reducido fuertemente alcanzando a los $900 millones de pesos aproximadamente, para una institución de 28.000 alumnos, que tiene presencia en 4 ciudades del país.


Sobre las medidas adoptadas en el tema de la publicidad engañosa, hizo notar que ellos se orientan a entregar información a fin que el estudiante tome la mejor decisión,  y por ésta razón ponen en ella justamente las cosas que tienen que ver con la academia, con información relevante, además que dijo que  existe un comité interno que visa todo lo que se hace en materia de publicidad, además de pasar por su propia revisión. 

En materia de aranceles, puso de relieve el hecho que la Universidad de las Américas está orientada a ser una institución de acceso universal, con los aranceles más baratos del sistema.

Respondiendo a la consulta del Honorable Senador señor Navarro, dijo que en algún momento su institución tuvo el record en materia de reclamos, pero que sin embargo en los últimos tres años ellos prácticamente no han existido.


Por último, insistió en lo exagerado del castigo de la revocación del reconocimiento oficial a la universidad, previsto en el proyecto de ley y solicitó se pudiera entregar alguna respuesta el respecto.


El Honorable Senador señor Gómez estableció que existen varias diferencias de opinión, y la suya es que la educación es un bien público donde el Estado tiene varias obligaciones que cumplir, y expresó su preocupación en cómo pueden existir tantos elementos de control y realizar transacciones millonarias, obteniendo cuantiosos recursos, si se supone que esas instituciones no tienen fines de lucro.


En este mismo orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Quintana señaló que a su parecer el tema de fondo es el de las personas relacionadas, y desde ese punto de vista afirmó que lo que está permitido hoy en día es la reinversión de las utilidades en fines académicos, de investigación, becas u otros. Por lo planteado, preguntó a los expositores como podrían funcionar sus respectivas instituciones si la propiedad de las mismas pertenece a fondos de inversión extranjeros,  y en este sentido dijo que le cuesta asumir que ellos no tengan fines de lucro, lo que a su parecer es de vital importancia, por lo que insistió en preguntar cuál sería el escenario si no existieran las personas relacionadas y las llamadas sociedades espejo. 


Contestando lo planteado por el Honorable Senador señor Quintana, el señor Rector de la Universidad Santo Tomás dijo que su institución representa un conglomerado, del cual una parte corresponde a la universidad, que es sin fines de lucro y cuyos excedentes se reinvierten en la misma institución y también en becas. Añadió que, en su momento, se transó la empresa Santo Tomás S.A.,  que es dueña del I.P. Santo Tomás, del C.F.T. Santo Tomás y de los Colegios Santo Tomás. Agregó que tanto el IP como el CFT Santo Tomás son los sostenedores de la universidad, que no tiene fines de lucro, a diferencia de  los establecimientos mencionados anteriormente que si lo poseen. Asimismo añadió que también existe una inmobiliaria que es la que arrienda los edificios y que tiene una rentabilidad normal, por lo que hizo presente que lo que se transa es la sociedad anónima que es la dueña de estas instituciones.


Ante la pregunta de cómo funcionarían sin sociedades espejo, dijo que probablemente  la inmobiliaria tendría que ser un tercero independiente, dejando la parte académica separada, teniendo que ser administrada la parte inmobiliaria por estos fondos de inversión o aseguradoras, pero dijo que piensa que al final se tendrá un sistema con instituciones estatales  y otras religiosas o filántropas.


A su turno, el señor Rector de la Universidad de las Américas sumándose a lo planteado y contestando la pregunta del Honorable Senador señor Gómez, sostuvo que lo que se compra en las transacciones a las que él se refirió, evidentemente no es la universidad, que claramente no tiene dueño y no puede venderse, lo que a su juicio es necesario recalcar ya que en la discusión tiende a olvidarse que ellas están constituidas por ley como corporaciones sin fines de lucro y, por tanto, no tiene propietarios.


En este mismo orden de cosas, explicó que actualmente el sector privado tiene hechas inversiones por aproximadamente un 20% del PIB, y ello porque dada la restricción legal, ellas crecieron sobre la base de las garantías de familia que fueron las que iniciaron las universidades por el año 1981. Sostuvo que generalmente estas familias no hicieron una contribución al interior de la universidad de los bienes físicos, sino que se los quedaron como propios, por tanto el día que hubo alguna transacción, esta operó sobre el patrimonio individual de las personas. Según lo descrito, señaló que lo que se transa son activos que están fuera de la universidad.


Siguiendo con su análisis, respecto de los fines que han tenido los fondos obtenidos, éstos  en general se reinvierten en su totalidad, y sostuvo que si bien gastan aproximadamente $900 millones de pesos en publicidad, también gastan más de $5.500 millones en becas focalizadas en las personas de buen rendimiento académicos en los Colegios.


Sobre el tema de las sociedades espejo, indicó que no todas las universidades arriendan su infraestructura y en el caso de su institución ésta si la arrienda porque cuando se produjo la transacción la infraestructura era la que estaba ocupando la universidad por un contrato a largo plazo, y además era la que se requería. No obstante lo anterior, dijo que se arrienda a precio de mercado, independientemente de quien sea el dueño y con ello no se está inmovilizando la cantidad de capital necesario para la gestión educativa, realizándose una inversión con una rentabilidad de mercado (rentabilidad inmobiliaria).


Desarrollando este punto, puntualizó que su institución tiene un canon de arriendo muy elevado, pero ello obedece a que en infraestructura y equipamiento se invierten US$10 millones anuales, y las tasas son bastante buenas, pero a este respecto destacó que en el tema de información tienen la complicación que cuando se les incorpora a los ranking no se hace la salvedad que su institución funciona en tres turnos por cuanto el 40% de sus estudiantes son adultos que trabajan y que vienen por primera vez a la universidad a obtener su pregrado, y en este sentido su universidad es la principal proveedora de servicios educacionales para los trabajadores.


Para finalizar, dijo que a su parecer el sistema sin sociedades espejo operaría en materia inmobiliaria transfiriendo dicha empresa a un tercero, y en materia de otros servicios cree que pudiera haber más problemas, porque los controladores de su institución son una empresa educacional que solo se dedica a educación en el mundo y que tiene fines de lucro, por lo que salir a comprar algunos de los servicios que prestan fuera de la universidad implica elevar el costo al triple, de manera que cree que lo que pasaría es que ciertos servicios serian de peor calidad, de manera que existe un peligro potencial en esta materia.


En esta mismo contexto de debate, la Honorable Senadora señora Allende expresó tener otra visión sobre los puntos expuestos, y adhirió a las palabras del Honorable Senador señor Gómez, en el sentido que también tiene muchas dudas ya que ambas instituciones han tendido transacciones millonarias, por lo que le pareció sorprendente las cifras que se han conocido, y dijo no entender que la universidad no tenga fines de lucro, en tanto que el patrimonio inicial invertido en ella se incrementó por lo menos una diez veces.


Señaló que a su juicio se está frente a un problema mayor, y por ello dijo esperar que este proyecto no sea una forma de lucro encubierta, sino que aborde de una vez el tema del lucro que debiera estar prohibido, pero que sin embargo es claro que existe en formas diversas, teniendo un costo tremendo para las familias que quedan endeudadas, además de tener aranceles que son altísimos y patrimonios que crecen en forma desproporcionada entre la inversión original y lo que se transa actualmente, e incluso destacó que le cuesta pensar que una universidad sea “sólo docente”, ya que esto implica que no es más que “una productora”.


Por otra parte, dijo que se tiene desconfianza ya que a su parecer cree que se hacen muchas operaciones respecto de las cuales no se ha tenido ninguna capacidad de regulación, por lo que han surgido al alero de las omisiones y lo dramático de esto es que lo han pagado los alumnos y su familias, por lo que dijo que ya es tiempo de regular, transparentar e impedir el lucro. 


Finalmente, hizo presente que espera que el instrumento en discusión cumpla el objetivo para el cual fue ideado y no sea sólo una forma de regulación, ya que en su opinión es muy necesario para el país que se tenga otra mirada en este materia, y sobre el particular puntualizó que incluso le causa dudas el tema de la publicidad, ya que si estas instituciones no tienen fines de lucro, no resulta comprensible el monto utilizado en publicidad.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio comentó que en el mundo se ve una crisis de legitimidad de instituciones públicas y privadas, por lo que a su parecer lo que se está haciendo con este proyecto es una apuesta a la transparencia, q
ue es una cuestión vital. En este sentido, expresó 
que lo que se pretende con este proyecto son cosas muy sencillas, como son transparencia, que se cumpla con la ley y auditorías entre otras.


Sobre el particular, consultó respecto de los fondos públicos que reciben, por cualquier concepto, las universidades representadas en la Comisión, si es que así ocurre.


Brevemente, el Honorable Senador señor Navarro preguntó por el monto y alcance de las becas que se otorgan a los estudiantes.


Acto seguido, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que  lo que se quiere es fortalecer el sistema de educación superior, pero se debe incluir tanto a las universidades privadas como también a las públicas, porque a su juicio es necesario tener la capacidad de no inclinarse en beneficio o en contra de ninguno de los dos sectores, ya que los problemas y deficiencias existen en ambos.


Sobre el particular, dijo que le parece sano que la mirada sea objetiva y clara, ya que planteó que se tiene un desafío importante tanto en la transparencia como en la calidad de la educación superior, para lo cual se debiera tener un sistema que realmente les garantice a las familias, que están recibiendo una educación que sea de calidad. 


Refiriéndose a la transparencia dijo que ella era importante tanto en el sector público como en el privado, de manera que no exista desconfianza respecto del sistema en general.


De esta forma, concluyó, los temas que deben revisarse se concentran en la calidad, es decir, que cuando el estudiante o su familia invierten en educación, esta sea de calidad; y por ello cree que debiera existir también una categorización de universidades que sea conocida por todos.


Por último, el señor Rector de la Universidad Santo Tomás dijo que sus alumnos reciben fondos públicos via becas como la Nuevo Milenio y crédito con aval del Estado. Además dijo que  han participado y ganado algunos fondos concursables.


El señor Rector de la Universidad de las Américas señaló que en el caso de su institución la situación es similar a la anterior, con la salvedad que ellos como institución no reciben ningún fondo público, y de sus alumnos la mayoría son sujetos de crédito con aval del estado y muy muy pocos sujetos de beca por cuanto ello exige puntajes de la prueba PSU y su institución no está en ese segmento, y en materia de gasto aproximadamente un 10% de los ingresos de la universidad se reparten en ello.


3) El Director del Centro de Estudios Públicos CEP señor Arturo Fontaine, citando la Ley General de Educación, recordó que ella dispone que las Universidades que no se creen por ley deben hacerlo conforme a los procedimientos establecidos en ella misma, y serán siempre corporaciones de derecho privado sin fines de lucro, para el efecto de tener reconocimiento oficial.


Sobre el particular destacó que ellas efectivamente son corporaciones sin fines de lucro pero con características especiales, como por ejemplo el hecho que entregan títulos reconocidos por el Estado que no lo hacen otras corporaciones o fundaciones, y que además pueden recibir donaciones en que se deducen hasta un 50% de impuestos y estudiantes que tienen derecho a crédito con aval del Estado, entre otras excepcionalidades. 


Siguiendo con el desarrollo de sus ideas, hizo presente que en el proyecto de ley en discusión se propone modificar la Ley General de Educación con el objeto de regular las operaciones de todas las universidades con personas relacionadas, de modo que esa via no sea empleada para obtener los beneficios económicos que la ley prohíbe. En este mismo sentido, dijo que se incorporan a los directorios de dichas universidades 3 miembros independientes a fin de asegurar una mayor ecuanimidad en la toma de decisiones.


Establecido lo anterior, señaló que lo que pretende el proyecto es permitir que sociedades relacionadas con los controladores  de la corporación sin fines de lucro, lucren a través de contratos celebrados con ella, siempre y cuando se cumplan algunas condiciones:

-la primera es una condición de fondo y que dice relación con el precio el que según el proyecto debe ser de mercado. (art. 66C). Agregó que el fundamento de esta tesis es que si por ejemplo el arriendo de un bien raíz de propiedad de los controladores de la universidad es arrendado por la universidad y el canon es el de mercado, entonces es indiferente para la universidad quién es el dueño del bien raíz.

-la segunda condición es de procedimiento, y es que dicha transacción con sociedades relacionadas debe ser aprobada por la mayoría de los directores y no pueden votar los directores que forman parte de la sociedad relacionada (art. 66D). Añadió que también debe aprobarla la mayoría de los directores independientes y que el fundamento es que estos directores independientes y quienes no tienen un interés económico en la celebración del contrato, darían garantías de ecuanimidad, es decir, podrán opinar con imparcialidad a la hora de determinar si el precio se ajusta “a las condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.”

-un tercer elemento es que la Superintendencia tiene atribuciones fiscalizadoras en esta materia, de conformidad a los establecido en el artículo 3 letra d).


A continuación dijo que la pregunta de fondo es si el procedimiento establecido en proyecto en discusión da garantías suficientes para que se cumpla la ley, y dijo que a su parecer ello no ocurre, y explicó que el valor del mercado del arriendo de un campus universitario en un momento determinado siempre será una cuestión sumamente debatible, ya que en este supuesto, dijo que el gerente que depende de los controladores estará en ventaja respecto de la información y del tiempo, y será de su interés satisfacer a su vez el interés de los controladores. En este caso, señaló que el gerente o la administración queda en situación de conflicto de intereses, por lo que cabe preguntarse cuál de ellos privilegiará, el de la universidad o el de los controladores, de quienes dependen sus bonos, remuneraciones y su puesto.


Luego se preguntó que motivaciones tiene los directores independientes para estudiar, informarse y contradecir la opinión de la gerencia, entonces sostuvo que ellos pueden estar en minoría en el directorio, ya que la ley dice que tienen que ser 3, en circunstancias que el directorio puede tener muchos más integrantes, entonces en ese caso se preguntó nuevamente si estarán dispuestos a decir que no, y planteó una serie de dudas a este respecto. 


En suma, sostuvo que el procedimiento que se propone en el proyecto no asegura suficientemente el cumplimiento de la ley que prohíbe el lucro abierto y encubierto en las universidades, y agregó que a su parecer, por la via de sociedades relacionadas, seguirá ocurriendo lo que viene pasando  por largo tiempo.


En virtud de todo lo anterior, preguntó  por qué simplemente no se prohíben de manera tajante los negocios con sociedades relacionadas y así se evita toda esta complicada maquinaria de control y regulación. En este mismo orden de ideas, dijo que si se establece la prohibición en forma tajante, la reglamentación es del tipo prudencial y preventiva.


Acto seguido, agregó que el que no se haga de la forma planteada, obedece más bien a una razón práctica, ya que se le hace difícil pensar que pueda solucionarse la situación de descontrol, y fraude acumulado por décadas, y eso en su opinión es lo que ha llevado a buscar  esta alambicada maquinaria reguladora que sin embargo, mantendrá las cosas como están.


Ante la situación descrita, dijo que es necesario analizar la estructura universitaria actual en su real dimensión, ya que lo que existe es una anomalía que requiere una solución especial. Por otra parte, señaló que la regulación hacia futuro debe ser evaluada de manera distinta, y sobre el particular dijo que su opinión es que sería más sano permitir la existencia de universidades con fines de lucro de manera abierta y legal, que pagaran impuestos de primera categoría y que no tuvieran derecho a recibir donaciones, ni fondos fiscales, de modo que fueran universidades iguales a cualquier empresa comercial, las que debieran coexistir con las universidades estatales y privadas, las que necesariamente, al recibir fondos públicos, debieran ser sin fines de lucro.


Finalizando su exposición, afirmó que esos tres tipos de universidad clarificarían la situación mucho más que el proyecto en discusión, que a su parecer genera un híbrido poco claro que no es lo que esperaba.


Se deja constancia que el señor Fontaine acompañó su presentación en un documento en formato word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


4) El Subdirector Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jaime Bellolio, comenzó su exposición haciendo un análisis del sistema de educación superior vigente. Sobre el particular, señaló que desde el año 1983 a la fecha, se han sucedido una serie de cambios, dentro de las cuales una de las más notables ha sido el avance en cobertura, con equidad y sin excesivas regulaciones. Destacó que las universidades del Consejo de Rectores han ido creciendo en forma sostenida, y que las universidades privadas han crecido a una tasa aun mayor, especialmente a partir del año 2002-2003.


En este mismo sentido, subrayó que la creación del crédito con aval del estado significó que más jóvenes pudieran ingresar a la educación superior, además de eliminar una discriminación odiosa que se hacía entre los distintos alumnos, pero hizo presente que como Presidente de la FEUC, en el año 2003, ya era de la opinión que dicho crédito debía ser contingente al ingreso y con una tasa similar a las que existían para el crédito solidario.


Dentro del mismo contexto, señaló que los deciles más bajos han ido aumentando su participación en la educación superior, de manera que a su parecer, el acceso ha implicado mayor equidad y por esta razón mayores oportunidades, especialmente para sectores medios y medios bajos. 


Sostuvo que el escenario descrito hace necesario tener claro el rol de la información, becas, créditos, deserción y duración de carreras. E este sentido, recalcó que pese a lo anterior, los recursos no son “iguales” para estudiantes de igual vulnerabilidad, por cuanto un estudiante del  CRUCH recibe cinco veces más aporte que uno de CFT-IP ($1.721.563 v/s $360.104), cuando la mayor necesidad está en lo segundo. En esta misma línea, dijo que no es menor el tema de la rentabilidad de las carreras en las distintas instituciones, y para ello citó un estudio de la Fundación que representa y cuyos resultados están en el informe a disposición de los señores Senadores.


En esta misma línea, dijo que es necesario contar con una institucionalidad que entregue mayor información a los estudiantes, que hasta ahora no existe o que no es suficiente.


Continuando con la descripción del sistema, sostuvo que el ingreso promedio mensual del trabajo por años de escolaridad, experimenta un aumento de un 1 vez por enseñanza media, las personas que estudian en un CFT aumentan sus ingresos en 1,5 veces, en el caso de I. Profesional el incremento es de 1,9 veces, universidad 3 veces y si se realiza un post grado aumenta en 5 veces. No obstante lo anterior, dijo que estas cifras se referían a promedios que finalmente esconden lo que realmente ocurre, cual es que muchos jóvenes al ingresar a la universidad esperaban recibir un cierto nivel de ingresos que no llegó, y ello porque no existía información disponible, de manera que ese estudiante no podía tener ninguna idea acerca de cuál era la rentabilidad de la carrera que iba a estudiar en determinada universidad, entre muchas otras consideraciones.


En directa relación con lo anterior, afirmó que toda esa rentabilidad se conoce expost y hay problemas de deserción, ya que según lo planteó, de 100 estudiantes que ingresan a la Educación Superior, sólo 48 se titulan ya sea de una universidad o de enseñanza técnico profesional, y un 52% del total es deserción. Añadió que la deserción es mayor en CFT e IP y que la causa de ello radica en que cubren una población más vulnerable, que tiene menos información y más “costos no monetarios”, ya que muchos de ellos dijo, deben compatibilizar los estudios con sus propios trabajos.


Dentro del contexto de la educación superior en Chile, planteó la directa la correlación que existe entre la PSU y los ingresos. A partir de ello, se genera el problema de como seleccionar a los estudiantes para la educación superior, por cuanto la PSU debería poder seleccionar a los más talentosos para la universidad, sin embargo lo hace mal, ya que comparado con la PAA, la PSU tiene peor capacidad predictiva (Informe del Consejo Técnico Asesor del Consejo de Rectores), y a mayor abundamiento afirmó que la prueba de lenguaje tiene correlación negativa, es decir, mientras más mal le va a una persona en dicha prueba, mejor se supone que le iría en la universidad. En este mismo tema, señaló que la prueba actual ha aumentado la brecha socioeconómica entre estudiantes municipales y  particulares pagados en, por ejemplo, 19 puntos en prueba matemática, y la razón de ello es porque como la PSU mide mayores conocimientos, que son pasados de mejor manera y con mejor cobertura en los particulares pagados, y como se miden menos habilidades, los perjudicados entonces son los estudiantes de escuelas municipales.


En el tema de la desigualdad, citó un estudio del profesor de la Universidad Católica Claudio Sapelli (pág.11 de la presentación), que da cuenta de que en los últimos 30-40 años, no ha habido una evolución favorable en el promedio de la desigualdad en nuestro país, e incluso señalo que la desigualdad intergeneracional ha bajado. Para cerrar este tema, dijo que se ha  avanzado enormemente en un acceso más equitativo, sin especiales regulaciones de instituciones, además que el CAE ha beneficiado enormemente a miles de jóvenes, pero debiera ser contingente al ingres. Asimismo que es efectivo que hay mayor deserción por necesidad de empleo y otros costos “no monetarios”, y que la PSU no mide lo que debería, y mide mal lo que debería y por último, la desigualdad por cohorte o conjunto, se ha reducido enormemente por el efecto de la educación.


Prosiguiendo con su exposición, se refirió al contexto global de la educación, y sobre el particular agregó que desde Atenas a la Ilustración, el fin de la educación era formar ciudadanos, personas libres, de donde se desprende la necesidad de la libertad de enseñanza, sin embargo en la sociedad actual, por sus complejidades, se ha puesto más acento en su fin instrumental en cuanto a lo laboral y productivo, no obstante no se debe olvidar 
que la formación de la persona (lo inicial) junto con la formación de herramientas útiles para lo productivo-laboral deben compatibilizarse. En este sentido, hizo presente que a su parecer lo segundo NO puede ser el único objetivo, de lo contrario se puede caer en la regulación para un modelo único de educación, por lo que la regulación también debe preocuparse de esto, es decir debe dar la flexibilidad para lo primero y compatibilizarla con lo segundo.


En esta misma línea de argumentación, dijo que a su parecer el futuro es el sistema de “college”, es decir, mayor formación general al inicio, y especialización al final, y ello entre otras razones porque hay evidencia de que quienes estudiaron en este tipo de enseñanza, obtienen mejores salarios por buena parte del inicio de sus empleos. (Malamud 2008). A mayor abundamiento, sostuvo que sólo en EEUU se estima que una persona cambia de trabajo entre 7 a 10 veces, y de “carrera” o “profesión” unas 3 veces durante su vida o trayectoria laboral.


En esa perspectiva, señaló que la Educación de futuro es un proceso continuo de entrada y salida, no un proceso discreto, por lo que en este sentido, nuestra estructura de títulos y grados ya está obsoleta, es muy rígida y muy larga, de manera que fijar una regulación para ello, significa que ella también quedará obsoleta. Dentro de este mismo contexto, agregó que una formación para personas más libres implica una mayor formación general, que debe tener mayor flexibilidad para adaptarse a los cambios profesionales y laborales en una sociedad del conocimiento donde la persona y su capital humano son la clave, y más aún, si se pretende aumentar la escolaridad de la población, dijo que esto es mucho más compatible con aquello.


Con respecto al proyecto de ley, sostuvo que debe analizarse primeramente el funcionamiento de la nueva institucionalidad del Mineduc generada en el último tiempo, con el objeto de evitar duplicación de funciones y burocracia innecesaria.


En la parte final de su exposición se detuvo a  hacer algunos comentarios específicos sobre el proyecto de ley.


En primer término, se refirió a algunas disposiciones contenidas en el artículo primero de la iniciativa, como la norma del artículo 3°, letra e) que dice relación con las operaciones con empresas relacionadas, en su opinión ya está descrito y tratado en art. 100  de Ley de Mercado de Valores, y la Superintendencia respectiva ya opera bien al respecto, por lo que sostuvo que desde su perspectiva no es necesario crear una nueva institucionalidad que se haga cargo de estas operaciones, sino que basta con que se aplique lo que existe actualmente y funciona bien. Sobre este punto, hizo hincapié en que las operaciones entre relacionados no está mal, lo que hay que evitar es abuso de ello y la falta de transparencia o su uso inadecuado. Insistió en que esto se informa en los estados financieros, y lleva muchos años en operación.


Respecto de la obligación contemplada en artículo 3, letra i) de poner información a disposición del público, señaló que  este es un factor clave, por cuanto hay evidencia que cuando se da esta información y ella se simplifica y se sistematiza, por ejemplo en lo que tiene que ver con becas, créditos y otros factores relevantes para tomar la decisión de si acceder o no  a una carrera en una institución en particular, puede aumentar el acceso de estudiantes más vulnerables y no perder capital humano y oportunidades. (Dynarski y Scott-Clayton, 2007. College Grants on a Postcard)


Sobre el artículo 6° que establece  la denuncia de conductas abusivas o que no se impida el normal desarrollo de las actividades, comentó que a su parecer no queda claro cuáles son los límites, ni qué significa abuso, por lo que le pareció que una mayor delimitación o clarificación puede ser necesaria a este respecto.


Continuando con su análisis, se refirió al artículo 18, letra c) que señala que las universidades deben enviar semestralmente los estados financieros consolidados, y al respecto añadió que ellos deberían estar disponibles al público en la Superintendencia, tal como ocurre hoy en día en otras superintendencias como la de Bancos e Instituciones Financieras.


En cuanto al artículo 28, letra d) que establece la  revocación del reconocimiento oficial a la institución, dijo que le genera dudas la situación de  los estudiantes que ingresaron a una universidad reconocida por el Estado, que cae en causal de revocación, que hace necesario resolver si se contempla un proceso de transición, y también si hay instancias de apelación y finalmente cómo se delimita la discrecionalidad de la Superintendencia o de sus funcionarios.


En lo que respecta al artículo segundo del proyecto, que a su vez da inicio a la segunda parte del mismo, se contempla el artículo 50 que modifica en ley N° 20.129 sobre información relativa a los alumnos, en el que se dice que se debe tener especial cuidado de dicha información, sin embargo hizo presente que es fundamental para poder hacer un estudio sistemático y riguroso de la trayectoria laboral y rentabilidad de una carrera, que se pueda acceder a esos datos, sin individualizar al alumno, tal como se hace hoy con el SIMCE y con la Ficha de Protección Social.


Sobre la última parte del proyecto, que corresponde al artículo tercero, hizo presente que el artículo 53 A, que  modifica decreto con fuerza de ley N° 2 del 2009 y que se refiere a la integración de miembros independientes en los directorios de las universidades, dijo que en su opinión no le parece razonable que se limite la capacidad organizativa de las instituciones, forzándola a incluir (o no) a ciertas personas, sino que más importante aún, es regular esas operaciones relacionadas, de manera que haya mayor transparencia, que esto aparezca en los estados financieros, tal como se hace en las sociedades anónimas. En este mismo sentido, planteó que según el CDE los directores de fundaciones y corporaciones no pueden recibir dieta como tales, pero este mismo artículo en la letra C, eso se cambia, entonces preguntó cuál prevalece, lo que es importante de dilucidar por cuanto de lo contrario, tendrían responsabilidades, pero no compensación, con lo que se corre el riesgo de que haya todavía menos transparencia porque esos independientes podrían ser simplemente “palos blancos” de los controladores.


Respecto del artículo 66 D que modifica decreto con fuerza de ley 2 del 2009 sobre operaciones relacionadas, comentó que da poder de veto a directores independientes, lo que a su juicio, podría entorpecer gravemente el adecuado funcionamiento de la institución, e insistió que en esta materia se debiese aplicar la normativa vigente en operaciones con sociedades relacionadas descrito en artículo 100 de la Ley Mercado de Valores y artículos 43 y 44 de la Ley de Sociedades Anónimas.


Se deja constancia que el señor Bellolio acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


5) El señor Vicepresidente del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo (CENDA) señor Manuel Riesco sostuvo que desde su perspectiva, el proyecto de ley en discusión no va a resolver los problemas generales de la crisis de la educación superior, ni tampoco los específicos que debe atender.


Desarrollando sus ideas, dijo que como concepto general, el principal objetivo de esta iniciativa de ley es corregir  la ilegalidad manifiesta en la que funcionan buena parte de las instituciones que forman a los profesionales, por cuanto ellas no pueden tener fines de lucro en circunstancias que es conocido que existe todo un mercado de estas instituciones en el que ellas se transan en varios miles de millones de pesos, toda vez que muchas de ellas tienen efectivamente fines de lucro y hasta una suerte de precio asignado dentro de este mercado, en que un número de alumnos determinado, asigna un determinado precio.


Hizo presente que se ha argumentado que el proyectó tal como está, no va a lograr que las formas encubiertas en que el lucro se manifiesta, que son transferencias entre instituciones relacionadas que no son otra cosa que sobrepagos de remuneraciones, asesorías y otras dejen de ocurrir, con lo que se manifestó completamente de acuerdo. En esta materia también compartió lo expuesto por el Sr. Fontaine, en el sentido que la forma en que está planteada esta materia en el proyecto no corresponde.


No obstante lo anterior, dijo que hay un ámbito más general del cuadro que se presenta en la educación superior, para lo cual calificó como indispensable realizar una recapitulación de historia, ya que sostuvo que nuestro país tiene dos grandes períodos de enfoque en educación en el último siglo:

-durante el primer período que va aproximadamente desde los año 20` y hasta 1973, el país se dió la tarea de construir un sistema de educación pública y gratuita en todos sus niveles. En esta misma línea dijo que sus resultados tienen extraordinaria significación, por cuanto sostuvo que al término del mismo, el 30% de la población estudiaba en éste sistema de educación pública, gratuita y cuya calidad no era un problema.

- a partir del año 1973, en un segundo período, se produce un quiebre que es realmente muy destructivo en este ámbito, ya que en la primera década las matrículas generales del sistema de educación de hecho se redujeron, es decir, hay menos alumnos matriculados en 1982 que en 1973, no obstante que la población obviamente ha seguido aumentando. En este mismo orden de ideas, planteó que donde más se afecta el sistema es precisamente en la educación superior, donde la reducción de matrículas totales en ese período es de casi un 20%. Después vino el intento por resolver el problema de la educación generando aquí un mercado en el cual se trata de generar una demanda que es de los estudiantes, que es subsidiada por el Estado.


Continuando con su reflexión, dijo 
que si se toma el período completo hasta ahora, los resultados son que el ritmo de incremento de las matrículas generales en lugar de triplicar, como antes, el ritmo de incremento de la población este es un ritmo inferior a éste último. En este mismo sentido, dijo que al cabo de 40 años, el resultado es una proporción de la población estudiando en todo el sistema privado y público, menor a la que existía en al principio del primer período, y en consecuencia hoy existe un 26% estudiando en todo el sistema, versus el 30% que había antes, con la diferencia además, que hoy en día las familias tienen que pagar la mitad de la cuenta.


Continuando con el análisis de las matrículas, hizo presente que el mayor incremento de ellas matrículas fue precisamente en la educación superior, y sobre el particular comentó que se aumentó la cobertura porque había menos demanda, no es que se haya aumentado la oferta. En virtud de esto, señaló que eso hace tener bajos índices en este nivel educacional en materia de cobertura.


Por otra parte, indicó que en términos de crecimiento de la educación superior, los ritmos que ha habido durante ese primer período están alrededor del 6% de incremento anual. Después de la reforma universitaria del año 1968, hizo presente que este porcentaje correspondía a un 17% anual de la matrícula. 


Prosiguiendo con su intervención, destacó que todo lo anterior tiene una serie de factores relacionados que son muy complicados, como por ejemplo, el supuesto de pensar que los estudiantes pueden financiar las instituciones. Dijo que en el caso de la educación superior ello es bastante perverso, puesto que las instituciones de educación superior que son efectivamente universidades, pueden financiar a partir de las matrículas una proporción muy pequeña de sus actividades, dado que ellas no son solo de docencia. 


Agregó que al generar este mercado que solamente supone que son los alumnos quienes deben pagar las universidades, hace que se produzcan dos efectos negativos: el alza de los aranceles y la degradación de las instituciones puesto que las únicas funciones universitarias que puede financiar éste sistema son las de docencia, y por tanto planteó que se degrada el conjunto del sistema , ya que en su opinión las únicas cinco universidades que son tales, no cubren con las matrículas ni un tercio de los costos que efectivamente tienen, a pesar de que ellas son muy altas. Agregó que existen otras que solo hacen docencia y ello alcanza para generar utilidades que puedan repartir de manera ilegal a sus propietarios.


En cuanto al tema de los cobros a los estudiantes, dijo que éstos son absurdos, ya que dijo que en el caso de las universidades la matrícula y aranceles promedio son de más o menos $2.000.000 de pesos anuales por un estudiante promedio de una carrera promedio. Dijo que si se toma el quintil de más altos ingresos, el ingreso familiar es de $2.000.000 de pesos al mes, es decir, esa familia tiene hoy que destinar un mes de ingresos completos para financiar un hijo que esté estudiando, y esto aumenta en la medida que aumenta el valor de la carrera.  
Establecido lo anterior, hizo presente que para una familia del quintil que sigue en que sus ingresos alcanzan a los $700.000 mensuales en promedio, ella tendrá que destinar 3 meses por cada hijo estudiando en la universidad.


A mayor abundamiento, expresó que este sistema promueve que se produzcan estas situaciones, es decir, la presencia de actores que entran en este campo por el lucro y lo logran entregando un servicio de muy baja calidad, sin contar con los otros elementos que son importantes, aspectos que el proyecto de ley en informe pretende corregir. 


Hizo presente que otro punto a considerar es la situación de los académicos universitarios quienes son los más desprotegidos desde el punto de vista de sus derechos laborales, por cuanto están sometidos a un trabajo sin estabilidad ya que se les paga por horas o por cursos que luego no saben si se van a repetir y son todos contratos anuales que no permiten desarrollar con cierta estabilidad ésta tarea que desarrollan los académicos universitarios.


Para cerrar el punto anterior, dijo que, un posible camino para solucionar el problema es revisar la historia de la educación superior en el país, ya que se cuenta con una gran experiencia sobre esta materia que fue la reforma universitaria que se llevó adelante en los años 60`, por la que el Estado logró que una serie de instituciones que no tenían la calidad de universidades, en cinco años se transformaran en establecimientos modernos, con todas las funciones que las universidades deben desarrollar, abiertas al conjunto de la población, con un cobro que al final del periodo terminó siendo prácticamente $0. En esta misma línea, dijo que se logró el objetivo planteado mediante el mecanismo de que el Estado entregó financiamiento directo a las instituciones, exigiéndoles que cumplieran con ciertos requisitos que se iban verificando, y además que ellas tuvieran un co-gobierno democrático que garantizara que mediante cierta autonomía cumplieran con los objetivos que se les entregaran. 


Complementando la intervención anterior, el señor Francisco Durán, director de CENDA, señaló que los fundamentos de este proyecto de ley no están resueltos. En efecto, explicó que ni su primer sustento, que es la competencia, lo que supone “conferir incentivos para ofrecer una educación de mayor calidad”; ni el segundo, que es la modificación de los mecanismos de financiamiento de manera que “ningún estudiante con talento que excluido (equidad) ni asuma una carga excesiva” (financiamiento), se cumplen porque en el tema de la calidad, las universidades estatales tiene el mayor porcentaje de académicos con doctorados y la calidad no se ve reflejada, y por otra parte, la brecha entre los diferentes quintiles, actualmente ha aumentado, de manera que el tema de la equidad se ha resuelto de una forma poco eficiente. En el tema del financiamiento, dijo que es claro que el arancel de las universidades genera una carga excesiva para las familias.


Otro fundamento al que se refirió, dice relación con el sistema de acreditación que debe conferir a los estudiantes una “certeza razonable de recibir información útil”, lo cual calificó como vital, ya que lo que se plantea es que los problemas podrán solucionarse en la medida que se cuente con esa información. En este mismo contexto, destacó que un segundo punto es que el sistema de acreditación, que se basa en las facultades de la agencia de aseguramiento de la calidad, se contradice con las atribuciones que se quiere dar a la Superintendencia en discusión.


A continuación, señaló que otro fundamento que se trata alcanzar es la modernización de los gobiernos corporativos de las universidades estatales “eliminando las discriminaciones.” Desarrollando esta idea, dijo que se sostiene que las universidades estatales no pueden pedir crédito, como si lo pueden hacer las privadas, por lo que se propone que al modificarse los gobiernos corporativos, ellas puedan actuar con mayor libertad.


En el mismo orden de ideas, se refirió a la transparencia. Sobre el particular, planteó si ello efectivamente ayuda a la calidad, puesto que el control de los gastos genera muchas dudas. También, observó si es necesaria una Superintendencia, ya que hoy existe el SIES, y si es posible controlar el lucro, por cuanto no sólo se lucra mediante empresas relacionadas, como asimismo quién controlaba el CAE que es la forma en que lucran los bancos. Recalcó que, por lo tanto, es urgente revisar el tema del lucro, ya que él no se no se agota en las empresas relacionadas, sino que es algo transversal.


Añadió que otros aspectos que requieren de un examen detallado son el sistema de acreditación, para que no se superpongan funciones entre la ley de Aseguramiento de la Calidad y la posible Superintendencia; la gratuidad, y muy especialmente, lo referido a la revitalización de universidades estatales, por cuanto no se enfrenta de forma sistémica los problemas de la educación superior.


Como conclusión, sostuvo que el proyecto de ley en informe no regula adecuadamente las bases necesarias para que la Superintendencia opere satisfactoriamente, ya que no asegurará todos los desafíos que se impone y tampoco se enfrentará de forma sistémica la discusión en educación superior, otorgándose sólo un aseguramiento institucional de que los problemas actuales no existan.


Se deja constancia que el señor Durán acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


6) El Vicerrector Académico de la Universidad Andrés Bello, señor Andrés Bernasconi puntualizó que un organismo como el que se pretende crear no existe en el derecho comparado, pero sostuvo que ello no le sorprende dado que la educación superior chilena se caracteriza por ser muy excepcional en varias dimensiones. En efecto, añadió, existe un porcentaje de participación privada en que el país es líder mundial; asimismo, sólo en Chile, y en algunos pocos otros países, el Gobierno subsidia directamente el funcionamiento de universidades privadas e incluso, también cuando se trata de casas de estudios privadas profesionales, y son pocos los países en que las universidades públicas son pagadas.

En lo que dice relación con las obligaciones de información que contempla el proyecto de ley en discusión, sostuvo que a su parecer ellas están bien resueltas, y lo mismo con las operaciones con personas relacionadas. Sobre este último punto se detuvo y dijo que discrepaba del Sr. Fontaine, en el sentido de que el lucro consiste en  distribuir excedentes entre los socios, y la legislación chilena no prohíbe las operaciones con personas relacionadas.


Fue enfático en sostener que sería una catástrofe que la legislación le prohibiera a las universidades chilenas establecer relaciones con empresas u organizaciones sin fines de lucro que tienen una vinculación con ella por lo que juzgó adecuada la solución que ofrece el proyecto de ley en informe, ya que de esta manera se evita el abuso sin perjudicar a las universidades que de buena fe se relacionan con otras entidades.


Continuando con sus reflexiones, solicitó a los señores Senadores, que al considerar las disposiciones del presente proyecto de ley, tengan presente ciertas particularidades o atributos especiales de las entidades de educación superior, que las hacen distintas de otros objetos de regulación a través de una Superintendencia, de entre las cuales destacó las siguientes:

-en primer lugar, la relación entre la Institución de Educación Superior y sus alumnos no es una relación entre iguales: una de las partes sabe, la otra no y el que no sabe dijo, busca que se le enseñe, con la confianza en que la IES en que se matricula sabe qué educación ofrecerle y cómo entregársela. En este mismo sentido, señaló que esta confianza puede ser traicionada, pero es un error conceptual regular la relación entre instituciones y alumnos partiendo de la base de que es una relación simétrica.  Este error subyace, por ejemplo, a la hipótesis de infracción del art. 27 letra d) del proyecto, a saber “modificar unilateralmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución hubiere ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes”, que de ser entendida literalmente privaría a la IES de actualizar los planes de estudio de la carrera, sus plataformas tecnológicas, modificar los reglamentos de alumnos, quedando el régimen de estudio de un alumno “congelado” respecto de él, y en su perjuicio,  desde que ingresa hasta que se titula. La modificación “unilateral” de las condiciones de aprendizaje es de la esencia de la enseñanza,  y no una infracción a ella. 





En segundo lugar, siguiendo con sus argumentaciones, dijo que otra particularidad que las hace diferentes es que el principal capital de una institución de educación superior es su prestigio. Agregó que al revisar el repertorio de actos sancionables y de sanciones disponibles al Superintendente, debe tenerse presente que basta con que éste aplique una sanción –aunque esta sea injustificada y revertida después por la Corte de Apelaciones –para causar un daño inmediato e irreversible a la institución sancionada.


Desde esta perspectiva, sostuvo que por ejemplo, las hipótesis de publicidad engañosa del propuesto nuevo art. 53 de la ley 20.129, letras d) a h), son de una ambigüedad incompatible con el normal desempeño por las IES de sus funciones cotidianas. A este respecto, dijo que, por ejemplo, la descripción de un campo laboral de un egresado de una carrera, necesariamente es una declaración general sobre posibilidades y no certezas de conseguir empleo en los campos señalados, pero puede ser construida como publicidad engañosa sobre “perspectivas de inserción laboral” (art 53, letra e). De modo análogo, sostuvo que mostrar en su publicidad su mejor edificio puede ser interpretado como la intención de sugerir que toda la infraestructura de la institución presenta esas características, y violar, entonces, el art 53, letra f).

Siguiendo con el desarrollo de sus ideas, planteó que este efecto perjudicial al principal capital de las instituciones, también se podría presentar con el sólo hecho que el personal de la Superintendencia practique un “ingreso a las dependencias” de las IES, si ese ingreso se hace con publicidad. A su parecer, la facultad de ingreso del art. 3º letra j) debiera  estar reservada a casos en que “existan sospechas fundadas” (como en el art. 3º letra a) respecto de infracciones a la ley.


Asimismo, hizo presente que  desde su punto de vista, existe la necesidad que la Superintendencia cuente con un Consejo Asesor, ya que dijo que por las características especiales de la educación superior que se han planteado, a su juicio es problemático que la decisión respecto de si se ha cometido o no una infracción, quede entregada a la discreción de un funcionario y al Superintendente que puede o no tener experiencia e las instituciones de Educación Superior. Cree que en este caso se hace especialmente recomendable que el modelo de gobierno de la institución en discusión, se acerque al de las agencias fiscalizadoras de los Estados Unidos, que apoyan al funcionario ejecutivo a cargo de la agencia, con un consejo de especialistas independientes que lo asesoran en general, y que para algunas materias de especial gravedad, deben además concurrir con su voto a las medidas propuestas por el Superintendente.

Por último, se detuvo para referirse a las labores que desempeñaría la Superintendencia en la protección de los derechos de los consumidores, y a este respecto sostuvo que a su juicio  es conveniente separar las funciones de resolución de controversias en casos particulares, por una parte,  de la función normativa para situaciones típicas generales por la otra. En este mismo sentido, señaló que la ley propuesta, junto con normar el funcionamiento de las IES en lo relativo a las materias de que trata el proyecto de ley, entrega a la Superintendencia funciones jurisdiccionales actualmente alojadas en los juzgados de policía local por la Ley Nº19.496 sobre Protección de los Derechos del Consumidor. 

Subrayó que a su parecer no es claro que la Superintendencia pueda desempeñar adecuadamente este rol sin distraer recursos y capacidades de sus funciones más importantes, que son la normativa y la fiscalizadora. Sobre este punto en particular, propuso que pueda disponerse que de las sentencias ejecutoriadas por infracciones a los artículos 2º letra d) y 3° ter de la Ley N° 19.496, el Sernac tuviese la obligación de informar a la Superintendencia, para que ésta pueda disponer las medidas regulatorias generales que sean recomendables a partir del caso particular resuelto en sede judicial.


Se deja constancia que el señor Bernasconi acompañó su presentación en un documento en formato word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Planteadas las diferentes visiones sobre la iniciativa legal en discusión, la Honorable Senadora señora Pérez San Martin celebró la exposición del Director del Centro de Estudios Públicos, señor Fontaine, y remarcó que hubiera sido adecuado que la totalidad de los senadores hubiese podido conocer su intervención, ya que ello habría permitido que muchas personas seguidoras del sector político al que pertenece pudiera comprender su posición contraria al lucro en la educación. Sobre el particular, recalcó su parecer en el sentido de que ese abuso de la ganancia debe ser erradicado del sistema educativo chileno, debiendo implementarse con urgencia la fiscalización de los dineros que el Estado entrega con ese fin. Asimismo, precisó que no es contraria al lucro con recursos propios, ya que el problema sólo se presenta cuando se lucra a partir de los aportes que hace el Estado. 

Seguidamente, afirmó que, en materia de fiscalización y de transparencia, el proyecto en estudio constituye un aporte y un avance, como también ocurre en materia de regulación de las operaciones de las universidades con personas relacionadas Sin embargo, destacó que la iniciativa legal en estudio no es suficiente para erradicar los grandes problemas que presenta la educación superior en nuestro país, debiendo sumarse otras herramientas vigentes como los proyectos sobre transparencia 
y otras iniciativas que pudieran presentarse. 

Asimismo, manifestó la necesidad de precisar sistema de educación pública que nuestro país quiere construir. En esa línea, manifestó que hace tres décadas, Chile necesitaba tener cobertura en materia educacional, cuestión que llevó a que los privados participaran del proceso educativo, lo que si bien dio los frutos esperados, derivó en que la educación se transformara en un negocio. Añadió que, según su parecer, en ese nuevo modelo a crear los particulares deben tener cabida junto con el Estado, ya que no puede este último por si solo resolver todos los aspectos de la educación, pero hizo hincapié en que esa sociedad docente anhelada debe ir acompañada de regulaciones y prohibiciones que aseguren la debida transparencia y el prestigio de las instituciones. 

Concluyó su intervención afirmando la necesidad de robustecer la fiscalización, transparencia, regulación y prohibiciones, para que las instituciones de educación superior tengan el prestigio adecuado. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que, sin perjuicio de los juicios que emitiera luego de la presentación del proyecto por parte del Ejecutivo, todas las personas y expertos que han expuesto ante la Comisión, coinciden en calificar el proyecto en estudio como una iniciativa inadecuada. Señaló que esas aseveraciones ponen en duda la necesidad de aprobar la idea de legislar respecto de un tema tan importante y, en sintonía con los expositores, advirtió que el enfoque dado al proyecto y la forma de reglamentar las operaciones con personas relacionadas son altamente cuestionables. 

En este mismo orden de ideas, remarcó que el Director del Centro de Estudios Públicos calificó la iniciativa legal como un híbrido, que da pie a nuevas inquietudes y que no asegura que se dé cumplimiento a que las universidades deban constituirse como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. Asimismo, dijo compartir las palabras del señor Fontaine en orden a que sería preferible comenzar por distinguir entre universidades estatales, universidades privadas sin fines de lucro y privadas con fines de lucro, no pudiendo estas últimas, lógicamente, tener exenciones tributarias ni recibir fondos públicos. 

Refiriéndose a la intervención del señor Bellolio, advirtió que, en palabras del expositor, el gran problema del proyecto es que propone regular un orden libre que ha resultado bien, puesto que ha permitido avanzar en cobertura, con democracia y con equidad. Además, señaló que el expositor en comento recalcó que el tema de las operaciones de las universidades con personas relacionadas ya se encuentra tratado en las leyes números 18.045, sobre de Mercado de Valores, y 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Aludiendo a la intervención del señor Riesco hizo presente que la opinión del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo es que la iniciativa legal de la referencia no ataca los problemas de fondo que tiene la educación superior que son la calidad, la equidad, la acreditación, el lucro y las operaciones con personas relacionadas.

Deteniéndose en la intervención del señor Bernasconi indicó que según las palabras del expositor aludido no existen experiencias en el derecho comparado de Superintendencias de Educación Superior.

Luego de analizar brevemente los comentarios vertidos por los expositores respecto a la iniciativa legal, precisó se robustece la idea que la iniciativa en estudio, con el enfoque propuesto por el Ejecutivo, no resulta tan conveniente como se pensaba. Añadió que todos los sectores comparten la necesidad de fiscalizar el cumplimiento de las normas vigentes, pero no necesariamente a través del  proyecto propuesto.

Finalmente, insistió en que la iniciativa en estudio generará muchas interrogantes y no acometerá lo planteado por el Director del Centro de Estudios Públicos en orden a que, quizás, lo que el país requiere es avanzar hacia un sistema en donde existan universidades estatales, privadas sin fines de lucro y privadas con fines de lucro que tengan las limitaciones descritas. 

A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer expresó la necesidad de abordar de manera separada cada uno de los proyectos de ley en tramitación en esta Cámara. 

En ese sentido, recalcó que el emprendimiento privado en materia de educación no puede ser dejado de lado y que lo importante es analizar el verdadero problema de fondo que tiene la educación que es la calidad. Aseguró que en materia de educación escolar,  en donde se creó la Agencia de Calidad, se ha podido observar un importante avance de la legislación chilena, que exigirá velar porque los estándares de calidad propuestos se cumplan y en caso que ello no ocurra, no se entregue la subvención del Estado a los colegios que no la incluyan en su patrimonio.

En materia de calidad en educación superior, por otra parte, aseguró que ello no es patrimonio ni de las universidades privadas ni de las universidades estatales. 

En relación con el proyecto de ley en estudio, sostuvo que se ha buscado evitar el incumplimiento la ley vigente que impide que las universidades persigan fines de lucro. En este punto, señaló que algunos derechamente se han inclinado por proponer que las universidades no puedan realizar operaciones con personas relacionadas. Sin embargo, advirtió que esa alternativa podría afectar las operaciones de las universidades con centros de salud y con centros de investigación, entre otros. En consecuencia, puntualizó que es necesario legislar de manera cuidadosa para no generar mayores problemas donde no los hay y ser capaces de advertir las implicancias de los proyectos en debate. En las misma línea de análisis, afirmó que la propuesta del Director del Centro de Estudios Públicos respecto de la existencia de universidades estatales, privadas sin fines de lucro y privadas con fines de lucro, quizás pudiese ser el camino correcto.

Finalmente, subrayó que lo relevante es establecer un mecanismo que, a partir de la regulación de las operaciones de las universidades con personas relacionadas, no afecte las relaciones como las descritas que son de suma importancia para las casas de estudio, como asimismo definir qué se entiende por fondos públicos. Respecto a este punto afirmó que ello constituye un tema muy importante en la trilogía propuesta, ya que es fundamental que todos los alumnos puedan elegir donde estudiar.

En este contexto de ideas, el señor Ministro de Educación señor Beyer, comentó que la iniciativa legal en discusión busca asegurar mayor transparencia para todos los actores de la Educación Superior. En este sentido explicó que el Gobierno ha estimado que existe un  déficit de regulación y transparencia en el sistema de educación superior y se ha optado por el modelo de Superintendencia. Asimismo, señaló que en la experiencia internacional el Estado actúa a través de dos vías en este nivel educacional: la primera, es a través del aseguramiento de la calidad académica, y la segunda, por medio de la fiscalización de la operación de las distintas instituciones, las que se ejecutan por instituciones distintas.

En el caso particular del proyecto de ley, dijo que se aborda una de esas áreas antes mencionadas que corresponde a la fiscalización, asegurando de este modo mayor transparencia, buen uso de los recursos y que la operación de todas las instituciones cumpla con la legislación  vigente, y dijo que se optó por la Superintendencia porque ese modelo es el que prima en Chile, que corresponde a nuestra tradición en materia de fiscalización.

Continuando con su análisis, señaló que es necesario resolver qué es lo que debe fiscalizar esta nueva institución, toda vez que respecto del aseguramiento de la calidad, el Gobierno comprometió una reforma durante el año 2012.

Sobre el particular, manifestó que en primer lugar es necesario definir si se permite que existan o no empresas relacionadas o relaciones con empresas u organizaciones a fines, y a este respecto señaló 
que el proyecto permite lo anterior basado en la experiencia internacional. En este sentido, dijo que a esa situación no conviene ponerle restricciones demasiado significativas, no obstante que existe la voluntad de regular que a través de esta vía no se retiren excedentes de la universidad.

Tomando en cuenta lo anterior, señaló que los planteamientos del proyecto en discusión apuntan claramente a evitar esos problemas, y a modo de ejemplo dijo que no es cierto que los directores de las instituciones de educación superior puedan estar libres de actuar en forma independiente, ya que pueden ser perseguidos civilmente, tal como  ocurre con los directores de las sociedades anónimas, lo que puede llevar adelante la Superintendencia. 

Al mismo tiempo, frente a los planteamientos respecto de las sanciones que se contemplan en el proyecto de ley para los casos de incumplimiento, señaló que si alguien se siente discriminado puede acudir a la justicia, de manera que a su parecer ello no reviste mayores complicaciones o riesgos, no obstante estar disponibles para mejorar lo propuesto.

Destacó que lo central de la iniciativa legal es asegurar el cumplimiento de la ley, pero con la suficiente flexibilidad para que las instituciones universitarias y de educación superior que lo requieran tengan la misma flexibilidad que en otros países, asegurando que esa relación no se traduzca en un retiro indirecto de excedentes. A mayor abundamiento, hizo presente que muchas de las franquicias que tienen estas instituciones dese luego no se extienden a las instituciones relacionadas. Sobre este particular, dijo que existe claramente  la posibilidad que la Superintendencia fiscalice estas operaciones por cuanto ellas no son permanentes no continuas.

Luego, el Subdirector Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Bellolio, hizo presente que el concepto de lucro se ha malentendido, ya que en su opinión éste ha sido utilizado como sinónimo de usura, que es lo que se debe castigar.

Dijo estar de acuerdo con el Honorable Senador señor Navarro en que efectivamente en este tema existe un tema ideológico, una visión de sociedad que se plasma a través de la Educación, y dijo que su postura al respecto es que el Estado debe ayudar y reconocer derechos, pero no debe otorgarlos.

En cuanto al uso de recursos públicos en la generación de un bien, señaló que le parece relevante que nuevamente en esto la visión sea ideológica, ya que algunos creen que lo público es aquello provisto exclusivamente por el Estado, pero otros, como él mismo, creen que lo público también puede ser provisto por privados.

Asimismo, compartió las apreciaciones del Honorable Senador señor Cantero en cuanto al concepto de universidad, ya que indicó que la universidad debe contar con docencia, extensión e investigación, y refiriéndose especialmente a ésta última hizo presente que la investigación se hace porque se quiere explorar el conocimiento humano y también porque se quiere que la universidad se vincule con la sociedad, de manera que según dijo, al limitar las sociedades relacionadas inhibe a que las investigaciones puedan realizarse y tener objeto.

Por último, dijo que el concepto de equidad al que hizo mención se refiere a la que tiene que ver con acceso y no con calidad, y que en la época de la reforma a las universidades, ingresaban a ella solo lo mas privilegiados.

Finalmente, el Vicepresidente del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo (CENDA) respondiendo la consulta de la Honorable Senadora señora Von Baer, declaró que en la Educación Superior los recursos públicos han aumentado menos que en otros ámbitos de la educación, de manera que a su juicio se debe hacer una inversión muy grande de recursos públicos para que vayan a la educación terciaria en general y universitaria en particular, que fue lo mismo que se hizo entre los años 1968 y 1973 en que se aumentaron considerablemente estos recursos y se entregaron a instituciones y no al mercado. Añadió que en esa oportunidad el Estado definía a que instituciones entregaba los recursos, y también se establecieron criterios muy claros, los que hoy pueden repetirse de manera de determinar cuales de las instituciones que actualmente existen pueden ameritar la recepción recursos públicos, a condición que avance hacia los objetivos que el mismo Estado le ponga en los diversos ámbitos de la educación terciaria.

Insistió en que el mecanismo descrito con anterioridad funcionó y no tiene por qué no hacerlo en la actualidad, ya que  de implementarse permitiría que en muy poco tiempo se tuviera un sistema de educación pública, en el cual tiene que haber instituciones del Estado que tienen que crecer muchísimo, además de entregar recursos a otras instituciones que son universidad, pero fijándoles ciertos objetivos, ya que el sistema actual claramente no funciona.

7) El Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza, inició su exposición realizando una serie de consideraciones preliminares, refiriéndose, en primer término, a la conciabilidad de este proyecto de ley. En este sentido, dijo que hay una definición que debe tomarse y que dice relación con el tratamiento igualitario desde el punto de vista de las universidades como instituciones de educación superior, es decir, hay que saber si de la Superintendencia se va a descolgar una sinonimia desde el punto de vista de la identidad del sujeto de esta regulación, ya que según afirmó hay una serie de divergencias que se van a producir porque la naturaleza jurídica de los entes que aquí participan son diferentes, no obstante que se les está arrastrando hacia un mismo tipo de regulación, lo que da como resultado que hay una cierta inconsistencia tanto respecto de las atribuciones de la Superintendencia, como también respecto del rol de las universidades estatales y el régimen jurídico al cual ellas están sometidas atendida su propia naturaleza, que finalmente el proyecto en debate no logra salvar. 

En segundo término, con respecto a la naturaleza contractualista que se le da al rol de los alumnos, muy particularmente se refirió a lo dispuesto en el artículo 3° letra c) del proyecto que señala  que la Superintendencia 
fiscalizará “que las instituciones de educación superior respeten cabalmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales hubiere ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes.” 

Sobre este particular señaló que suele ser frecuente que en algunas universidades privadas exista un convenio de servicio de arrendamientos inmateriales, que es el servicio de la educación universitaria que se presta, lo que calificó como una concepción patrimonialista y que no tiene nada que ver con el régimen de derechos y obligaciones que tienen los alumnos, ya que recalcó que los estudiantes que ingresan a las universidades estatales están sometidos a un régimen estatutario que no depende de una naturaleza convencional, sino que hay un estatuto jurídico al cual el alumno accede y que le significa la conjunción de una serie de derechos y deberes.

Establecido lo anterior, comentó que lo que está presente en el proyecto de ley en discusión, y en especial  en el artículo señalado, es que lo que hay detrás de esto es una prestación de servicios y hay una convención que la origina, de donde concluyó que se está apartando de la lógica del estatuto y cayendo en la del contractualismo. Cuando se pasa a este estadio, añadió, detrás de cada ingreso de algún estudiante y de cada incumplimiento de alguna universidad, debe establecerse es un régimen de derechos y obligaciones por cumplir o incumplidas que signifiquen llevar esto siempre a sede judicial para el cumplimiento de los contratos, lo que a su parecer es un absurdo desde el punto de vista de la naturaleza jurídica de un alumno en un régimen estatutario frente a una entidad que se llama universidad. En este mismo orden de ideas, planteó que le parece mas sano reconducir a todos a un régimen estatutario y no a todos a uno contractualista o convencionalista, como parece desprenderse del proyecto de ley en discusión.

De todo lo anterior, hizo presente que se derivan una serie de consecuencias que es necesario tener en consideración.

En tercer lugar, se refirió al deber de la información, que a su juicio se esta convirtiendo en una suerte de carga, ya que dijo que va a hacer muy difícil el funcionamiento de las universidades o bien ellas van a necesitar una forma de generar esa información que las va a tener  permanentemente entregando la misma información idónea a los entes que participan de la fiscalización, administración, tuición y calidad que configuran el sistema que se está creando. A este respecto, hizo presente que esto es una situación bien compleja, particularmente desde el punto de vista de las universidades estatales, ya que ellas, en cumplimiento de la ley Nº 20.285, están sujetas a un régimen de transparencia activa, la cual podría conciliarse de mejor manera con éste estatuto.

Seguidamente, se detuvo en naturaleza fiscalizadora de la Superintendencia de Educación Superior.
. Sobre el particular, sostuvo que existe una confusión, ya que el  decreto ley  N° 3.551 no se refiere a la naturaleza jurídica de los organismos, sino que fija normas sobre remuneraciones y personal del sector público. Precisó que si lo que se quiere decir es que van a tener las remuneraciones y asignaciones especiales del decreto ley señalado, se debe plantear así y no darle una categoría jurídica que no tiene. Por lo mismo, estimó contradictoria la facultad del Presidente de la República establecida en otra parte del proyecto  de fijar mediante un decreto con fuerza de ley  el régimen de remuneraciones de la Superintendencia, lo que hace necesario las normas.

En lo que respecta al estatuto aplicable al personal de la Superintendencia, hizo presente que no existe norma que señale que el Personal de la Superintendencia se regirá por el Estatuto Administrativo, aunque hay varias referencias a dicho cuerpo normativo en el texto del proyecto de ley, y en materia de confianza exclusiva y de estabilidad se da una regla singular y particular que es análoga a la establecida para la Superintendencia de educación, de manera que a su juicio, se debe hacer una adecuación precisa a éste respecto.

A continuación, el señor Contralor efectuó una serie de comentarios respecto del articulado del proyecto, las que se consignarán con ocasión de la discusión en particular de esta iniciativa. 

Por otro lado, también abordó el hecho de que existen diferentes normas que sólo se aplican a las universidades que no tienen carácter estatal. Se desconoce si la intención es que aquellas rijan para todas las privadas incluidas las que integran el CRUCH, y a modo de ejemplo dijo que : el artículo 53 A nuevo que se incorpora al DFL 2, de 2009 del Ministerio de Educación, que establece que el Directorio de las universidades no estatales deberá estar integrado, al menos, por 3 miembros independientes, en relación con el artículo primero transitorio del Mensaje, que establece el plazo que tienen tales instituciones para cumplir con el referido art. 53 A. 

Sobre este particular, dijo que esto era una circunstancia compleja, en especial para la Universidad Católica cuyo estatuto no es uno simple, sino que es un estatuto de derecho público eclesiástico reconocido por el Estado chileno en los términos de los artículos 545 y 547 del Código Civil, y dijo que esto va en conjunto con el reconocimiento del concordato y las reglas de relaciones que tiene Chile con el Vaticano lo que no es un tema menor y es una definición que corresponde a la Comisión, por lo que se sugiere aclarar las respectivas disposiciones si sólo se desea aplicarlas a las privadas que no integran el CRUCH.

A reglón seguido, abordando el tema de las operaciones con personas relacionadas dijo que se debe tener presente que esta regla en los términos que está se aplicaría a las universidades privadas y estatales. Asimismo indicó que las reglas de inhabilidad y personas relacionadas en el caso de las universidades estatales, dicen relación esencialmente con reglas que están contenidas en el estatuto administrativo y con la ley Nº 18.834 y sus reglas de inhabilidad y en las reglas de inhabilidad y conflicto de intereses que suponen los artículos 61 y siguientes de la ley Nº 18.575 Orgánica Constitucional sobre Base Generales de la Administración en lo que dice relación con la probidad y los deberes de abstención, además de otros preceptos legales que también se refieren a la probidad. Por lo anterior, hizo presente que lo que hay es un régimen de probidad e inhabilidad y de incompatibilidad, que no necesariamente marchan de la mano con el que hoy tiene las universidades estatales, quizás éste régimen es mas laxo para las universidades estatales de manera tal que pueden darse reglas que son irreconciliables dentro de la administración del Estado en materia de incompatibilidad en el caso de las universidades estatales.

A continuación, el señor Contralor se refirió a ciertas materias que se relacionan con la Contraloría General de la República.

En primer término, está el tema de las universidades estatales, respeto de las cuales recordó que son personas jurídicas de derecho público que se encuentran regidas y sujetas al mandato de fiscalización que el artículo 98 de la Constitución Política de la República le otorga a la Contraloría General, y en este sentido, hizo presente que es importante detenerse en algunas situaciones que dicen relación con el como actúan y con la naturaleza se los sujetos que pertenecen a ella y con la situación financiera de estas entidades.

Respecto de cómo actúan las universidades estatales, indicó que la autonomía de que gozan las mismas, no afecta el ejercicio de las diferentes facultades que la Constitución Política de la República y la ley N° 10.336 confieren a la Contraloría, ya que los actos administrativos de las universidades estatales se deben someter a toma de razón, en la medida que se encuentren afectos. Asimismo, en relación con las leyes que se les aplica con respecto al régimen de su funcionamiento y sus funcionarios, además de fiscalización, ellas están sujetas a la facultad dictaminadora de esta entidad de control; además hizo presente que se realizan auditorías e investigaciones especiales en dichas casas de estudios.

Continuando con el mismo tema, comentó que sus funcionarios están sujetos al examen y juzgamiento de las cuentas por esta Contraloría General, desde el punto de vista de la responsabilidad civil en la que pueden incurrir los funcionarios y las autoridades de estas casas superiores de estudios, además indicó que el Estado chileno hace que la deuda que las entidades en comento contraigan en la medida que este refrendada por la Contraloría, sea deuda pública, y en consecuencia con independencia de que sean personas jurídicas de derecho público que tiene autonomía y que existen en el ordenamiento jurídico, insistió en que su deuda es desuda pública y ello tiene un atractivo dese el punto de vista de la banca, porque sus actos son refrendados por Contralor General.

Enseguida, destacó que la Contraloría debe fiscalizar el debido ingreso e inversión de los fondos del Fisco, de las Municipalidades, de la Beneficencia Pública y de los otros Servicios que determinen las leyes (incluidas las Universidades).
. En este sentido, dijo que las Universidades Estatales no están afectas a las instrucciones del oficio-circular N° 54.977 de 2010, de la Contraloría General; en tanto las normas del sistema de contabilidad general de la Nación están en proceso de convergencia a las Normas Internacionales de Contabilidad Pública, establecidas por la Federación Internacional de Contadores, de acuerdo al dictamen N° 63.652, de 7 de octubre de 2011, de esta entidad de control. Sin perjuicio de ello, estableció que este Organismo puede requerirles la información necesaria para cumplir la función de llevar la contabilidad general de la Nación.

A continuación, el Honorable Senador señor Gómez, hizo presente, tras escuchar la intervención del Contralor General de la República, que el proyecto de ley en estudio, dada las múltiples críticas recibidas, debiera ser elaborado nuevamente por parte del Ejecutivo.

En esa perspectiva, consultó al Contralor General de la República si este organismo pudiera asumir las funciones que se atribuyen a la nueva Superintendencia de Educación Superior ahorrando así la burocracia que trae aparejada la iniciativa legal. En la misma línea, dijo no entender por qué el Gobierno ha dado paso a la creación de instituciones públicas en lugar de potenciar las existentes.

Por otro lado, afirmó que si bien existen en la actualidad los instrumentos legales y los mecanismos para fiscalizar a las universidades del Estado no ocurre lo mismo con las aquellas de carácter privado. Añadió de según lo expuesto por el Contralor General de la República, las casas de estudio privadas, pese a la creación de la Superintendencia de Educación Superior, tendrán menos control que las primeras. Agregó que lo importante es que para la totalidad de las instituciones de educación existan los mecanismos para asegurar que los dineros que el Estado destina a la educación se reserven derechamente a ello. En ese sentido, preguntó si la iniciativa legal apuntaba en la dirección anhelada o por el contrario hacía ciertas diferencias entre las universidades públicas y las privadas.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó al Contralor General de la República acerca de si ese organismo tenía algún mecanismo de control respecto de los fondos que Estado entrega a las Universidades privadas pertenecientes al Consejo de Rectores.

El Contralor General de la República, explicó que el documento que entregó a la Comisión de detallan muchas de las funciones asumidas por la Contraloría General de la República en relación con las dieciséis universidades estatales que son aquellas que son objeto de fiscalización por parte del organismo que representa. Añadió que la Contraloría no tiene dentro de sus atribuciones el fiscalizar a las universidades privadas tradicionales, salvo aquellas situaciones en que el Ministerio de Educación les traspasa fondos por medio de una glosa incorporada en la Ley de Presupuestos para el Sector Público, porque en esos casos si es necesario controlar si los recursos asignados han sido destinado por las casas de estudio para los fines que fueron pensados.

En otra línea, indicó que en algunos modelos de Superintendencia, la Contraloría carece de la posibilidad de controlar sus actos, sin embargo, precisó que el modelo propuesto deja vigentes las labores interpretativa, fiscalizadoras y examinadoras de este organismo para con la Superintendencia propuesta, pues así lo establece claramente el artículo 4° contenido en el artículo primero del proyecto de ley en estudio.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero aludiendo a la propuesta del Honorable Senador señor Gómez sostuvo que según lo dispone la Constitución Política de la República, la Contraloría General de la República vela por la legalidad de los actos administrativos, fiscaliza el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, examina y juzga las cuentas de las personas que tienen a su cargo bienes del Estado y lleva la contabilidad general de la Nación, funciones todas que distan mucho de aquellas que se encomiendan a una Superintendencia de Educación que tiene por misión ejercer la supervigilancia respecto del proceso educacional, transparentar el mercado y llevar los antecedentes que permitan orientar a la comunidad.

Por último, aseveró que si bien las observaciones formuladas por el Contralor General de la República a la iniciativa legal constituyen un aporte al mismo, en su mayor parte ellas deberán ser analizadas cuando se realice la discusión en particular de la iniciativa.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio apuntó que al proyecto de ley pueden formulárseles muchas críticas y sugerencias. Especificó que, por ejemplo, debiera definir la naturaleza jurídica de la Superintendencia, esclarecer cuál será el estatuto que regirá al personal que en ella se desempeñe, ver cómo compatibilizar los requisitos que establece esta iniciativa con los que ya existen en la Ley de Transparencia, entre otros.

Precisado lo anterior, aseguró que lo que no puede ocurrir es que la puesta en marcha de la Superintendencia descrita lleve a sobrecargar de regulaciones a las universidades estatales a las que ya se les exige mucha información en comparación con las privadas. En ese sentido, puntualizó que existen ya obligaciones de estas casas de estudio para con la División de Educación Superior del MINEDUC y para con la Contraloría General de la República, a lo que sumarían las obligaciones contenidas en la iniciativa en debate, lo que les dificultaría aún más el competir en el mundo universitario.

A su turno, el Contralor General de la República, sentenció que la gran misión de la Contraloría consiste en poder controlar la legalidad de los órganos estatales, lo que se cumple a través del trámite de toma de razón, por medio del rol dictaminante y por medio de las auditorías que realiza.

Refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recalcó que lo que se ha buscado demostrar por medio de la exposición realizada es que las universidades estatales están sometidas actualmente a controles, reglas de transparencia, de informaciones y de regulaciones que ya existen tanto para sus actos como para sus recursos. Indicó que por ejemplo, la iniciativa en debate, propone un régimen de inhabilidades de menor envergadura de aquellas que rigen actualmente, lo que permitiría, por ejemplo, a los directores de las universidades estatales incumplir el régimen jurídico existente lo que no puede ocurrir.

8) En representación de la Confederación de Estudiantes de Chile, CONFECH, el presidente del Centro de Alumnos de la Universidad de Chile, señor Gabriel Boric afirmó que en el movimiento estudiantil existe plena disposición para dialogar y alcanzar acuerdos en materia de educación en la medida que estos apunten a transformar la esencia del sistema educacional que no ha sido capaz de acercarse a la promesa de desarrollo con equidad que debiera cumplir, y afirmó que si la disposición del Gobierno se dirige tan solo a corregir los excesos del sistema, el acuerdo no se producirá.

Aludiendo a las iniciativas legales existentes en materia de educación impulsadas por el Ejecutivo, enfatizó que ello solo responde a la idea de instalar un hito político mediático, pero que no responde a las demandas hechas presentes por los estudiantes el año 2011 ni son capaces de dar solución a los problemas de fondo. Destacó que lo anterior queda de manifiesto en el proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del Crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (Boletín 7.898-04) como asimismo en el que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín 8.041-04). En la misma línea sentenció que espera que este panorama solo sea la herencia dejada por el Ministro anterior y no sea la postura que asumirá el Secretario de Estado recién nombrado.

En otro orden de ideas, se detuvo en la iniciativa legal en estudio. En este punto advirtió, en primer lugar, que los medios de comunicación han presentado la Superintendencia de Educación como una solución a los problemas que presenta la educación superior en nuestro país. Sin embargo, enfatizó que los conflictos que tiene son mayores y suponen, en consecuencia, una reforma coherente para toda la institucionalidad de esta rama de la educación para evitar la duplicidad de funciones y evitar incorporar trámites burocráticos que hagan engorrosa la participación de las instituciones educacionales en el modelo creado.

En segundo lugar, aseguró que el rol de una Superintendencia consiste en velar por el correcto e íntegro cumplimiento de la ley, tanto en su espíritu como en su literalidad. En este punto, mencionó que se ha pretendido instalar en la opinión pública que la Superintendencia tiene por misión supervisar la calidad de la educación superior lo cual no se condice con la naturaleza propia de una institución tal y, por lo tanto, hizo un llamado a aclarar el tema a la ciudadanía.

En tercer lugar, sentenció que es importante abordar la discusión desde una perspectiva que considere de manera coherente la totalidad del sistema. Hizo hincapié en que la Superintendencia en la manera que está propuesta no hace más que crear confusión y duplicar funciones y, por lo tanto, no es funcional para los objetivos que persigue.

En cuarto lugar, aludiendo a la fiscalización, acotó que si bien el proyecto hace una enumeración de las funciones que tendría el organismo propuesto, resulta imperativo que incluya, dentro de la aludida enumeración, una cláusula especial que contenga un mandato general de fiscalización de la ley en términos similares a los existentes en otras Superintendencias vigentes.

En quinto lugar, deteniéndose en las sanciones propuestas en la iniciativa, aseveró que la fiscalización debe ir de la mano de sanciones robustas que logren empoderar el organismo, porque de lo contrario carece su existencia de sentido. Aseguró que el proyecto en discusión está carente de ellas y, en consecuencia, corre el riesgo de limitarse a ser tan solo una declaración de buenas intenciones y no una Superintendencia efectiva que logre de manera real hacer cumplir la ley en el ámbito de la educación superior que es el propósito que debe inspirarla.

En sexto lugar, refiriéndose a la realización por parte de las universidades de operaciones con entes relacionados, advirtió que el proyecto permite que ellas sigan teniendo lugar en la medida que se cumplan determinados requisitos que el mismo establece, posibilitando de esta manera que el lucro continúe como motor de algunas casas de estudio. Añadió que pese a que la iniciativa legal exige el cumplimiento de determinados requisitos, la Superintendencia propuesta carece de las garantías necesarias para fiscalizar esta materia. A mayor abundamiento y haciendo suyas las palabras del Director del Centro de Estudios Públicos, señor Arturo Fontaine, aseveró que el procedimiento en los términos propuestos no asegura suficientemente el cumplimiento de la Ley General de Educación que prohíbe el lucro abierto y encubierto en las universidades, ya que por la vía de las sociedades relacionadas seguirá ocurriendo lo que ha ocurrido, en circunstancias que el Mensaje con el que se da inicio al proyecto de ley anuncia que se quiere evitar por estar prohibido por ley. En definitiva, insistió, lo que el proyecto plantea no es lo que se esperaba, es un híbrido que causará decepción, puesto que la inmensa mayoría de los estudiantes, de los académicos y de la población que se oponen a las universidades que de manera encubierta persiguen fines de lucro, se sentirán defraudados si este proyecto se aprueba en los términos propuestos.

Posteriormente, el representante de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, señor Felipe Larenas señaló compartir muchas de las críticas formuladas por el señor Contralor General de la República en el sentido que el objetivo de crear una Superintendencia es lograr un equilibrio y una regulación sensata para alcanzar un buen sistema de educación superior.
En la misma línea, consideró que la propuesta de del Ejecutivo se asimila más a un SERNAC de Educación Superior que a una Superintendencia.

Establecido lo anterior, indicó que lo primero que hay que tener en consideración al analizar esta iniciativa es saber qué es una Superintendencia y cuál es el rol que está llamada a cumplir. Destacó que toda Superintendencia, por el solo hecho de ser tal, tiene fuertes facultades fiscalizadoras y robustas facultades sancionatorias para el caso de que se infrinja la normativa vigente.

Continuando con el tema afirmó que una Superintendencia tiene por misión hacer cumplir la normativa vigente en el sector que está regulando. Aclaró que ella nunca tendrá por misión, como se ha señalado en el caso en estudio, velar por asegurar la calidad de algo, puesto que ello es un tema que, en el caso concreto, pasa por otras reformas como son el cambio a la Ley General de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación. En consecuencia, hizo un llamado al Ejecutivo a dejar ello claro a los medios de comunicación.

Asimismo, manifestó que otro aspecto a tener en consideración es la regulación normativa de la educación superior. Recordó que la Superintendencia entrará a regir un escenario en que opera el Consejo Nacional de Educación, el MINEDUC y la Comisión Nacional de Acreditación, órganos que ya tienen asignadas sus funciones y en las cuales el proyecto en estudio interviene, produciendo en muchos casos una duplicidad de funciones. Así, aseveró, ocurrirá en la información que deberán entregar las instituciones de educación superior.

Afirmó que si lo que se busca es crear una Superintendencia fuerte en la fiscalización que realiza, debe comenzarse por regular la normativa vigente de la institucionalidad para hacer algo sensato y coherente.

En otra línea y con relación al diseño institucional propuesto, valoró que en el proyecto de ley se trate de evitar el fenómeno de la captura, esto es que los entes regulados controlen las funciones del Superintendente, cuestión que, dijo, se logra con el mecanismo de elección del Sistema de Alta Dirección Pública. No obstante, advirtió que hay un aspecto no cubierto en el proyecto en estudio que es la desconcentración territorial del organismo. Sobre el diseño institucional del patrimonio estimó positivo el que se otorgue en la Ley de Presupuestos del Sector Público los dineros para poner en funcionamiento el organismo.

En otro orden de ideas, remarcó también que toda Superintendencia debe cumplir dos grandes requisitos para ser considerada como tal. En primer lugar, acotó, debe estar dotada de fuertes facultades fiscalizadoras y, en segundo lugar, contar con sanciones robusta.

Con relación a la fiscalización, hizo presente que si bien en la iniciativa se da la posibilidad que la Superintendencia fiscalice de manera exhaustiva a las instituciones de educación superior, gracias a la posibilidad intervenir en la contabilidad de las instituciones, de pedir auditorías externas, solicitar documentos o citar personas, entre otras, falta una norma básica presente en toda normativa propia de una institución tal que es la posibilidad de fiscalizar ante el incumplimiento general de la ley, dejando atrás la taxatividad propuesta. Puntualizó que la inclusión de una norma de tales características posibilitará fiscalizar cualquier infracción a la Ley General de Educación, a los Estatutos de la universidad o a cualquier otro cuerpo normativo que regule el sistema de educación superior.

Sobre las operaciones de las corporaciones sin fines de lucro con personas relacionadas, destacó que el proyecto en estudio recoge prácticamente en los mismos términos esta materia que como lo hace la Ley de Mercados y Valores para las sociedades anónimas respecto de las transferencias y transacciones bursátiles. Remarcó que lo anterior da cuenta de la mantención del modelo de mercado en el modelo educativo. Asimismo y fuera de considerarlo inadecuado, calificó el hecho de insuficiente porque lo que ocurre al interior del directorio de una universidad que no debiera lucrar dista mucho de lo que ocurre al interior del directorio de sociedades que sí lo hacen.

Frente a esa realidad, propuso establecer un sistema regulatorio de contabilidad completa y fijar un plazo desde la entrada en vigencia de la ley para la compra del inmueble que arrienda la universidad. Explicó que ello evitaría uno de los principales focos de evasión que conocen hoy las instituciones de educación superior.

Por otra parte, enfatizó que en el proceso de fiscalización propuesto se contempla la exigencia de remitir información a distintos organismos, produciéndose la duplicidad de funciones ya mencionadas, cuestión que fuera de generar aún más burocracia aumenta la carga de las universidades tradicionales las que remiten ya gran parte de su información a la Contraloría General de la República.

En relación con las sanciones apuntó que la iniciativa contempla cuatro tipos de sanciones para infracciones taxativamente descritas, cuestión que aseguró resulta imposible de prever. Agregó, además, que una de las dudas que queda latente es que ocurrirá cuando comience a aplicarse la ley y deban aplicarse sanciones robustas. 

En ese escenario, sugirió en primer lugar incorporar una cláusula general de infracción a la ley en términos similares a lo que contemplan la mayoría de las Superintendencias. En segundo lugar, propuso contemplar una agravación de sanciones en leves, graves y gravísimas. Enfatizó que ello permitirá distinguir las infracciones y hacer más flexible el sistema. Estimó que de no ser así los innumerables casos de infracción serán traspasados de la Superintendencia a los Tribunales de Justicia en donde, aseguró, no encontrarán solución. Acotó que la idea es incorporar una suerte de alerta para las universidades cada vez que incurran en alguna infracción. Asimismo, planteó incorporar mecanismos presentes en otras Superintendencias como el arbitraje o la mediación que pueden ayudar a resolver los conflictos y que contribuirán a desburocratizar y a solucionar mejor los conflictos entre universidades y entre éstas y sus alumnos.

En la misma línea, hizo hincapié en que si hay sanciones robustas deberán cerrarse temporalmente aquellas casas de estudio que estén lucrando. Sobre el particular, advirtió que no será posible cerrar una institución que forma a miles de personas y añadió que frente a infracciones gravísimas como la descrita debiera considerarse la posibilidad de introducir la figura del interventor que se hará cargo de la institución, fuera de cerrar las matrículas y de dar la posibilidad a los estudiantes para continuar sus estudios en otros planteles o terminar la carrera en la misma casa de estudio. Agregó que el interventor permanecerá hasta que la situación de los alumnos afectados sea resuelta y sólo con posterioridad a ello decidir la suerte de la casa de estudio infractora. Sentenció que la última sanción, y luego de pasar por la figura del interventor, debe ser la revocación del reconocimiento oficial por parte del Estado.

Sobre el procedimiento sancionatorio afirmó que éste es similar al que rige para la totalidad de las Superintendencias de nuestro país, mas las funciones y atribuciones normativas del Superintendente deben ser más fuertes. Haciendo suyas las palabras del Contralor General de la República afirmó que en este punto hay una incongruencia puesto que no se puede restringir al Superintendente fiscalizar respecto a todas aquellas materias que estime fiscalizables. 

Por último, concluyó su intervención reiterando que urge modificar en el proyecto el que dé pie a funciones cruzadas, posibilitando la creación de un sistema normativo coherente, desvirtuar la creencia popular que la Superintendencia asegurará la vigencia de la calidad en esta rama de la educación, incorporar una cláusula general de cumplimiento y de infracción a la ley, prohibir de manera efectiva las operaciones de las corporaciones sin fines de lucro con personas relacionadas y asegurar que sea una Superintendencia robusta que cumpla y haga cumplir la ley para lo cual se necesitarán sanciones acordes y un mejoramiento de la iniciativa presentada por el Ejecutivo que, destacó, deja mucho que desear.

Se deja constancia que el señor Larenas acompañó su presentación en un documento en formato word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión

Por último, en representación de la CONFECH, intervino la estudiante de la Universidad de Valparaíso, señorita Marjorie Cuello quien insistió en que el Ejecutivo debe aclarar a la ciudadanía que la Superintendencia de Educación Superior no tendrá por misión velar por el aseguramiento de la calidad de la educación impartida. Recordó que ello es uno de los objetivos que tienen el MINEDUC, la Comisión Nacional de Educación y la Comisión Nacional de Acreditación. Señaló que si esas entidades no pueden asegurarla, menos logrará hacerlo la figura en estudio.

Por otro lado, manifestó que se ha sostenido que la Superintendencia fiscalizará los recursos de las universidades estatales y de las privadas, cuestión que no necesariamente asegurará la calidad de la educación. Afirmó que el sentido de la educación está en función de las necesidades sociales, cuestión que no está contemplada por ninguno de los proyectos de ley presentados por el Ejecutivo.

Sobre ellos, indicó que si bien la CONFECH hizo a lo largo del año 2011 un fuerte llamado a no tramitarlos, ello no ha ocurrido, continuando los órganos legisladores con el estudio de los mismos. En consecuencia, insistió que aquellos sectores políticos que den su voto para la aprobación de los proyectos en tramitación no responden con ello a las demandas del movimiento estudiantil.

Finalmente, concluyó su intervención asegurando que  los meros perfeccionamientos al sistema educativo actual de nada sirven para solucionar los problemas de fondo que presenta el sistema educativo que exige un cambio absoluto.

Enseguida, el Honorable Senador señor Quintana, antes de dar inicio a la ronda de preguntas de los Honorables Senadores, quiso destacar la voluntad manifestada por los representantes de la Confederación de Estudiantes en orden a dialogar para alcanzar los acuerdos que la educación requiere.

Posteriormente, el Honorable Senador señor  Walker, don Ignacio, refiriéndose a la intervención de los representantes de la CONFECH, manifestó que antes de comenzar por definir lo que es una Superintendencia de Educación Superior es necesario comenzar por discutir acerca del tipo de educación superior que el país quiere implementar y solo una vez establecido ello dar inicio a la fiscalización.

En ese sentido, consideró que el problema no radica tan solo en la iniciativa presentada, sino en la prelación dada a los distintos temas que supone una reforma al sistema de educación superior. En ese contexto, estimó que lo adecuado sería, antes de continuar con la tramitación de los distintos proyectos, conocer la propuesta del nuevo Ministro de Educación sobre la materia. 

Establecido lo anterior, recordó que la actual discusión acerca del proyecto de Superintendencia de Educación Superior encuentra su origen en la violación por más de treinta años a la ley vigente que impide que las universidades puedan perseguir fines de lucro. En ese contexto, dijo, nació la idea de crear esta figura que tendrá por misión fiscalizar a las instituciones de educación superior. Sin embargo, hizo presente que el proyecto propuesto ha dejado al descubierto sus fragilidades al decir de Fontaine, el Contralor General de la República y la CONFECH, entre otros.

Asimismo, dijo compartir las declaraciones de los expositores respecto a que la Superintendencia no tiene por misión velar por la calidad de la Educación impartida sino solo por cumplimiento de la ley.

Por último, concluyó su intervención remarcando que a su parecer la educación superior en Chile, está lejos de poder calificársele como un enfermo terminal como ocurre con la educación municipal, pues señaló que así lo demuestran las estadísticas.

Por su parte, el Honorable Senador señor Escalona compartió las declaraciones expresadas por el movimiento estudiantil y puntualizó que es importante que el país decida el modelo educativo a seguir. Recordó que el modelo de mercado impuesto deja a un lado al Estado, quien solo interviene a través de Carabineros de Chile en las manifestaciones y a la hora de decidir el presupuesto que asignará a la partida de Educación. En consecuencia, aseveró que el Ejecutivo debe decidir si incluirá al Estado en  este paradigma. 

Refiriéndose a la iniciativa legal en debate, acotó que ella legitima el lucro en la educación al establecer regulaciones del mismo y, en ese sentido, lo calificó como un retroceso al insistir en algo que no debe existir. 

Asimismo, sostuvo que establecer una Superintendencia que sanciona caso a caso las situaciones previstas en la ley sin contener una norma de carácter general que lo habilite a fiscalizar insiste en el modelo de educación donde reina el mercado, pues la fiscalización es la forma que tiene el Estado de intervenir en el modelo.

El Honorable Senador señor Cantero, coincidiendo con los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Escalona, estimó fundamental conocer la opinión del nuevo Ministro de Educación
 en el marco del proyecto de ley en tramitación para que informe respecto a su propuesta en materia de educación superior, incluyendo no solo la figura propuesta sino también a la Agencia Acreditadora de la Calidad, la adecuación de las labores del MINEDUC y las ideas básicas que pretenden llevarse a cabo en materia educacional. 

En la misma línea, añadió que lo que se requiere es un análisis global y con un enfoque sistémico de lo que es el modelo educativo en nuestro país y después de escuchar al Secretario de Estado establecer un diálogo que permita hacer un intercambio de puntos de vista respecto a esta materia.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana, comenzó su intervención haciendo suya la petición formulada por el Honorable Senador señor Cantero. 

Precisado lo anterior, expresó su preocupación respecto a la iniciativa legal propuesta. Afirmó que son muchas las dudas, contradicciones y duplicidades de funciones que han surgido en torno al proyecto de ley en estudio y advirtió que ello aparece cuando ni siquiera se ha tenido aún un debate ideológico sobre el tema, ya que el debate tan solo se ha limitado a las dimensiones técnicas.

Por otro lado, aseguró sentirse desilusionado respecto de la iniciativa, pues recordó que el 21 de mayo de 2011, Su Excelencia el Presidente de la República anunció que el año 2011 sería el año de la educación superior y, en ese contexto, aseguró que se crearía una Subsecretaría de Educación Superior. Sin embargo, sostuvo que solo se presentó a tramitación el proyecto en estudio y que pese a no ser el prometido en un principio alegró a todos los sectores porque se esperaba que se abordaría con ello uno de los temas centrales de la discusión que es el del lucro, mas remarcó que con este proyecto no se alcanza el anhelado objetivo.

En el mismo orden de ideas, señaló que si bien el proyecto sobre reprogramación de créditos universitarios y el que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley 20.027 constituyen aportes, no logran apuntar al centro del debate. Sobre el particular, hizo presente que el Crédito con Aval del Estado beneficia principalmente a los estudiantes de las universidades privadas quienes no participaron de las movilizaciones estudiantiles del año pasado. 

Enfatizó que con la iniciativa propuesta no se logra avanzar en los cambios estructurales que el país necesita y en este punto aseguró que ello no pasa solo por destinar más recursos al mismo modelo como lo aseguraron algunos Parlamentarios con ocasión de la Ley de Presupuesto para el Sector Público para el año 2012.

Por otro lado, afirmó que en la elaboración de la iniciativa en estudio faltó tener en cuenta la opinión de académicos al respecto, cuestión que, dijo, quizás habría evitado contar hoy con esta figura híbrida y llena de incongruencias como el que los directores independientes en las universidades privadas sean nombrados por la propia casa de estudio. 

A su turno, el Honorable Senador señor Gómez compartió las consideraciones formuladas por los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Cantero y Quintana en orden a que era necesario recibir en audiencia al nuevo Ministro a fin de conocer el programa que tiene pensado para la cartera asumida, y agregó que esperaba encontrar una mejor acogida, porque aseguró que durante el año 2011 no hubo grandes espacios para lograr los cambios que la ciudadanía espera en el modelo educativo y solo se propusieron modificaciones menores al modelo imperante.

Por otro lado, aprovechó la asistencia del Secretario de Estado en la sesión para denunciar la situación que afecta a muchos de los alumnos que participaron en las movilizaciones estudiantiles del año pasado a quienes se les ha cancelado la matrícula en los establecimientos educacionales a los que asistían, principalmente en las comunas de Providencia y Ñuñoa. Recordó que de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo único de la Ley N° 20.553 se establece de manera expresa que el Ministerio de Educación deberá velar porque no existan abusos o impedimentos arbitrarios para renovar las matrículas de los alumnos.

Por último, dejó de manifiesto que no solo la educación superior merece preocupación sino también la pre-escolar y en consecuencia, solicitó al Ministro presente poner atención en ella también.

La Honorable Senadora señora Von Baer agradeció las exposiciones y aseveró que ellas han tenido la virtud de analizar en detalle el proyecto en discusión.

Por otra parte, afirmó que una de las cosas que requiere el sistema educativo vigente es más transparencia y más fiscalización cuestiones a las que la iniciativa legal apunta. En ese contexto, sostuvo que si bien la iniciativa ha sido objeto de críticas por parte de quienes han sido invitados a la Comisión para exponer en relación con ella, ellas contribuyen al perfeccionamiento del proyecto, cuestión que habrá que hacer a la hora de comenzar la discusión en particular. 

En otra línea, advirtió que las intervenciones de los Honorables Senadores como así mismo la de los invitados tienden a mezclar los proyectos impulsados por el Ejecutivo. Enfatizó que lo que corresponde ahora es centrarse solo en el proyecto de la Superintendencia de Educación Superior y escuchar los planteamientos del nuevo Secretario de Estado sobre el particular. Refiriéndose a las dos iniciativas restantes impulsadas por el Ejecutivo y a sus respectivas urgencias, explicó que ellas se justifican toda vez que van en beneficio directo de personas que, producto de sus estudios de educación superior, están endeudadas.

El estudiante de la Universidad del Bío-Bío señor Gastón Urrutia quiso complementar la intervención del Honorable Senador señor Gómez y para ello informó que junto a los casos de cancelación de matrículas denunciados en Providencia y Ñuñoa se suman algunos ocurridos en la comuna de Concepción. Precisó que así ha ocurrido con los dirigentes estudiantiles del Liceo Enrique Molina Garmendia. Aseguró además que esta situación ha afectado también a aquellos alumnos que han obtenido bajos puntajes en las pruebas estandarizadas que se aplican en el país. En definitiva, dijo, aquellos alumnos que necesitan más ayuda y aquellos colegios que necesitan más refuerzos, además de ser estigmatizados como colegios de mala calidad son objeto de prácticas antipedagógicas.

Asimismo, mencionó que el año 2008, en el mismo Liceo referido, se expulsaron más de cincuenta estudiantes que se desempeñaban como dirigentes estudiantiles y pese a haber realizado las denuncias a las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales ellas no fueron solucionadas. Añadió, también, que en otros casos se obligó a las familias a firmar los retiros voluntarios y al ingresar a otros establecimientos educacionales se les obligaba a firmar estos retiros de manera anticipada que operarían ipso facto al comenzar a desempeñar funciones de dirigencia estudiantil.

El Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile intervino nuevamente para sumar su rechazo a las cancelaciones de matrícula que han sido denunciadas a lo largo de todo el país y sentenció que espera que el Ejecutivo tome cartas en el asunto y dé cumplimiento a la ley N° 20.553.

En otro orden de ideas, se dirigió al Ministro de Educación para consultarle si el Ejecutivo tenía la intención de retirar la urgencia a los proyectos actualmente en tramitación. Añadió que, por un lado, las referidas iniciativas no responden a las demandas estudiantiles levantadas durante el año 2011 y, por otro, que no fueron discutidos previa presentación con el movimiento estudiantil. Afirmó que la decisión de hacer presente las urgencias en nada contribuirá a destrabar el conflicto, puesto que los Parlamentarios de oposición y los estudiantes solo radicalizarán sus posturas, impidiendo alcanzar el acuerdo que el país requiere.

Finalmente, reiteró que la intención del movimiento estudiantil es poder dialogar con el Gobierno y alcanzar las soluciones anheladas.

El Representante de la Federación de Estudiantes Mapuches señor José Ancalao, por su parte, aseveró que los proyectos impulsados por el Ejecutivo en materia de educación no forman parte de las peticiones del movimiento estudiantil y lejos están de solucionar el conflicto político que hoy existe en materia de educación.

Además, al igual que el Presidente de la Federación de Estudiantes, hizo presente su anhelo de dialogar con el Ejecutivo y de lograr un acuerdo en materia de Educación a diferencia de lo que ocurrió el año 2011.

Por último, se refirió al cambio impulsado por la Unidad de Currículum del Ministerio de Educación a través de los cuales se cambió la expresión “Dictadura” por la de “Gobierno Militar” y aseguró que conductas como ellas no contribuirán a un clima de diálogo.

El Honorable Senador señor Quintana se detuvo en el último comentario descrito y, en relación con ello, señaló que esa actitud inquieta a muchos Parlamentarios ya que el cambio de expresión parece solo ser la punta del iceberg del conjunto de modificaciones sugeridas por la referida unidad. Sobre el particular, informó que se optó también dejar fuera del contenido curricular lo relativo a la historia de los pueblos indígenas.

El Ministro de Educación señor Harald Beyer intervino brevemente para agradecer los comentarios que, aseguró, contribuirán a perfeccionar el proyecto de ley en estudio. En el mismo sentido, enfatizó que el Ejecutivo está disponible para asegurar al país el mejor proyecto posible que sea capaz de regular la educación superior en materia de fiscalización. No obstante, consideró que el proyecto de Superintendencia de Educación llena un importante vacío de regulación y de falta de garantías de cumplimiento de la ley vigente.

Precisado ello, hizo hincapié en que la iniciativa legal solo busca centrar sus fuerzas en materia de transparencia y no pretende bajo ninguna circunstancia asegurar la calidad de la educación impartida. Recordó que el Gobierno ha insistido que son dos los temas a tratar, uno que apunta a hacer cumplir la ley y que es el que está en debate y otro que dirige su mirada al aseguramiento de la calidad, cuestión que aún no ha sido tratada.

Finalmente, dijo recibir agradecidamente la invitación para exponer ante la Comisión su visión respecto de la Educación Superior en el marco del proyecto de ley de la referencia.


9) El Investigador de la Corporación de Estudios para Latinoamérica, señor Patricio Meller, antes de referirse al proyecto en estudio, advirtió que al analizarlo compararía éste con las labores que se asignan a una Superintendencia en el derecho comparado. 

Establecido lo anterior, consideró oportuno también contextualizar el escenario en el que se desarrollaría la Superintendencia descrita. En este punto, señaló que los temas importantes en materia de educación superior son los aranceles, la calidad y la equidad, materias en las cuales el movimiento estudiantil hizo hincapié. Aseveró que en estos temas necesariamente deberá centrarse el proyecto de la Superintendencia.

Asimismo, dijo que el problema de fondo en educación superior tiene relación con que actualmente los jóvenes pagan aproximadamente $400.000 por sus estudios. Agregó que la pregunta que surge de manera espontánea frente a ello es cómo se establece ese monto, lo que a su vez lleva a preguntarse acerca de cuáles son los factores determinantes en la determinación de los aranceles y qué reciben a cambio los jóvenes a cambio, cuestión que, sostuvo, dice relación con la calidad de la educación universitaria.

En la misma línea, afirmó que una Superintendencia de Educación Superior debe tener como telón de fondo el tema de los aranceles y el de la calidad, a lo que, aseguró, debiera sumarse el lucro.

Por otro lado, refiriéndose a las funciones que debe tener este organismo indicó que debe, en primer lugar, aumentar la transparencia en ese ámbito de la educación, asunto que, explicó, implica generar información. En segundo lugar, debe fiscalizar y regular el costo de los aranceles. En tercer lugar, debe generar indicadores de calidad y, por último, debe fiscalizar el lucro, entendiendo por ello las ganancias extra-normales.

Así las cosas, y utilizando las palabras del ex Ministro de Educación, señor Bulnes, sentenció que la Superintendencia en estudio es una especie de Servicio Nacional del Consumidor para la educación superior, lo que supone por un lado protección de los estudiantes y, por otro, fiscalización de la educación superior.

Pese a lo anterior, estimó que el proyecto actual está sesgado a abocarse solo a la publicidad engañosa, a los conflictos de interés y a la existencia del lucro, olvidando los temas de fondo que, reiteró, son los aranceles y la calidad.

Precisado lo anterior, se detuvo en describir los antecedentes empíricos fundamentales en los que opera la educación superior. En este punto, señaló que los aranceles de las universidades chilenas son los mayores que conoce el planeta, representando el 41% del PIB per cápita. Además, destacó que el incremento de los aranceles es muy elevado y que Chile tiene el mayor gasto privado en relación con el gasto público en educación superior en el mundo, lo que implica que los gastos que supone la educación superior lo pagan, principalmente, las familias y los jóvenes, asumiendo el Estado gastos que representan solo el 0,5% del PIB, siendo el más bajo del mundo. Advirtió que la asistencia de un hijo en educación superior implica un gasto mayor al 40% del ingreso familiar para los tres quintiles de menores ingresos y que los universitarios chilenos son quienes tienen mayor nivel de endeudamiento de todos los países.

Dada la información señalada, estimó necesario también situar el marco conceptual para la discusión de los aranceles, cuestión que, dijo, tiene que ver con el mercado y las universidades. En esta línea, afirmó que el modelo de mercado está condicionando la visión prevaleciente sobre el contexto universitario. 

Continuando con el tema sostuvo que el razonamiento es que si hay 60 universidades la competencia entre ellas supuestamente debiera generar educación universitaria a menor precio y de mayor calidad. Sin embargo, advirtió que la realidad es que el sistema universitario no ha funcionado así porque los aranceles suben entre un 3 y un 5% anual, no compitiendo las casas de estudio en bajar aranceles, sino por otros medios como en construcción de infraestructura, áreas deportivas, avisajes publicitarios, gastos en tecnología e informática y en el sobre-sueldo de los grandes rostros y profesores que lejos están de las aulas. Afirmó que la realidad anterior genera un espiral creciente de costos con poca incidencia en la calidad de la educación, pero con gran presión en que aumenten los aranceles. En consecuencia, advirtió que las universidades no son capaces de autorregularse y al no hacerlo generan una falla de mercado, cuestión que requiere un rol fiscalizador y regulador del Estado sobre los aranceles.

Abocándose al rol de la Superintendencia en los factores determinantes de los aranceles, señaló que ella debe centrarse en las labores de generar información sobre aquellos y en los costos de todas las instituciones de educación superior, comparar la evolución de los aranceles efectivos y los costos, establecer estructuras de costo para las distintas carreras, informar de costos por carrera, por universidad y por alumno, medir el lucro y hacer la evolución histórica del mismo tanto en las que si lo persiguen como en las que no lo hacen. Aseveró que ninguna de estas trascendentales labores está recogida en la iniciativa en estudio y, en consecuencia, hizo un llamado a hacerlo.

En otro orden de ideas, sostuvo que la Superintendencia además de generar la información propuesta anteriormente debe generar estudios analíticos de los aranceles. En ese contexto, sugirió revisar los modelos de revisión de aranceles de educación superior de otros países, teniendo en consideración de manera especial la situación de Australia, Inglaterra y de Estados Unidos. Además, propuso especificar la función del regulador, estableciendo costos de docencia estándar por alumno y analizar los efectos de incremento de las becas y créditos sobre el nivel de los aranceles, como también elaborar modelos de fijación de aranceles usados por las distintas universidades, analizar la evolución de ellos, elaborar estudios sobre la productividad de las instituciones de educación superior, elaborar metodología de cálculo del lucro en ellas y, por último, calcular el valor económico de los distintos tipos de instituciones de educación superior.

Seguidamente, se refirió a otro de los elementos que aseguró deben recogerse en la iniciativa legal que es la calidad. En ese marco, comenzó por referirse a la generación de indicadores de calidad de educación superior. En primer lugar, sostuvo que el uso para medir calidad es en base a indicadores de output, vale decir, interesa saber qué ocurre con los estudiantes una vez que ellos se titulan. Para ello, dijo, debiera haber test nacionales para egresados de cada profesión fijando estándar de calidad para los profesionales respecto al nivel de conocimientos que se requiere, la competencia que tienen que tener y las habilidades con las que debiera contar un profesional. Además, indicó que debieran contemplarse indicadores del mercado de trabajo, vale decir, estudios respecto de la posibilidad de encontrar empleos para los egresados de las distintas carreras e instituciones, incluyendo las remuneraciones a las que pudieran aspirar al primer y al cuarto año de egresados. Asimismo, propuso realizar encuestas de satisfacción a los estudiantes una vez egresados como también encuestas específicas a los profesionales. Consideró también que sería un aporte incluir evaluaciones para los profesores de cada curso hechas por los alumnos con carácter público. Finalmente, propuso publicar los exámenes finales de cada curso en la web y que luego un grupo de expertos evalúe los exámenes en una misma profesión en las distintas instituciones. Aseveró que este abanico de indicadores de calidad debiera llevarla a cabo la Superintendencia en debate o una entidad destina exclusivamente a ello.

Continuando con su exposición se detuvo en otros temas que están aún pendientes y que deben tratarse. En este sentido recordó que el movimiento estudiantil tiene entre sus propuestas la gratuidad para la educación superior. Frente a ello señaló que la respuesta ha sido que los dineros del Fisco no son suficientes. Aseguró, sin embargo, que el problema no es empírico sino conceptual y tiene que ver con la naturaleza jurídica de la educación, considerándola algunos un bien privado y otros un bien público. 

Otro de los temas pendientes, manifestó, es que el sistema universitario está operando con dos índices de reajustabilidad, uno para los aranceles de referencia que tiene que dice relación con cómo se reajustan las becas y los créditos y el índice de los aranceles efectivos que es un índice desconocido, puesto que cada universidad aplica el suyo. Dijo que es irracional que para un mismo concepto existan dos índices diferentes y que la brecha entre ellos va a generar problemas de morosidad y de endeudamiento de los estudiantes y que nadie quiere.

Calificó también como una materia pendiente el cobro de los aranceles a los universitarios. En ese punto sugirió seguir el modelo implementado por las universidades americanas que disocian el proceso de admisión del monto pagado por los estudiantes. Así, acotó, lo hace, por ejemplo, la universidad de Harvard en donde selecciona primero a los postulantes y luego analiza cuánto cobrará a cada estudiante según su capacidad de pago.

Otro punto que aseguró es una asignatura no zanjada es si los profesores universitarios pueden plantear ideas distintas de las de los dueños de las casas de estudio. Apuntó que ello dice relación con quién debe velar por la libertad académica y el pluralismo, cuestión que estimó de trascendental importancia más aún cuando la realidad advierte que tres cuartas partes de los alumnos se forman en universidades no estatales.

Asimismo, encasilló dentro de los temas no resueltos la realidad que advierte cierta igualdad entre las universidades. Aseguró que ello necesariamente trae aparejada baja de calidad. En ese punto, señaló que existen también problemas en cuanto a la asignación del aporte fiscal indirecto debiendo reconsiderarse el objetivo perseguido por este instrumento, desligándolo de la PSU.

Tildó también como una materia no solucionada el modelo de educación que se persigue y el sistema de educación superior anhelado. Afirmó que el modelo de mercado imperante ha generado caos y grandes costos, excesos de oferta y demanda y existencia de traslapos entre las funciones de distintas instituciones. En consecuencia, recalcó se requiere de una arquitectura institucional de la educación superior.

Concluido el análisis del tema anterior, destinó su exposición a examinar la forma en que asignan los recursos fiscales en el presupuesto de la cartera de educación. Precisó que lo anterior tiene que ver con el tipo de educación superior al que se aspira. Recordó que hay varios tipos de universidades inclinándose por la comparación universidades complejas versus universidades docentes y sobre el particular puntualizó que una universidad puramente docente no debiera ser subvalorada, puesto que lo importante es que realicen buena docencia y que el nivel de profesionales que formen tenga un mínimo adecuado.

En la misma línea, añadió que otro de los puntos a discutir son los criterios de asignación de los recursos de educación vía oferta y vía demanda, deteniéndose en su composición.

Concluyó su intervención deteniéndose en lo que debiera ser la arquitectura institucional de la educación superior. Destacó que los temas a regular son la equidad, la admisión, las becas, los créditos, los aranceles, la calidad, la deserción, la extensión, la morosidad, el lucro, la libertad académica, el pluralismo, la definición de la educación superior, la acreditación y los currículum. Agregó que estas funciones deben distribuirse entre los distintos organismos existentes y que son el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación Superior, el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, la CONFECH, el Consejo Nacional de Acreditación, el Consejo Nacional de Educación y la Asociación de Instituciones de Educación Superior a fin de evitar duplicidad de funciones. Complementó la sugerencia con un esquema del modelo australiano donde las distintas funciones y los organismos que las asumen se detallan.

Acompañó su presentación con un documento que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

10) La directora del Instituto de la Comunicación e Imagen y autora del libro “El Negocio de las Universidades en Chile”, señora María Olivia Mönckeberg, antes de hacer un análisis al proyecto de ley en estudio, efectuó una aproximación de la realidad del mundo de la educación superior, para lo cual se valió en gran parte de la información recopilada con ocasión de la elaboración de su obra ya citada.

En el contexto anterior, recordó que a fines del año 1980 y comienzos del año 1981 se promulgaron una serie de decretos conocidos como la Ley General de las Universidades, instrumentos legales que se consolidaron el año 1989 con la promulgación de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza que sentenció de manera clara que las universidades debían constituirse como corporaciones privadas sin fines de lucro. Sin embargo, agregó que el incumplimiento de la ley vigente comenzó a transformarse en una realidad habitual, hecho que a las autoridades del país pareció no importarles, porque creían que pese a ello el modelo funcionaba al alcanzarse niveles de cobertura en este ámbito de la educación no conocidos hasta entonces. Añadió que el auge mencionado alcanzó tales niveles que el concepto de universidad en muchos casos se desvirtuó, dañando de paso a la educación pública.

En la misma línea, informó que hoy en nuestro país existen cerca de 60 universidades, superando con creces las tan solo 8 universidades tradicionales que el país conocía hasta el año 1980. Añadió que solo tres universidades privadas se estrenaron al comenzar los años 80, la Universidad Gabriela Mistral, la Diego Portales y la Universidad Central, el resto fue creada al finalizar los años 80 y a comienzos del año 1990.

En el mismo orden de ideas, destacó que el año 1990, el número de universitarios era cercano a 131.700, de los cuales 20.000 asistían a universidades privadas, el año 2010 esa cifra aumentó a 558.000, de los cuales más de 300 mil asistieron a planteles privados. Esa realizada, puntualizó, da cuenta que la cobertura en quince años se ha triplicado, mas, aseguró, existen serias críticas respecto a la calidad de la educación entregada. Además, acotó que gran parte de los establecimientos lucra, resultando la educación un gran negocio en el cual participan grupos de poder político y/o económico de todos los sectores. Así, lo demostró al mencionar algunas casas de estudio y las figuras detrás de ellas. No obstante, aclaró que no todos los grupos han buscado generar ganancias al impartir educación superior, otras ven en ello la posibilidad de lograr un gran negocio ideológico con los recursos entregados por el Estado, entre las que incluyó algunas universidades privadas vinculadas a conocidos movimientos católicos.

Enfatizó que los problemas revelados tras la movilización de los pingüinos se han incrementado aún más al no existir una legislación ni una autoridad que haya sido capaz poner límites a las empresas relacionadas. Enfatizó que el lucro ha sido el gran motor de las universidades, de otra manera no se explicarían los enormes gastos en publicidad ni existiría tal preocupación de los grupos económicos por ella.

Por último, consideró también importante tener en cuenta la procedencia de los alumnos en cada una de las universidades del país. Sostuvo este dato es trascendental porque muchas de las universidades privadas orientadas a los niveles socio-económicos más bajos son las principales beneficiarias del crédito con aval del Estado. Aseguró que según un informe del Banco Mundial en el período 2006-2010, solo 6 grupos de instituciones de educación superior concentraron el 62% del portafolio. Remarcó que con el otorgamiento de ese crédito por parte del Estado se apoya no solo a sus estudiantes sino también a los bancos y a estas casas de estudio que aumentan sus recursos a costa del Estado.

Descrita la realidad del modelo de educación superior se abocó a la iniciativa legal en debate. Afirmó que, en su opinión, el proyecto sobre requisitos de funcionamiento de universidades privadas parece insuficiente para encarar las numerosas y graves anomalías que afectan al “mercado” de la educación superior, corriendo el lucro, con la legislación propuesta, el riesgo de legitimarse. En consecuencia, hizo hincapié en que no basta con crear la Superintendencia y que sería necesario dotarla de funciones fiscalizadoras más profundas. 

En la misma línea, sentenció que los requisitos y condiciones impuestas a las sociedades relacionadas establecidos en la iniciativa parecen insuficientes ya que las vinculaciones con empresas relacionadas son un problema mayor que no aparece abordado adecuadamente. Aseveró, además, que el 10% de participación de una persona en otra sociedad, es un límite alto. Agregó que tampoco la imposición de que las transacciones se permitan en la medida que se hagan a precio de mercado permitirá evitar el lucro, puesto que la determinación del concepto de precio de mercado será un asunto difícil de determinar.

Finalmente, hizo hincapié en que si bien existe la intención en la iniciativa que exista más información sobre las universidades, los grandes negocios seguirán existiendo a costa de los bolsillos y/o el endeudamiento de los estudiantes y sus familias. A fin de aminorar en parte ello, consideró conveniente que todas las universidades pusieran a disposición del público la información relativa a las remuneraciones de sus profesionales como también la de las transacciones que llevan a cabo, de lo contrario, aseguró que ello pudiera significar un nuevo golpe para la educación pública.

Acompañó su presentación con un documento que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

11) El Coordinador del Programa Social del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Troncoso dio a conocer ciertas consideraciones previas en torno a la educación superior. En ese contexto, comenzó su intervención advirtiendo que el derecho a la educación no es un bien público puro y, en consecuencia, no debiera ser tratado como tal, toda vez que no cumple con la condición de exclusividad ni con el criterio de universalidad y además existe rivalidad en su consecución. Agregó, no obstante, que algunas de sus características permiten incluirlo dentro de los bienes públicos, hecho que justificaría la participación del Estado.

Por otro lado, señaló que en el mercado de la educación quienes están mejor informados son los estudiantes, mientras que las universidades, los proveedores, se encuentran en una situación más desfavorable que los primeros, puesto que, por ejemplo, no tienen acceso a la información de los alumnos que seleccionan. Estimó que la situación anterior constituye la circunstancia ideal para que opere bien un mercado y exista competencia. Estimó que en esta línea pudiera avanzarse aún más a fin de que los alumnos posean mayor información a la hora de optar por una determinada carrera e institución.

Por otra parte, recalcó que la tendencia en la realidad internacional da cuenta de una mayor participación de las instituciones privadas y de una mayor autonomía de las instituciones públicas. Aseveró que Chile, en su caso, ha visto los frutos de permitir la participación de los privados en la educación, alcanzándose niveles nunca antes conocidos en cuanto a la cobertura y la calidad de la educación superior.

Refiriéndose a la tendencia global en financiamiento, sostuvo que se observa una tendencia a complementar el financiamiento público con fuentes privadas. Explicó que ello ha debido ser así por los grandes costos que implica la educación superior y que se manifiestan en mayores costos de matrícula debido al aumento de la cobertura y aumento de la investigación realizada. Comentó que en países incluso donde se prohíbe por la Constitución Política el cobro de matrícula como es el caso de Rusia y Polonia, ha debido comenzar a cobrarse por este concepto. Asimismo, indicó que la realidad comparada constata el mayor uso de créditos en este ámbito de la educación, el incentivo de actividades empresariales por parte de los profesores y la universidad, como también el estímulo para la realización de las donaciones.

En el mismo orden de ideas, destacó que en el derecho comparado se observa también una tendencia a reformar el financiamiento público, persiguiendo una mejor administración de los recursos entregados para lo cual se han incorporado exigencias a las casas de estudio en relación con los recursos que se les entregan.

Deteniéndose en un estudio de la OCDE respecto al financiamiento privado en la educación superior destacó que en Estados Unidos más de un tercio del financiamiento de ella proviene del mundo privado, mientras que en Chile ello representa solo el 6,4%. Con relación al gasto público en esta dimensión, por su parte, puntualizó que en nuestro país él asciende a un 2,2 lo que representa un 0.7% del PIB alcanzando niveles similares a la mayoría de los países de la OCDE y superior al de países como Japón e Inglaterra.

Fuera de lo anterior, y apoyándose en datos obtenidos del MINEDUC, enfatizó que nuestro país en materia de recursos y calidad en la educación ha alcanzado niveles nunca antes conocidos, destacando el aporte de las universidades privadas en estos logros. En el mismo orden de ideas, deteniéndose en los recursos con los que cuentan cada una de las casas de estudio para el desempeño de su labor, acotó que si bien se ha sostenido por algunos que las universidades privadas tienen muchos recursos para el desempeño de su labor ello no es así puesto que cuentan con recursos similares a los que tienen las universidades del CRUCH. Recalcó, también, que los planteles privados alcanzan niveles similares de calidad, así, puntualizó, da cuenta la asignación de los proyectos del Fondecyt, los años de acreditación y los puntajes de los alumnos que las prefieren.

Por su parte, el abogado del Programa Legislativo, del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Daniel Montalva comenzó su exposición señalando que si bien expositores anteriormente recibidos en audiencia por la Comisión han sentenciado que hay muchos elementos presentes en el proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior que deben ser modificados, todos han coincidido en la necesidad de contar con un órgano fiscalizador y sancionador en la institucionalidad vigente.

Precisado lo anterior, recordó que el proyecto de ley consta de tres artículos permanentes, el primero que crea la Superintendencia de Educación Superior, el segundo que modifica la Ley N° 20.129 incorporando obligaciones de información y el tercero que modifica la Ley General de Educación estableciendo la obligación de introducir directores independientes y regulando las operaciones de las instituciones de educación superior con personas relacionadas.

En primer lugar, refiriéndose al artículo primero permanente, destacó que, tal como lo indicó en su oportunidad el Honorable Senador señor Navarro, la Superintendencia propuesta carece de la independencia y autonomía necesaria para llevar a cabo la importante función que le ha sido encomendada. Comentó que el modelo de Superintendencia ha sido superado en el derecho comparado por la falta de autonomía política que presenta, cuestión que le resta, a su vez, autonomía técnica debido a la composición de su presupuesto y debido a la autoridad unipersonal que cambia constantemente y que tiene gran discrecionalidad. Por el motivo anterior, explicó que los países miembros de la OCDE han avanzado hacia la creación de Agencias Independientes o Agencias Regulatorias Independientes, organismos que se caracterizan por su autonomía, la neutralidad política, la especialización técnica y la eficacia que alcanzan.

Con relación a la misma idea anterior, acotó que en la Comisión de Supervisión Financiera, comité técnico establecido por el Ministerio de Hacienda para analizar el proyecto en estudio, existe consenso en cuanto a que un sano sistema de regulación financiera debe fundarse en el principio de independencia de las agencias para tomar decisiones. Agregó que si bien es cierto que existe un esfuerzo real de autonomía que se refleja en que el Superintendente sea elegido por medio del sistema de alta dirección pública y de mayor tecnificación al facultarse la exclusión de funcionarios de desempeño deficiente, no se logra alcanzar los niveles de una Agencia Independiente, hecho que, aseveró, debiera ser la meta si lo que se busca es una revolución en materia educacional.

Adentrándose en algunos aspectos específicos a reconsiderar, señaló, en primer lugar, que, en materia de remuneraciones del personal, sin perjuicio de aplicarse el Estatuto único vigente, se faculta al Presidente de la República para que, mediante Decreto Supremo, establezca un sistema de remuneración distinta, cuestión que aseguró no compartir.

En la misma línea, y en cuanto a las atribuciones de la Superintendencia, observó que se produce una superposición de las funciones de ésta con las del Ministerio de Educación al otorgarse a la primera la facultad de interpretar administrativamente las normas que se apliquen al caso concreto y de dictar normas de aplicación general. Añadió que siguiendo el principio de especificidad estas atribuciones debieran ser asumidas por la nueva figura, mas de conformidad al principio de jerarquía, ellas debieran ser materia del Ministerio. En consecuencia, hizo un llamado a aclarar quién será el órgano que las asuma.

Deteniéndose en la sanción de inhabilidad que la iniciativa contempla, hizo presente que pudieran generarse ciertos problemas, puesto que se afectaría con ello un derecho constitucional que es el realizar actividades protegidas por la Carta Fundamental.

Con relación a la entrega de las algunas de las facultades del SERNAC al organismo en estudio, afirmó no compartir aquella decisión, porque, advirtió que con ella se arrastran, al mismo tiempo, elementos que dicen relación con la educación básica, media y técnico profesional, excediendo de esta manera sus facultades. Precisó, además, que esta norma es una de carácter orgánico constitucional puesto que modifica las normas de los Juzgados de Policía Local, razón por la cual se requerirá la opinión de la Corte Suprema y visación del Tribunal Constitucional. Asimismo, recordó que, con ocasión de la discusión del proyecto de ley que creó el Sernac financiero, se consultó a la Superintendencia del ramo si ella era capaz de solucionar los conflictos entre privados, frente a lo cual ella enfatizó que la labor de una figura tal es velar por la estabilidad del sistema en su conjunto y no por la solución de los conflictos entre particulares. 

Continuando con el mismo tema, hizo hincapié también en que en el caso de las demandas colectivas o de intereses difusos ellas son materia, en la actualidad, de los tribunales ordinarios de justicia, produciendo sus sentencias efectos erga omnes. Remarcó que este importante efecto dejaría de producirse al quedar tales atribuciones dentro de la Superintendencia propuesta, ya que ella no tendría aquella trascendente facultad que inmensos beneficios genera.

Otro punto que, dijo, debe tenerse en consideración es la situación en la que quedarían los alumnos en el caso de hacerse efectiva la revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior, hecho no resuelto en la iniciativa legal.

En otro orden de ideas, refiriéndose a la superposición de atribuciones tantas veces criticada por los distintos expositores recibidos en audiencia, afirmó que ello es en realidad un beneficio. Apuntó que la Superintendencia debe no solo ser un órgano fiscalizador y sancionador sino también un instrumento recopilador de los datos obtenidos por el Consejo Nacional de Educación, el Consejo Nacional de Acreditación y por el Servicio de Información de Educación Superior, encargándose de la consolidación y difusión de los mismos de manera que el público tenga mayores antecedentes sobre los distintos establecimientos de educación superior posibilitando una toma de decisiones más acertadas.

Aludiendo a la decisión contemplada en la iniciativa de exigir la incorporación de miembros independientes en los directorios de las corporaciones, indicó que ello sería una decisión que permitiría evitar posibles conflictos de interés y aseguraría además la independencia y autonomía en las decisiones que se adopten. Sin embargo, estimó que la independencia propuesta no resultaría suficiente al ser solo respecto de los miembros pero no respecto de la sociedad misma. Sobre el particular afirmó que si el objeto es proteger a los accionistas minoritarios la decisión es adecuada, mas si la finalidad es proteger el objeto del establecimiento educacional, como es el caso, la independencia debiera ser transversal.

Asimismo, agregó que debiera establecerse un nuevo sistema de designación de directores, estableciendo, a la vez, modificaciones de fondo al directorio. Puntualizó que ello se lograría mediante la implementación de tres elementos que se aplican en el derecho comparado y que son el Comité de Auditoría, el Comité de Asuntos Educacionales y el Comité de Designación. Explicó que el primero dice relación con la aprobación o rechazo de los estados financieros como también con la designación de los auditores, el segundo con la aprobación o rechazo de los planes educacionales así como la modificación de las mallas curriculares y, el tercero, con la administración inferior de la persona jurídica.

Añadió que lo anterior implica que ambos comités deben dictar una resolución fundada explicando porqué se aprueba o se rechaza, lo que supondrá un estudio más de fondo de la materia y si el directorio quiere contradecir la opinión de ambos comités, ello debe ser fundado. Todo lo anterior, precisó, quedará como información de libre disposición que recopilará la Superintendencia, lo que obligará al perfeccionamiento, tecnificación y a un tratamiento profundo de los temas. Asimismo, consideró importante la creación del comité de designación que establezca reglas específicas sobre designación así como requisitos técnicos y profesionales y que proponga los distintos candidatos por resolución fundada ante los miembros para que ellos tengan mayor información respecto a quien será su próximo directorio.

En otra línea, refiriéndose a las operaciones de las universidades con personas relacionadas, estimó que la propuesta del Ejecutivo apunta en la dirección correcta al no coartar la estructuración para repartir los riesgos. Además consideró que la contratación con personas relacionadas no es mala per se, consideración que, dijo, ha sido recogida en nuestra ordenamiento jurídico en la Leyes N° 18.045 y 18.046 y afirmó que lo que la iniciativa persigue es impedir la redistribución de utilidades al establecer que las operaciones se realicen a precio de mercado.

Deteniéndose en el mínimo del 10% establecido, explicó que ello se establece en consideración a que se ha presumido por el legislador a lo largo de la historia legislativa que aquel que posee menos de 10% no tiene incidencia en la toma de decisiones, es decir, existe una presunción de que no tiene interés ni ha podido versar sobre dicha operación, por lo que no puede considerarse dentro de las personas relacionadas.

Finalmente, hizo presente que se ha establecido por parte de algunos invitados que existe un posible estancamiento de operaciones si es que cada operación con persona relacionada debe ser aprobada por los directores independientes así como por la mayoría de los directores en ejercicio. Aseguró que este posible estancamiento se soluciona con las modificaciones propuestas anteriormente al gobierno corporativo y principalmente al directorio.

Por último, quiso detenerse en los artículos transitorios presentes en la iniciativa legal. Sobre el particular señaló que el artículo 3° transitorio establece la obligación que todos los contratos vigentes a la entrada en vigencia de la iniciativa legal deben adecuarse dentro del plazo de 90 días, hecho que parece discutible toda vez que la nueva ley no puede afectar relaciones contractuales vigentes y celebradas en conformidad a la ley aplicable al momento de su celebración. Recordó que al celebrarse contratos nacen derechos para las partes cuya propiedad está garantizada constitucionalmente, razón por la cual las leyes no tienen efectos retroactivos sino en casos excepcionales.

Acompañó su presentación con un documento que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

 
12) El Presidente de la Asociación de Académicos sede Concepción, señor Leonardo Seguel, comenzó sus reflexiones analizando la necesidad de crear una Superintendencia de Educación superior para resolver la profunda crisis estructural y valórica que sufre la educación superior, y en este sentido dijo que para que un organismo fiscalizador en materias de cualquier naturaleza referidas a la educación superior pueda tener un rol trascendente y acorde con la sociedad en que se inscribe, debe considerarse que en primer lugar, debe existir un marco referencial, un orden institucional valórico que le permita un accionar coherente con el modelo de sociedad que la ciudadanía en forma democrática y participativa que ha definido y acordado para sí.


 En este mismo orden de cosas, dijo que la falta de un proyecto compartido de sociedad que se aspira a construir, donde el rol de la educación superior pública y estatal ni siquiera esta declarado o asumido como estratégico en el desarrollo del país y menos aún, la responsabilidad financiera que le cabe al Estado para garantizar su permanente existencia, ni acordados los estándares  normativos mínimos que definen que es cada institución, su perfil propio, su identidad, su compromiso geo cultural de región y de país, incluso lo básico que hace que una universidad tenga el estatus de universidad, en suma, todas estas ausencias junto a la reducción de la dimensión pública vienen a distorsionar la misión transformadora de la realidad que debiera cumplir la educación superior, especialmente la estatal, en nuestro entorno socialmente segregado, tremendamente desigual y culturalmente malogrado.


Sostuvo que cuando la vida entera del país está regulada por las leyes del mercado, que a su parecer no son leyes que construyen una sociedad sana, equilibrada y que interacciona, donde según dijo, el concepto de solidaridad a quedado proscrito siendo remplazado constitucionalmente en el año 1981 por la cruenta competitividad que degrada y destruye al otro.


Siguiendo con el desarrollo de sus ideas, señaló que el ser humano está diseñado para vivir en comunidad y por esta razón sostuvo que la solidaridad es una consecuencia natural y política a lograr. En sentido similar, dijo que no es casual que exhibamos el vergonzoso record de ser el segundo país dentro de los que forman parte de la OCDE en los que ha aumentado la tasa de suicidios en los últimos 15 años, y ello lo atribuyó a la educación porque esta no es sino el entrenamiento para la vida, el objetivo final debe ser logra un país sano y feliz, lo que actualmente es científicamente medible.


Dijo que entre lo que existe actualmente, el sistema educacional solo evalúa la eficiencia instrumental, una PSU anacrónica que pedagógicamente no se sostiene y que por e contrario condena socialmente y segrega. También destacó el empobrecimiento de los currículos y contenidos, porque a su juico se esta instruyendo sólo empírea porque lo demás es inútil para el mercado, lo que representa un deterioro y funcionalismo mecanicista y tecnocrático extremo es, en su opinión, un fracaso.


Abordando otros temas de su interés, dijo que hablar de educación es hablar de valores, de un pensamiento crítico y creativo, no solo de números, ya que hizo presente que no podrá medirse ni fiscalizarse la equidad de la educación superior, sin no se ha definido ni acordado su significado social ni sus valores intangibles.


Asimismo, señaló que lo que se espera en materia de calidad por parte de la ciudadanía, es que exista, desde su punto de vista, una coherencia entre lo que se enseña, cómo se enseña y la pertinencia de conocimientos y aprendizaje que requiere la sociedad, porque la otra calidad que se refiere al modelo neoliberal, fracasó. Dijo que la relación que debe existir entre la educación superior, la universidad y la sociedad entera, es dese su punto de vista, un debate olvidado así como también el sentido de compromiso social que tiene o debe tener el ejercicio de las profesiones para la construcción de una sociedad mas solidaria. 


Refiriéndose a la Superintendencia, expresó se trata de un organismo reduccionista, que sólo se limita regular el lucro, ni siquiera lo elimina, de manera que calificó como urgente la necesidad de una reforma constitucional que otorgue un sentido, una respuesta democrática, participativa y global al problema de la educación superior, y en este sentido, para revertir el adverso escenario descrito, propuso crear urgentemente grupos de trabajo inclusivos, formados por los actores relevantes de la educación superior que puedan abrir un debate público de cara a la ciudadanía, respecto de cuáles son las políticas públicas que garanticen el sistema de educación que éste país requiere, y no sólo reformismos legales para establecer límites y controles de lo inadmisible, sino que se llegue a la construcción de un modelo de sociedad que permita definir el sistema educacional.


Finalmente, propuso crear las instancias legislativas para iniciar simultáneamente una amplia discusión ciudadana sobre la urgente reforma constitucional antes señalada, que a su parecer, permitiría llevar adelante los profundos cambios y articulaciones necesarias para superar la fuerte inequidad social en educación, salud, previsión, participación y representación que la ciudadanía reclama. Terminó preguntando si los argumentos expuestos eran muy difíciles de solucionar y como ejemplo citó el caso de Suecia, donde se resolvieron estos problemas estableciendo constitucionalmente la gratuidad. 

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Navarro señaló que a su parecer es claro que el proyecto tiene una redacción muy particular, por cuanto deja todo en manos del Superintendente y es a su juicio un diseño ajustado a la autoridad política de turno, ello por cuanto estimó que no tiene asociadas definiciones permanentes.


Asimismo, dijo que es claro que no se le puede pedir a una superintendencia de educación que cumpla con el rol de transformar la educación superior, no obstante que a su parecer esta iniciativa busca abordar un aspecto de la educación superior cuando la crisis es estructural, de manera que afirmó que claramente la Superintendencia que se pretende crear es insuficiente  y presenta una serie de ausencias y vacíos.


Agregó que resulta evidente, a partir de estas exposiciones, que la creación de un órgano fiscalizador no resuelve los problemas y las contradicciones básicas, ya que a su parecer  lo primero es resolver ciertas definiciones antes de pensar en la fiscalización. En este mismo sentido, dijo que actualmente nada impide a las universidades que cumplan con las exigencias planteadas y no obstante, no lo hacen.


Por último, concluyó que el debate de la Superintendencia ha servido para develar y entender  que los temas de fondo siguen pendientes, ya que el proyecto resulta ser muy flexible y privatizador para cumplir con los objetivos planteados. 

Acto seguido, el Honorable Senador señor Quintana, afirmó que los cuestionamientos al proyecto de ley en discusión son amplios y profundos. En efecto, la iniciativa no resuelve el tema del lucro, por lo que le solicitó al Ministro una indicación sustitutiva que aborde los cuestionamientos planteados, toda vez que a su parecer, es necesario contar con un organismo como la Superintendencia, pero enfatizó que rechaza los contenidos del proyecto que son de índole económico, ya que la iniciativa presidencial cuenta, a su parecer, con una arquitectura propia de cualquier actividad económica, lo que no se condice con lo que se necesita para dar respuesta a las demandas en materia educacional.


Por último, preguntó al señor Meller a que se refería cuando habló de las ganancias extra- normales como sinónimo de lucro, y le solicitó que pudiera precisar este concepto. Adicionalmente, preguntó si las regulaciones propuestas por el Mineduc son suficientes para hacer cumplir la ley con respecto al no lucro que debe existir en educación superior y si esto debiera extenderse a los IP y CFT.


A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que, en general, no se ha puesto en duda la necesidad de crear una Superintendencia, aunque si se ha planteado que es necesario hacerle algunos cambios o ajustes, además de revisar toda la institucionalidad existente con el objeto de evitar duplicidades y mejorar el proyecto de ley que está en discusión. 


En un sentido similar, estableció que tampoco se pone en duda la necesidad de una mayor transparencia y mayor fiscalización, por cuanto ello es necesario para que los estudiantes y sus familias puedan tomar decisiones informadas, las que no sólo tienen que ver con el sistema de educación superior privado, sino que también con el público, porque en ambos hay universidades que ofrecen distintas calidades de educación. Asimismo, destacó que lo anterior es tremendamente relevante por cuanto las decisiones en este ámbito son decisiones de vida que además dejan endeudados por varios años.


Asimismo, felicitó al Ministerio por el esfuerzo que está realizando en miras de tener más información, no obstante que falta aun más. En este sentido, insistió en que, una cosa es que se plantee la posibilidad de mejorar este proyecto y otra muy distinta es señalar que no se necesita este proyecto.


Establecido lo anterior, dijo que desde el punto de vista de la ciencia política, le genera dudas que una institución se preocupe de todo, por lo que señaló que desde su punto de vista es mejor cuando la instituciones se especializan en un tema, de manera que a este respecto le parece que no se puede pedir que la Superintendencia se haga cargo de todos lo temas en que actualmente existen cosas pendientes.


En lo que dice relación con la educación superior compartió que le falta calidad y añadió que también falta transparencia en la medición de esa calidad, pero no obstante ello, señaló que se debe separar a la Superintendencia que tiene que fiscalizar y  transparentar, de la calidad que se tiene que ver en forma separada.


Por último insistió en que se debe dar una misión clara a la Superintendencia que a su vez, va a facilitar su tarea y le permitiría avanzar en  la legitimación del sistema educacional a nivel superior.



Por su parte, el Ministro de Educación señor Beyer  señaló enfáticamente 
que cada proyecto de ley tiene su propósito definido, y en el caso del proyecto en discusión dijo que busca aclarar, transparentar y evitar que se canalicen excedentes de las instituciones hacia otros lugares. En este sentido, comentó que algunos de los temas planteados como el de la calidad, tienen otros instrumentos, que en este último caso es el sistema de aseguramiento de la calidad respecto del cual existe el compromiso para que este año se le introduzcan modificaciones con el fin que se haga cargo de los aranceles entre otros problemas.

Señaló que todos los objetivos que tiene su cartera son varios y deben ser atacados por diversas vías, por lo que sostuvo que en el caso específico de la Superintendencia, los objetivos planteados en el Mensaje contrastados con  el proyecto en sí, son bastante acordes. En este mismo sentido, indicó que las críticas que se han hecho al proyecto, a su parecer se insertan dentro de la lógica para la cual éste proyecto de ley fue concebido, por lo que destacó que no viene a resolver todos los problemas de la educación superior, toda vez que tiene objetivos muy precisos.


Por último, hizo presente que en la experiencia internacional, toda la arquitectura educacional tiene distintas instituciones y políticas, donde cada una se orienta a distintos objetivos abordando a su vez distintos temas, y en este sentido destacó que ese es precisamente el camino que el Gobierno quiere seguir, de manera que la Superintendencia es un instrumento mas dentro de una arquitectura que tiene que ser mucho mas densa.  

El representante del Instituto Libertad y Desarrollo señor Troncoso señalo discrepar de la afirmación que se hace en cuanto a que la Educación en Chile sería la más cara del mundo, ya que a su parecer ello no es verdad, ya que ese cálculo no considera todas las ayudas estudiantiles que van  a financiar la Educación Superior, ello por cuanto afirmó que la cifra de la OCDE, no lo hace, y por tanto es falso que el 80% de la educación superior en Chile sea financiada por privados.

En cuanto a la relativización del PIB Per-cápita dijo que si bien puede enfatizar algunas cosas, sostuvo que no se puede concluir de ello en forma tan general que sea la educación mas cara del mundo. En este sentido dijo que si se pretende concluir por esta via que una institución distinta debe fijar los precios, esto es muy delicado, ya que las fijaciones de precios han demostrado a lo largo del tiempo no ser la mejor herramienta.

Seguidamente, el Director de Proyectos de la Corporación de Estudios para Latinoamérica CIEPLAN señor Meller indicó que discrepa absolutamente de lo planteado con anterioridad, ya que en primer lugar, dijo que relativizar al PIB Per-cápita es un aspecto esencial por cuanto la educación no es un bien transable, si lo fuera, la gente estudiaría en otros lugares, y eso es lo que esta detrás de la relativización señalada, dijo que mas allá de eso, en el tema del costo, es cuestión de ver qué implica para el ingreso familiar el valor de los aranceles, y en este sentido, sostuvo que la gente esta saliendo a protestar por lo elevado de los aranceles. Compartió con la Honorable Senadora señora Von Baer que cuando se trata de carreras mas caras como Odontología o Medicina, ello implica alrededor de $600.000 mensuales para el 60% de la población, es decir, mas del 40% del ingreso de tener un hijo en la educación superior y si es mas de uno, hay que multiplicar por dos, lo que implica que ya abarca el 80% de la población e incluso los 9 primeros deciles.

Dentro de este contexto, afirmó que  no es real que la educación no sea la mas cara en comparación a Haití, en este mismo orden de ideas también sostuvo que es falso que el modelo sea competitivo porque los consumidores tienen toda la información, ya que afirmarlo de ese modo es a su juicio, no entender el problema de fondo que es que las universidades son cajas oscuras, ya que uno no sabe que es lo que va a encontrar, y para graficarlo aun mas lo comparó con el cine en el sentido que uno paga primero y después ve la película sin saber su calidad, la diferencia es que en materia de educación ello tarda alrededor de 5 años al cabo de los cuales se detecta si valió o no la pena, no obstante ya haber pagado, con la consiguiente perdida de tiempo, además de todo el ingreso que se acumuló para costear la universidad y por ello fue enfático en sostener que el enfoque de Libertad y Desarrollo es errado, y no corresponde a la realidad del país.

En el tema de las utilidades, contestando la pregunta del Honorable Senador Señor Quintana, aclaró que la utilidad normal es una tasa de retorno esperada promedio para todos los sectores que bordea entre el 5 al 7% donde sea que se invierta, de manera que si hay sectores en los cuales la rentabilidad es superior a esa cifra, entonces hablamos de utilidades extra normales, como ocurre por ejemplo: en el costo del sector financiero y AFP entre otros, donde tenemos varias instituciones pero el sistema competitivo no está funcionando.

En relación con lo anterior, dijo que la esencia del sistema competitivo es que lleva a que las utilidades sean normales, osea que se recupere el capital invertido, pero en el caso de las universidades, destacó que están recuperando no sólo la inversión sino también la depreciación del capital que están teniendo, por lo que insistió en que es necesario medir para saber en cuanto se amortiza una inversión determinada, de manera que aseguró que en la medición del lucro esta la clave, ya que cualquier utilidad que tenga una institución de educación superior no es necesariamente lucro, y se debe ver cual es la tasa de retorno que tiene la inversión.

Por último, compartió con la Honorable Senadora señora Von Baer que es mejor tener una Superintendencia a no tener nada, pero planteó que ella no debe estar abocada solo al lucro, sino que debe ir al problema de fondo que aqueja a la sociedad y que a su parecer son los aranceles. En este sentido dijo que no necesariamente la Superintendencia debe ver el tema de aranceles y calidad, pero sí insistió en que debe hacerse cargo de uno de ellos: aranceles. Señaló que lo anterior es necesario para saber por qué son lo que son, y se manifestó de acuerdo en que en este sentido se debe transparentar toda la información respecto de los costos de manera de saber por qué se llega a los aranceles  a que se llega y para eso es necesario contar con la Superintendencia.

Insistió que se necesita una institución que se preocupe de resolver un componente fundamental de lo que inquieta a los estudiantes, ya que en su perspectiva la petición de gratuidad es una respuesta a lo elevado de los aranceles, y sobre este particular dijo que ellos se deben examinar con una Superintendencia abocada al problema de los aranceles, ya que el lucro es un subproducto en el sentido que ese no es el problema, sino que el problema es el mercado, los aranceles que están prevaleciendo en el mercado de la educación superior y que las instituciones que están adentro no se están autoregulando, de manera que entonces resulta necesario regularlas dese afuera, lo que corresponderá a la Superintendencia.  

Por su parte, la Directora del Instituto de la Comunicación e Imagen ICEI de la Universidad de Chile, señora Monckeberg  refiriéndose a los dichos del señor Troncoso, afirmó que hay una nebulosa en este mercado que es muy poco transparente, donde dijo que la gente se ve atrapada por la publicidad que muchas veces es tremendamente engañosa, de manera que decir  que se cuenta con toda la información es simplemente una falacia.

En otro orden de cosas, hizo presente que en los CFT e IP existe el lucro porque así se estableció desde su creación, en este sentido dijo que en algunos de ellos se han impartido carreras de muy dudosa calidad, además que algunos están relacionados con universidades y con empresas, siendo este un tema del que según dijo, se habla muy poco, salvo cuando se trata de becas y créditos.

Continuando con lo anterior, indicó que es necesario preocuparse de que la enseñanza técnica que se imparte en los distintos centros de formación técnica, sea efectivamente la que se necesita en el país.

Finalmente, aludiendo nuevamente a lo planteado por el representante del Instituto Libertad y Desarrollo respecto de que las universidades privadas realizan investigación, señaló que esa afirmación no es veraz, por cuanto hizo presente que la única universidad privada que investiga en Chile es la Universidad Andrés Bello, y para lo anterior, dijo que basta ver lo que pasó con la entrega de los fondos Fondecyt, de modo que afirmó que no son las universidades privadas nuevas las que están investigando y aportando al desarrollo del país por esa vía.

En sesión posterior, la Comisión, continuando con la discusión en general de la iniciativa de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior, escuchó una vez más la presentación del Ministerio de Educación respecto del proyecto en estudio, dado el tiempo transcurrido desde la última sesión destinada a él.
 

El Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas recordó que el proyecto en estudio es de gran relevancia para el Ministerio de Educación y enfatizó que la complejidad del mundo de la educación superior y la presencia de más de un millón de estudiantes en él ameritan la creación de una Superintendencia de Educación Superior, más aun teniendo a la vista los últimos hechos que ha conocido el país respecto de la Universidad del Mar que dejan de manifiesto las pocas facultades con las que cuenta el Poder Ejecutivo para darles la solución óptima. 

- - -

III.- DISCUSIÓN EN GENERAL




Una vez concluidas las exposiciones de los distintos invitados, y efectuado el debate en torno a ellas, la Comisión realizó la discusión en general de la iniciativa en informe.

En ese contexto, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa volvió a presentar la iniciativa legal, poniendo de relieve sus principales objetivos y recordando las observaciones a él formuladas por quienes fueron invitados a referirse a ella.

En primer término, sostuvo que se pretende crear una Superintendencia de Educación Superior a fin de dotar al Estado de mayores atribuciones para fiscalizar que las universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales cumplan con las obligaciones que les impone la ley. En segundo lugar, se quiere dar mayor transparencia e información al sistema de educación superior, obligando a las instituciones a entregar información patrimonial, financiera y académica, complementando los deberes que sobre ellas pesan en la actualidad. En tercer lugar, se intenta dar una nueva regulación para las instituciones de educación superior, imponiéndole mayores exigencias y regulando las operaciones de las universidades con personas relacionadas.
En cuanto a la creación de una Superintendencia de Educación Superior, indicó que ella se presenta como un servicio público, descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del MINEDUC. Agregó que su objeto principal consiste en velar por cumplimiento de la normativa aplicable a las instituciones de educación superior, la transparencia del sistema, y en sancionar las infracciones cometidas.

Refiriéndose a la atribución de fiscalización, destacó que se busca que esta Superintendencia vele por el cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las obligaciones de información que por ley les corresponde, por la observancia de la prohibición de efectuar publicidad engañosa; por el respeto a los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales las instituciones hubieren ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes;
por que la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones no estén condicionadas a exigencias pecuniarias que no se hayan hecho públicas al tiempo de celebrarse el contrato de prestación de servicios educacionales; y por el cumplimiento de la regulación aplicable a las operaciones con personas relacionadas que realicen las universidades. Subrayó que para poder dar cumplimiento a las atribuciones de fiscalización el proyecto dota a esta nueva persona jurídica de las facultades que sean necesarias para ello, tales como poder hacer auditorías, ingresar a las instituciones y tener acceso a los libros de contabilidad, por mencionar algunas.

Aludiendo a la facultades de publicidad y transparencia, acotó que ellas apuntan a que se mantenga y actualice la información relativa a la situación patrimonial, a los estados financieros debidamente auditados, a la individualización de los socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior y, a que se mantenga y actualice la información relativa a sus operaciones con personas relacionadas. Asimismo, agregó, se busca velar por que los datos de carácter personal, a los que tenga acceso, se mantengan en reserva, por mantener un registro público de socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior, y por poner a disposición del público la información pública que se recopile. Añadió que la idea es potenciar la transparencia del sistema tanto para una adecuada fiscalización como para trasladar esa información a los estudiantes y sus familias de manera que estén en las mejores condiciones para elegir la institución que más se adecúe a su interés.

Deteniéndose en las sanciones que contempla el proyecto en estudio, recordó que, actualmente, la normativa vigente sólo visualiza situaciones muy extremas de infracción a la ley lo que redunda en que las sanciones aplicables sean sólo aplicar una multa de hasta 100 UTM, para el caso que no se entregue la información que la ley N° 20.129 exige, o bien la revocación del reconocimiento oficial de la respectiva institución. Comentó que lo que se busca con el proyecto es establecer una amplia gama de sanciones intermedias que van desde la amonestación escrita, pasando por multas a beneficio fiscal de hasta 1.000 UTM, por la inhabilitación temporal de quien hubiere intervenido en la operación entre universidades y personas relacionadas sin haber dado cumplimiento a las exigencias que la ley impone, hasta llegar a la .revocación del reconocimiento oficial de la universidad en caso de infracciones graves y reiteradas.

En segundo término, se refirió al objetivo de dar mayor transparencia e información al sistema de educación superior. Sobre el particular, sostuvo que el propósito es exigir a las instituciones de educación superior la entrega de información patrimonial, financiera y académica. Respecto a la información académica puntualizó que ella apunta a que se proporcione información relativa a los cobros que se hacen a los estudiantes, a las condiciones generales y especiales de admisión, y a los reglamentos internos vigentes sobre promoción, disciplina y titulación. Además, agregó que se busca contar con el resultado del último proceso de admisión, incluyendo, a lo menos, una nómina de los estudiantes admitidos; de los alumnos que durante el período anual inmediatamente anterior hayan dejado de formar parte de la carrera o programa académico correspondiente; con la información de egresados y titulados durante el período anual inmediatamente anterior y con el informe anual sobre los recursos educativos, infraestructura, equipamiento y cuerpo docente.

Deteniéndose en la información patrimonial y financiera, en tanto, puntualizó que se contempla exigir a las instituciones de educación superior llevar contabilidad completa, que sometan su contabilidad al examen de auditores externos, que envíen semestralmente a la Superintendencia de Educación Superior los estados financieros consolidados, debidamente auditados, que hagan llegar, además, dentro de los 30 días siguientes al término de cada semestre calendario, un listado actualizado con la individualización completa de sus socios o miembros y directivos; y que envíen, anualmente, a la Superintendencia de Educación Superior un listado actualizado de las entidades en cuya propiedad la universidad tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la universidad pueda elegir, a lo menos, a un miembro del directorio u órgano de administración.
Continuando con el desarrollo del objetivo de transparencia, puso de relieve que el proyecto en estudio establece, también, normas sobre publicidad engañosa. En efecto, precisó, se establece la prohibición para las instituciones de educación superior de emitir publicidad engañosa, entendiéndose por tal cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de valores, acreditación, perspectivas de inserción laboral, infraestructura y cuerpo docente, entre otras.

En tercer término, se refirió a la nueva regulación respecto de las operaciones de las universidades con personas relacionadas. Sobre el particular, remarcó que la iniciativa de ley en estudio modifica la Ley General de Educación estableciendo nuevas normas sobre composición de los órganos de administración de las universidades que no tengan carácter estatal y nuevas disposiciones respecto a las operaciones de las universidades con personas relacionadas.
Aludiendo a las nuevas normas sobre composición de los órganos de administración de las universidades que no tengan carácter estatal, señaló que con el objeto de velar por la adecuada independencia en la toma de decisiones que pueden afectar el patrimonio de la universidad, se establece para ellas la obligación de contar con al menos tres miembros independientes en su directorio o respectivo órgano de administración. Añadió que para estos efectos, el proyecto define con claridad quienes no se considerarán independientes para estos efectos. 
Sobre la regulación de las operaciones de las universidades con personas relacionadas, explicó que el proyecto se hace cargo de un vacío existente en nuestra legislación, incorporando una nueva norma que tiene por objeto evitar que las universidades retiren excedentes por la vía de relaciones contractuales con personas relacionadas, estableciendo los mecanismos adecuados para que en caso de existir esas operaciones, se lleven a cabo en condiciones de equidad similares a las que prevalecen en el mercado. Añadió que el proyecto establece qué se entiende por personas relacionadas, siguiendo criterios de parentesco y relaciones patrimoniales, tanto respecto de los miembros de la universidad, como de quienes la administran. Asimismo, hizo notar que las universidades, tanto privadas como estatales, sólo podrán efectuar operaciones con sus personas relacionadas cumpliendo determinados requisitos, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.

Continuando con el desarrollo de la idea anterior, se refirió a los requisitos que debe cumplir toda operación con personas relacionadas. Apuntó que en ellas se deben cumplir condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado a la fecha de su celebración, que deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los miembros del directorio u órgano de administración, debiendo excluirse de la votación aquellos miembros que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate (salvo aquellas que no superen 2000 UF), que tratándose de universidades no estatales, se requerirá además el voto favorable de la mayoría de los miembros independientes, y que en el caso de las universidades estatales, se requerirá, además, el voto favorable de la mayoría de los miembros designados por el Presidente de la República. Acotó que de ellas habrá que dejar constancia en acta del acuerdo del Directorio y que esa información deberá comunicarse trimestralmente a la Superintendencia. Además, indicó que las universidades sólo podrán asociarse con sus directivos y docentes cuando la sociedad que constituyan cumpla con alguna de las siguientes condiciones: que la sociedad tenga como giro el desarrollo de invenciones que puedan ser amparadas por una patente, o que el capital social inicial de la sociedad consista en una patente de invención y el giro de ésta sea su explotación. En relación con esto, advirtió que la idea no es frenar la posibilidad de desarrollar nuevos proyectos y de innovar en las universidades, pero sí velar por que esos mecanismos no se utilicen para desviar recursos de la corporación.

En relación con el tercer objetivo, puso de relieve que se propone establecer la responsabilidad civil de los directores o miembros del órgano de administración, de tal manera que pueda perseguirse cuando hubieren aprobado la operación no ajustada a los requisitos, por el monto total de los perjuicios sufridos por la universidad. Para estos efectos, continuó, los directores o miembros del órgano de administración que hubieren aprobado la operación, serán solidariamente responsables de los perjuicios causados. Agregó que podrán perseguir esta responsabilidad la Superintendencia de Educación Superior, los directores que no participaron del acuerdo y cualquier otro miembro de la corporación.
En otra línea de argumentación, se detuvo en las sugerencias y comentarios formulados por los invitados a la Comisión. Sobre el particular, aseguró que el Ejecutivo tiene plena disposición de hacerse cargo de ellos, especialmente, de aquellos de orden formal. Sin embargo, resaltó que ellos van en un sentido absolutamente opuesto al del proyecto, por lo que deberán ser zanjados durante el debate parlamentario. Añadió que las sugerencias relativas al trato que se da en este proyecto a las universidades del Estado son perfectibles, de modo que exista un adecuado contrapeso de las obligaciones que sobre ellas pesan y que, en consecuencia, habrá que buscar los mecanismos para que ellas estén sujetas a la misma obligación, sin necesidad de tener que poner sobre sus hombros cargas aún más pesadas que las que quedarán para las universidades privadas. Asimismo, recogiendo las citadas sugerencias, estimó pertinente la idea de darle atribuciones más genéricas a la Superintendencia, enmarcando con mayor precisión las obligaciones de las universidades y estimó razonable, también, dar mayor claridad respecto de las infracciones que pudieran cometer las instituciones, estableciendo gradualidad en ellas.

Tras escuchar las intervenciones de los representantes del Ministerio de Educación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró el intento del Gobierno de legislar respecto de esta materia. Estimó que su regulación resulta pertinente dado los hechos conocidos recientemente respecto a la Universidad del Mar, hechos que, recalcó, ponen cierta urgencia en el inicio de su vida jurídica. 

Establecido ello, recordó que todos quienes fueron recibidos en audiencia con ocasión de la discusión en general de la iniciativa legal coincidieron en la necesidad de crear en nuestro país una Superintendencia de Educación Superior. No obstante, haciendo suyas las palabras del señor Fontaine subrayó que el proyecto, tal como está, no asegura suficientemente el cumplimiento de la Ley General de Educación que prohíbe el lucro abierto y encubierto en las universidades. Añadió que, probablemente, por la vía de sociedades relacionadas seguirá ocurriendo lo que ha sucedido hasta ahora. Destacó, asimismo, que el mencionado invitado calificó la iniciativa legal como un híbrido y aseguró que no responde a lo esperado, razón por la cual causará decepción, ya que la inmensa mayoría de los estudiantes, académicos, profesores y de la población en general que se opone al lucro encubierto se sentirán defraudados si este proyecto se aprueba como está.

Sin perjuicio de lo anterior, valoró la propuesta del Ejecutivo de crear una Superintendencia de Educación Superior y enfatizó que existe un consenso transversal respecto de su necesidad. Además, coincidió también el objetivo de transparencia contenido en el proyecto de ley, ya que permitirá hacer pública la información académica, financiera y económica. Añadió que es necesario, por lo demás, equiparar las exigencias en las universidades estatales, quienes están sujetas a la Ley de Transparencia, con la de las demás casas de estudios.

Tras dejar al descubierto las fortalezas de la iniciativa de ley, se detuvo en las debilidades de ella. En primer lugar, calificó al proyecto como insuficiente y débil para cumplir con los objetivos señalados. Explicó que al no existir un marco regulatorio claro en materia de educación superior, la institucionalidad propuesta carece de un objeto. A mayor abundamiento, enfatizó que la Superintendencia busca fiscalizar, pero las normas a partir de las cuales ello se hará no están claras. Apuntó que resulta indispensable que esta nueva institucionalidad vaya acompañada de una adecuación del marco regulatorio que sea capaz de reconocer, entre otros, los principios, fines y deberes del Estado, los derechos y deberes de los actores que participan en el proceso educativo, las disposiciones generales, y los niveles y modalidades. Insistió en que al no existir un marco regulatorio adecuado no queda claro cuál es el objeto de fiscalización de la Superintendencia.

En segundo lugar, puso de relieve que se requiere de una especial regulación en lo que respecta al cumplimiento de la obligación de no lucro. Acotó que debiera avanzarse hacia un sistema en donde todas las instituciones de educación superior que accedan a fondos públicos no puedan perseguir fines de lucro. Adicionalmente, señaló que debiera establecerse una normativa adecuada para garantizar el cumplimiento de esa prohibición y fiscalizar todos los actos que se realicen a título oneroso, velando por que se utilicen precios de mercado que es la única forma de evitar el resquicio actualmente conocido.

En la misma línea argumental, trajo a colación nuevamente las palabras del señor Fontaine quien propuso derechamente prohibir las operaciones con personas relacionadas. Observó que, por el contrario, el proyecto de ley las permite. Aseguró que ello es un tema que resulta complejo, porque habrá que ver en la práctica, por ejemplo, que tan independientes resultan ser los directores independientes. Hizo notar que debiera avanzarse hacia una legislación que las prohíba y que regule los actos a título oneroso. Sin embargo, puntualizó que quizás sería conveniente evolucionar hacia un sistema que distinga entre universidades estatales, universidades sin fines de lucro y universidades con fines de lucro, tal como se espera hacer en el proyecto de ley que prohíbe el lucro con fondos públicos en la educación.
 Eso, destacó, permitirá hacer más transparente el modelo educacional. Remarcó que de seguirse esta última alternativa, las casas de estudio que decidan constituirse como personas jurídicas con fines de lucro deberán pagar impuestos y no podrán recibir fondos públicos. Sostuvo que sería bueno abrirse a analizar esta última opción porque quizás ella sea la solución óptima para transparentar el sistema.

En tercer lugar, señaló que la creación de la Superintendencia de Educación Superior necesariamente debe estar en concordancia con el Servicio de Impuestos Internos. Sentenció que dado que uno de los aspectos a fiscalizar será el ámbito financiero, resulta fundamental que exista entre esa nueva Superintendencia y el Servicio aludido una fina sintonía.

En cuarto lugar, aseguró que con el fin de lograr un buen funcionamiento de la educación superior, resulta indispensable establecer un mecanismo objetivo y transparente de fijación de aranceles de referencia. Aseveró que cuando se discute la institucionalidad de la educación superior, el sistema de crédito y becas o el financiamiento de la educación superior, no puede obviarse de la discusión el tema relativo a los aranceles. Destacó que todos los esfuerzos que se hacen en las distintas materias mencionadas de nada sirven si no existe un sistema adecuado de regulación de aranceles. Sobre esto, planteó que la Superintendencia de Educación Superior debe necesariamente tener dentro de sus funciones el fiscalizar el mecanismo de fijación de aranceles que se proponga.

En quinto lugar, enfatizó que debe propenderse a establecer una fluida articulación institucional entre la Superintendencia de Educación Superior y las demás entidades del sistema como son el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación y el Consejo Nacional de Acreditación, de manera de lograr una vinculación armónica entre todas ellas y evitar la duplicidad de funciones y obligaciones.

En sexto lugar, estimó conveniente crear la figura del administrador provisional a fin de garantizar, por un lado, la continuidad del año académico y, por otro, que los alumnos puedan ser reubicados en otra institución de educación superior cuando la casa de estudios en la que se forman sea sancionada con la pérdida del reconocimiento oficial. 

En séptimo lugar, sentenció que es fundamental que esta nueva institucionalidad creada cuente con estructura, personal y recursos suficientes.

Formuladas las observaciones aludidas, recalcó que el proyecto en estudio debe hacer efectiva la prohibición de perseguir fines de lucro en las universidades, asegurando que los dineros obtenidos sean reinvertidos. Asimismo, resaltó que deben regularse las operaciones de las universidades con personas relacionadas de manera de asegurar que los precios en ellas contemplados sean aquellos que se observan en el mercado.

Concluyó su intervención solicitando al Ejecutivo retirar la suma urgencia al proyecto en estudio, puesto que si bien, acotó, existe cierta urgencia social para él, se precisa aún que el Gobierno se comprometa a corregir su fisonomía para asegurar que recoja las principales inquietudes planteadas por quienes fueron recibidos en audiencia.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver que los hechos ocurridos con la Universidad del Mar han puesto de relieve que el marco regulatorio y la institucionalidad de la educación superior vigentes carecen de las atribuciones necesarias para poder fiscalizar y aplicar las sanciones que sean las más adecuadas. Agregó que no parece adecuado que para el caso de la casa de estudios aludida la sanción que deba aplicarse sea la pérdida del reconocimiento oficial, ya que ello implica perjudicar a los alumnos que estudian en ellas quienes no tienen responsabilidad en los hechos acontecidos y, en consecuencia, remarcó, no es aplicada. Aseguró que urge un sistema que permita fiscalizar de manera permanente y que contemple una amplia gama de sanciones para el caso de que las leyes sean vulneradas.

En sintonía con lo manifestado anteriormente, alabó la iniciativa de ley en estudio, puesto que, destacó, contempla diversas clases de sanciones que podrán ser aplicadas, informando, al mismo tiempo, a la ciudadanía las universidades que cumplen las leyes y quienes se apartan de ellas.

Por otro lado, hizo notar que todos los expositores recibidos en audiencia por la Comisión hicieron ver la necesidad que tiene el país en crear una Superintendencia de Educación Superior. Apuntó que las diferencias planteadas obedecieron sólo a los mecanismos de fiscalización y de transparencia con los que se debe contar, las sanciones que debieran imponerse y la regulación de las operaciones de las universidades. Sin embargo, todos esos aspectos, recalcó, sólo son detalles y, en consecuencia, hizo hincapié en que debiera avanzarse en la tramitación de este proyecto.

En la misma línea argumental y deteniéndose en el procedimiento legislativo, acotó que las alternativas son dos, por un lado, votar en general el proyecto de ley y durante la discusión en particular lograr los consensos anhelados
, o bien, iniciar el debate del texto durante la discusión en general de la iniciativa legal. Puntualizó que cualquiera de los dos caminos puede aplicarse para el caso en estudio, en la medida en que se tenga como objetivo avanzar en él y no continuar postergando su discusión como ha ocurrido hasta ahora. Asimismo, explicó que la urgencia puesta por el Ejecutivo al proyecto de ley, probablemente, responda a la necesidad de avanzar prontamente en su tramitación dada su necesidad y, destacó también la solicitud enviada por la Comisión de Educación de la Honorable Cámara de Diputados en donde se solicita avanzar en él.

En otro orden de consideraciones, sostuvo que hay temas que deben ser separados de aquellos contemplados en este proyecto de ley. Aseguró que tal como ocurre en el ámbito de la educación escolar en donde su arquitectura distingue entre Agencia de Aseguramiento de la Calidad y Superintendencia de Educación, debiera ocurrir acá. En este sentido, señaló que no se puede, por ejemplo, mezclar la fiscalización con el tema de la calidad de la educación superior. Aseveró, en relación con esta última materia que ella será objeto de otra iniciativa de ley que el Ejecutivo se comprometió a enviar a fines del segundo semestre de 2012 y que se referirá al sistema de acreditación. 

Continuando con el desarrollo del mismo punto, destacó que otro tema que debe ser separado de esta discusión es el relativo al financiamiento de la educación superior, materia que, recordó, se contiene en una iniciativa de ley ingresada a tramitación a esta Cámara en junio de 2012
.

Por otro lado, refiriéndose a la invitación formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio en orden a abrirse a discutir la posibilidad que nuestra legislación distinga entre universidades estatales, universidades privadas sin fines de lucro y universidades privadas con fines de lucro, dijo que si bien esa alternativa puede ser discutida, debe darse cumplimiento a la ley vigente que señala de manera tajante que las universidades deben constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro y crear la institucionalidad que se requiere para sancionar los casos en que el texto legal no es respetado.

Finalmente, insistió en asumir el compromiso de avanzar en la tramitación de la iniciativa en estudio que tanto requiere nuestro sistema educacional.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio insistió en que para poder votar la iniciativa de ley se requería al menos contar con un proyecto que asegure que se recogerán las inquietudes planteadas con anterioridad en materia de fiscalización y de regulación de las operaciones de las universidades con sociedades relacionadas. Propuso que para lograr los objetivos aludidos cada integrante de la Comisión designara un técnico que lo representara de manera de lograr el mejor proyecto en conjunto con el Ministerio de Educación. Agregó que una vez que ese trabajo estuviera avanzado se podría reanudar la discusión de la iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Navarro aseguró que la crisis por la que atraviesa nuestra educación no es de carácter pedagógico sino ideológico, puesto que, aseguró, dice relación con el tipo de sociedad que se quiere construir, el tipo de ciudadano y el modelo de educación que se quiere para ello.

En ese sentido, recordó que el proyecto en estudio fue una solicitud de las universidades del CRUCH al Gobierno frente a la realidad poco transparente en la que se desarrolla la educación de nuestro país. En ese contexto, sostuvo que la iniciativa debiera ser capaz de alcanzar mayores niveles de transparencia, lo que, sin embargo, se elude.

Fuera de ello, sentenció que el orden seguido en la elaboración de la propuesta del Ejecutivo frente a la crisis de la educación no es el adecuado, puesto que se ha decidido comenzar por dar vida al órgano de fiscalización y de control sin haber definido en primer lugar el modelo educacional que el país requiere. A mayor abundamiento, puntualizó que no se ha aclarado que tipos de universidades existirán y remarcó que, la sola alternativa de que existan planteles privados que tengan la posibilidad de perseguir fines de lucro, demanda del órgano fiscalizador distintas facultades y capacidades que el proyecto no recoge.

En el mismo orden de ideas, hizo hincapié en que todos los proyectos de educación actualmente en tramitación eluden el tema de fondo que es qué tipo de modelo educativo queremos para nuestro país y qué rol jugará el Estado, enfrascándose las iniciativas solo en temas puntuales.

Destacó que el Congreso debiera recoger las peticiones de la sociedad que son poner fin al lucro, gratuidad, educación de calidad, mayores recursos para las universidades de propiedad del Estado, puntos todos pendientes y que deben debatirse antes de comenzar con la tramitación de la iniciativa que crea este órgano fiscalizador.

Por último, enfatizó estar en contra del proyecto de la referencia por las razones expuestas y por parecer uno elaborado por las universidades privadas. En efecto, mencionó que en una Superintendencia sus facultades y funciones fiscalizadoras debieran ser fijadas por la ley y no por el nuevo director, porque, de lo contrario, todo quedará en manos del director que sea nombrado por el Presidente de turno. Consideró, además, importantes es que los fiscalizadores tengan capacidad de fiscalizar y que estén dotados de protección para evitar que sean influenciables.


Enseguida, el Honorable Senador señor Quintana señaló, al igual que el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, que del análisis del proyecto en estudio más que fortalecer la idea de legislar respecto de la creación de una Superintendencia de Educación Superior, lo que hace es generar dudas sobre ello habida consideración de los términos en que la iniciativa fue presentada por el Ejecutivo.

En este mismo sentido, preguntó si a diferencia de lo que ocurre en la educación básica y media, en la educación superior falta definir con mayor precisión los bienes jurídicos que se deben proteger, ello por cuanto se está discutiendo acerca de las sanciones sin resolver este tema. Asimismo, recalcó el hecho de que a su parecer, éste proyecto no permite enfrentar el tema del lucro que no obstante estar prohibido, existe y las instituciones que lucran están además exentas de varios tributos pudiendo también retirar utilidades por otras vías, de manera que están en una suerte de paraíso tributario.

Establecido  lo anterior respecto de la insuficiencia del proyecto para hacer cumplir la ley en lo que se refiere al lucro, preguntó que otro camino existe para cumplir con la normativa vigente.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero aseguró que es evidente la necesidad  de debatir estos temas de manera mucho más amplia, pero al mismo tiempo dijo que resulta muy difícil abordar el tema en discusión sin un concepto global, una visión integral y sistémica de lo que es y debe ser la Educación Superior, cuestión que dijo no está regulada. En este orden de ideas, dijo que se tiene actualmente en tramitación la reformulación del Mineduc, la Superintendencia y la Agencia Acreditadora de la Calidad, de manera que en su opinión antes que todo, se deben tener ciertos consensos en lo que dice relación con el concepto de educación superior y muy particularmente qué se entiende por universidad, tema que a todas luces no está resuelto en el país y que muy por el contrario, cada día resulta ser más confuso. 

En este mismo sentido, dijo que lo peor de todo es que cada día se observa un mayor reduccionismo intelectual respecto de lo que se entiende por universidad, al punto que hoy sólo se asocia a la docencia, dejando de lado temas esenciales como la investigación y la extensión.

Por otro lado, se manifestó preocupado por los otros elementos presentes en la discusión, tales como la cobertura alcanzada, que en su opinión ha sido simplemente institucionalizar un abuso respecto de las personas que acceden buscando una calidad de la educación que nunca alcanzan, que no los habilita y que  ha generado las dificultades que hoy se tienen. Se mostró sorprendido por la relación existente entre estudiantes universitarios y técnicos ya que en Chile se da la paradoja que la relación es de 8 universitarios por cada técnico que se está formando, lo que le pareció muy preocupante. 

En el tema de la equidad, dijo que se ha llegado a un punto crítico a tal nivel que las personas salen a protestar a la calle en contra del sistema que resulta abusivo y en l discusión dijo que no ve ningún elemento que pueda dar respuestas a las demandas planteadas por la ciudadanía, que en la prácticas no es más que la presencia de más activos sociales de calidad (educación- salud) en el desarrollo humano.

Refiriéndose asimismo a la competencia entre las distintas universidades, sostuvo que la realidad es que las universidades estatales no pueden competir bajo ninguna circunstancia, por lo que el proyecto no contribuye a ello.

Continuando con el desarrollo de sus ideas, señaló que los profesores están dentro del concepto de reduccionismo, de manera que han terminado part- time, trabajando en uno y otro lugar sin especificidad.

En lo que dice relación con la calidad entorno al prestigio, planteó sus serias dudas ya que ello no es necesariamente de ese modo, por cuanto a su modo de ver, el prestigio tiene que ver muchas veces con el marketing y con la publicidad que muchas veces no se apega a la verdad, ello porque hasta ahora el mercado en este ámbito no es transparente.

Por último, señaló que es de estricta necesidad definir el sistema mixto a que se hace referencia, y respecto del cual sin embargo no hay coincidencias, porque según dijo se debe distinguir entre instituciones con y sin fines de lucro. Insistió en que es necesario definir los conceptos a que hizo alusión al comenzar su intervención, y solicitó al Ministro trabajar  en estos temas porque a su juicio en los últimos años sólo se ha atendido a un modelo pre-concebido, que no da cuenta de las expectativas y anhelos de la gente y por ende no responde a sus demandas.

El señor Subsecretario agradeció las observaciones formuladas por los Honorables Senadores y coincidió en la urgente necesidad de crear una Superintendencia de Educación Superior, puesto que, dijo, la institucionalidad de esa dimensión de la educación no resulta suficiente para hacer frente a su realidad.

En términos similares a los planteados por la Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que la discusión respecto a la educación superior no se agota en la iniciativa de ley en estudio, ya que, remarcó, es necesario abordar también el tema relativo a su financiamiento y el de su calidad, pilares fundamentales en él. Además, puso de relieve que el proyecto en debate resultará fundamental para que el sistema educacional chileno recobre la confianza en sus instituciones y logre crecer en transparencia e información. 

Por otro lado, refiriéndose a la metodología de trabajo, aseguró que la Cartera de la que forma parte está dispuesta a abrirse a cualquier alternativa que implique avanzar en la tramitación de la iniciativa en estudio y calificó como adecuada la propuesta de trabajo aludida con anterioridad por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. Insistió en que se requiere avanzar sin pausa en el proyecto de ley, dado que su tramitación se ha extendido por cerca de siete meses y sólo se encuentra en su primer trámite constitucional y primero reglamentario.

En sintonía con lo anterior, argumentó que es necesario apurar la tramitación del proyecto, ya que el texto, una vez vigente, supondrá necesariamente de un tiempo adicional de implementación tal como ha ocurrido con la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Escolar. Hizo ver que no es posible que, tal como ocurrió en el caso de la norma anterior, este proyecto tome cuatro años para su discusión, más un año de puesta en marcha. Aseveró que una coordinación adecuada entre los equipos técnicos de los Parlamentarios y del MINEDUC más los trabajos de la Comisión permitirá avanzar.

Finalmente, subrayó la voluntad del Ejecutivo para lograr los acuerdos que sean necesario y que la educación supone para avanzar, pues destacó que en materia como éstas se requiere de acuerdos que sean sustentables en el largo plazo.

- - -



A la luz de la intervenciones anteriores, en que los senadores integrantes expusieron sus críticas al proyecto de ley, y demandaron la necesidad de que el Ejecutivo diera cuenta de las enmiendas que se introducirían durante la discusión en particular de él, el señor Ministro de Educación recordó que el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior inició su tramitación en esta Cámara en noviembre del año 2011, fecha a partir de la cual la Comisión recibió en audiencia a distintos actores con el objeto de recabar sus opiniones al respecto. Sobre el particular, hizo presente que si bien existieron muchas diferencias entre los planteamientos escuchados, nadie puso en duda la necesidad de contar con esta nueva figura en el mundo de la educación superior. 


Por la razón anterior, agregó, y con el ánimo de avanzar en la tramitación del proyecto en estudio, el Ministerio de Educación está abierto a proponer mejoras al texto legal que permitan contar con una Superintendencia que posea las atribuciones necesarias para garantizar el cumplimiento de las leyes vigentes y notó que sobre la materia necesariamente deberá alcanzarse un acuerdo, toda vez que la nueva regulación acompañará a la educación terciaria durante mucho tiempo.

Establecido lo anterior, hizo ver la necesidad de modernizar el marco regulatorio de la educación superior. En efecto, resaltó que la actual institucionalidad nació a comienzos de la década de los ochenta, no sufriendo mayores modificaciones, pese a que desde aquella época hasta nuestros días la cantidad de alumnos que ha accedido a la educación superior se ha multiplicado por diez y el número de instituciones aumentó de 8 a más de 160. Indicó que si bien el mayor número de instituciones permitió un considerable y reconocido crecimiento en la cobertura de la educación terciaria, su marco regulatorio no creció en sintonía a esta nueva realidad. Acotó que salvo el caso de la ley N° 20.129, de 2006, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, no se han dado pasos concretos que permitan contar con una institucionalidad adecuada para llevar a cabo las labores de supervigilancia del sistema ni la de promoción de la calidad.

Frente al escenario anterior, continuó, surge la necesidad de generar un nuevo marco regulatorio que asegure el cumplimiento de la ley, la fiscalización y la transparencia, promueva la calidad de la educación impartida y genere un nuevo equilibrio, otorgando mayor protección a los estudiantes.

Adentrándose en las observaciones formuladas al proyecto de ley, se detuvo, en primer lugar, en la crítica que esta nueva figura carecería de un marco regulatorio que la sustente, cayendo necesariamente en el vacío en caso de crearse. Al respecto, estimó que dicho marco regulatorio se encuentra claramente definido en la Ley General de Educación. Con todo, mostró la disponibilidad del Gobierno en orden a precisar ciertos principios y definir derechos y deberes de los distintos actores que intervienen en la educación superior, además de clarificar el rol que cabe al Estado en este nivel educativo. Especificó que, concretamente, se modificará el artículo 2° contenido en el artículo segundo del proyecto con la finalidad de establecer que el objeto de la Superintendencia será fiscalizar, de conformidad a la ley, que las instituciones de educación superior se ajusten a las leyes y a los reglamentos que las rigen.

Continuando con el desarrollo del punto en estudio, añadió que si bien gran parte de los principios rectores se encuentran establecidos en la Ley General de Educación y se adecúan al ámbito de la educación superior, es necesario resguardar y promover principios como la transparencia, la rendición de cuentas, el resguardo de ciertos derechos y la no discriminación arbitraria para con los miembros de cada comunidad educativa.

En segundo lugar, deteniéndose en la figura de la Superintendencia de Educación Superior, señaló que el Gobierno está disponible para introducir modificaciones a los artículos con ella relacionados con el objeto de dotar de mayores facultades a la mencionada institución. Precisó que estas mayores atribuciones asegurarán que las instituciones de educación superior cumplan con la legislación vigente y las nuevas obligaciones asociadas al marco regulatorio y, cuando corresponda, el correcto uso de los recursos públicos a través de una rendición de cuentas transparente de sus estados financieros. Agregó que también se pretende que la Superintendencia vele por el mantenimiento del cumplimiento de los requisitos para conservar el reconocimiento oficial del Estado. Consignó que para el logro de los referidos fines y para dar una mayor certeza jurídica a los alumnos y a las instituciones se debe actualizar el Título IV del proyecto en estudio de modo de ampliar y perfeccionar el catálogo de infracciones y sanciones, las que, por cierto, incluirán sanciones a los controladores tal como actualmente lo establece la iniciativa legal.

Adicionalmente, señaló, esta Superintendencia podría emitir instrucciones que pasarán a formar parte de la normativa que debe ser cumplida por las instituciones. Además, concluyó, se propone incluir la facultad de atender renuncias y reclamos que el actual proyecto no contempla.

En tercer lugar, abocándose a las críticas realizadas en relación con el lucro, recordó que la Ley General de Educación en su artículo 53 establece claramente que las universidades no estatales deberán crearse conforme a los procedimientos establecidos en dicho cuerpo normativo y serán siempre corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro para el efecto de tener reconocimiento oficial. Manifestó que lo anterior implica que no pueden repartir excedentes a sus socios y que la institución encargada de velar por dicha norma será la Superintendencia de Educación Superior, instancia que resguardará que las operaciones con empresas relacionadas se realicen a precios de mercado, de modo que dichas transacciones no se utilicen como mecanismo de obtener utilidades. Con relación a este último punto, fue enfático en sostener que dichas operaciones, en la medida en que estén adecuadamente fiscalizadas, no perjudican ni financiera ni patrimonialmente a las casas de estudio que las realizan.

En sintonía con lo anterior, añadió que eventualmente se podría considerar un criterio distinto para las nuevas universidades y modificar la situación para las instituciones actuales pero con un plazo adecuado para que puedan adaptarse. Asimismo, resaltó, se podría exigir algunos requerimientos de patrimonio mínimo a las instituciones.

En relación con este punto, descartó la idea de monitorear cada una de las transacciones que realizan las universidades, ya que, aseguró, ello supone un ejercicio demasiado costoso para un sector que tiene sesenta instituciones. Consignó que una alternativa posible sería incluir la obligación de un monitoreo aleatorio de estas transacciones. Con todo, advirtió que si vía denuncias se conocen malas prácticas en este sentido la Superintendencia tendrá el deber de actuar. 

Finalmente, respecto a este punto, fue enfático en sostener que el Gobierno no extendería la prohibición del lucro hacia institutos profesionales y centros de formación técnica.

En cuarto lugar, destacó que se dejaría claramente establecido que el órgano encargado de velar por la coordinación de las distintas instituciones que componen el sistema sería el Ministerio de Educación.

Por último, luego de presentar las principales modificaciones que se introducirían al proyecto en estudio durante su discusión en particular, hizo un llamado a avanzar de manera de contar prontamente con esta necesaria figura para el mundo de la educación superior.

Se deja constancia que el señor Ministro de Educación acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

IV.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO





Una vez analizadas las propuestas efectuadas por el señor Ministro de Educación, que modificarán la iniciativa de ley durante la discusión en particular en el sentido que en cada caso se consignó, el señor Presidente de la Comisión, declaró cerrado el debate y puso en votación, en general, la iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Quintana celebró la apertura del Gobierno en relación con los últimos hechos acaecidos en el país, actitud que, aseguró, se extrapola al ámbito de la educación superior y, particularmente, al proyecto en estudio. Asimismo, enfatizó que la presencia de una Agencia Nacional de Acreditación y de una Superintendencia de Educación Superior permitirá al país alcanzar una educación terciaria más transparente.

Deteniéndose en la creación de la Superintendencia en estudio, apuntó que lo importante es que ella cumpla el propósito para el cual se establecerá, esto es, fiscalizar, de manera que situaciones como la de la Universidad del Mar queden desterradas de nuestra historia. 

Asimismo, expresó su satisfacción por clarificar en esta iniciativa de ley el rol que cabe al Estado en este nivel educativo como también el establecer claramente que será el Ministerio de Educación el órgano encargado de velar por la coordinación entre las distintas instituciones que componen el sistema.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó sus reparos respecto de la regulación que se contempla para las transacciones con personas relacionadas, las cuales no quedan directamente prohibidas. Al respecto, remarcó que de continuar en la misma senda, ello obligaría a retomar la tramitación del proyecto de ley sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales, en relación con el lucro, iniciativa que prohíbe dichas operaciones. Agregó que no era suficiente establecer que dichas transacciones se realizaran a precios de mercado, porque ello no es garantía para evitar el lucro. Reprochó, asimismo, la opción del Gobierno en orden a no extender dicha prohibición a institutos profesionales y centros de formación técnica. Sobre el particular, observó que en la actualidad se puede apreciar la existencia de este tipo de instituciones que no están acreditadas y que sólo buscan acceder a la Beca Nuevo Milenio para captar recursos. Ese negocio, destacó, no puede seguir avalándose. 

Más allá de los reparos consignados recientemente, consideró necesario la creación de la Superintendencia de Educación Superior y, en consecuencia, expresó su aprobación de la idea de legislar sobre el particular.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer: hizo presente que el sistema de educación superior ha mejorado de manera considerable en los últimos años permitiendo que estudiantes de escasos recursos hayan tenido acceso a ella. Sin embargo, resaltó que dicho aumento no ha ido de la mano con el incremento en la calidad de la educación impartida, ni con condiciones más favorables desde el punto de vista del financiamiento de los estudiantes ni menos aún con mayor transparencia. En ese sentido, celebró el inicio de la tramitación del proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín N° 8.774-04) y la aprobación en general de aquel que establece un nuevo sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín N° 8.369-04) y de aquel que crea la Superintendencia de Educación Superior, iniciativas que, en su conjunto, contribuirán a perfeccionar el ámbito de la educación terciaria. 

En la misma línea argumental, destacó que por medio de las propuestas legales mencionadas se entregará al país un nuevo sistema de educación superior en el cual se otorgará un modelo de financiamiento sin discriminación para los estudiantes, con procedimiento de acreditación que dará tranquilidad a los alumnos y sus familias de que cualquiera que sea la institución elegida su calidad estará asegurada y mayor transparencia al permitirse la fiscalización de la labor que realizan las instituciones de educación superior.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, se alegró de avanzar en este proyecto que permitirá dar certeza y tranquilidad a las familias de que situaciones como las acaecidas en la Universidad del Mar no volverán a repetirse. 

Por las razones recientemente señaladas indicó su acuerdo con la aprobación en general de este proyecto.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resaltó el procedimiento utilizado por la Comisión para la discusión en general de esta iniciativa de ley. En este sentido, dijo no compartir el procedimiento que cuando se discute una propuesta legal en general sólo haya que detenerse en el análisis de la idea matriz. A mayor abundamiento, estimó trascendental adentrarse en el análisis del proyecto de manera de conocer su diseño. Recordó que el proyecto de la referencia, ingresado a tramitación en noviembre de 2011 a esta Cámara, luego de un año de trabajo ha pasado de ser un proyecto débil e insuficiente a uno que está a la altura de la misión encomendada. 

Profundizando en las calificaciones anteriores y haciendo suyas las palabras del señor Arturo Fontaine, recibido en audiencia por esta instancia en enero de 2012, indicó que tal como se presentó el proyecto, “no asegura suficientemente el cumplimiento de la ley orgánica que prohíbe el lucro abierto y encubierto en las universidades privadas, toda vez que por la vía de sociedades relacionadas seguirá ocurriendo lo que hasta ahora ha ocurrido. Agregó que el proyecto presentado a tramitación no es lo que se esperaba, es un híbrido, y causará decepción en la inmensa mayoría de los estudiantes, académicos, profesores y en quienes se oponen a las universidades con fines de lucro.”.

A la luz del comentario anterior, hizo ver que la decisión de escuchar a diferentes actores y representantes del mundo educacional permitirá, durante la discusión en particular, y de acuerdo a lo propuesto por el señor Ministro de Educación,  perfeccionar el proyecto de ley. Acotó que lo anterior no habría sido posible sin la apertura que éste ha evidenciado al recoger las críticas formuladas al mismo y entregarles una solución.

Adentrándose en la argumentación de su postura, alabó el perfeccionamiento del marco regulatorio. Sobre el particular, recordó que las críticas en este punto apuntaban a cómo se iba a crear una Superintendencia si no existía en la legislación un objeto de fiscalización. Frente a esa realidad, resaltó, se hacía indispensable mejorar la ley con lo cual el Ministro coincidió.

A reglón seguido, compartió la necesidad de dotar de atribuciones necesarias y suficientes a esta Superintendencia, de manera que pueda llevar de modo adecuado su cometido de fiscalizar. 

En lo que respecta al tema del lucro, aseguró tener ciertas dudas al respecto. Acotó que una alternativa es prohibir derechamente las operaciones entre personas relacionadas y la otra dar la posibilidad que algunas instituciones de educación superior tengan fines de lucro, impidiendo que puedan hacerlo con recursos públicos y que tengan acceso a exenciones tributarias. Con todo, destacó que mientras el lucro en las universidades privadas esté prohibido, debe ser uno de los objetos prioritarios de la nueva ley, impidiendo que tenga cabida tanto en forma directa como indirecta.

En otro orden de consideraciones, solicitó que la nueva institución fuera desconcentrada territorialmente y que, en consecuencia, al igual que la Superintendencia de Educación Escolar, tuviera una dimensión regional.

Por las razones anteriormente esgrimidas, y en atención a los compromisos adelantados por el señor Ministro de Educación, trascritos precedentemente, en los que se demuestra su apertura al debate habido durante un año de tramitación, expresó su acuerdo con la aprobación en general de la iniciativa.

Por último, el Honorable Senador señor Cantero puso de relieve que, luego de un año de trabajo legislativo, se ponía fin a un ciclo muy positivo. En efecto, recordó la aprobación del proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 - ley N° 20.634, de 2012- ; la aprobación en general de la iniciativa de ley sobre financiamiento de la educación superior (Boletín N° 8.369-04), y el inicio de tramitación del proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín N° 8.774-04), iniciativas a las que se suma la presente.

En sintonía con lo anterior, aseguró sentirse satisfecho por el trabajo realizado en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, demostrando la gran sensibilidad y compromiso que tiene esta instancia con los temas importantes para la ciudadanía. Además, recalcó que con este trabajo el Senado da cuenta del sentido de urgencia y de oportunidad con que se enfrenta esta materia.

Asimismo, destacó que todas las sesiones de esta instancia han sido transmitidas por la señal de TV Senado, realizándose así la discusión de cara al país y dándose a conocer a quienes tienen interés en estos temas los argumentos esgrimidos por los distintos sectores. 

En otro orden de consideraciones, aseguró creer en un rol protagónico del Estado en materia de educación y en un sistema en donde el financiamiento entregado por el Estado esté acorde a las necesidades de los estudiantes, especialmente en el ámbito de la educación escolar. En este último punto, agregó, quedan aún esfuerzos por realizar.

En cuanto a la participación de los privados en la educación, aseveró no tener reparos y agregó que, en la medida en que exista una adecuada regulación, algunos sectores incluso pueden perseguir lucro. Con todo, sentenció que lo que no puede tener cabida es que el sector de la educación pública no pueda dar la oportunidad a los alumnos más vulnerables de educarse en igualdad de condiciones.

En relación con la propuesta de crear una Superintendencia de Educación Superior, estimó que su presencia será ampliamente beneficiosa para el país y, por esta razón, expresó su voto a favor para la aprobación en general de este proyecto de ley.

- En consecuencia, el proyecto de ley fue aprobado en general por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente:


PROYECTO DE LEY


“Artículo Primero.- 
Apruébese la siguiente ley que crea la Superintendencia de Educación Superior:

Título I

Objeto y atribuciones de la Superintendencia de Educación Superior



Artículo 1°.- Créase la Superintendencia de Educación Superior, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.



La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del Decreto Ley N° 3.551 de 1981 y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley N° 19.882.


El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago. 



Artículo 2°.-
El objeto de la Superintendencia será fiscalizar a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, en las materias de su competencia definidas en el artículo 3°.



Artículo 3°.-
La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:



a)
Fiscalizar el cumplimiento por parte de las instituciones de educación superior de las obligaciones de información establecidas en esta ley  y en el Capítulo III de la ley 20.129, y realizar u ordenar auditorías respecto de la información que proporcionen dichas instituciones, cuando existan sospechas fundadas respecto de su veracidad y exactitud;



b)
Fiscalizar el cumplimiento por parte de las instituciones de educación superior de la prohibición de efectuar publicidad engañosa establecida en el artículo 53 de la ley 20.129;



c)
Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten cabalmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales hubiere ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes.



d)
Fiscalizar que  la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones no estén condicionadas a exigencias pecuniarias que no se hayan hecho públicas por la institución con arreglo a la ley N° 20.129 al tiempo de celebrarse el contrato de prestación de servicios educacionales; 



e)
Fiscalizar el cumplimiento de la regulación aplicable a las operaciones con personas relacionadas que realicen las universidades, según  lo dispuesto en el párrafo 3° del Título III del DFL N° 2 de 2009 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 1 de 2005.



f)
Organizar, actualizar y administrar el registro público de socios o miembros y directivos de las instituciones de educación superior, a que se refiere el artículo 23 de esta ley;



g)
Aplicar e interpretar administrativamente las normas legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación a las instituciones fiscalizadas con relación a dichas materias, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. La Superintendencia, antes de la dictación de las mismas, deberá dar a conocer su versión borrador, publicándola en su página web, y establecer mecanismos para recibir las observaciones que se formulen a su respecto. Estará eximida de este procedimiento cuando se trate de normativa de organización interna y cuando, por resolución fundada, considere que no es necesario u oportuno;



h)
Conocer y absolver las consultas que voluntariamente formularen las instituciones fiscalizadas en materias de su competencia de conformidad a la ley;



i)
Poner a disposición del público en general, la información pública que recopile con motivo del ejercicio de sus funciones respecto de las instituciones de educación superior fiscalizadas, conforme a la ley; 



j)
Ingresar a las dependencias administrativas de las Instituciones de Educación Superior con el objeto de realizar las funciones que le sean propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades docentes de la institución de que se trate;



k)
Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, y examinar por los medios que estime del caso todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o instituciones fiscalizadas, sin impedir el normal desarrollo de las actividades de la institución de educación superior de que se trate. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en la institución de educación superior respectiva. Además podrá requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá, asimismo, determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere este artículo, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.  En caso que dichos antecedentes se encuentren en poder de otros organismos públicos, la Superintendencia procurará establecer los mecanismos para acceder a ellos;



l)
Solicitar la declaración de los representantes legales, administradores o dependientes de las instituciones fiscalizadas, respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia, sea en un procedimiento iniciado de oficio o por vía de denuncia formulada por el Ministerio de Educación u otros órganos públicos;



m)
Imponer las sanciones correspondientes por infracción a las normas legales y reglamentarias en materias de su competencia;



n)
Llevar un registro público de las sanciones impuestas a las instituciones fiscalizadas, de cuyas estadísticas se informará detalladamente en la cuenta anual del servicio;



ñ)
Remitir al Ministerio Público los antecedentes de que tuviere conocimiento en ejercicio de sus funciones y en los cuales aparecieren indicios de haberse cometido algún delito;



o)
Remitir a la Contraloría General de la República los antecedentes de que tuviere conocimiento en ejercicio de sus funciones, en los cuales aparecieren indicios de haberse cometido infracciones a la normativa relacionada con la inversión o compromiso de los fondos públicos en instituciones estatales de educación superior o, a la demás normativa vigente;



p)
Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos a la información cuya entrega por parte de las instituciones fiscalizadas le corresponde vigilar, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia;


q)
Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones;



r)
Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y otros organismos públicos en materias de su competencia; y



s)
Realizar las demás funciones y atribuciones que le correspondan conforme a la ley.



Artículo 4°.-
Las facultades señaladas en el artículo anterior no obstarán a aquellas facultades generales de fiscalización que le correspondan a la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia.



Artículo 5°.-
 En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado. La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar la existencia de una o más contravenciones a la normativa que le corresponde fiscalizar.



En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de Educación u otro Organismo de la Administración del Estado, la Superintendencia ordenará directamente la instrucción del respectivo proceso.



Artículo 6°.-
 Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario de jornada laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades docentes del respectivo establecimiento. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.



En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre identificarse e informar a la institución fiscalizada de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. El sujeto fiscalizado podrá, en el mismo acto, hacer sus descargos sobre errores de hecho a fin de dejar constancia en el acta.




Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar el hecho a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al Estatuto Administrativo y, en caso de comprobarse la conducta descrita, se considerará que contraviene el principio de probidad administrativa para los efectos de su sanción en conformidad a la ley.



La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor educativa en las instituciones fiscalizadas.



El Superintendente, en el marco de sus atribuciones, deberá dictar un instructivo que defina las obligaciones y facultades de los fiscalizadores.

Título II

De la organización de la Superintendencia



Artículo 7°.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación Superior, será el Jefe Superior de la Superintendencia. Dicho funcionario será seleccionado conforme al sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley N° 19.882.



Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente los directivos de una institución de educación superior, los miembros de una corporación que constituya una institución de educación superior y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tengan control sobre la administración de una institución de educación superior, así como sus respectivos cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive, o las personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción. 



La inhabilidad sobreviniente producirá la inmediata cesación en el cargo. Si el afectado por la inhabilidad no renunciare se declarará vacante el cargo, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pueda afectarle.



Artículo 8°.-
El Superintendente contará con las siguientes atribuciones y funciones:



a)
Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer las atribuciones inherentes a su calidad de Jefe Superior de Servicio;



b)
Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia;



c)
Ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio; 



d) 
Nombrar, remover y adoptar las demás decisiones que correspondan respecto del  personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias correspondientes;



e)
Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley;



f) 
Coordinar la labor de la Superintendencia con las demás instituciones públicas del sector de educación superior;



g)
Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y demás normas que rijan las entidades y materias fiscalizadas, como también elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento;



h)
Conocer y resolver los recursos que la ley establece;



i)
Aplicar las sanciones correspondientes, en conformidad a lo establecido en esta ley o en otras normas.



j)
Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia; 



k)
Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia; y



l)
Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.



Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos fiscalizadores los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento en ejercicio de sus funciones, a fin de que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.



Artículo 9.-
El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.



Con todo, las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio y la de aplicación de sanciones, estarán a cargo de unidades diferentes.



Artículo 10.-
El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. 



El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.



Artículo 11.-
A petición del  Superintendente los diferentes órganos de la administración del Estado podrán enviar en comisión de servicio a la Superintendencia a funcionarios, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.



Artículo 12.-
El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.



La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada falta grave para efectos administrativos, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.



Artículo 13.-
Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia, que correspondan a cargos de exclusiva confianza del Superintendente estarán sujetos a las mismas inhabilidades que pesen sobre éste, y en idénticas condiciones cesarán en el cargo por causa de inhabilidad sobreviniente.



Artículo 14.-
Sin perjuicio de lo contemplado en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:



a) 
Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia, y 



b) 
Evaluación de desempeño en lista condicional. 



El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en la letra a) tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 29 de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.



Artículo 15.-
El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los dos primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.



Artículo 16.-
El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:


a) 
Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.



b) 
Los recursos otorgados por leyes especiales.



c) 
Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.



d) 
Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.



e) 
Los aportes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.



La Superintendencia estará sujeta a las normas del Decreto Ley Nº 1.263 de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Título III

De la información relativa a la situación patrimonial

de las instituciones de educación superior



Artículo 17.-
Corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior mantener y actualizar la información relativa a la situación patrimonial, estados financieros debidamente auditados, a la individualización de los socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior y, cuando corresponda, la información relativa a sus operaciones con personas relacionadas.


La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.


Los datos de carácter personal que se contengan en la información relativa a alumnos, titulados, académicos, personal directivo y de apoyo técnico administrativo de las instituciones de educación superior deberán mantenerse en reserva por cualquier funcionario que en razón de su cargo tenga acceso a ella. Esta obligación no cesa por el término de sus servicios.



Artículo 18.-
Para los efectos de lo establecido en el artículo anterior, las instituciones de educación superior estarán sujetas a las siguientes obligaciones:



a)
Llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad de general aceptación en Chile.



b)
Someter su contabilidad al examen de auditores externos, de aquellos registrados ante la Superintendencia de Valores y Seguros. 



c)
Enviar semestralmente a la Superintendencia de Educación Superior los estados financieros consolidados, debidamente auditados. Los antecedentes correspondientes al período comprendido entre el 1º de enero y el 30 de junio de cada año, se remitirán a más tardar el 31 de agosto del mismo año; aquellos correspondientes al período comprendido entre el 1º de julio y el 31 de diciembre de cada año, se remitirán a más tardar el 31 de marzo del año siguiente. 



d)
Enviar a la Superintendencia de Educación Superior, dentro de los 30 días siguientes al término de cada semestre calendario, un listado actualizado con la individualización completa de sus socios o miembros y directivos. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones de educación superior deberán informar inmediatamente a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en el último listado semestral.  



e)
Enviar anualmente a la Superintendencia de Educación Superior un listado actualizado de las entidades en cuya propiedad la universidad tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la universidad pueda elegir a lo menos  a un miembro del directorio u órgano de administración.



Artículo 19.-
La información exigida en el artículo 18 deberá comprender, en todo lo que sean aplicables, los antecedentes relativos a las entidades en cuya propiedad la respectiva institución de educación superior tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución pueda elegir a la mayoría del directorio u órgano de administración. En caso que los referidos estatutos nada dijeren al respecto, toda corporación en que participe la institución y toda fundación constituida por ella quedarán comprendidas en este precepto.



Artículo 20.-
Para todos los efectos de esta ley, se entenderá que son directivos de una institución de educación superior sus directores o miembros del respectivo órgano de administración, así como cualquier persona natural que tenga la capacidad de determinar los objetivos, planificar, dirigir o controlar la conducción superior de las actividades o la política estratégica de la institución, sea por sí solo o junto con otros, sin consideración a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual esté relacionado con la institución, ni al título o denominación de su cargo o función.



Artículo 21.-
La Superintendencia de Educación Superior mantendrá permanentemente actualizado un registro público de socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior.



Artículo 22.-
Las instituciones de educación superior deberán mantener a disposición del público en general la información establecida en este título, con excepción de la información resguardada por la ley de protección de datos personales.



Artículo 23.-
El que maliciosamente emitiere publicidad para inducir a error o engaño respecto de la información señalada en el artículo 53 de la ley 20.129, será sancionado con presidio o reclusión menor en su grado mínimo a medio.

Título IV

Infracciones y sanciones



Artículo 24.-
Si se detectaren hechos que pudieren ser constitutivos de infracción a la normativa cuya fiscalización compete a la Superintendencia, el Superintendente ordenará, mediante resolución fundada, la instrucción de un procedimiento de investigación y designará un fiscal instructor encargado de darle tramitación, investigar los hechos, formular cargos, solicitar informes, ponderar las pruebas y disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.



Artículo 25.-
La resolución que ordene instruir el procedimiento de investigación deberá notificarse personalmente o por carta certificada al representante legal o administrador de la respectiva institución fiscalizada. La práctica de la notificación deberá hacerse constar en el expediente administrativo correspondiente. 



La notificación por carta certificada se enviará al domicilio de la institución en que hubieren ocurrido los hechos investigados y  se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente a la fecha de recepción de la carta certificada en la oficina de correos que corresponda.



Las demás notificaciones del procedimiento podrán practicarse mediante correo electrónico enviado a la dirección registrada ante la Superintendencia por la persona o institución de que se trate, en cuyo caso la notificación se entenderá practicada al día hábil siguiente a la fecha de su envío.



Artículo 26.-
Si hubiere mérito suficiente para estimar cometida una infracción, el fiscal instructor formulará cargos, dando a la institución y demás personas contra quienes se dirija el procedimiento un plazo individual de diez días hábiles para presentar sus descargos y los medios de prueba que estimen pertinentes. De no haber mérito para formular cargos, el Superintendente, a propuesta del fiscal, sobreseerá el procedimiento.


En caso de formularse cargos, el fiscal instructor podrá solicitar antecedentes adicionales dentro del plazo de quince días hábiles contado desde el vencimiento del plazo para presentar descargos. La parte de quien se hubiere requerido la presentación de antecedentes adicionales tendrá diez días hábiles para acompañarlos, bajo apercibimiento de tenerse por no acompañados si no se presentaren dentro de dicho plazo.



Presentados los descargos y antecedentes, o transcurridos los respectivos plazos sin que se hubieren presentado, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Superintendente la aplicación de sanciones o la absolución del imputado, según corresponda.



Artículo 27.-
Constituyen infracciones las siguientes:



a)
El incumplimiento de  la regulación aplicable a las operaciones con personas relacionadas que realicen universidades;



b)
El incumplimiento de las obligaciones de información establecidas en esta ley  y en el Capítulo III de la ley 20.129;



c)
Efectuar publicidad engañosa de acuerdo a lo establecido  en el artículo 53 de la ley 20.129;



d)
Modificar unilateralmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución, hubiere ofrecido o convenido con el estudiante la prestación de los servicios correspondientes.



e)
Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias que no se hayan hecho públicas al tiempo de suscribirse el contrato por la institución de educación superior con arreglo a la Ley N° 20.129.



Artículo 28.-
Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza de la infracción y la existencia de circunstancias agravantes y atenuantes:



a)
Amonestación por escrito, indicando el plazo dentro del cual deberá ser subsanada la infracción.



b)
Multa a beneficio fiscal, hasta por un monto equivalente a 1.000 unidades tributarias mensuales. En la determinación del monto específico de la multa se deberá tomar en cuenta la naturaleza y gravedad de la infracción, el beneficio o perjuicio económico derivado de la misma, la intencionalidad de la infracción y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes.



c)
Tratándose de infracción a las normas sobre operaciones entre universidades y personas relacionadas, la inhabilitación temporal de la persona relacionada que hubiere intervenido en la operación irregular, para concurrir a la constitución de instituciones de educación superior, directa o indirectamente, o para ocupar cargos directivos en cualquiera de esas instituciones. La sanción de inhabilitación se podrá extender hasta por un plazo de cinco años.



d)
La revocación del reconocimiento oficial de la universidad, en caso de infracciones graves y reiteradas dentro de un período consecutivo de 24 meses a las normas sobre operaciones entre universidades y  personas relacionadas.



El Superintendente, al determinar el monto de la multa, deberá tomar en consideración el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad de la comisión de la infracción y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes.


Artículo 29.-
Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:



a)
Subsanar los incumplimientos representados por la Superintendencia, dentro del plazo que determine ese organismo, el cual no podrá exceder de quince días hábiles contados desde la notificación correspondiente.



b)
El hecho de no haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en la ley, en lo que respecta a la educación superior, en los últimos tres años. 



c)
Concurrir a la Superintendencia y denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la ley. Esta circunstancia atenuante sólo procederá cuando la institución o persona fiscalizada suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción, y ponga fin inmediato a los mismos.



Artículo 30.-
Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad:



a)
La falta de presentación de la declaración de los representantes legales, administradores o dependientes de la respectiva institución o entidad fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.


b)
El incumplimiento reiterado de las reglas y obligaciones aplicables a la respectiva institución o persona fiscalizada, o de los requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.


c)
Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en los términos establecidos en la letra b) del artículo precedente. 



En caso de concurrir una o más circunstancias agravantes, la multa aplicable al infractor podrá ascender hasta el doble del monto máximo previsto en la ley para la  infracción de que se trate.



Artículo 31.-
La Superintendencia deberá concluir el procedimiento sancionatorio en un plazo no superior a un año contado desde la formulación de cargos. Para el cómputo de este plazo no se considerará el tiempo de tramitación de los recursos administrativos que pudieren interponerse en contra de la resolución sancionatoria.



Artículo 32.-
La resolución del Superintendente que determine la imposición de sanciones será susceptible del recurso de reposición que podrá interponerse dentro del plazo de 15 días contados desde la notificación de la resolución impugnada.


En todo lo no previsto por esta ley, la revisión de las resoluciones y actuaciones de la Superintendencia se ceñirá a lo prescrito en la Ley Nº 19.880.



Artículo 33.-
Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación de la resolución impugnada. 


La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.


Admitido el recurso a tramitación, la Corte dará traslado a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días para evacuar el informe respectivo.



Evacuado el informe por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para hacerlo, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de sala.



Se podrán decretar todas las diligencias que la Corte estime necesarias.





La sentencia de la Corte se dictará dentro del término de quince días, y en su contra no procederá recurso alguno, salvo que se trate de la sanción de revocación del reconocimiento oficial establecida en el artículo 28 letra d), caso en el cual podrá ser apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.



Artículo 34.-
Los recursos administrativos o judiciales que se interpongan con arreglo a las disposiciones precedentes, suspenderán la ejecución de la resolución impugnada.



Artículo 35.-
En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior exclusión del registro correspondiente.



Artículo 36.-
Será de competencia exclusiva de la Superintendencia de Educación Superior conocer las infracciones a los artículos 2 letra d) y 3° ter de la Ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, las que se sancionarán con arreglo a las disposiciones de la presente ley.

ARTICULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.-
Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



1)
Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación. En todo caso podrá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta.



2)
Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación o de otras instituciones a la Superintendencia, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.



El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número  de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con  fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio,  la individualización del personal traspasado se realizará  a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Educación. Conjuntamente con el traspaso de personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.



3)
En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta de personal que fije y, en especial, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, el número de cargos, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley Nº 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije en los casos que corresponda. 



4)
Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005.  


5)
Dictar normas complementarias para el adecuado desarrollo de los concursos a que se refiere el artículo cuarto transitorio.



6)
Determinar la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Educación Superior, contemplándose un período para su implementación.


7)
Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación a la Superintendencia.  



Artículo segundo.-
El ejercicio de la facultad señalada en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes restricciones:



a)
No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



b)
No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 



Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 



Artículo tercero.-
Para efectos de la instalación de la nueva Superintendencia de Educación Superior, el Presidente de la República, una vez publicada la presente ley, podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, al Superintendente. En tanto no inicie sus actividades dicha Institución, la remuneración del Superintendente de Educación Superior será equivalente a la que actualmente perciben los Jefes de División, grado 2° EUS, de la Planta de Personal del Ministerio de Educación,  incluido el incremento por desempeño colectivo, y se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio de Educación, Capítulo 01, Programa 01.



Artículo cuarto.-
La primera provisión de los cargos de la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior se efectuará mediante concursos públicos que se sujetarán a las normas generales del Estatuto Administrativo y sus reglamentos y, en lo que fuera pertinente, a lo que se establezca en el ejercicio de la facultad prevista en el numeral 3 del artículo primero transitorio.  



Con todo, los cargos directivos de la Superintendencia de Educación Superior serán siempre provistos de acuerdo a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882.



Artículo quinto.-
El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



En el plazo máximo de 15 días después de conformado este presupuesto el Ejecutivo informará al respecto a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, remitiendo copia del decreto respectivo.



Artículo sexto.-
El gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia será de cargo del Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.



Artículo séptimo.-
Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.


Artículo octavo.-
Desde la publicación de la presente ley serán exigibles las  obligaciones que el artículo 18 impone a las instituciones de educación superior, correspondiendo al Ministerio de Educación ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior mientras ésta no inicie sus funciones.”.


Artículo Segundo.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 20.129: 

1) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:  




“Artículo 50.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las instituciones de educación superior deberán proporcionar a la División de Educación Superior la información relativa a alumnos, docentes, recursos, infraestructura, resultados del proceso académico y a la naturaleza jurídica de cada institución que se señala en este artículo. 




Tratándose de la información relativa a los alumnos, sólo podrá requerirse en forma individualizada aquella que tenga como única finalidad realizar estudios respecto del ingreso, permanencia, egreso, titulación, inserción laboral y utilización de ayudas estudiantiles de los alumnos de la respectiva institución de educación superior. Esta información podrá darse a conocer al público general, pero en ningún caso se podrá entregar en forma desagregada por alumno.




Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán enviar anualmente a la División de Educación Superior respecto de cada carrera o programa académico ofrecido la siguiente información:




a)
Un informe con los cobros a los estudiantes, las condiciones generales y especiales de admisión, y los reglamentos internos vigentes sobre promoción, disciplina y titulación; 




b)
Un informe con el resultado del último proceso de admisión, incluyendo a lo menos una nómina de los estudiantes admitidos;




c)
Un informe con una nómina de los alumnos que durante el período anual inmediatamente anterior hayan dejado de formar parte de la carrera o programa académico correspondiente; y




d)
Un informe con información de egresados y titulados durante el período anual inmediatamente anterior.




Adicionalmente, cada institución de educación superior deberá enviar un informe anual sobre los recursos educativos, infraestructura, equipamiento y cuerpo docente con que cuenta cada facultad, escuela o campus de la respectiva institución, según corresponda, para el servicio educativo que presta.  En el caso de los docentes, deberá indicar a lo menos el número de profesores y la modalidad en que están contratados, sus respectivas categorías y jerarquías cuando corresponda, su adscripción a programas de pregrado o postgrado y, en forma agregada, el grado académico con que cuentan los miembros del cuerpo docente.  




Los plazos para la entrega de los informes mencionados en este artículo, así como el detalle de sus contenidos y la forma de entrega serán definidos en el reglamento de esta ley, debiendo velar por la utilización de formatos electrónicos para este fin. 




Los datos de carácter personal que se contengan en la información relativa a alumnos, titulados, académicos, personal directivo y de apoyo técnico administrativo de las instituciones de educación superior deberán mantenerse en reserva por cualquier funcionario que en razón de su cargo tenga acceso a ella.  Esta obligación no cesa por el término de sus servicios.”.

2) Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:



a) 
Reemplazáse la frase “distribuirla anualmente a los distintos usuarios” por “mantenerla a disposición del público”.




b)
Agrégase a continuación de punto final (.) que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Asimismo, podrá requerir a la Superintendencia de Educación Superior la información relativa a la situación patrimonial, los estados financieros debidamente auditados y a la individualización de los socios, miembros y directivos de las instituciones de educación superior.”.

3) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:




“Artículo 52.- La División de Educación Superior deberá informar la no entrega de la información requerida,   su entrega incompleta o la inexactitud de la misma, a la Superintendencia de Educación Superior para que aplique las sanciones que procedan.”.

4) Reemplázase el artículo 53 por el siguiente:




“Artículo 53.- Las instituciones  de educación superior no podrán emitir publicidad engañosa, entendiéndose por tal cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:




a)
El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes, en especial relacionado a la rendición de exámenes, la aprobación de cursos o la obtención de títulos o diplomas;




b)
La circunstancia de haber alcanzado la institución su plena autonomía;




c)
La circunstancia de estar acreditada ante el Estado la respectiva institución o cualquiera de sus carreras o programas;




d)
Cualquier antecedente relativo a los resultados de los procesos de admisión correspondientes a períodos académicos pasados;




e)
Las perspectivas  de inserción laboral de los estudiantes de la respectiva institución o cualquiera de sus carreras o programas;




f)
La infraestructura o el cuerpo docente con que cuente la respectiva institución o cualquiera de sus carreras o programas;




g)
Las personas o instituciones que hayan creado o que apoyen, dirijan o financien la institución; la oferta de estudios complementarios o convenios con otras instituciones chilenas o extranjeras; y




h)
Los resultados de evaluaciones realizadas respecto de la institución o sus carreras.




Todo mensaje publicitario o comunicación pública de una institución de educación superior, emitido por cualquier medio, que contenga o haga referencia a índices o estadísticas deberá señalar claramente la fuente de las mismas.”.


Artículo Tercero.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley  N° 2 de 2009 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley  N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley   N° 1 de 2005. 


1)
Incorpóranse en el Título III, a continuación del artículo 53, los siguientes:  




“Artículo 53 A.- El directorio u órgano de administración de las universidades que, conforme al artículo 53, no tengan carácter estatal, deberá estar integrado al menos por tres miembros independientes. 




A efectos del inciso anterior, no se considerarán independientes las siguientes personas:




a)
Los socios o miembros de la respectiva corporación universitaria, y quienes lo hayan sido en cualquier momento durante los últimos doce meses;




b)
Las personas naturales que posean, o en cualquier momento durante los últimos doce meses hayan poseído, directa o indirectamente 10% o más del capital o la calidad de directivo de cualquier socio o miembro de la respectiva corporación universitaria que sea persona jurídica;




c)
Los cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) anteriores;




d)
Quienes se desempeñen en forma habitual como mandatarios o asesores legales de cualquiera de las personas indicadas en las letras a) y b) anteriores;  y, 




e)
Las personas naturales con quienes cualquiera de las personas indicadas en la letras a) y b) anteriores tengan, o en cualquier momento durante los últimos doce meses hayan tenido, negocios en común en cuya propiedad o control influyan o hayan influido en forma decisiva.




Artículo 53 B.- Los directores elegidos por un grupo o clase de socios o miembros tienen  para con la corporación universitaria los mismos deberes que los directores restantes, no pudiendo faltar a ellos a pretexto de defender los intereses de quienes los eligieron. 




Artículo 53 C.- La función de director o miembro del órgano de administración de una universidad podrá ser remunerada en caso que así lo dispongan sus estatutos. En caso de serlo, la cuantía de la remuneración se fijará anualmente por la respectiva asamblea de socios o miembros u órgano equivalente, y deberá ser adecuada a las responsabilidades y dedicación requeridas por la función y a las condiciones habituales de mercado a la fecha correspondiente. Anualmente la universidad deberá informar a la Superintendencia de Educación Superior el monto total de  lo pagado por este concepto.




Lo establecido en el inciso anterior se aplicará sin perjuicio del derecho de los directores o miembros del órgano de administración a ser reembolsados de los gastos, autorizados por el respectivo directorio u órgano de administración, que justifiquen haber efectuado en ejercicio de su función.




Artículo 53 D.- Para todos los efectos de esta ley, se entenderá que son directivos de una universidad sus directores o miembros del respectivo órgano de administración, así como cualquier persona natural que tenga la capacidad de determinar los objetivos, planificar, dirigir o controlar la conducción superior de las actividades o la política estratégica de la universidad o entidad de que se trate, sea por sí solo o junto con otros, sin consideración a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual esté relacionado con la misma, ni al título o denominación de su cargo o función.”.



2)
Agrégase en el Título III, a continuación del párrafo 2º, el siguiente párrafo 3º nuevo, modificándose correlativamente la numeración de los actuales párrafos 3º, 4º y 5º:

“Párrafo 3º

De las operaciones de universidades con personas relacionadas




Artículo 66 A.- Las universidades sólo podrán efectuar operaciones con sus personas relacionadas cumpliendo con los requisitos de este párrafo, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.  




Se entenderá por operación con personas relacionadas cualquier negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la universidad y alguna de las personas que se indican en el artículo siguiente.




Artículo 66 B.- Son personas relacionadas a una universidad: 

a) a) Los directivos de la universidad;

b) Los miembros o socios de la respectiva corporación universitaria;


c)Las personas naturales que tengan la calidad de directivo de cualquier persona jurídica que sea socio o miembro de la universidad, o  que posea directa o indirectamente 10% o más del capital de aquella;  




d)
Los cónyuges y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de cualquiera de las personas indicadas en las letras a) b) y c);




e)
Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en las letras a), b),  c) y d) posea directa o indirectamente 10% o más del capital o la calidad de directivo; 




f)
Las personas naturales o jurídicas que tengan con cualquiera de las personas indicadas en las letras a), b), c) y d) negocios en común en cuya propiedad o control influyan en forma decisiva; y




g)
Las entidades en cuya propiedad la universidad tenga una participación igual o superior al 10%, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la universidad pueda elegir a lo menos a un miembro del directorio u órgano de administración.




Artículo 66 C.- Las operaciones sujetas a este párrafo deberán ajustarse a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado a la fecha de su celebración.




Artículo 66 D.- Cada una de las operaciones a que se refiere este párrafo deberá ser aprobada, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los miembros del directorio u órgano de administración, debiendo excluirse de la votación aquellos miembros que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate.  Tratándose de universidades no estatales, se requerirá además el voto favorable de la mayoría de los miembros independientes. En el caso de las universidades estatales, se requerirá además el voto favorable de la mayoría de los miembros designados por el Presidente de la República. 




Con todo, lo dispuesto en el inciso anterior no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto no exceda de 2.000 unidades de fomento, sea considerada individualmente o en conjunto con otras operaciones que tengan igual causa u objeto y se celebren con una misma parte o sus personas relacionadas dentro de un período consecutivo de 12 meses.




Salvo prueba en contrario, se presumirá que un director o miembro del órgano de administración tiene interés en una operación cuando en ella intervenga cualquiera de las siguientes personas:

a) Él mismo, su cónyuge o cualquiera de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;




b)
Las personas jurídicas en que cualquiera de las personas indicadas en la letra a) posea el 10% o más del capital o la calidad de directivo; 




c)
Las personas naturales o jurídicas que con cualquiera de las personas indicadas en la letra a) tengan, o hayan tenido durante los últimos doce meses, negocios en común en cuya propiedad o control participen o hayan participado en forma significativa; o,




d) Las personas naturales o jurídicas que con cualquiera de las personas indicadas en la letra a) tengan, o hayan tenido durante los últimos doce meses, relaciones comerciales o profesionales de cualquier tipo por un monto individual o agregado superior a 2.000 unidades de fomento.




Artículo 66 E.- En el acta de la reunión del directorio u órgano de administración que apruebe la operación, se deberá dejar constancia, a lo menos, de lo siguiente:




a)
La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales del contrato u operación de que se trate; 




b)
La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma;




c)
La individualización de los directores o miembros del órgano de administración que aprobaron la operación;




d) 
La individualización del o los directores o miembros del órgano de administración que se hayan abstenido por tener interés en la operación  de la respectiva votación, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación; y




e)
Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a condiciones de mercado.




Artículo 66 F.- La universidad deberá comunicar trimestralmente a la Superintendencia de Educación Superior, los acuerdos del directorio u órgano de administración equivalente que hubieren aprobado operaciones con relacionadas, incluyendo copia íntegra del acta de la reunión respectiva.




En el caso de las universidades no estatales, todas las operaciones a que se refiere este párrafo deberán ser informadas por el directorio u órgano de administración a la asamblea de socios u órgano equivalente de la universidad, en la sesión inmediatamente siguiente a su celebración. 




Artículo 66 G.- El cumplimiento de los procedimientos de aprobación y comunicación descritos en los artículos anteriores en caso alguno afectará la validez de la operación de que se trate.  Tampoco eximirá de la responsabilidad que corresponda en caso que la operación respectiva no se ajuste a las condiciones de mercado prevalecientes en la fecha de su celebración.




Artículo 66 H.- Las universidades sólo podrán asociarse con sus directivos y docentes cuando la sociedad que constituyan cumpla con alguna de las siguientes condiciones:




a)
La sociedad tenga como giro el desarrollo de invenciones que puedan ser amparadas por una patente; o




b)
El capital social inicial de la sociedad consista en una patente de invención y el giro de ésta sea su explotación.




Artículo 66 I.- La Superintendencia de Educación Superior, cualquier socio o miembro de la respectiva corporación y cualquiera de los directores o miembros del órgano de administración que no hubiere concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este párrafo podrá, a nombre de la respectiva corporación, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores o miembros del órgano de administración que corresponda que hubieren aprobado la operación, por el monto total de los perjuicios sufridos por la universidad. A estos efectos, los directores o miembros del órgano de administración que corresponda que hubieren aprobado la operación serán solidariamente responsables de los perjuicios causados.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero transitorio.- Dentro del plazo de tres meses a contar de la promulgación de esta ley, las universidades que no tengan carácter estatal, deberán adecuar la composición de sus  órganos de administración de conformidad a lo establecido en el artículo 53 A del DFL N° 2 de 2009 del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley  N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 1 de 2005. 


Artículo segundo transitorio.-
Dentro de los noventa días siguientes al plazo de adecuación a que se refiere el artículo transitorio anterior, todas las universidades sin distinción  deberán someter los contratos celebrados con sus respectivas personas relacionadas que se encuentren en curso de ejecución a la aprobación de su directorio u órgano de administración respectivo.”.
- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de diciembre de 2011; 3, 10 y 17 de enero y 4 de julio de 2012, y 16 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal, Alejandro Navarro Brain (Camilo Escalona Medina) e Ignacio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2013.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSAS NORMAS QUE REGULAN LA ACTIVIDAD HÍPICA NACIONAL CON EL FIN DE INCENTIVAR Y PROMOVER DICHA ACTIVIDAD EN CHILE

(8773-05)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Coloma y Sabag, y el Honorable Diputado señor Ortiz.

Concurrieron, asimismo, los siguientes invitados:

Del Consejo Superior de la Hípica Nacional, el Presidente, señor Jorge Cardemil.

Del Ministerio de Hacienda, los asesores, señorita Carmina Hernández y señor José Domingo Peñafiel.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Carol Parada.

Los asesores de la Honorable Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

- - -

Se deja constancia que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la iniciativa fue discutida solamente en general.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Modificar diversas normas que regulan la actividad hípica nacional, con el fin de incentivarla y promoverla. Se busca responder, de esta manera, a dos grandes objetivos:

1.
Necesidad de impulsar el desarrollo de la actividad hípica en Chile.

2.
Implementación del sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballos fina sangre disputadas en hipódromos extranjeros.

- - -

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
-  Ley Nº 4.566, general de hipódromos.

- Decreto ley N° 2.437, de 1978, establece distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica nacional y deroga el decreto con fuerza de ley N° 807, de 1970.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que dio origen a la iniciativa da cuenta, en primer lugar, de los cuatro fundamentos de la misma. Así, da a conocer inicialmente los antecedentes legales de la actividad hípica en Chile. La primera legislación sobre hipódromos en Chile, indica, fue  la ley Nº 1.528, de 1902, que reglamentaba las apuestas mutuas llevadas a cabo en dichos recintos sobre carreras de caballos, bajo una serie de requisitos que, en caso de incumplimiento, hacían aplicables las disposiciones del Código Penal referentes al juego. En 1929, dicha ley fue derogada por la ley Nº 4.566, conocida como Ley General de Hipódromos, vigente hasta el día de hoy.

Además de esta última destacan la ley Nº 5.055, de 1945, que entre otros aspectos entrega la supervigilancia de los hipódromos al Ministerio de Hacienda, y el decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y norma otras materias referentes a la actividad hípica. Las otras leyes referidas a la hípica, agrega, son la Nº 18.275, de 1984; Nº 18.393, de 1985; y Nº 18.689, de 1988, que abordan diversas materias.

Enseguida, se explaya el Mensaje sobre el estatuto legal de las apuestas de la hípica en Chile. Al efecto, señala que de conformidad con la citada ley N° 4.566, los hipódromos nacionales establecidos por autorización del Presidente de la República, que pertenezcan a sociedades fundadas “con el primordial objeto de mejorar las razas caballares”, están facultados para organizar y mantener un sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballos. Esta normativa somete al Código Penal a quienes participen en apuestas de carreras de caballo sin cumplir con los requisitos que en ella se establecen.

Por su parte, el decreto ley N° 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y norma otras materias referentes a la actividad hípica, dispone que la comisión semestral que fijen los hipódromos puede ser de hasta un 30% del monto bruto de las apuestas que se realicen en cada uno de ellos, y debe ser distribuida de la siguiente forma:
a.
3% a beneficio fiscal como impuesto único;

b.
10,5% como mínimo para premios de carreras, y

c.
El saldo, para gastos de administración y apuestas de los hipódromos.

El saldo de las apuestas, una vez descontada la comisión, es destinada al pago de dividendo para los apostadores.
Finalmente, corresponde al Ministerio de Hacienda la supervigilancia de los hipódromos, lo que se justifica considerando el bien jurídico protegido, la fe pública del apostador, que exige que sea el Estadoel encargado de preservarla y protegerla.

En tercer lugar, alude el Mensaje al Consejo Superior de la Hípica Nacional, creado en 1943 como un organismo asesor del Ejecutivo en materia hípica, al que corresponde, entre otros aspectos, informar al Gobierno sobre reformas legales que digan relación con las leyes que rigen los hipódromos, así como dictar, modificar e interpretar el Reglamento de Carreras. Constituye este último un todo orgánico, perfectamente estructurado, comprensivo de todas las disposiciones referidas a la actividad hípica reglada y a las apuestas mutuas, que imparte todas las normas necesarias para el correcto desarrollo de las competencias, para la seguridad de los asistentes y para la preservación de la fe pública, en el caso de los apostadores. Ha llegado a ser llamado, con el paso del tiempo, “Código de Carreras de Chile”.

Como cuarto fundamento del proyecto de ley, se refiere el Mensaje a los requisitos y restricciones que pesan sobre el desarrollo de la actividad de las apuestas mutuas de la hípica. Luego de reiterar que son básicamente dos los cuerpos legales que regulan el sistema de apuestas mutuas de la hípica en Chile (la ley Nº 4.566 y el decreto ley Nº 2.437, de 1978), reseña que, en lo medular, las limitaciones que existen para el desarrollo de las apuestas mutuas de la hípica son las siguientes:

a.
Solamente pueden organizar y mantener un sistema de apuestas mutuas los hipódromos establecidos por autorización del Presidente de la República que pertenezcan a sociedades fundadas “con el primordial objeto de mejorar la raza caballar”.

b.
Las apuestas hípicas sólo pueden verificarse dentro de los recintos de los hipódromos, o en sus oficinas y dependencias, bajo la vigilancia directa de las instituciones hípicas legalmente autorizadas, es decir, el Ministerio de Hacienda, a través del Consejo Superior de la Hípica Nacional.

c.
Cada hipódromo puede realizar un máximo de 86 reuniones en el año, en las fechas que determine. En las ciudades donde existan dos o más hipódromos, éstos no pueden celebrar reuniones en un mismo día, debiendo convenir una forma para que ello no suceda.





A continuación, se exponen en el Mensaje cuáles son los objetivos del proyecto de ley, a saber:

1.
Necesidad de impulsar el desarrollo de la actividad hípica en Chile. Las disposiciones que regulan el sistema de apuestas mutuas de la actividad hípica en Chile, indica, son de muy larga data y no se condicen con una sociedad moderna. Ello ha producido una importante diferencia con la legislación que regula otros juegos de azar, como los casinos o la que reglamenta sistemas de apuestas distintos de la hípica, que son más modernos y acorde con nuestros tiempos.

Probablemente debido a su antigüedad, agrega, la legislación que regula las apuestas mutuas en la hípica contiene reglas que actualmente no se justifican, y que hacen que la práctica de estas apuestas sea un tanto rígida, afectando negativamente su desarrollo en nuestro país. Esto es lo que justifica la adopción de medidas tendientes a inyectar un estímulo a esta práctica.

2.
Implementación del sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballos fina sangre disputadas en hipódromos extranjeros. En el contexto reseñado, la iniciativa legal tiene como primer objetivo la instauración en Chile de un sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballos fina sangre disputadas en hipódromos extranjeros, conocido internacionalmente como “simulcasting”. Esto permitirá la obtención de ingresos adicionales a un bajo costo comparado con los de los espectáculos en vivo.

La generación de una mayor cantidad de ingresos por esta vía, añade, contribuirá además a fomentar y desarrollar la raza caballar del país, cumpliendo con uno de los objetivos esenciales tenidos a la vista al momento de la creación de los hipódromos. Del mismo modo, dará un nuevo estímulo a la hípica, actividad que se ha visto disminuida en los últimos años.

Adicionalmente, se producirá una mayor generación de recursos para el Fisco por la vía del impuesto que grava a estas apuestas, así como del incremento del fondo de premios.

El “simulcasting”, por otro lado, no supondrá menoscabo para los actuales puestos de trabajo de la actividad en vivo, toda vez que se introducen disposiciones destinadas a evitar que las carreras en vivo sean desplazadas por las trasmitidas desde el extranjero.

En vista de todas las consideraciones previas, pasa a detallar el Mensaje el preciso contenido del proyecto de ley:
a.
Se permiten las apuestas mutuas sobre carreras de caballos fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en Chile, entregando al Reglamento de Carreras la regulación de este sistema.  

b.
La cantidad que se destine a los premios de carreras en vivo no podrá ser inferior al 12,5% del monto bruto de las apuestas mutuas captadas a través del simulcasting, monto que deberá repartirse entre los hipódromos en partes iguales. El impuesto de 3%, a beneficio fiscal, se mantiene.

c.
Se exige a quienes exploten apuestas mutuas a través del simulcasting, el cumplimiento de las demás condiciones establecidas en la ley y en el Reglamento de Carreras, haciéndoles aplicables las sanciones generales para el caso de incumplimiento.

d.
Se establece que las apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero, deben recaer sobre competencias de caballos de carrera fina sangre realizadas en hipódromos reconocidos por las autoridades del país respectivo.

e.
Finalmente, para evitar que el simulcasting desplace a las carreras de caballos fina sangre disputadas en Chile, y como protección a los gremios de criadores, propietarios, jinetes, cuidadores y todos aquellos afines a la actividad, se establece que sólo podrá operar en la medida que el número de carreras de caballos fina sangre disputadas en vivo, en cada uno de los hipódromos nacionales en actividad en el año calendario anterior sea, a lo menos, igual al promedio de los últimos cinco años anteriores a aquél. Lo anterior no regirá en los casos de fuerza mayor o impedimento justificado, hipótesis que deberán ser especificadas en el Reglamento de Carreras.

En conclusión, culmina el Mensaje, el proyecto de ley tiene por finalidad la revitalización de la actividad hípica en los hipódromos al, entre otros aspectos, incrementar el fondo de premios, lo que redundará en beneficios para todos los actores relacionados con el turf. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Presidente del Consejo Superior de  la Hípica Nacional señor Jorge Cardemil, explicó que el proyecto de ley obedece a una iniciativa conjunta entre dicha institución y el Ministerio de Hacienda, con miras a contribuir a una recuperación de la desmedrada realidad que hoy enfrenta la actividad hípica, tanto en los hipódromos como en los gremios de provincia, particularmente en las ciudades de Antofagasta y Concepción.

En total, hizo ver, la hípica sostiene unos 40.00 empleos directos o indirectos y su funcionamiento depende de las apuestas. De la integridad de ingresos que por este concepto se verifican, el 3% se tributa como impuestos; el 70% vuelve a los apostadores; el 16,5% se entrega a los hipódromos para sus gastos de administración; y el 10,5% se paga como premio a los distintos gremios, compuestos por propietarios, preparadores, jinetes, cuidadores y capataces.  




Refiriéndose al concreto contenido de la iniciativa en estudio, destacó que se pretende obtener la autorización legal para la realización de apuestas sobre carreras que se llevan a cabo en el exterior. Se trata, indicó, del “simulcasting”, cuyo impacto en materia de ingresos para los actores involucrados será que el 16,5% que perciben los hipódromos disminuya a 14,5%, lo que se explica por el hecho que el costo de transmitir carreras a través de este sistema, es inferior a hacerlo en vivo y en directo. Como contrapartida, los ingresos de los gremios aumentarán a 12,5%.





Respecto de este último porcentaje, prosiguió, lo aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional contempla que sea distribuido en partes iguales entre los cinco hipódromos actualmente operativos con carreras en vivo. El día que uno de estos hipódromos, por la razón que sea, pierda esta calidad, previno, la distribución deberá hacerse entre cuatro, y así sucesivamente.
En 2011, agregó, el total de apuestas ascendió a aproximadamente $145.000 millones. Si se calcula un simulcasting del orden del 10% de esa cantidad, y, de acuerdo a lo que acontece en la experiencia comparada, una cobertura entre el 30% y 50% del total de las apuestas que se realizan, se pueden proyectar alrededor de $350 millones para cada pozo de premios en cada hipódromo. Todo esto, destacó, con el añadido que no representa costo alguno para el Fisco.

Finalmente, puso de manifiesto que otro gran avance del proyecto de ley es la propuesta de financiamiento fiscal para el Consejo Superior de la Hípica Nacional, que desde siempre ha funcionado gracias a los aportes de los hipódromos, lo que supone una contradicción si se tiene en cuenta que son estos últimos, justamente, a los que debe controlar. De ahí que, además de deseable, resulte de toda lógica que por fin  sea el Estado el que asuma el financiamiento de dicha orgánica. 

El Honorable Senador señor Frei consultó cuál es la dependencia de Teletrak, canal de televisión que transmitiría las carreras internacionales del simulcasting.

El señor Cardemil señaló que la propiedad de Teletrak corresponde a una sociedad entre el Hipódromo Chile y el Club Hípico de Santiago.

El Honorable Senador señor Sabag resaltó que el proyecto de ley en estudio responde a una sentida aspiración de la actividad hípica, habida cuenta de la crítica situación que vive especialmente en regiones.  
El Honorable Diputado señor Ortiz hizo énfasis en lo que ocurre hoy con la hípica en la ciudad de Concepción, donde aun existiendo la posibilidad de lisa y llanamente vender los terrenos donde se sitúa el hipódromo, la voluntad de sus dueños es poder reimpulsar la actividad. Para ello, desde luego, requieren de un instrumento como el simulcasting, pues gracias a él será posible aumentar el pozo de premios, el número de propietarios y las ganancias de los diversos actores.

En mérito de dicha necesidad de reimpulso, hizo hincapié en la importancia de una pronta y expedita tramitación del proyecto de ley en el Senado.

El Honorable Senador señor Coloma, asimismo, coincidió con que sería del todo conveniente que pudiera despacharse el proyecto a la brevedad posible.
La Honorable Senadora señora Rincón expresó que sin perjuicio de la relevancia de agilizar la tramitación de la presente iniciativa, debe contarse con el tiempo necesario para su análisis y posterior debate, que debe contemplar la posibilidad de formular indicaciones por parte de los diversos senadores.
Consultó, por otra parte, qué acontecería si un canal de televisión distinto de Teletrak quisiera participar de las transmisiones de carreras a que se podrá acceder ahora gracias al simulcasting.

El señor Cardemil explicó que en el pasado ya hubo dos emisoras televisivas que trasmitían carreras hípicas, Teletrak y Telsport. Sin embargo, en vista de los altísimos costos involucrados y la disminución de los ingresos, los  hipódromos decidieron persistir sólo con la primera de ellas.  
Con todo, agregó, la transmisión de las carreras no tiene nada que ver con el contenido del proyecto de ley en estudio.

El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que, en efecto, la iniciativa en estudio no se vincula en absoluto con la transmisión televisiva de las carreras. Lo que requiere autorización legal, precisó, son las apuestas, que hasta ahora sólo se encuentran reguladas en relación con las carreras hípicas nacionales, pero que en esta ocasión se pretende ampliar a las que se llevan a cabo en el extranjero.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Frei, el señor Cardemil indicó que los mayores ingresos fiscales se han estimado en $1.244 millones, mientras que el financiamiento que se entregará al Consejo Superior de la Hípica Nacional ascenderá a $100 millones sólo en el primer año, para proyectos específicos. En los años subsiguientes, el financiamiento de esta institución deberá contemplarse en las leyes de presupuestos correspondientes. 
Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. 
- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de noviembre de 2012, señala, textualmente, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley busca incentivar y promover el desarrollo de la actividad Hípica en Chile, a través de la modificación de la ley N° 4.566 y decreto ley N° 2.437, General de Hipódromos, mediante la cual se autoriza a instaurar en Chile un sistema de apuestas mutuas sobre carreras de caballos disputadas en el extranjero conocido internacionalmente como "simulcasting", con la limitación de que el número de carreras que se realicen en Chile sea igual o superior a las del año anterior al de transmisión de carreras disputadas en hipódromos extranjeros.

Asimismo, se faculta al Ministerio de Hacienda establecer requisitos adicionales en lo que respecta a la razón entre el número de carreras disputadas en Chile y en el extranjero, de la misma forma, que con la relación del monto bruto de las apuestas entre ambas.

Por otra parte, se introducen en decreto de ley N° 2.437, los incisos cuarto y quinto nuevos, en los cuales se fija descuento por comisión de un 30% del monto bruto de las apuestas realizadas en el extranjero y en Chile, estableciendo distribución conforme a las siguientes reglas:

i) 3% a beneficio fiscal como impuesto único;

ii) 16% como mínimo para premios de carreras, y

iii) El porcentaje que resultare como saldo, para gastos de Administración y apuestas de los hipódromos.

Finalmente, se incluyen 2 artículos transitorios que señalan por una parte que la Ley entrará en vigencia una vez que Reglamento de Carreras sea modificado y que mediante decreto del Ministerio de Hacienda, se transferirán hasta $100.000 miles al Consejo Superior de la Hípica Nacional con recursos reasignados desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Se proyectan mayores ingresos estimados por $1.244 millones anuales, en régimen¹ considerando el antecedente de que en países donde se ha introducido el simulcasting, las apuestas mutuas de la hípica se han visto incrementadas en aproximadamente un 30%, estimándose similar comportamiento en nuestro país.

Respecto de mayores gastos, de acuerdo artículo 2 transitorio, se transferirán desde el Programa 01 del Capítulo Secretaria y Administración General del Ministerio de Hacienda hasta $100.000 miles al Consejo Superior de la Hípica Nacional en la forma y propósitos para los que se señala.”.
¹ De acuerdo a la información publicada por el Servicio de Impuestos Internos, la recaudación del año 2011 por concepto del impuesto único del artículo 1° del decreto ley N° 2.437, ascendió a $ 4.148 millones.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO
En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 4.566, General de Hipódromos:

1) Agrégase en su artículo 1º el siguiente inciso segundo: 

“El sistema de apuestas mutuas podrá recaer también sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en el país. El monto bruto de las apuestas mutuas que se realicen sobre estas competencias se regirá por lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica. La regulación del sistema de apuestas señaladas en este inciso será materia del Reglamento de Carreras.”.

2) Agrégase en su artículo 4º el siguiente inciso cuarto: 

“Las sanciones señaladas en el artículo anterior y en el presente artículo se aplicarán también a todo aquel que explote apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero y que no cumpla con las condiciones establecidas al efecto por esta ley y por el Reglamento de Carreras.”.

3) Intercálanse, antes del Título II, los siguientes artículos 7º y 7º bis:

“Artículo 7º.- Las apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero, deberán recaer sobre competencias de caballos de carrera fina sangre que se lleven a cabo en hipódromos reconocidos por las autoridades del país en que se disputen tales competencias.

Artículo 7º bis.- Para que los hipódromos nacionales en actividad puedan recibir apuestas por carreras de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, será requisito que el número de carreras en vivo celebradas en cada uno de dichos hipódromos, en el año calendario anterior al de la transmisión de las carreras disputadas en hipódromos extranjeros, sea igual o superior al del año calendario anterior a aquél, salvo fuerza mayor o impedimento justificado, requisitos todos que serán especificados en el Reglamento de Carreras, el que además reglamentará y establecerá la forma de verificar tales requisitos y las condiciones del sistema de transmisión y exhibición de las carreras.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica nacional:

1) Suprímese en el inciso primero la expresión “, semestralmente, hasta”.

2) Introdúcense los siguientes incisos cuarto y quinto:

“En el caso de las apuestas mutuas que se realicen sobre carreras de caballos fina sangre llevadas a cabo en el extranjero y transmitidas en vivo, el descuento total o comisión se fijará en un 30% del monto bruto de las apuestas mutuas, y se distribuirá conforme a las siguientes reglas:

a) 3% a beneficio fiscal como impuesto único, que se enterará en la Tesorería General de la República conjuntamente con el impuesto establecido en la letra a) del inciso primero;

b) 12,5% como mínimo para premios de carreras en vivo, el que será repartido entre los hipódromos en partes iguales, y

c) El porcentaje que resultare como saldo, para gastos de administración y apuestas mutuas de los hipódromos.

El saldo de las apuestas mutuas señaladas en el inciso anterior, que resulte una vez descontada la comisión, se destinará al pago de dividendos a los apostadores. Los acuerdos adoptados al respecto deberán ser publicados.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.-  Esta ley entrará en vigencia una vez que el Reglamento de Carreras sea modificado para regular las materias que la ley Nº 4.566 y el decreto ley Nº 2.437 establecen respecto de las apuestas mutuas sobre carreras de caballo fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en Chile.

No obstante, en el año calendario en que esta ley entre en vigencia, el sistema de apuestas mutuas que recaiga sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, podrá llevarse a cabo sin observar los requisitos exigidos en el artículo 7º bis de la ley Nº 4.566, General de Hipódromos. Dicha norma se aplicará a contar del año calendario subsiguiente al de entrada en vigencia de esta ley.

Artículo segundo.- Por decreto del Ministro de Hacienda expedido en la forma señalada en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá destinarse, para el año calendario correspondiente a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, hasta $ 100.000 miles al Consejo Superior de la Hípica Nacional, recursos que deberán reasignarse desde el Programa 01 del Capítulo Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. Dichos recursos serán transferidos previa firma de un Convenio con la entidad receptora, en la cual deberá señalarse el uso de los recursos, los objetivos a cumplir, y sus rendiciones, entre otros, en el marco de la normativa vigente.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 23 de enero  de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.
Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑOR SABAG, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN Y AUMENTA LAS SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO DE DEBERES DE LOS FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO

(8795-07)

Fundamentos:

1. El artículo 247 de nuestro Código Procesal Penal dispone expresamente lo siguiente:
“Transcurrido el plazo de dos años desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal deberá proceder a cerrarla.

Si el fiscal no declarare cerrada la investigación en el plazo señalado, el IMPUTADO o el QUERELLANTE podrán solicitar al juez que aperciba al fiscal para que proceda a tal cierre”.

2.- Una vez transcurrido el plazo de cierre que comienza con la formalización de la investigación, el fiscal tiene 10 días para acusar, sobreseer definitiva o temporalmente o bien comunicar su orden de no perseverar en el procedimiento por falta de antecedentes que obran en la causa.

3.- El artículo 234 del mismo cuerpo legal, establece la posibilidad que en la audiencia de formalización, el Tribunal de Garantía pueda fijar, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes, un término inferior al legal para el cierre de la investigación.

4.- Cuando vence el plazo de investigación, sin que el fiscal declare el cierre como lo dispone el artículo 247 del Código Procesal Penal, tanto el imputado como el querellante tienen el derecho de apercibir el cierre de la investigación.

5.- El Juez de Garantía citará a los intervinientes a una audiencia, en la que decretará sobreseimiento definitivo en caso que el fiscal no asista o compareciendo se niegue a cerrar la investigación, resolución que es apelable. En cambio, si el fiscal asiste y se allana a la solicitud de cierre, entonces tendrá un término de 10 días para deducir acusación.

6.- A pesar de estos derechos que tienen tanto el imputado como el querellante por negligencia del Ministerio Público, en la práctica vemos cómo o por ignorancia del imputado o negligencia de los abogados defensores y fiscales, estos derechos no se ejercen y muchas veces hay imputados que cumplen más de 2 años de prisión preventiva sin que hayan sido acusados, sobreseídos o con una comunicación de no perseverar por parte del Ministerio Público. Esta situación es gravísima y deben haber sanciones ejemplares para que estemos en presencia de un debido proceso tal como lo expresa nuestra carta fundamental en su artículo 19 N° 7.

7.- Creo que es indispensable que nuestro sistema procesal penal cuente con mecanismos que permitan sancionar las omisiones o negligencias de los letrados a cargo de la defensa y acusación de los imputados y me parece que las sanciones que establece el artículo 49 de la Ley 19.640 para los fiscales del Ministerio Público no son suficientes, y merecen ser más drásticas para que los fiscales lo piensen dos veces antes de no cumplir con sus obligaciones constitucionales y legales.

8.- La negligencia antes descrita puede tener 2 efectos:

A.- Dejar en impunidad a delincuentes por no hacer nada el fiscal dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo de investigación, ya que se sobreseerá a estas personas, sin perjuicio de la apelación a que hay derecho. Esta situación es lamentable ya que por un incumplimiento grave en las obligaciones del fiscal, pueden quedar en libertad personas que realmente son un peligro para la seguridad de la sociedad.

B.- Vulnerar los derechos de los imputados protegidos a nivel constitucional en el artículo 19 N° 7 de nuestra carta política ya que pueden transcurrir más de 2 años desde que son formalizados los imputados sin que tengan acusación fiscal, sobreseimiento u orden de no perseverar, hecho que afecta el debido proceso y que atenta gravemente contra su dignidad y derechos civiles y políticos.

9.-Por todas las consideraciones de hecho y de derecho planteadas precedentemente, es que propongo a este H. Senado el siguiente Proyecto de Ley:

PROYECTO DE LEY
Modifica el Código Procesal Penal en materia de cierre de la investigación y Modifica el artículo 49 de la Ley 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público, a propósito de la responsabilidad de los fiscales.

Artículo primero. Modifíquese el Código Procesal Penal en los siguientes términos:

Agregase al artículo 247 en su inciso primero a continuación de la frase “a cerrarla” la siguiente: “Y deberá comunicar el cierre a todos los intervinientes”.
En su inciso segundo agregase a continuación de “el imputado o el querellante” la siguiente expresión: “o el juez de oficio podrán solicitarle al fiscal que declare el cierre de la investigación”.

Artículo segundo. Modifíquese el artículo 49 de la Ley 19.640, ley Orgánica del Ministerio Público, en el siguiente sentido:

Reemplazar la letra C por la siguiente oración “Multa equivalente hasta una remuneración mensual, por el lapso de 2 meses”.

Reemplazar la letra D por la siguiente oración “Suspensión de funciones hasta por tres meses, con goce de media remuneración”.
Agregar una nueva letra H al artículo 49 al siguiente tenor: “Indemnización civil a las personas que sufran un daño directo producto de la negligencia profesional de los fiscales del Ministerio Público.”.
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑOR CANTERO, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, PARA ESTABLECER EN LA ELECCIÓN DE PARLAMENTARIOS EL PRINCIPIO DE LAS MÁS ALTAS MAYORÍAS INDIVIDUALES

(8797-07)
El sistema electoral conocido como “binominal” -y que rige para las elecciones parlamentarias de Senadores y Diputados- ha estado por un prolongado tiempo en el centro de la discusión política y debate público. 

A pesar de que Chile ha tenido su propio proceso de transición a la democracia, con Presidentes de distintos sectores políticos, los ciudadanos demandan mayores y mejores instancias de participación, sistemas de información y de representación. Luego de un año caracterizado por un despertar social que dio cuenta de una disconformidad popular con el sistema político, la necesidad de perfeccionar nuestra democracia, se hace cada vez más imperiosa, en especial, respecto al sistema electoral vigente.

Éste obliga a la generación de dos grandes bloques políticos, que no necesariamente representan la diversidad política, social y cultural de nuestro país y sus regiones. Este sistema permite el que personas con relativa baja votación sumen sus votos superando a otros candidatos que individualmente puedan obtener mayor respaldo.

Por otra parte, la ampliación del número de diputados y senadores sólo representa un aumento del gasto público, sin mejorar necesariamente la representatividad ciudadana. Complementario  a este proyecto de ley, se está preparando una moción parlamentaria para la elección directa, por mayoría y descentralizada de los Consejeros Regionales. 

Por lo anterior, es que mediante este proyecto de ley se propone un cambio profundo a la ley electoral de manera de establecer un sistema mayoritario uninominal para las elecciones de Senadores y Diputados. Para esto, se propone la modificación total del sistema de elección establecido en el artículo 109 bis de la ley 18.700, cambiando el actual sistema que privilegia en forma clara a las listas, por un simple sistema mayoritario uninominal que establezca como electos a las dos primeras mayorías de votos individuales, sin posibilidad de establecer fórmulas que alteren la voluntad popular.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo 109 bis: En el caso de elecciones de Parlamentarios, el Tribunal proclamará elegidos Senadores o Diputados a los candidatos o candidatas que individualmente obtengan las dos más altas mayorías totales de votos. 

En caso de empate entre dos o más candidatos, el Tribunal procederá en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos y proclamará electo al que salga favorecido. 
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES BIANCHI Y CANTERO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, PARA ESTABLECER EN LA ELECCIÓN DE PARLAMENTARIOS EL PRINCIPIO DE LAS MÁS ALTAS MAYORÍAS INDIVIDUALES Y LAS ELECCIONES COMPLEMENTARIAS COMO MECANISMO DE REEMPLAZO

(8798-07)

Considerando:

1. Sabido por todos resulta el hecho de que la democracia, dentro de todos sus matices, aristas e interpretaciones, tiene un fin único e inequívoco; que la gente, mediante mecanismos de participación social directa o indirecta, confiera legitimidad, poder y autoridad a sus representantes. Lo anterior, siempre, basado en el bien común y la voluntad general. 

Mediante la celebración de actos democráticos (elecciones, plebiscitos, consultas ciudadanas, referéndums, etc.) la ciudadanía en conjunto emite o permite tomar una decisión, que luego, gracias a los distintos mecanismos del Estado y procesos legales, se convierte en un contrato o pacto social. 

Dicho pacto, por haber emanado de la soberanía popular, o voluntad general, debe ser respetado. Es la gente, quien mediante un acto libre y voluntario, expresa sus preferencias por quienes son los más adecuados para representarlos, por lo que su decisión no sólo debe ser aceptada, sino que protegida y respetada. 

¿Pero qué sucede cuando todo lo anterior es entendido en la teoría, pero alejado radicalmente en la práctica?, ¿Qué pasa cuando un país tiene representantes con menos del 20% de las preferencias?, ¿Qué pasa con el sistema de reemplazo de los parlamentarios?, ¿Qué sucede cuando los Consejeros Regionales no son elegidos directamente por los habitantes de su región y qué pasa cuando los Intendentes Regionales no son elegidos?. La respuesta parece sumamente simple y bastante conocida para quien sabe de la realidad chilena; se genera desencanto, pérdida de legitimidad y abstención en la participación cívica. 

Son estas preguntas las que nosotros abordamos en esta Reforma Constitucional, no sólo enunciándolas en un diagnóstico de la situación actual, sino que proponiendo una solución o vía alternativa a las falencias indicadas a continuación.
2. El Sistema Binominal y las Primeras Mayorías.

Chile, un país que goza de una institucionalidad fuerte, una economía creciente y de una estabilidad política joven, pero cada día más establecida, parece tener un serio problema; la falta de representatividad.

Hace más de tres décadas, se ideó aplicar en Chile el sistema binominal de elecciones. Un sistema, que para la época, se planteó como conveniente para lograr los equilibrios políticos que permitieran la transición democrática. Eran años de alta confrontación e inestabilidad y tensión política. No se estaba en un régimen democrático y quienes tomaban las decisiones, buscaban un sistema que en un futuro cercano, asegurara la estabilidad política. Se pretendía, generar un equilibrio entre dos bloques, para que existiera un escenario que no tuviera escapes a los extremos y que permitiera los consensos.

Pero la realidad del siglo XXI es distinta a la de finales de los ochenta. El dinamismo social, la alta capacidad de participación, la necesidad de ideas frescas y nuevas competencias, han hecho permitir la conveniencia de superar el sistema binominal. En base a este sistema el año 1989, en total, fueron 11 senadores y 15 diputados los que accedieron al Congreso sin obtener clara mayoría individual para esas elecciones.

Este sistema hoy resulta sumamente excluyente y poco representativo,  ya que permite que personas con relativa baja votación sumen votos por lista, superando a otros candidatos que individualmente puedan obtener mayor respaldo. Deja obsoletos a quienes no pueden, no les permiten o no desean incorporarse a las grandes coaliciones, ya que la competencia (con el binominal) se centra dentro de cada coalición. El sistema binominal chileno atenta contra la competencia garantizando a cada una de las dos coaliciones políticas la elección de al menos uno de dos candidatos por distrito.  Es por esto, que en ocasiones incluso hoy resulta inconveniente este sistema, ya que se le dice a la gente que su voto, sólo tendrá peso si es concordante con la alianza política que se forme, ya que es muy probable, que por suma de votos en lista, se obtenga a un representante que no obtienen una mínima mayoría de los electores.

Hoy en día el consenso no se logra por igualar o aceptar pensamientos mayoritarios de listas o alianzas, sino que se da mediante la participación, cosa que este sistema binominal, está lejos de garantizar.

Pero el binominal y el no respeto que tiene con las primeras mayorías no es el único problema que aqueja a nuestra democracia actual. 
3. El que el Sistema de Reemplazo:
Una vez electos los representantes, estos tienen que cumplir el mandato temporal que la gente les adjudicó, ni un día más y ni un día menos. La democracia, no sólo se basa en el hecho de elegir a alguien, sino por el respeto a los procesos debidamente reconocidos y amparados por la ley. En el caso de reemplazo por fallecimiento, cambio a un cargo ministerial, resulta más conveniente volver a efectuar un proceso electoral y establecer una fórmula de consulta previa a los electores.
Chile, es una República Democrática. Dentro de los fundamentos esenciales de cualquier República está el hecho de debe existir una independencia clara entre los poderes del Estado. Difícilmente se puede concebir una real independencia entre el ejecutivo y el legislativo si el primero tiene la capacidad de sacar a gente del segundo y nombrar en su reemplazo a quienes quieran, saltándose cualquier tipo de elección popular. Quizá hace años, esta idea era algo aceptable, cuando Chile no contaba con los recursos para hacer una elección cuando se requería un cambio de gabinete, pero hoy, la realidad está muy lejana a esos términos.

Por otro lado, la esencia de la democracia recae en la inexistencia de una imposición arbitraria frente a la voluntad de la gente. No puede ser concebido como normal o aceptable el hecho de que a la gente se le diga de un día para otro que su candidato, la persona que el de manera voluntaria eligió como representante de sus necesidades sea sin una consulta previa

4.
El que la reelección de parlamentarios y autoridades:

La reelección de parlamentarios y otras autoridades no dependerá de pactos o del sistema binominal. Esto lógicamente quedará resuelto y regulado con el cambio del sistema electoral. El fin de binominal y la llegada de un sistema de elección centrado en las primeras mayorías, hará que las elecciones y reelecciones se den de una manera distinta. 

5. El que en cuanto a Regionalización:

Hoy en día no existe un sistema democrático claro y directo para elegir las autoridades regionales. Los Intendentes son nombrados por el Presidente de la República, los Consejeros regionales son elegidos indirectamente por los Concejales. Los Secretarios Regionales Ministeriales son designados por los Ministros y los Directores de Servicio Nacionales. Se traspasa cada vez más fondos a las regiones y las decisiones no siempre responden a los intereses y participación ciudadana.

6. Las evidencias de que las democracias protegidas (como las denominan autores como  Karl Friedrich Krause) fracasan son cada vez más comunes. Las democracias, no deben ser controladas,  sino que deben contar con un marco mínimo que les asegure la libertad de actuar. Resulta absolutamente erróneo y equivoco intentar controlar una actividad que por definición se basa en la libertad accionaria. 

La abstención en las pasadas elecciones municipales, que bordeó el 60%, no puede ser vista de otra manera como una voz de alerta y una oportunidad de cambio que se debe tomar. Más de siete millones de chilenos no concurrieron a votar, pudiendo ser interpretado como un real voto de desconfianza, disgusto y desapruebo a la política en general o una franca indolencia por la cosa pública.

Lamentablemente este no es un asunto nuevo. El llamado de atención viene de antes. Por ejemplo, para las pasadas elecciones parlamentarias, 5,5 millones de personas no votaron por un candidato electo a diputado, es decir sólo el 32,5% de los ciudadanos está representado en la Cámara Baja.
Tomando en cuenta lo anteriormente expuesto, tenemos la fuerte convicción de que lo más adecuado para una democracia sana, dinámica, representativa e inclusiva, es un sistema que respete y elija a las primeras mayorías, por lo que el sistema binominal de elecciones debe ser superado. No debe existir ningún sistema impuesto que vele por el balance de poder. El consenso tiene su riqueza en su naturalidad  respeto por la diversidad. Se da o no. Forzarlo, es un grandísimo error.

Estamos confiados en que sí importa la voluntad general. Esta debe ser escuchada, respetada y cuidada por todos aquellos que han tenido el privilegio de ser electos para ocupar cargos políticos. Creemos que antes de entrar a la discusión de fondo, la que sería el sistema electoral que queremos tener, debemos dar la señal y apuntar hacia un objetivo de bien común. Esa dirección es clara;  la valoración y el respeto por las primeras mayorías. Respetar a la gente cuando en conjunto manifiesta su voluntad. Reconocer a quien, para la mayor cantidad de ciudadanos es el que debe representarlos. Poner fin, a la falta de representatividad suficiente.

Esto, por nuestra parte no es algo aislado ni algo nuevo. El 11 de enero de 2012, tres de los Senadores autores de esta Moción, la Honorable Senadora Lily Pérez San Martín, el Honorable Senador Antonio Horvath Kiss y el Honorable Senador Carlos Cantero Ojeda, junto a otros parlamentarios, firmamos en Valparaíso un compromiso  frente al país y al Gobierno, donde comprometíamos nuestros votos, voluntad y disposición para poder cambiar este sistema que requiere se mejoramiento. Hoy, más de un año después, mantenemos y resaltamos nuestra postura. Urgen los cambios. La necesidad de traer representatividad real a nuestro país es algo sumamente urgente, y por ello proponemos las siguientes fórmulas y reformas correspondientes.

7. La conveniencia de regular fórmulas adecuadas de Reemplazo Parlamentario.

Este punto va estrechamente relacionado con el anterior. Si bien, en lo recién descrito queda plasmada la importancia de no prolongar los períodos de ejercicio, resulta igual de importante no terminarlos de manera anticipada, atentando así con la voluntad expresada por la ciudadanía.

Es por esto que creemos que lo más adecuado es que la única causal de reemplazo de un parlamentario debe ser la constatación de una enfermedad invalidante o la muerte. Estamos convencidos de que bajo ningún caso es aceptable que congresistas dejen a quienes les dieron literalmente un voto de confianza para formar parte de un gabinete. En ningún momento pretendemos mirar en menos o desprestigiar cualquier cargo ministerial, pero si consideramos que en ningún caso, su importancia sobrepasa a la voluntad de miles o millones. Alternativas fuera del congreso siempre habrá.

Pero no sólo pensamos que es necesario regular el motivo de salida, sino que también es de suma importancia normar el mecanismo de reemplazo. Tomando en cuenta, que nuestra postura en todos los temas recién abordados se basa en la voluntad general y en el reconocimiento de la importancia de las decisiones ciudadanas, creemos que en caso de reemplazo parlamentario, esta no debe ser la excepción.

Consideramos que el mecanismo más adecuado para un reemplazo de un congresista en caso de muerte o enfermedad invalidante, debe ser el llamado a elección popular en el distrito o región correspondiente. El postulante para dicha elección, deberá salir de una terna (como mínimo) ofrecida por el partido poseedor del escaño vacante. En caso de ser uno independiente, simplemente se deberá llamar a elección popular regular, abriendo las posibilidades a todos los que quieran postular, siguiendo lógicamente la reglamentación y ordenanzas de la legislación de elecciones y escrutinios.

Si bien, creemos que es importante que los partidos sean quienes velen por la continuidad y desarrollo político del país, consideramos que más importante aún es la gente, a la cual no se le debe imponer un reemplazo no deseado. Durante el tiempo que demora la elección, el puesto a reemplazar quedará simplemente sin vacante, o podrá haber un subrogante designado, pero no deseamos que el Congreso sea un trampolín para un gabinete y tal como lo hemos expresado  anteriormente, resulta inaceptable vulnerar la voluntad de la gente, con congresistas designados. 

8. En cuanto a Redistritaje o Aumento de Representantes.
Se ha postulado en variadas ocasiones el aumento de representantes en el Congreso, para aumentar así la proporción de representantes sobre representados. Las medidas o fórmulas han sido variadas, desde aumento directo de escaños, hasta un redistritaje o nueva conformación de escaños.

Frente a estas ideas, nuestra postura es clara y simple. No somos partidarios de un aumento de escaños, salvo en dos senadores que representen la recién creada Región de Arica y Parinacota. En cuanto al resto de los postulados, estamos absolutamente abiertos a cualquier tipo de debate o postulación de ideas, siempre y cuando estas no impliquen un aumento en el gasto fiscal. Es responsabilidad y deber nuestra dar señales de austeridad en tiempos cuando nuestro Congreso está sometido a constantes críticas por el mismo tema. No creemos que sea adecuado elevar aún más gasto del Estado hacia el Congreso para dar soluciones técnicas de este estilo. El aumento de recursos, en ningún caso supone un aumento en la eficiencia.

9. Elección directa de Consejeros Regionales y de Intendentes Regionales.
Postulamos la elección directa y descentralizada al interior de las regiones de los Consejeros regionales (para evitar el centralismo regional) y el que el Intendente Regional se coordine con un representante del Gobierno para armonizar los intereses y políticas regionales con  los nacionales. Esta reforma, en cuanto a Consejeros Regionales se encuentra aprobada y en proceso legislativo de Ley Orgánica correspondiente.

Los Senadores que presentamos esta reforma, creemos firmemente en la urgencia de generar los cambios ya comentados. Sostenemos de manera fehaciente el diagnostico que hacemos, por muy crudo y tajante que sea, pero tenemos la más sincera y profunda convicción en que las propuestas que realizamos, son las más adecuadas para enmendar el camino de nuestra apreciada democracia.

Estamos absolutamente seguros que en su mayoría, la voluntad política existe y está disponible para generar estas reformas planteadas, por lo que manifestamos nuestra más clara e irrestricta voluntad de trabajo para lograr que todo lo recién postulado pueda ser realizado.

Esta reforma no sólo constata una realidad que se ha venido escuchando cada vez más fuerte el último tiempo, sino que también es un manifiesto de voluntad. Una declaración de principios e intenciones frente a un panorama, que si bien es negativo, lo vemos con claridad y esperanza de cambio.

Al igual que lo hicimos hace más de un año, volvemos a ratificar nuestro compromiso no sólo político, sino de comprometer nuestro trabajo frente a la ciudadanía, el Congreso y el Gobierno, para lograr una real y autentica representatividad en nuestro país, para velar por las grandes mayorías electas y la voluntad general, para generar un sistema de reemplazo justo y acorde a las preferencias ciudadanas y la voz de la gente, y asegurar que en nuestro país todos tienen voz, voto y participación en política.

Por lo anterior es que venimos en presentar el siguiente. 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

CAMBIA EL SISTEMA ELECTORAL BINOMINAL POR EL DE MAYORÍAS INDIVIDUALES

Artículo Único.-

Modifíquese la Constitución Política de la República de Chile de la siguiente forma:

1.- Agréguese al Artículo 18 el siguiente inciso tercero nuevo:

En las elecciones de Diputados y de Senadores serán electos los candidatos que obtengan las dos primeras mayorías por distrito y circunscripción correspondiente.
2.- Reemplácese el inciso tercero del Artículo 51 por el siguiente:

En caso de enfermedad invalidante o de muerte de un Diputado o Senador se procederá a su reemplazo mediante una nueva elección popular en el distrito o circunscripción correspondiente. Si restare menos de un año del ejercicio del cargo, esta vacante no será provista.

3.- Eliminar los actuales incisos cuarto y quinto del Artículo 51.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS EN MATERIA DE ELECCIÓN DE PARLAMENTARIOS Y CONFORMACIÓN DE DISTRITOS PLURINOMINALES
(8799-07)

Exposición de motivos:
Nuestra Constitución Política establece en su artículo 18, la existencia de un sistema electoral público, para cuyo efecto dispone que una ley orgánica constitucional debe determinar su organización y funcionamiento y regular la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitos, en todo lo que no esté previsto en la misma Constitución.

Dicha ley debe garantizar siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de los partidos políticos, tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos.

El cuerpo legal que dio cumplimiento a este precepto constitucional, es la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que nos rige desde hace casi veinticinco años, la que ha sido objeto de diversas modificaciones.

Bajo el amparo de esta ley se han realizado los diversos procesos electorales, que se efectuaron desde el año 1989 hasta ahora.

Sin embargo, y pese a que los comicios que han tenido lugar en estos últimos veinticuatro años siempre se han desarrollado en un clima de tranquilidad  y responsabilidad cívica, en el último tiempo, han surgido diversos fenómenos sociales, que ameritan efectuar una modificación de carácter sustancial a este cuerpo normativo.

En efecto, es un hecho público y notorio que existe un aumento sostenido de la desconfianza de la ciudadanía hacia las instituciones políticas y sus representantes.

Ello se ha visto indudablemente reflejado en la alta abstención que se produjo en las últimas elecciones municipales, en las,  que aún cuando acordamos por amplia mayoría en esta Corporación, el voto voluntario, se produjo una apatía y desinterés inéditos en nuestra historia política.

Se ha producido un indudable cuestionamiento a la legitimidad del sistema institucional, lo cual ha dado origen a las  manifestaciones de los diversos movimientos sociales en los últimos dos años, que han concitado un amplio apoyo ciudadano.

Por lo tanto, ha disminuido notoriamente la participación en los canales formales establecidos en el sistema democrático, y por el contrario se ha acrecentado una participación en canales no institucionales que se han conformando en el seno de la comunidad, lo cual ha generado un elevado nivel de polarización social e, incluso, violencia.

En consecuencia, se deben generar condiciones para que el gran número de ciudadanos que  no participan en los cauces institucionales establecidos, se incorporen masivamente al proceso democrático.

Esto requiere de un esfuerzo en orden a que el elector tenga más alternativas para elegir, favoreciendo el debate de ideas entre quienes representan a las distintas sensibilidades de un mismo pacto o alianza electoral.

Los cambios en el sistema electoral deben apuntar a dar mayor representatividad, proporcionalidad, y competencia, pero manteniendo la gobernabilidad y estabilidad que ha caracterizado al país desde el retorno a la democracia. Asimismo, hay que generar las condiciones para que el gran número de ciudadanos que no participan en los cauces institucionales de la democracia se incorporen al proceso democrático, y tender a mantener el peso relativo para las regiones en el Congreso respecto a la configuración actual y sobre todo en relación a Santiago. Además, no hay imponer un aumento en el número de diputados o senadores. 
No parece prudente que se hagan cambios orientados hacia sistemas mayoritarios para la elección de diputados y senadores, ya que no están en la tradición cultural de nuestro país. Un Congreso debe tener las adecuadas representaciones de la sociedad, lo cual no es garantizado por un sistema que busca generar mayorías y no acuerdos ni consensos. Elecciones mayoritarias están más acordes a los objetivos que tienen los comicios de alcaldes y de Presidente. 

En esta línea se debe evitar llegar a modelos proporcionales puros que dificulten la búsqueda de acuerdos y la toma de decisiones, pero es necesario encontrar la forma de fomentar que otras fuerzas o partidos nuevos pero significativos a nivel electoral tengan cabida en el Congreso.

La mejor opción es mantener los actuales números de diputados y senadores, y realizar reagrupaciones de los actuales distritos en base a las circunscripciones vigentes o considerando a las regiones, lo que generará de esta forma un aumento en la magnitud en los cargos a elegir por distritos o circunscripciones, y por consiguiente tendería a aumentar la proporcionalidad del sistema.
En el título XI de la ley Nº 18.700, se contemplan los sesenta distritos electorales y las dieciocho circunscripciones senatoriales que actualmente existen.
Se considera que el número de distritos debiera reducirse a treinta y cuatro, fijándose en veinte las circunscripciones senatoriales, lo cual permitiría que la oferta de candidatos sea más amplia.
Para dicho efecto, se hace necesario modificar los artículos 179 y 180 de la mencionada ley, indicándose las comunas que conformarán los respectivos distritos y circunscripciones, con lo cual estimamos que puede lograrse la meta que se persigue.
En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
Proyecto de Ley:
Modifíquese la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, en la siguiente manera:
I.-  Elimínese el actual artículo 109 bis y reemplácese por el siguiente: 
Artículo 109 bis.- En el caso de elecciones de Diputados, el Tribunal proclamará elegidos a los candidatos conforme a las reglas siguientes: 
1.- El tribunal determinará las preferencias emitidas a favor de cada lista y de cada uno de los candidatos que la integran.
2.-Se aplicará el sistema electoral de coeficiente D´Hondt, procediendo de la siguiente manera:
a) Se dividirán los votos de cada lista por uno, dos, tres y así sucesivamente hasta la cantidad de escaños que corresponda elegir.
b) Se ordenarán los números que han resultado de estas divisiones en orden decreciente hasta el numeral correspondiente a la cantidad de escaños que elige cada distrito.
c) A cada lista o pacto electoral, se le atribuirán tantos escaños como números tenga en la escala descrita en la letra b).Para efectos de la aplicación del coeficiente D`Hont, se considerará como un partido dentro del pacto electoral, al conjunto de candidaturas independientes que no sean parte de un subpacto.
3.-En el caso de las listas conformadas por un solo partido político, el tribunal proclamará electos a los candidatos que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales de cada lista de acuerdo a los escaños que le correspondan a cada una de ellas luego de la aplicación descrita precedentemente.
4.- En el caso de los pactos electorales, conformados por dos o más subpactos o partidos, para determinar cuántos cupos le corresponden a cada uno de ellos se aplicarán las siguientes reglas:
a) Se calculará el total de los votos de cada partido político o subpacto.
b) Se dividirá por 1, 2, 3 y así sucesivamente, hasta la cantidad de escaños asignados al pacto electoral.
c) A cada partido o subpacto electoral, se le atribuirán tantos escaños como números tenga en la escala descrita en la letra b) de este numeral.
d) El Tribunal proclamará elegidos a los candidatos que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales de cada subpacto o partido dentro de un pacto electoral, de acuerdo a los cupos obtenidos por cada uno de ellos.
II.- Incorpórese el siguiente artículo “109 ter”, a continuación del artículo 109 bis:
En el caso de elecciones de Senadores, el Tribunal proclamará elegidos Senadores a los dos candidatos de una misma lista, cuando ésta alcanzare el mayor número de sufragios y tuviere un total de votos que excediere el doble de los que alcanzare la lista o nómina que le siguiere en número de sufragios. 
Si ninguna lista obtuviere los dos cargos, elegirá un cargo cada una de las listas o nóminas que obtengan las dos más altas mayorías de votos totales de lista o nómina, debiendo el Tribunal proclamar elegidos Senadores a aquellos candidatos que, dentro de cada lista o nómina, hubieren obtenido las más altas mayorías. 
Si el segundo cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o nóminas, el Tribunal proclamará electo al candidato que hubiere reunido mayor cantidad de preferencias individuales.
En caso de empate entre candidatos de una misma lista o entre candidatos de distintas listas o nóminas, que a su vez estuviesen empatadas, el Tribunal procederá, en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará electo al que salga favorecido.
III.- En el artículo 178, elimínese la frase “habrá sesenta distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá dos Diputados”, y en su lugar reemplácese por la oración “habrá treinta y cuatro distritos electorales que elegirán el número de diputados señalados para cada uno de ellos en el artículo 179 de la presente ley”.
IV.- Elimínese el actual artículo 179 y reemplácese por el siguiente: 
Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes: 
1er distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos. Este distrito elegirá dos diputados. 
2º distrito, constituido por las comunas de Iquique, Huara, Camiña, Colchane, Pica, Pozo Almonte y Alto Hospicio. Este distrito elegirá dos diputados. 
3° distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollagüe, San Pedro de la Paz, Antofagasta, Sierra Gorda, Mejillones y Taltal. Este distrito elegirá cuatro diputados. 
4º distrito, constituido por las comunas de Diego de Almagro, Chañaral, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del Carmen.Este distrito elegirá cuatro diputados. 
5º distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano, Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela. Este distrito elegirá seis diputados. 
6º distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llayllay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué. Este distrito elegirá seis diputados.
7º distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, Viña del Mar, Concón, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca. Este distrito elegirá seis diputados.
8º distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura y Pudahuel. Este distrito elegirá dos diputados.
9º distrito, constituido por las comunas de Conchalí, Renca, Huechuraba, Cerro Navia, Quinta Normal y  Lo Prado. Este distrito elegirá cuatro diputados.
10º distrito, constituido por las comunas de Estación Central, Cerrillos y Maipú. Este distrito elegirá dos diputados.
11º distrito, constituido por las comunas de Recoleta, Independencia y Santiago. Este distrito elegirá cuatro diputados.
12º distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine, Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué y San Pedro. Este distrito elegirá cuatro diputados.
13er distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura y Lo Barnechea. Este distrito elegirá cuatro diputados.
14º distrito, constituido por las comunas de La Reina y Peñalolén. Este distrito elegirá dos diputados.
15º distrito, constituido por las comunas de Macul, San Joaquín, La Granja y La Florida. Este distrito elegirá cuatro diputados.
16º distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo. Este distrito elegirá cuatro diputados.
17º distrito, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana. Este distrito elegirá dos diputados.
18º distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa. Este distrito elegirá cuatro diputados.
19º distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones. Este distrito elegirá cuatro diputados.
20º distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén y Rauco. Este distrito elegirá dos diputados.
21º distrito, constituido por las comunas de Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco y Río Claro. Este distrito elegirá cuatro diputados.
22º distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco. Este distrito elegirá cuatro diputados.
23er distrito, constituido por las comunas  de San Fabián, Niquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel. Este distrito elegirá dos diputados.
24º distrito, constituido por las comunas de Talcahuano, Hualpén, Chiguayante, Concepción y San Pedro de la Paz. Este distrito elegirá cuatro diputados.
25º distrito, constituido por las comunas de Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana. Este distrito elegirá dos diputados.
26º distrito, constituido por las comunas de Chillán, Chillán Viejo, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco y Yungay. Este distrito elegirá dos diputados.
27º distrito, constituido por las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Angeles, Tucapel, Alto Biobío, Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchen, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja. Este distrito elegirá cuatro diputados.
28° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco, Galvarino. Este distrito elegirá cuatro diputados.
29° distrito, constituido por la comuna de Temuco y Padre las Casas. Este distrito elegirá dos diputados.
30° distrito, constituido por las comunas de Carahue, Cholchol, Nueva Imperial, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquen, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén. Este distrito elegirá cuatro diputados.
31° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión, Paillaco, Osorno, San Juan de la Costa y San Pablo. Este distrito elegirá seis diputados.
32° distrito, constituido por las comunas de Puyehue, Rio Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena. Este distrito elegirá seis diputados.
33° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aysén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibañez, Cochrane, O´Higgins y Tortel. Este distrito elegirá dos diputados.
34° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Cabo de Hornos y La Antártica. Este distrito elegirá dos diputados.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SACERDOTE ESTADOUNIDENSE SEÑOR JOHN EUGENE BARBER VANSTON 
(8297-17)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción de los Honorables Diputados señoras Marta Isasi y Alejandra Sepúlveda, y señores Pedro Araya, Nino Baltolu, Tucapel Jiménez y Sergio Ojeda.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de julio de 2012, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que, da origen al proyecto en informe, señala que la nacionalización por gracia recoge una tradición republicana, a través de la cual la Nación distingue a extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo al país, en los campos de la ciencia, el arte, la cultura y, en general, que representen un modelo a seguir por las generaciones futuras, por sus virtudes y modo de vida. Considerando lo anterior, resalta que sus Autores reconocen el aporte que ha hecho a la Nación el sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston, quien durante toda su vida ha trabajado, sin descanso, por el desarrollo de Chile, de su pueblo y de su cultura. Al efecto, indica que ha promovido la solidaridad y la justicia con los más necesitados, compartiendo durante mucho tiempo buena parte de sus privaciones. También, reseña que ha promovido la cultura chilena, especialmente en su faceta artística y religiosa, alentando las manifestaciones de fervor popular arraigadas en el norte del país.

Informa que el Padre John Barber nació el 14 de mayo de 1932, en la ciudad de Scranton, un pequeño pueblo minero de inmigrantes dedicados a la extracción de carbón, en el Estado de Pensilvania, Estados Unidos. Nació en un hogar católico y en su familia existían varios sacerdotes. Por ello, comenta que desde niño fue muy cercano a las comunidades de vida cristiana de su pueblo y que en el colegio conoció a la que sería la orden de su vida: la Compañía de Jesús, desarrollando una relación cercana con varios de sus sacerdotes, lo que lo vinculó poco a poco a la vocación de ser sacerdote. Agrega que apenas terminó el colegio, y con dieciocho años, fue aceptado en el Noviciado, comenzando su Ministerio en un ambiente de estricta formación en la Provincia Jesuita de Maryland.

Relata que en sus años de formación, tuvo dos años de Noviciado, dos años de estudios humanísticos; tres de Filosofía, tres del Magisterio y cuatro años de Teología. Luego, refiere que comenzó su labor como educador, enseñando latín y literatura inglesa, en su país de origen. Así, destaca que surgió en él su espíritu misionero, inspirado en San Francisco Javier y en el Concilio Vaticano II, que lo llevaría a pedir su traslado a Chile.

Detalla que al llegar a Chile en el año 1966 fue destinado al Colegio San Mateo, el cual fue traspasado a la Compañía de Jesús. Dado que en nuestro país no existían tantos jesuitas los superiores de la Compañía de Jesús en Roma determinaron que los jesuitas de la Provincia de Maryland se hicieran cargo del Colegio San Mateo, de Osorno. Después de superar las normales dificultades de adaptación, los jesuitas del San Mateo comenzaron a cosechar sus logros, entre los que se encuentran la creación, en el año 1967, de un equipo de basquetbol y un programa de reforzamiento para niños de escasos recursos, que querían ingresar al Colegio San Mateo en primero medio, conocidos como los programas de verano. 

Paralelamente, hace presente que el Padre Barber se volcó hacia los más necesitados y se mudó junto a otros dos jesuitas a una población en Rahue Alto. Allí, pudo vivir su fe de manera austera, en una casa básica que sólo contaba con  una pequeña estufa a leña que lo protegía del frío invernal. En esa época se dedicó a fomentar la conciencia social de los estudiantes, realizando trabajos sociales y campamentos. Con el paso del tiempo, continúa, esos trabajos se convirtieron en obligatorios para todos los alumnos de tercero medio, como una forma de inculcar la vocación social y la opción por los pobres dentro de la Iglesia. Complementa que los alumnos debían visitar un hogar de la ciudad y compartir su experiencia laboral.

Remarca que al Padre Barber le interesaba que los estudiantes, al egresar del colegio, tuvieran la inquietud de combatir la brecha entre ricos y pobres. En esa misma línea, destaca, apoyó la idea de abrir un colegio en que la mitad de los alumnos fueran de escasos recursos, entregando becas y creando un sistema de arancel diferenciado. Sin duda, acota, todas estas experiencias marcaron el trabajo del Padre Barber, quien hasta el día de hoy, recuerda cómo el tema de la pobreza fue ganando espacio dentro de sus preocupaciones.

Posteriormente, comenta que el compromiso y las acciones en ayuda de los más pobres hicieron que el Padre fuera considerado por algunos como sospechoso después del golpe militar, pese a que durante el Gobierno de la Unidad Popular en el Colegio se diera a conocer un documento en que se llamaba la atención acerca de la participación excesiva y a veces violenta de los alumnos en cuestiones políticas.

Refiere que los dieciséis años que el Padre Barber estuvo en el Colegio San Mateo son recordados por su comunidad con inmenso cariño y agradecimiento. La misma comunidad que el año 2009 lloró la partida de un contemporáneo del Padre Barber, el Padre Francis Kownacki, que también lo acompañó en sus experiencias con los más necesitados. Por todo lo anterior, informa que en el mes de diciembre del año 2010, la comunidad osornina fundó el Colegio Gene Barber S.J., ubicado en la Población Quilacahuín, y que recibe a niños de primero a cuarto básico provenientes de familias de alta vulnerabilidad social.


En seguida, resalta que la misión del Padre Barber en Chile no termina en Osorno, ya que en el año 1983 fue trasladado a la ciudad de Antofagasta, como parte de su deseo de  emprender nuevos desafíos. Así, llega al Colegio Jesuita San Luis, en el cual su estampa ha quedado grabada hasta nuestros días. Nuevamente, el Padre Barber fue a la vanguardia en sus experiencias como misionero y en las comunidades de vida cristiana, de trabajos sociales y de los campamentos de trabajo. El propio Padre recuerda que los niños que pasaron por el colegio San Luis en ese tiempo quedaron muy marcados. Junto a su labor educadora en el San Luis,  el Padre se relacionó con la Comunidad de Mejillones, donde ejerció sus actividades pastorales en conjunto con la Capellanía del Hogar de Cristo de la ciudad.


Reseña que pese a los lazos que formó en Antofagasta, en el año 1988 pidió nuevamente su traslado. Al efecto, indica que en Arica recientemente habían fallecido dos sacerdotes jesuitas, de modo que el Padre Barber fue destinado a esta ciudad. En Arica, prosigue, después de un tiempo como Vicario de la Parroquia de Santa Cruz, el Padre aceptó la misión de ser asesor de los Bailes Religiosos, que en el norte son considerados como un grupo de devoción, formado por más de cien Bailes distintos.


Hace notar que en palabras del Padre Barber los Bailes Religiosos “son comunidades cristianas donde grupos de doce a cincuenta personas se unen para bailar a la Virgen y al Señor. Su forma de expresar su fe, su oración, es a través de la danza y el canto". En seguida, destaca que estos Bailes tienen una fuerte influencia de la cultura aymara, de modo que son un foco de encuentro entre la cultura chilena y la indígena. Agrega que los Bailes Religiosos hacen su labor en las fiestas anuales en las que se peregrinan para adorar a la Virgen del Carmen de la Tirana, la Virgen del Rosario de las Peñas y la Virgen de los Remedios de Tirnalchaca.


Relata que el Padre Barber se desempeñó como asesor de los Bailes Religiosos de Arica hasta el año 2008 y que a lo largo de todo ese período ayudó a promover esa manifestación de fervor, que según algunos ha permitido mantener la fe católica en el Norte Grande. Apunta que su compromiso con los Bailes ha tenido también un correlato doctrinal, pues ha cristalizado el apoyo de una expresión religiosa que fue durante mucho tiempo mal mirada y que gracias al Padre Barber se han convertido en parte importante de la comunidad católica y laica. Destaca que la ciudad le ha rendido un homenaje inaugurando una plaza con su nombre, ubicada en el santuario de la Virgen de las Peñas.

Actualmente, el Padre Barber que ya  tiene 81 años, atiende con la misma humildad y cercanía a los feligreses de la Parroquia de la Santa Cruz, en la Comuna de Estación Central, en Santiago. Además,  cabe precisar que arribó a nuestro país a los treinta y cuatro años, y lleva casi cincuenta años desarrollando su labor pastoral por los más necesitados en Chile.


Por todo lo anterior, y por las huellas de su obra educativa y de promoción cultural tanto en el norte como en el sur de Chile, es que se solicita que se otorgue la nacionalidad, por especial gracia, al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.


Finalmente, la Moción hace presente que el Padre John Barber Vanston con sencillez, humildad y vocación admirable, aprendió de nuestras costumbres y tradiciones, y que hoy día su corazón se cubre de sentimientos profundos de chilenidad, con respeto y valoración por nuestra cultura.

2.3.-
Ordinario N° 2406, de 6 de julio de 2012, del Servicio de Registro Civil e Identificación, en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don John Eugene Barber Vanston.

2.4.-
Oficio N° 10269, de 11 de julio de 2012, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de un artículo único, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.

Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados sólo por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, aprobada por la Sala de esa Corporación por 84 votos a favor, ningún voto en contra y 3 abstenciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión tuvo presente que el padre John Barber Vanston lleva más de treinta años realizado su labor pastoral en nuestro país, con un profundo contenido social y educacional, el cual se ha caracterizado por su permanente apoyo a las comunidades de Osorno, Antofagasta, Arica y  Santiago, lo que sin duda lo hace merecedor de este importante reconocimiento nacional.

Asimismo, valoró su trabajo en el Colegio San Mateo de Osorno y San Luis de Antofagasta y su participación en la comunidades de los Bailes Religiosos de Arica, comprendiendo el sincretismo religioso de éstos y asumiéndolos como una forma de extender la fe entre los feligreses del norte.

Todo lo anterior, provocó que la comunidad de Osorno se fundara un Colegio con su nombre, que permite el ingreso de alumnos vulnerables, y que en Arica se inaugurara una plaza que lleva su nombre en el Santuario de la Virgen de las Peñas.

Al efecto, la Comisión, luego, de conocer los antecedentes del padre John Eugene Barber Vanston, llegó a la convicción de que es merecedor de esta distinción especialísima, que considera la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional, lo que constituye un hecho público y notorio, que no es necesario acreditar.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el Padre John Eugene Barber Vanston, por su abnegada labor pastoral y su trascendente actividad evangelizadora es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Larraín Fernández, Letelier y Ruiz-Esquide.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En consecuencia, en virtud de las consideraciones precedentes, esta Comisión propone a la Sala del Senado aprobar en general y en particular, el proyecto de ley en informe, en los mismos términos acordados por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 23 de enero de 2013, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, y señores Hernán Larraín Fernández y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 23 de enero 2013.




(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann

 


Secretario

� Páginas 20 y siguientes de este informe.


� El máximo Tribunal al analizar la norma del artículo 33, contenida en el artículo primero de la iniciativa, que establece, en lo pertinente, que “en contra de la resolución de la Corte de Apelaciones no procede recurso alguno, salvo que la sanción sea la revocación del reconocimiento oficial, caso en el cual, procede la apelación ante la Corte Excelentísima Corte Suprema “ manifiesta que “esta disposición contenida en el proyecto de ley merece dos reparos fundamentales: Primeramente, la Corte Suprema ha sido categórica al señalar que cuando no procede recurso alguno en contra de la resolución que resuelve la reclamación, se está atentando el derecho constitucional del debido proceso, consagrado en el numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. El segundo reparo dice relación con la apelación ante la Corte Suprema. El proyecto establece como regla general la improcedencia de recurso alguno en contra de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago. La única excepción es aquella en que la sanción impuesta sea la revocación del reconocimiento oficial de la universidad, caso en el cual, procede la apelación ante la Corte Suprema.”.





�  “La educación de calidad para todos, es entendida como un bien público y un derecho humano fundamental que los Estados tienen la obligación de respetar, promover y proteger, con el fin de asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso y apropiación del conocimiento. OREALC / UNESCO Santiago (2007) � HYPERLINK "http://www.unesco.cl" �www.unesco.cl�.


Principales consideraciones: Relevancia-Pertinencia-Equidad. Asimismo, al tratarse de un asunto sujeto a la acción pública, se presentan dos aspectos operativos centrales también objeto de una mirada desde el derecho: Eficacia-Eficiencia. “Definición de la UNESCO sobre Educación de Calidad”, Atilio Pizarro Jefe Sección de Planificación, Gestión, Monitoreo y Evaluación OREALC/UNESCO Santiago.





� Boletines números 7.913-04 y 7.929-04.


� Boletín N° 8.774-04, ingresado a tramitación al Senado el 9 de enero de 2013.


� Artículo 1° contenido en el artículo primero del proyecto, que dispone que es una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley  N° 3.551.


� Art. 1° Ley N° 10.336


� Durante la discusión de este proyecto se produjo un cambio de gabinete, asumiendo la Cartera de Educación el señor Harald Beyer (29 de diciembre de 2011).


� Se hace presente que el proyecto de ley en estudio inició su tramitación en el Senado el día 14 de diciembre de 2011. Desde aquella fecha hasta la sesión del día 4 de julio de 2012 la Comisión había destinado cinco sesión a él, siendo la última de ellas la del día 17 de enero.


� Boletín N° 7.856-04.


� Aseveró que quizás esa sería la alternativa más adecuada habida consideración del acuerdo adoptado de tramitar conjuntamente esta iniciativa de ley con las contenidas en los Boletines 7.760-04 y 7.856-04, las que se encuentran en su segundo trámite reglamentario.


� Boletín 8.369-04.
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